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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Aburto Ochoa, Marcos

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Boeninger Kausel, Edgardo

--Canessa Robert, Julio

--Cantero Ojeda, Carlos

--Cariola Barroilhet, Marco

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Espina Otero, Alberto

--Fernández Fernández, Sergio

--Flores Labra, Fernando

--Foxley Rioseco, Alejandro

--Frei Ruiz-Tagle, Carmen

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Martínez Busch, Jorge

--Moreno Rojas, Rafael

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Páez Verdugo, Sergio

--Parra Muñoz, Augusto

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz De Giorgio, José

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Silva Cimma, Enrique

--Stange Oelckers, Rodolfo

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Vega Hidalgo, Ramón

--Zaldívar Larraín, Adolfo

--Zaldívar Larraín, Andrés

--Zurita Camps, Enrique

Concurrieron, además, los señores Secretario General de la Presidencia y de Justicia subrogante y el señor Subsecretario de Justicia subrogante.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ROMERO (Presidente).-  Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 37ª, especial, y 38ª, ordinaria, ambas en 4 de octubre, y 39ª, ordinaria, en 5 de octubre, todas del año en curso, que no han sido observadas.


(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor ROMERO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes


Cinco de Su Excelencia el Presidente de la República:


Con los dos primeros retira la urgencia y la hace presente nuevamente, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto de los siguientes proyectos, en trámite de Comisión Mixta:


1) El que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (boletín Nº 3.021-07).

2) El que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la Reforma Procesal Penal (boletín Nº 3.465-07).

--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.


Con el tercero retira la urgencia y la hace presente nuevamente, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sustituye el procedimiento laboral contemplado en el Libro V del Código del Trabajo (boletín Nº 3.367-13).

--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con el cuarto retira la urgencia y la hace presente nuevamente, en el carácter de “simple”, respecto del proyecto de reforma constitucional, en primer trámite, que autoriza al Estado de Chile para aprobar el Estatuto de Roma, que crea la Corte Penal Internacional (boletín Nº 2.912-07).

--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con el quinto hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, respecto del proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, en materia de acuicultura (boletín N° 3.892-21).


--Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios


Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero informa que ha prestado su aprobación al proyecto que complementa la ley N° 19.927, sobre pornografía infantil (boletín N° 3.855-18). (Véase en los Anexos, documento   1).

--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Con el segundo comunica que ha dado su aprobación al proyecto de ley que modifica normas sobre patria potestad (boletín N° 3.592-18). (Véase en los Anexos, documento       2).

--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.


Con el tercero informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que establece medidas contra la discriminación (boletín N° 3.815-07). (Véase en los Anexos, documento       3).

--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.


Con el cuarto comunica que ha dado su aprobación al proyecto de ley que autoriza erigir un monumento, en la localidad de Chañaral Alto, comuna de Monte Patria, en memoria de don Alejandro Chelén Rojas (boletín N° 3.911-04). (Véase en los Anexos, documento        4 ).

--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


Con el quinto refiere que ha dado su aprobación al informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (con urgencia calificada de “discusión inmediata”)  (boletín Nº 3.021-07).

--Queda para tabla.



Del señor Ministro de Hacienda, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre de la Corporación, sobre la posibilidad de presentar a trámite legislativo una iniciativa que recoja las ideas contenidas en una moción, formulada por el Senador señor Chadwick, que propone beneficios tributarios a la inversión de utilidades de empresas establecidas o que se instalen en Regiones distintas de la Metropolitana, que fuera declarada inadmisible por corresponder a materias propias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.


Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Stange, relativo a la declaración del parque Pumalín como Santuario de la Naturaleza.


Del señor Ministro de Educación, mediante el cual contesta un oficio dirigido en nombre de la Senadora señora Frei, sobre la disminución de las raciones de alimentos en los establecimientos educacionales municipales de la Segunda Región.


Del señor Director Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, acerca de los efectos negativos que sufrirán las comunidades indígenas aledañas al lugar donde se construirá el Centro de Manejo de Residuos Sólidos de La Araucanía.


Del señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región de La Araucanía, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, sobre reparación de las viviendas de la Población Ramón Francois, en la comuna de Collipulli.


Del señor Director del Instituto de Desarrollo Agropecuario de la Región de La Araucanía, por medio del cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Senador señor Espina, relativo a proyectos del Instituto que serían afectados por la instalación del Centro de Manejo de Residuos Sólidos de La Araucanía.


Del señor Gerente General de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, respecto de importación de durmientes de madera provenientes de la amazonía brasileña.


--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes

De la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras durante la tramitación del proyecto de ley que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la Reforma Procesal Penal (con urgencia calificada de “discusión inmediata”)  (boletín Nº 3.465-07). (Véase en los Anexos, documento        5 ).

De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el sistema de nombramiento y calificaciones de los ministros, jueces, auxiliares de la administración de justicia y empleados del Poder Judicial (boletín Nº 3.788-07). (Véase en los Anexos, documento       6).

--Quedan para tabla.

Declaración de inadmisibilidad


Moción del Senador señor Páez, con la que presenta un proyecto de ley que faculta al Presidente de la República para comprometer la garantía del Estado en uno o más créditos requeridos para la construcción de la obra pública, por concesión, de puente sobre el Canal de Chacao.


--Se declara inadmisible, por referirse a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el número 3° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.
El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

El señor PÁEZ.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ROMERO (Presidente).- Para referirse a la Cuenta, tiene la palabra el Senador señor Páez. 

El señor PÁEZ.- Solicito que se oficie a los señores Ministros de Hacienda, de Obras Públicas y Secretario General de la Presidencia, encareciéndoles el respaldo del Gobierno a esta última iniciativa.

El señor ROMERO (Presidente).- ¿En nombre de la Sala o sólo de Su Señoría?

El señor PÁEZ.- A mi juicio, debería enviarse en nombre del Senado, por la importancia que tiene.

El señor ROMERO (Presidente).- Si no hubiere opiniones en contrario, así se procedería.



Acordado.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ROMERO (Presidente).- El señor Secretario dará cuenta de los acuerdos adoptados por los Comités.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Los Comités, en sesión celebrada hoy, acordaron unánimemente lo siguiente:



1) Tratar en cuarto lugar de la tabla el proyecto que figura en la de Fácil Despacho, es decir, el referido a la competencia desleal.



2) Colocar en segundo lugar de la tabla el proyecto que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal y, en tercero, el que introduce ajustes a la Reforma Procesal Penal, ambos con urgencia calificada de “discusión inmediata”.



3) Retirar de la tabla, hasta que pueda concurrir el señor Ministro de Relaciones Exteriores, el proyecto de acuerdo relativo a la Corte Penal Internacional, y



4) Reiterar el oficio –lo que ya se ha hecho- mediante el cual se solicitó al Ejecutivo “suma urgencia” para el proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

)-----------------(

El señor SABAG.- Pido la palabra. 

El señor ROMERO (Presidente).- Puede hacer uso de ella Su Señoría.

El señor SABAG.- Solicito autorización para que la Primera Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos pueda sesionar simultáneamente con la Sala. Somos sólo dos los Senadores que pertenecemos a ella.

El señor ROMERO (Presidente).- Les rogaríamos, sí, que cuando enfrentemos una votación de quórum especial  acudan a la Sala. 

El señor SABAG.- Con todo gusto.

El señor ROMERO (Presidente).- Si no hubiere objeciones, se accedería a la solicitud.



Acordado. 

V. ORDEN DEL DÍA

OBLIGACIÓN PARA AUTORIDADES PÚBLICAS DE DECLARACIÓN JURADA PATRIMONIAL. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor ROMERO (Presidente).-  Informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que establece como obligatoria la declaración jurada patrimonial de bienes de las autoridades que ejercen una función pública, con urgencia calificada de “discusión inmediata”. (Véase en los Anexos, documento   7).


--Los antecedentes sobre el proyecto (2394-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 11ª, en 9 de noviembre de 2004.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 22ª, en 9 de agosto de 2005.


Informes de Comisión:



Constitución (verbal), sesión 8ª, en 21 de junio de 2005.



Constitución (segundo), sesión 20ª ,en 2 de agosto de 2005.


Mixta, sesión 41ª, en 12 de octubre de 2005.


Discusión:



Sesiones 6ª, en 15 de junio de 2005 (se posterga su discusión); 8ª, en 21 de junio de 2005 (se aprueba en general); 20ª, en 2 de agosto de 2005 (se aprueba en particular).
El señor HOFFMANN (Secretario).- La controversia entre ambas ramas legislativas se originó en el rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de cuatro de las modificaciones efectuadas por el Senado en el segundo trámite.


El informe de la Comisión Mixta formula la proposición destinada a resolver las divergencias entre ambas  Corporaciones, que fue acordada de la siguiente forma:



El artículo 60 C que se incorpora a la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado y que establece los bienes que deberán individualizarse en la declaración de patrimonio fue aprobado, en los mismos términos acordados por el Senado, por 4 votos a favor (Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, y Diputado señor Uriarte) y 3 en contra (Diputados señora Soto y señores Burgos y Bustos).



El artículo 241 bis, que se agrega al Código Penal y que sanciona al empleado público que durante el ejercicio de su cargo obtenga un incremento patrimonial relevante e injustificado, fue aprobado por 6 votos a favor y 2 abstenciones, de los Honorables Diputados señora Soto y señor Bustos.



El artículo 13 permanente del proyecto de ley, que  prohíbe a los órganos de la Administración del Estado y a las empresas y corporaciones del Estado celebrar contratos administrativos de suministro y de prestación de servicios con funcionarios directivos de los mismos y con determinados parientes de ellos, fue ratificado con el mismo texto aprobado por esta Sala, por 6 votos a favor y 2 en contra, de los Honorables Diputados señora Soto y señor Bustos.



El artículo 1º transitorio de la iniciativa, referido al reglamento sobre los requisitos para las declaraciones de patrimonio, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta.



Cabe tener presente que el artículo 60 C, comprendido en el artículo 1º del proyecto, y el 1º transitorio tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación el voto conforme de 27 señores Senadores.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe las disposiciones legales pertinentes, los textos del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados y por el Senado, las enmiendas rechazadas por la otra rama del Parlamento, la proposición de la Comisión Mixta y el texto final que resultaría de aprobarse esta última.



Finalmente, cabe tener presente que la Honorable Cámara de Diputados aprobó la propuesta de la Comisión Mixta en sesión celebrada ayer.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión el informe.



Tiene la palabra el Honorable señor Espina, Presidente de la Comisión de Constitución.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, la verdad es que la Comisión Mixta aprobó prácticamente en su integridad el proyecto despachado por el Senado tanto respecto de lo que debe contener la declaración patrimonial, cuanto de la norma que establece la prohibición de celebrar contratos de prestación de servicios a los directivos de los órganos públicos con el ente al cual pertenecen, como asimismo que sus propios parientes puedan celebrar tales contratos con el órgano en el cual trabajan.



Además, esta norma se hace extensiva a los restantes Poderes del Estado, pero siempre dejando abierta la posibilidad para que, tratándose de situaciones de excepción, cuando no existe alguien que pueda efectuar esa prestación de servicios o los suministros de bienes, pueda realizarlo previa resolución del directivo pertinente, la cual deberá ser comunicada a la Contraloría General de la República y a la Cámara de Diputados.



El cambio se produce en cuanto a la descripción de lo que vendría a ser el delito que se incorpora junto con la declaración patrimonial, que es el de enriquecimiento ilícito, una figura bastante controvertida que la Comisión Mixta intentó incorporar en nuestra legislación en los términos que se señala en el informe.



¿En qué consiste el cambio? La modificación tiene por objeto incorporar la expresión "relevante e injustificado" para los efectos de constituir una figura de esta naturaleza. El artículo 241 bis quedaría como sigue: "El empleado público que durante el ejercicio de su cargo obtenga un incremento patrimonial relevante e injustificado, será sancionado con una multa equivalente al monto del incremento patrimonial indebido y con la pena de inhabilitación absoluta temporal para el ejercicio de cargos y oficios públicos en sus grados mínimo a medio.".



También se deja expresamente establecido en el inciso tercero del artículo 241 bis propuesto en  el informe que "la prueba del enriquecimiento injustificado a que se refiere este artículo será siempre de cargo del Ministerio Público", respetándose  el principio de inocencia y reafirmándose que dicho organismo  debe probar los hechos.



Por lo demás, ésta es una figura penal de carácter residual, porque opera cuando ninguno de los demás delitos ha podido probarse. Me refiero al cohecho, la coima, el tráfico de influencia, etcétera. Si ninguna de esas figuras logra ser tipificada, es posible que el fiscal instruya una investigación por enriquecimiento ilícito.



Finalmente, se contempla una medida de protección para los funcionarios públicos. En tal sentido, se establece expresamente que en los casos de denuncia o de querellas infundadas que puedan causar grave perjuicio a dichos servidores y que sean desechadas, ya sea porque fueron absueltos, o simplemente porque los antecedentes ni siquiera dieron mérito para continuar adelante con la investigación, tendrán derecho a obtener del querellante o denunciante la indemnización de perjuicios por los daños materiales y morales sufridos, sin perjuicio de la responsabilidad criminal que corresponda sobre esta materia.



Diría que este nuevo tipo penal se resolvió unánimemente. Por supuesto, habrá que ver cómo funciona en la práctica. Y se acogió la tesis en el sentido de que si existe la necesidad de efectuar declaración patrimonial, también debe establecerse la figura del enriquecimiento ilícito, con la tipificación que garantice el principio de inocencia y que en forma simultánea permita la investigación de los hechos cuando así lo ameriten las circunstancias.



Por los motivos expuestos, solicitamos a la Sala aprobar el informe de la Comisión Mixta, que fue ratificado unánimemente por ésta.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que emitieron pronunciamiento favorable 31 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.
El señor DOCKENDORFF (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, quiero tan sólo hacer una observación sobre este proyecto, que el Ejecutivo ha seguido con gran interés, en el convencimiento de que el país requiere una legislación en materia de probidad y transparencia que le permita enfrentar los desafíos a las futuras Administraciones.



Se trata de una materia que afecta recurrentemente a la marcha general del Gobierno, pero también al prestigio de la clase política.



Dentro de ese mismo espíritu general, queremos saludar el término de formas de opacidad que a veces priman en muchos actos administrativos.



Este proyecto es complementario de otros presentados por el Ejecutivo que se encuentran en trámite en el Congreso, como el referente a la regulación del lobby, así como el iniciado en moción de los Senadores señores Gazmuri y Larraín, relativo al acceso a la información pública, y el de diversos señores Diputados, concerniente a la ampliación de las facultades de la Unidad de Análisis Financiero.



El hecho de que la voluntad del Gobierno sea la de apoyar esta iniciativa, que también tuvo origen parlamentario, no obsta a que formule tres observaciones que deseo despejar de una vez aquí.



En primer lugar, no éramos partidarios de la figura del enriquecimiento ilícito, por no corresponder al propósito ni al sentido original del proyecto. Sin embargo, en consideración a que existe una voluntad mayoritaria de los Parlamentarios, hemos allanado la disposición del Ejecutivo sobre esta materia para facilitar esta situación, si bien no quisiéramos que la figura del enriquecimiento ilícito pudiera eventualmente minimizar o disminuir la pena que le corresponde al funcionario público cuando comete otras faltas como el cohecho, la malversación de fondos u otras figuras delictivas respecto de las cuales sí se hace acreedor a una sanción mucho más grave. De manera que no es nuestro ánimo que en relación con el enriquecimiento ilícito el funcionario o el representante del pueblo eludan el castigo que realmente les corresponde.



Asimismo, nos hubiera gustado que los ingresos percibidos por las personas se hubiesen considerado como parte del patrimonio. Estimamos un formalismo pretender separar el patrimonio de los ingresos. En las economías del mundo de hoy el ingreso más bien es identificado como parte del patrimonio. No obstante, creemos que ésta es una transición que nos permite avanzar sobre la materia, lo cual es saludable.



Por último, hay una norma relativa a las inhibiciones sobre los contratos de familiares con los servicios públicos y el aparato del Estado, que, en nuestra opinión, está mejor conformada, porque además se atiene a las recomendaciones del Órgano de Solución de Diferencias (OSD), así como también a otro proyecto que se encuentra en tramitación en el Senado, relativo a la transparencia fiscal. Sin embargo, mientras no se apruebe, tampoco vemos inconveniente en que se ratifique dicha materia en esta iniciativa en particular. 


De manera que aprovecho la ocasión para agradecer a los señores Senadores que han permitido alcanzar la aprobación de esta importante iniciativa.



He dicho.


ESTABLECIMIENTO DE SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL ESPECIAL PARA ADOLESCENTES. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor ROMERO (Presidente).- Informe de la Comisión Mixta encargada de proponer la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras durante la tramitación del proyecto de ley que establece un sistema de responsabilidad penal de los adolescentes por infracciones a la ley penal, con urgencia calificada de “discusión inmediata”. (Véase en los Anexos, documento   8).
--Los antecedentes sobre el proyecto (3021-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 13ª, en 20 de julio de 2004.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 40ª, en 11 de octubre de 2005.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 26ª, en 7 de septiembre de 2004.


Constitución (segundo), sesión 32ª, en 6 de septiembre de 2005.


Hacienda, sesión 32ª, en 6 de septiembre de 2005.


Mixta, sesión 41ª, en 12 de octubre de 2005.


Discusión:


Sesiones 5ª, en 13 de octubre de 2005 (se aprueba en general); 35ª, en 13 de septiembre de 2005 (se aprueba en particular).

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La controversia entre ambas ramas legislativas se originó en el rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de seis de las enmiendas que introdujo el Senado en el segundo trámite.



El informe, que fue aprobado por unanimidad con excepción de uno de los acuerdos, deja constancia de que la Comisión Mixta concordó en las siguientes materias:



1.- Se establece, en el artículo 2º del proyecto de ley, que en la aplicación de esta legislación las autoridades tendrán en consideración todos los derechos y garantías reconocidos a los adolescentes en la Constitución, en las leyes, en la Convención sobre los Derechos del Niño y en los demás instrumentos internacionales ratificados por el país.



2.- Las penas de internación en régimen cerrado y semicerrado, ambos con programas de inserción social, que se impongan a aquellos a quienes se aplique esta ley, no podrán exceder de 5 años si el infractor es menor de 16 años, o de 10, si fuera mayor de esa edad.



A este respecto, se abstuvo el Honorable señor Ruiz-Esquide.



3.- Cuando la sanción se extienda entre 541 días y 3 años, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, libertad asistida y prestación de servicios en beneficio de la comunidad, y



4.- En caso de flagrancia, Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones deberán poner a los menores de 18 años y mayores de 14 a disposición del juez de garantía, de preferencia de manera inmediata, no pudiendo en caso alguno exceder el máximo de 12 horas.



La Cámara Baja, en sesión celebrada el día de ayer, aprobó la proposición de la Comisión Mixta.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe el texto que aprobó la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional; el proyecto que acogió el Senado en segundo trámite; las resoluciones que adoptó la Cámara Baja en tercer trámite, y la proposición de la Comisión Mixta.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión el informe.



Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, creo que la información proporcionada por el señor Secretario es bastante clara respecto de las modificaciones introducidas al articulado, las que finalmente la Comisión Mixta respaldó por unanimidad. Pero dos tienen relevancia.



Respecto de los delitos más graves -son cuatro: robo con homicidio, homicidio con secuestro, homicidio con violación y robo con violación-, se impone una penalidad máxima de internación en recinto cerrado para adolescentes mayores de 16 y menores de 18. Esta sanción puede llegar a 10 años, pero el juez siempre tiene abierta la posibilidad de resolver una internación en régimen semicerrado. Si se trata de menores de 16 años pero mayores de 14, la pena máxima, sólo respecto de esos cuatro delitos, es de 5 años, y también el juez puede optar por una sanción de internación en régimen semicerrado.



Si la pena se extiende de 541 días a 3 años, podrán imponerse la de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, libertad asistida -me parece la norma más novedosa del proyecto- y la prestación de servicios en beneficio de la comunidad.



Esta nueva legislación, lejos de pretender encarcelar a los jóvenes, como se ha señalado en numerosos programas de los medios de comunicación, procura incorporar a los mayores de 14 años y menores de 18 en toda la red de protección del Estado, que comprende desde la internación en régimen cerrado en un lugar especial, siempre con reinserción social y, la inmensa mayoría de las veces, con libertad asistida. Esto implica, en primer lugar, el desempeño de monitores especialmente encargados de hacer seguimientos que permitan a los jóvenes salir de la línea delictual y transformarse en personas honestas y útiles para la sociedad y para sí mismos. Estas actividades incluyen, por primera vez, programas con financiamiento público de prevención y rehabilitación en cuanto a consumo de drogas y de alcohol, a los que estarán sometidos hasta liberarse de la adicción.



Además, el monitor tendrá la obligación de que el joven se reinserte en su vida escolar, para lo cual realizará seguimientos a través de la red del Estado, lo que permitirá terminar con su exclusión o deserción del sistema educacional.



Asimismo, el monitor deberá capacitarlo para el trabajo.



Pienso que se trata de un cambio muy positivo y de fondo en la legislación actual. Son medidas que abordan adecuadamente el problema de la responsabilidad penal de los menores.



Se incorporaron gran parte de las propuestas de numerosas ONG con experiencia bastante larga en estos temas.



La iniciativa se aprobó en forma unánime. 



Como el financiamiento ha sido garantizado por el Gobierno, creemos que esta normativa constituirá un vuelco respecto de la situación que enfrentan los jóvenes que se ven involucrados en distintos delitos.



Por consiguiente, en nombre de la Comisión Mixta, pido a la Sala que apruebe el informe.

El señor ROMERO (Presidente).- Solicito la autorización del Senado para que ingrese a la Sala el señor Francisco Maldonado, Subsecretario de Justicia subrogante.



--Se accede.

El señor ROMERO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco  la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobará el informe en debate.



--Por unanimidad, se aprueba el informe de la Comisión Mixta.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Justicia subrogante.

El señor ARELLANO (Ministro de Justicia subrogante).- Señor Presidente, deseo agradecer al Senado y a la Cámara de Diputados su gran diligencia en el despacho de una legislación que a todo el país interesa. Creo que ayer, además, se logró un acuerdo muy importante en la Comisión Mixta, donde se aprobaron por unanimidad todos los puntos que ahora se trajeron a conocimiento de esta Sala.



Por otra parte, secundando al Senador señor Espina, pienso que la presentación de esta iniciativa en agosto de 2002 y que ahora concluye su tramitación obedeció al propósito del Gobierno de crear un sistema destinado a hacer responsables a los jóvenes por los actos que cometen, que les adjudique las consecuencias de sus actos, que permita diferenciarlos del tratamiento dado a los adultos y les brinde la posibilidad de la reinserción social, en los casos que corresponda.



Eso significa, por un lado, tener mano firme para sancionar, pero por otro, utilizar con inteligencia las políticas públicas destinadas a interrumpir tempranamente las carreras delictuales.



Por consiguiente, en nombre del Ejecutivo, agradecemos este apoyo, sobre todo por la velocidad en la última parte de la tramitación del proyecto. 



Además, por intermedio del señor Presidente, agradezco a los Comités y por supuesto al Senado por haber dado prioridad al despacho del informe de la Comisión Mixta.

El señor ROMERO (Presidente).- Muchas gracias a usted, señor Ministro.

MODIFICACIONES PARA MEJOR FUNCIONAMIENTO DE REFORMA PROCESAL PENAL. INFORME DE COMISIÓN MIXTA
El señor ROMERO (Presidente).- Informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley sobre modificación de los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la Reforma Procesal Penal, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3465-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 35ª, en 2 de marzo de 2004.


En tercer trámite, sesión 49ª, en 4 de mayo de 2005.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 16ª, en 13 de julio de 2005.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 44ª, en 6 de abril de 2004.


Constitución (segundo), sesión 26ª, en 7 de septiembre de 2004.


Constitución (complementario de segundo), sesión 30ª, en 15 de septiembre de 2004.


Constitución (tercer trámite), sesión 9ª, en 22 de junio de 2005.


Mixta, sesión 41ª, en 12 de octubre de 2005.


Discusión:



Sesiones 50ª, en 14 de abril de 2004 (se aprueba en general); 1ª, en 5 de octubre de 2004 (se aprueba en particular); 11ª, en 5 de julio de 2005 (se aprueba parcialmente y pasa a Comisión Mixta).
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La controversia entre ambas ramas del Congreso tuvo su origen en el rechazo por parte del Senado, en el tercer trámite constitucional, de varias modificaciones efectuadas por la Honorable Cámara de Diputados.



La Comisión Mixta formula en su informe la proposición destinada a resolver las divergencias suscitadas entre ambas Corporaciones, lo que fue acordado por unanimidad, con algunas excepciones.



En forma muy resumida, las principales resoluciones que adoptó son las siguientes:



1) Rechazar todas las enmiendas referidas a la inclusión del tercero civilmente responsable como interviniente en el proceso penal.



2) En los casos de detención, el funcionario policial que la practique deberá entregar una constancia de la orden judicial relativa a la medida, con indicación del tribunal que la expidió, del delito que le sirve de fundamento y de la hora en que se emitió.



3) Si la detención se practica fuera del territorio jurisdiccional del juez que dictó la orden, será competente para conocer de la audiencia judicial del detenido el juez de garantía del lugar donde se efectúe la primera, tratándose de una medida emanada de un juez con competencia en un asiento de Corte de Apelaciones diverso. Esta disposición, en lo atinente a la pertenencia de los jueces de garantía a distintas Cortes de Apelaciones, fue aprobada por 5 votos contra 3.



4) Los órganos y servicios públicos sólo podrán interponer querella cuando sus respectivas leyes orgánicas les otorguen expresamente las potestades correspondientes.



5) Se entenderá que se encuentra en situación de flagrancia aquel que testigos presenciales señalen como autor o cómplice de un delito que se ha cometido en un tiempo inmediato.



6) Cuando el fiscal ordene poner al detenido a disposición del juez, deberá dar conocimiento de la situación, en el mismo acto, al abogado de confianza de esa persona o a la Defensoría Penal Pública.



7) A la primera audiencia judicial del detenido podrá concurrir, en lugar del fiscal, su abogado asistente. Esta disposición fue acordada por 5 votos contra 4.



Si no he señalado el resultado en las otras proposiciones es porque fueron unánimes.



8) La prisión preventiva procederá cuando las demás medidas cautelares personales sean estimadas por el juez como insuficientes para asegurar las finalidades del procedimiento, la seguridad del ofendido o la de la sociedad. Norma aprobada por 5 votos contra 2.



9) El juez entenderá especialmente que la prisión preventiva es indispensable para el éxito de la investigación cuando concurran los requisitos contemplados en el inciso segundo del artículo 140 del Código Procesal Penal, enmienda acordada por 5 votos contra 3. Asimismo, se elimina el calificativo de “graves” para aquellos atentados que el imputado en libertad pueda realizar en contra de la seguridad del ofendido.



10) Se reemplaza el artículo 141 del Código Procesal Penal, referido a la improcedencia de la prisión preventiva, conforme al texto aprobado por el Senado, que, en esencia, suprime la causal genérica contemplada en la disposición vigente, esto es, que la medida no podrá ordenarse cuando aparezca como desproporcionada en relación con la gravedad del delito, las circunstancias de su comisión y la sanción probable. La modificación fue acordada con 5 votos contra 4.



Cabe tener presente que la sustitución del inciso primero del artículo 132 del Código Procesal Penal, contenida en el número 13 del artículo 1º del proyecto, reviste el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que su aprobación requiere el voto conforme de 27 señores Senadores.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe los cuerpos legales que se modifican; el proyecto aprobado por esta Corporación; las enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados, explicitándose las rechazadas por el Senado, y la proposición de la Comisión Mixta, para concluir en el texto que resultaría si se acogiera esta última.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Seré muy breve, señor Presidente. Creo que el señor Secretario ha explicado en forma bastante detallada los cambios. Es importante dar a conocer que la Comisión de Constitución ha elaborado un documento -espero que pueda ser repartido posteriormente entre los señores Senadores- para consignar en forma directa y concreta en qué han consistido.



Diría que, en esencia, se apunta a otorgar facultades a las policías en la persecución del delincuente que incurra en un delito flagrante, para poder detenerlo. Hoy media una serie de obstáculos en la aplicación de la reforma procesal penal que realmente a veces han impedido actuar a la policía, siempre dentro, obviamente, de la plena vigencia de un Estado de Derecho y de los derechos y garantías de las personas.



Se procura que los fiscales obtengan las órdenes en forma más rápida y expedita cuando se trate de delincuentes que deben ser detenidos en poco tiempo, quienes, si no, se fugan de la justicia.



Respecto de los controles aduaneros, se otorgan más facultades a la policía para poder detectar el ingreso de droga al país, lo que hoy enfrenta varias limitaciones, particularmente cuando ello dice relación a personas que la traen en el interior del cuerpo. Siempre se contempla la debida autorización judicial, pero la gestión será mucho más expedita que hasta ahora.



Se modifican las normas de la prisión preventiva, en términos de no permitir que sea reemplazada por el pago de una multa cuando el juez estime que la conducta del sujeto constituye un peligro para la sociedad; pero se mantienen las facultades a los tribunales en orden a poder decretarla cuando la estimen procedente, sin más límites que lo establecido por la propia Constitución, y se elimina una serie de exigencias dispuestas en el Código y que iban mucho más allá de lo que la propia Carta determina.



Y haría presentes dos figuras finales. En primer lugar, se crea el delito de obstrucción a la investigación, con el objeto de sancionar a las personas que mienten en sus declaraciones ante el fiscal y que pueden llevar a toda una indagación absolutamente infundada, lo que no es objeto de ningún tipo de sanción en la legislación vigente. Por lo tanto, se podrá iniciar un proceso por ese hecho.



En seguida, una cuestión no menor es que a quienes cometen delitos con una pena que no supere 540 días y se les sigue proceso a través del procedimiento simplificado les ha bastado reconocer su responsabilidad para que sólo se les pueda aplicar una sanción de multa. La realidad es que ése nunca fue el espíritu del legislador ni el del propio Senado cuando se inició la tramitación de la reforma procesal penal.



Cabe señalar, también, que se le otorgan facultades al Ministerio del Interior para poder deducir querellas criminales, como se señaló, en casos específicos.



A nuestro juicio, la iniciativa que nos ocupa constituye un avance importantísimo en el perfeccionamiento de las normas del nuevo proceso penal.



Y pido recabar la autorización de la Sala, señor Presidente, para que la Secretaría pueda realizar ciertas correcciones al texto, que estuvimos revisando. No se trata de alterar para nada las normas. Ante la rapidez con que ha debido avanzar el proyecto en su último trámite, formulo la petición para que se lleve a cabo esa labor, respecto de la cual existe pleno acuerdo entre el Ministerio de Justicia y los Parlamentarios, a fin de que el articulado que se despache no contenga ninguna omisión ni errores de redacción.



En consecuencia, solicitamos la aprobación del informe de la Comisión Mixta.

El señor ROMERO (Presidente).- Si no hay objeciones, éste se acogerá, juntamente con concederse la autorización para que la Secretaría pueda efectuar correcciones menores, semánticas, en el articulado.



--Se aprueba por unanimidad el informe de la Comisión Mixta, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que emiten pronunciamiento favorable 29 señores Senadores, y se concede la autorización solicitada.

COMPETENCIA DESLEAL

El señor ROMERO (Presidente).- A continuación corresponde ocuparse, por acuerdo de Comités, en el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados sobre competencia desleal, con informe de la Comisión de Economía.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3356-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 14ª, en 12 de julio de 2005.


Informe de Comisión:


Economía, sesión 39ª, en 5 de octubre de 2005.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El objetivo principal de la iniciativa es crear un nuevo texto legal con la finalidad de regular la competencia desleal relativa a bienes y servicios que se transen en el mercado, disposiciones que se aplicarán a todos aquellos casos que estén fuera del ámbito de actuación del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia o de la aplicación de la ley Nº 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores.



La Comisión discutió y aprobó solamente en general el proyecto por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Cariola, García, Orpis y Vásquez, en los mismos términos en que lo hizo en su oportunidad la Cámara de Diputados. El texto se puede consultar en el primer informe.



Se debe tener presente que el artículo 13 de la iniciativa reviste el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere, para ser acogido, el voto conforme de 27 señores Senadores.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En discusión general el proyecto.



Como indicó el señor Secretario, su aprobación necesita un alto quórum.

El señor MORENO.- ¿Por qué no abre la votación, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si le pareciera a la Sala, se abriría de inmediato la votación.



--Así se acuerda. 

El señor PARRA.- Pido la palabra.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor PARRA.- Señor Presidente, celebro que este proyecto, que inicialmente figuraba en la tabla de Fácil Despacho, haya pasado a la del Orden del Día.



No se trata de una iniciativa simple, ni -mucho menos- intrascendente. Se originó en una moción de varios señores Diputados y tiene por objeto completar la legislación destinada a proteger el buen funcionamiento de los mercados, el interés de los consumidores y, en definitiva, el desarrollo de nuestra economía.



En efecto, en el país existen ya diversas normas jurídicas que defienden la libre competencia; que impiden las prácticas restrictivas y desleales en materia de comercio internacional, y que resguardan los intereses de los consumidores y la propiedad industrial e intelectual.



Todas esas disposiciones, sin duda, influyen en el logro de los objetivos que he mencionado. Pero, a diferencia de lo que ocurre en muchos otros países, en la actualidad Chile no cuenta con una ley específica sobre la llamada “competencia desleal”.



La jurisprudencia de nuestros tribunales -y, en particular, la de la Comisión Resolutiva en su minuto; hoy Tribunal de Defensa de la Libre Competencia- se ha hecho cargo de esa ausencia normativa. Es así como ha dado al decreto ley Nº 211, de 1973, una interpretación bastante amplia para cubrir prácticas desleales en la transacción comercial de bienes y servicios. Sin embargo, ese criterio jurisprudencial tropieza con las características de la propia Ley de Defensa de la Libre Competencia, que, como Sus Señorías recordarán, configura, en un artículo -por la vía de ejemplos-, el concepto de lo que se entiende por ‘libre competencia’.



La competencia desleal y la libre competencia son cosas conceptualmente distintas. Así lo reconoce la doctrina y lo establece la legislación de distintos países. De modo que la iniciativa en debate viene a completar la legislación chilena y a subsanar una clara omisión en ella.



La jurisprudencia a que me he referido, en lo que dice relación, por ejemplo, a la llamada “publicidad comparativa”, demuestra en forma cabal lo que significa esa ausencia normativa. Tal publicidad, que se usa de modo intensivo en la vida comercial, debe cumplir ciertos requisitos. Pero no entraba necesariamente la libre competencia: siendo ilícita, faltando muchas veces a la ética, la mayoría de las veces constituye una simple forma de competencia desleal.



En el diario El Mercurio de los últimos días, se publicó un extenso reportaje acerca de las prácticas comerciales en materia de oferta de medicamentos en Chile. Quienes hayan leído dicho artículo habrán podido constatar que, en ese ámbito, la competencia desleal se presenta con recurrencia preocupante. Cuando alguien va a un supermercado y se interesa en ciertos productos, como los lácteos, frecuentemente el vendedor encargado de la sección ofrece, con especial insistencia, uno de los que se encuentran en los anaqueles o en las vitrinas, porque por ello recibe un incentivo o premio. Y se genera, entonces, en la práctica, una competencia desleal.



Estos ejemplos evidencian -reitero- que el texto propuesto es absolutamente necesario y que, a través de su aprobación, lograremos dar a la legislación chilena todo el desarrollo posible en este campo. 



Hago presente que el informe de la Comisión de Economía me parece muy interesante, y destaco, de modo especial, la exposición que en ella hizo el abogado señor Enrique Barros, por la profundidad, claridad y sistematización de las materias a que se refirió.



Sin lugar a dudas, tanto la intervención aludida como las demás que constan en el informe contribuirán a iluminar el trabajo de Sus Señorías a la hora de formular indicaciones a esta preceptiva.



Hay dos grandes problemas que quedaron planteados en el debate de ese órgano técnico. 



El primero dice relación a la identificación del bien jurídico que se intenta proteger. Éste, desde mi perspectiva, es el buen funcionamiento del mercado, su transparencia y la no intervención de factores extraños a la naturaleza de él para determinar los actos de consumo y privilegiar a unos oferentes sobre otros.



El segundo problema tiene que ver con el tribunal al que correspondería conocer de las acciones de competencia desleal. En opinión de algunos, debería ser el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia; en la de otros -que comparto y es la línea que sigue el proyecto-, la justicia civil.



Me inclino por esta última opción, señor Presidente, por múltiples razones. Los actos de competencia desleal son, sin duda, más numerosos que los de transgresión a la libre competencia. Además, tienen lugar en todos los niveles de la actividad económica y, por lo mismo, con frecuencia afectan a pequeños comerciantes y, desde luego, a consumidores muchas veces residentes en zonas apartadas del país.



En la actualidad, el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia es uno solo y se halla radicado en Santiago. En consecuencia, si se le concede atribución para conocer de este tipo de transgresiones en cualquier parte del territorio nacional, se limitaría severamente -comprometiendo, de paso, la eficacia de la ley- el acceso a la justicia de quienes se vean afectados por esas prácticas desleales.



Los tribunales civiles, en cambio, han sido dotados de creciente jurisdicción para abocarse a temas de carácter económico. La misma Ley de Defensa del Consumidor es una clara expresión de ello. La mayor parte de los asuntos que antes recaían en los juzgados de policía local, con la última reforma pasaron a la competencia de la justicia civil ordinaria.



En síntesis, señor Presidente, el proyecto tiene mucha importancia y hacemos bien en prestarle la máxima atención.



Finalmente, atendida su complejidad, a pesar de que el articulado no es muy extenso, sugiero desde ya, una vez aprobada la idea de legislar, un plazo para presentar indicaciones no anterior al reinicio de las actividades legislativas en diciembre.



He dicho.

)--------------(

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Antes de seguir dando la palabra a los inscritos, el señor Secretario dará lectura a un documento que en este momento ha llegado a la Mesa.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Muchas gracias, señor Presidente.



Se ha recibido un oficio de Su Excelencia el Vicepresidente de la República con el que somete a la consideración del Senado, solicitando su acuerdo, la proposición para designar a los señores Ernesto Fontaine Ferreira-Nobriga y Ernesto Livacic Rojas como representantes del Presidente de la República en el Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego. (boletín Nº S 828-05) (Véase en los Anexos documento 9).


Esta iniciativa está calificada con la urgencia que se establece en el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política.

--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Pasa a dicho órgano técnico, porque fue éste el que despachó la normativa actual sobre la materia.



Si la Comisión realizara pronto la audiencia con los dos candidatos, la iniciativa podría quedar para la tabla de la próxima semana.

El señor MORENO.- ¿Qué urgencia tiene este proyecto?

El señor HOFFMANN (Secretario).- Según lo señalado en el oficio, tenemos un plazo de treinta días, señor Senador.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Pero la idea es despacharlo el próximo miércoles. Dimos cuenta hoy justamente para que el órgano técnico pueda citar a ambos candidatos el martes que viene.



Si le parece a la Sala, procederemos de esa manera.

El señor NÚÑEZ.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, respecto a ese planteamiento, deseo manifestar que la Comisión de Gobierno no sesiona los martes, sino los miércoles. Por tanto, solicito modificar el acuerdo para que la audiencia se realice este último día.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Señor Senador, el acuerdo es votar la proposición del Ejecutivo en la sesión del próximo miércoles. Previo a ello, los postulantes deben ser recibidos por la Comisión. 
Si ésta los cita o no para ese mismo día en la mañana, es algo que ella debe resolver.

El señor NÚÑEZ.- Muy bien.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Así se procederá.

)-------------(

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ruego a los señores Senadores que están abandonando el Hemiciclo que, por favor, voten antes de irse. Lo digo, porque algunos se han retirado sin hacerlo.

El señor PROKURICA.- Hay Comisiones funcionando, señor Presidente.

El señor COLOMA.- ¿Ya está abierta la votación?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Sí, Su Señoría.



Lo que sucede es que algunos señores Senadores no se han pronunciado todavía y la normativa requiere, para su aprobación, un quórum de 27 votos afirmativos.



Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, tal como señaló el Senador señor Parra, tengo la convicción de que estamos frente a un proyecto de enorme trascendencia.



A mi juicio, existen cuatro piedras angulares para el buen funcionamiento de los mercados: la normativa referida a la libre competencia; la que tiene que ver con el derecho de protección a los consumidores; la relativa a la propiedad intelectual, y, evidentemente, la concerniente a la competencia desleal.



Tres de esas cuatro materias hoy se hallan consagradas y reguladas en nuestra legislación. Esto no sucede con la atinente a la competencia desleal.



Por lo tanto, la idea de legislar y los fundamentos del proyecto se encuentran plenamente justificados. La iniciativa busca normar un área no regulada en el mercado, cual es la competencia desleal, lo que a la larga terminará protegiendo al propio consumidor.



El objetivo es regular los diversos aspectos de una competencia lícita. Ése es el tema de fondo.



Una de las tesis planteadas en el debate habido en la Cámara de Diputados es que estamos en presencia de un tema que debería ser abordado mediante la autorregulación entre los competidores, porque -reitero- se trata de una competencia lícita. Sin embargo, tal aproximación, al menos en términos personales, resulta insuficiente por la complejidad de las materias y por la diversidad de los agentes económicos. Incluso más, dejar a los competidores solos para que se autorregulen es desconocer la naturaleza del bien jurídico protegido, que en este ámbito no se refiere exclusivamente a éstos, sino, además, a los consumidores y a la comunidad en general, que es la que tiene mayor interés en que los mercados funcionen bien.



Señor Presidente, una de las complejidades que presenta el proyecto es que muchas veces se confunde competencia desleal con libre competencia. En el Derecho Comparado, esta última ha evolucionado desde la prohibición de competir deslealmente hasta la prohibición de actuar engañosamente en el mercado. Dicho de otra manera, se ha buscado materializar una obligación mínima de transparencia en el tráfico económico.



Como señalé, muchas veces tiende a confundirse la competencia desleal con la libre competencia. Sin embargo, se trata de materias claramente diferenciadas: la libre competencia impone la obligación de competir, en tanto que una competencia leal obliga a los competidores a disputar el mercado mediante un juego limpio. La primera busca no inhibir la competencia; la segunda pretende evitar la competencia con medios inductivos a error. Las normas sobre competencia desleal presuponen la existencia de una libre competencia. 



Sin embargo, es necesario señalar que el objeto de ambas es similar: el mantenimiento competitivo de la economía de mercado. Ello significa que los empresarios y comerciantes no sólo tienen el derecho a competir, sino también la obligación de hacerlo limpiamente para que el mercado funcione en forma correcta.



Los atentados en contra de la libre competencia implican la utilización de medios ilícitos para ganar poder en el mercado, constituyendo abusos de poder. En tanto, en la competencia desleal se reprimen conductas como el engaño, en sus diversas expresiones, para desviar la clientela ajena hacia la propia empresa.



Ambas tienen fines idénticos, pero se desenvuelven en campos distintos. 



Cuando un mercado no funciona de manera leal y transparente, termina perjudicando a los propios consumidores.



Por esas razones, vamos a aprobar la idea de legislar.



Por último, quiero señalar que en el seno de la Comisión se produjo un debate de enorme peso y profundidad. Se citó a los académicos más destacados en el ámbito comercial y, en forma unánime, señalaron que la competencia desleal es una materia que no se halla regulada en Chile y que necesita reglamentarse para el buen funcionamiento de los mercados en beneficio de los propios consumidores. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez. 

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, concuerdo absolutamente con las expresiones de los Senadores señores Parra y Orpis. 



Al parecer, habría confusión respecto del tema central en el sentido de que la libre competencia quedaría amparada por distintas leyes. No es así. 



La historia del Derecho Comercial demuestra que sólo la buena fe permite el comercio libre. De hecho, por mucho que se diga lo contrario, a nivel comercial casi no se suscriben o no existen las escrituras públicas, porque todo se basa en la buena fe. En el fondo, lo que la legislación en proyecto persigue es que las "buenas costumbres mercantiles" -como las denominan los tratadistas- estén por completo garantizadas y certificadas. 



La iniciativa ataca y regula, en lo fundamental, las prácticas de competencia desleal entre pares, esto es, entre quienes actúan en análogo rubro y tienden a capturar la misma clientela. 



Sin embargo, a mi criterio -presentaré las indicaciones correspondientes-, también existen mecanismos de competencia desleal indirecta, sobre todo en lo que dice relación al incumplimiento de obligaciones comerciales –retraso en los pagos de facturas, improcedencia de acciones de cobro, etcétera- que ciertos monopsonios, por ejemplo, han contraído con comerciantes proveedores o productores. En la actualidad, tal situación -sea en las grandes tiendas, sea en las grandes cadenas de farmacias, sea en las grandes líneas de supermercados-, tiene ahogados económicamente a los proveedores. 



Se trata de mecanismos de competencia desleal indirecta, pues representan una forma de financiamiento gratuito de las grandes empresas para competir entre ellas. Y tal tipo de competencia la paga el pequeño o mediano proveedor, ya que su práctica no atenta contra los principios de la libre competencia. Podría no entregar mercadería si quisiera, pero, en ese caso, quedaría marginado del mercado.



La importancia del proyecto consiste en que transparenta situaciones relativas al cumplimiento de obligaciones dentro del mercado. La autorregulación en tal sentido no es posible.



Cabe tener presente que la Confederación de la Producción y del Comercio hace mucho tiempo que viene buscando un código de ética, una norma de regulación interna o un mecanismo que rija las actuaciones de sus confederados; pero el esfuerzo ha sido inútil incluso entre los propios sistemas corporativistas de los mayores empresarios del país. 



La trascendencia de la iniciativa radica en la búsqueda de transparencia, libertad y normalidad del mercado, lo que, en definitiva, revelará lo que ocurre con los proveedores y comerciantes, así como con el público consumidor. 



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Como no hay más inscritos, se procederá a tomar votación nominal  a los señores Senadores que todavía no se han pronunciado.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (28 votos a favor) y se deja constancia de que se cumplió con el quórum constitucional requerido.



Votaron los señores Arancibia, Canessa, Cantero, Cariola, Coloma, Flores, Foxley, Frei (doña Carmen), Frei (don Eduardo), Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Orpis, Páez, Parra, Pizarro, Prokurica, Ruiz (don José), Sabag, Silva, Vásquez, Vega y Zaldívar (don Andrés).

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se fijará como plazo para presentar indicaciones el miércoles 2 de noviembre, a las 12.



Acordado.



Terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

_______________



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor CANTERO:



Al señor Ministro del Interior, requiriéndole información sobre RECHAZO DE SOLICITUD DE DOÑA IRMA OLIVARES CORTÉS A BENEFICIOS PARA EXONERADOS POLÍTICOS y acerca de REINTEGRO A TRES DOCENTES DE ANTOFAGASTA DE IMPOSICIONES CORRESPONDIENTES A HORAS COMPATIBLES PARALELAS A SUS CARGOS; al señor Ministro de Justicia, pidiéndole antecedentes relativos a DEMANDA JUDICIAL POR DAÑOS Y PERJUICIOS INTERPUESTA POR DON LUIS VILLAGRA SÁEZ; al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, demandando su preocupación en cuanto a SOLICITUD DE PENSIÓN ADMINISTRATIVA POR GRACIA EN FAVOR DE DON RAMÓN YÁÑEZ DÍAZ; a los señores Director Nacional del INP y Alcalde de Antofagasta, solicitándoles que adopten medidas para REGULACIÓN DE SITUACIÓN PREVISIONAL EN INP DE SEÑORA MARÍA REINOSO CORTÉS (todos de la Segunda Región); a la Corte de Apelaciones de Valparaíso, pidiéndole DESIGNACIÓN DE MINISTRO EN VISITA PARA INVESTIGACIÓN DE DENUNCIAS CONTRA HOLDING METALPAR (Quinta Región).



Del señor COLOMA:



Al señor Ministro de Obras Públicas, requiriéndole información relativa a ASFALTADO DE RUTA J-59, QUE UNE TRES ESQUINAS CON PEUMAL, COMUNA DE ROMERAL (Séptima Región).



Del señor HORVATH:



A los señores Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, Secretario Regional Ministerial de Transportes de Aisén e Intendente de la Undécima Región, solicitándoles SOLUCIÓN A PROBLEMAS DE EMPRESAS DE TRANSPORTE MARÍTIMO CON SUBSIDIO ESTATAL DE AISÉN ANTE ALZA DE COMBUSTIBLES (Undécima Región).



Del señor PROKURICA:



Al señor Ministro de Salud, recabándole que ordene una INVESTIGACIÓN ACERCA DE INOCULACIÓN ERRÓNEA DE VACUNA A ALUMNOS DE ESCUELA “LAURA ROBLES” DE COPIAPÓ Y SUS EVENTUALES REACCIONES ADVERSAS (Tercera Región).

_______________

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En Incidentes, en el tiempo del Comité Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

FALTA DE RESPUESTA A SECTORES AFECTADOS POR TERREMOTO EN PRIMERA REGIÓN. OFICIOS

El señor ORPIS.- Señor Presidente, a pesar de haber transcurrido varios meses desde el 13 de junio pasado, fecha del terremoto ocurrido en la Primera Región, y particularmente en la provincia de Iquique, hay diversos sectores afectados que no han tenido una respuesta adecuada a sus requerimientos y que no han logrado dar a conocer a la autoridad.



Por tales razones, solicito que se oficie al Ministerio de Vivienda y Urbanismo, para que dé respuesta a las personas que conforman la lista que se adjuntará a esta presentación, cuyas viviendas fueron seriamente dañadas en el sector Huantajaya I, y se les informe acerca de los beneficios a los que pueden acceder.



En distintas reuniones que sostuve en Iquique, se me dio a conocer que en el sector Alto Los Puquios 4, calle Algarrobo y Tamarugal, entre las calles 4 y 5, existe incertidumbre respecto a una eventual expropiación y a cuál va a ser el destino de quienes allí viven.



Por lo anterior, pido oficiar al Ministerio de Vivienda y Urbanismo, a objeto de que informe si está prevista o no una expropiación en tal sector y, de ser efectiva, que indique qué propuestas se consultan en materia de reparación económica para las personas que habitan en el lugar o de eventuales traslados, a fin de que puedan seguir viviendo en condiciones mínimas o equivalentes a las actuales.



Y en tercer término, señor Presidente, también vinculado con el terremoto, pido adjuntar al oficio correspondiente la nómina de casas del pasaje El Carmelo con daños estructurales, pues quienes las ocupan tampoco han tenido información adecuada acerca de eventuales beneficios para quienes sufrieron ese embate de la naturaleza.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, en conformidad al Reglamento.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el Senador señor Cantero.

MEJORAMIENTO DE SITUACIÓN ECONÓMICA DE PERSONAL PARADOCENTE. OFICIO

El señor CANTERO.- Señor Presidente, desde hace larga data, se viene esperando que el Ejecutivo se pronuncie respecto de la situación que afecta al personal paradocente de los diversos establecimientos de educación pública.



Esos profesionales quedaron marginados de los mejoramientos económicos que progresivamente ha adquirido el sector de la docencia –en particular los profesores-, sin lograr la dictación de un reglamento que implemente medidas para que obtengan mejores sueldos, ascensos y un entorno laboral que les permita cumplir una labor de apoyo a la educación tan importante como la que ellos realizan. Son innumerables las acciones, oficios y gestiones en torno de tal aspiración.



Por ello, al celebrarse en los próximos días un nuevo aniversario del Día del Paradocente, quiero expresar mi inquietud por la situación que aqueja a estos profesionales y pedir que se oficie al señor Ministro Secretario General de la Presidencia, para que informe cuándo el Gobierno tomará medidas efectivas al respecto, a fin de dar respuesta a las justas demandas de los dirigentes nacionales del personal paradocente, postergadas por largo tiempo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por el señor Senador.

El señor PROKURICA.- Con mi adhesión, señor Presidente.

El señor HORVATH.- Y con la mía.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Muy bien.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado en nombre del Senador señor Cantero, de conformidad con el Reglamento, con la adhesión de los Honorables señores Prokurica y Horvath.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Como el resto de los Comités no harán uso de sus respectivos tiempos, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 17:32.





Patricio Fernández Ruiz-Tagle,





Jefe de la Redacción subrogante
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ACTAS APROBADAS
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Presidencia del Honorable Senador señor Romero, Presidente del Senado.



Asisten los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Aburto, Arancibia, Ávila, Bombal, Canessa, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Páez, Parra, Prokurica, Ríos, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Valdés, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.


Asisten, asimismo, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff, el señor Ministro de Justicia, don Luis Bates y el señor Ministro de Agricultura, don Jaime Campos.


Actúan de Secretario y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ORDEN DEL DIA

Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de S. E. el Presidente de la República por el que solicita el acuerdo del Senado para designar, como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, al magistrado señor Sergio Manuel 

Muñoz Gajardo


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de S. E. el Presidente de la República, por el que solicita el acuerdo del Senado para designar al magistrado señor Sergio Manuel Muñoz Gajardo, como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, correspondiente al Boletín Nº S 827-05.


Agrega el señor Secretario General que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández y Viera-Gallo, informa a la Sala que en la designación de Ministro de Corte Suprema en trámite se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por nuestro ordenamiento jurídico.



Finalmente, el señor Secretario General hace presente que, de conformidad con lo dispuesto en el número 9) del artículo 53 y en el inciso tercero del artículo 78, ambos de la Constitución Política de la República, la designación debe contar para su aprobación con el voto conforme de los dos tercios de los señores Senadores en ejercicio.

____________________



El señor Presidente manifiesta a la Sala que, en virtud de las facultades que le confiere el artículo 215 del Reglamento del Senado, ha resuelto que esta sesión sea pública y, en consecuencia, la votación que deba efectuarse también tenga dicho carácter.



A continuación, el señor Presidente da lectura a los fundamentos de su decisión, cuyo tenor literal es el siguiente:

 

“1.- Esto se ha planteado dado que, de acuerdo al inciso segundo del nuevo artículo 8º de la Constitución Política de la República, a contar del 26 de agosto pasado (fecha de publicación en el Diario Oficial de la reforma constitucional contenida en la ley Nº 20.050), han quedado derogadas las disposiciones del Reglamento del Senado que establecían la celebración de sesiones secretas o la realización de votaciones en el mismo carácter. 



Tal afirmación, según los informes que me ha hecho llegar Secretaría, resulta ajustada a Derecho, por lo cual debe concluirse que, a partir de ese día, ni el Senado ni sus Comisiones pueden celebrar sesiones o parte de sesiones en forma secreta o reservada ni someter a votación asuntos de igual manera, que no se encuentren previstos en la misma Constitución Política o en una ley. 



2.- En virtud de las reglas generales del Derecho, la reforma constitucional comenzó a regir de inmediato, desde su publicación en el Diario Oficial, salvo las disposiciones para las cuales la propia reforma contempló una fecha de entrada en vigencia diferida. 



En este caso, la enmienda que incorporó el nuevo artículo 8º a la Carta Fundamental no vio sujeta su entrada en vigor al cumplimiento de un plazo o de una condición, como podía haber sido la publicación de la ley de quórum calificado a que alude. Ello implica que la supresión de todas las excepciones reglamentarias preexistentes se produjo in áctum.



No está de más señalar que durante la tramitación de la reforma constitucional, incluyendo a las dos mociones que la originaron, no se propusieron disposiciones transitorias destinadas a establecer una entrada en vigencia diferida para el artículo 8º. Además, la redacción aprobada por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento en su primer informe, que es la base de la redacción actual, circunscribió el papel que se le asignaba a la ley en ambas mociones al establecimiento de excepciones a la regla general de publicidad y transparencia, evitando remitirse a la ley para el desarrollo de estos principios, como hace la Constitución a propósito de varios de los derechos constitucionales.



Incluso, hasta podría sostenerse que esa derogación se extendería a las excepciones legales, puesto que tampoco se hace salvedad expresa de éstas. Sin embargo, la subsistencia de la Disposición Cuarta Transitoria (anteriormente Quinta), permite afirmar que la incorporación de una nueva materia que, por mandato del aludido artículo 8º, debe ser regulada por el legislador con quórum calificado, hace procedente aplicarle el mismo criterio que se ha seguido desde la entrada en vigencia de la Carta Fundamental, el 11 de marzo de 1981, cual es entender que las leyes preexistentes cumplen este requisito y siguen aplicándose en lo que no sean contrarias a la Constitución, mientras no se dicten los correspondientes cuerpos legales.



Esta posición es armónica con el consenso alcanzado en el curso de la tramitación de la reforma constitucional, en el sentido de que la reserva o secreto de los actos y resoluciones de los órganos del Estado, de sus fundamentos o de los procedimientos que sean utilizados sólo sean establecidos por una disposición de rango legal.



3.- El inciso segundo del nuevo artículo 8º de la Constitución Política de la República, vigente desde el 26 de agosto del año en curso, señala lo siguiente:



“Son públicos los actos y resoluciones de los órganos del Estado, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilicen. Sin embargo, sólo una ley de quórum calificado podrá establecer la reserva o secreto de aquéllos o de éstos, cuando la publicidad afectare el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.”.



Las finalidades de esta norma fueron dos:



a) Por una parte, elevar a rango constitucional un principio básico del funcionamiento de los órganos del Estado, consagrado desde 1999 para la Administración del Estado en la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



El inciso tercero del artículo 13 del decreto con fuerza de ley Nº 1/19.653, de 2001, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de dicha Ley Orgánica Constitucional, declara: “Son públicos los actos administrativos de los órganos de la Administración del Estado y los documentos que les sirvan de sustento o complemento directo y esencial”.



b) Por otro lado, permitir excepciones a esa regla general, esto es, aceptar que se establezca la reserva o secreto de los actos y resoluciones de los órganos del Estado, de sus fundamentos o de los procedimientos que utilicen, en cuatro casos específicos.



Esas excepciones sólo pueden ser instauradas por una ley de quórum calificado.



Con ello se pone término a las excepciones al mismo principio contempladas en leyes comunes o en disposiciones reglamentarias, particularmente las establecidas en los dos incisos finales del referido artículo 13, que expresan lo siguiente:



“Las únicas causales en cuya virtud se podrá denegar la entrega de los documentos o antecedentes requeridos son la reserva o secreto establecidos en disposiciones legales o reglamentarias; el que la publicidad impida o entorpezca el debido cumplimiento de las funciones del órgano requerido; la oposición deducida en tiempo y forma por los terceros a quienes se refiere o afecta la información contenida en los documentos requeridos; el que la divulgación o entrega de los documentos o antecedentes requeridos afecte sensiblemente los derechos o intereses de terceras personas, según calificación fundada efectuada por el jefe superior del órgano requerido, y el que la publicidad afecte la seguridad de la Nación o el interés nacional.



Uno o más reglamentos establecerán los casos de secreto o reserva de la documentación y antecedentes que obren en poder de los órganos de la Administración del Estado.”.



4.- Las facultades que se contemplan en los artículos 23, Nº 5º, 68 y 159 del Reglamento del Senado para dar carácter secreto o reservado a ciertas sesiones o votaciones no tienen rango legal, por lo que no pueden entenderse amparadas por la Disposición Quinta Transitoria de la Constitución Política del Estado.



En consecuencia, deben entenderse derogadas, con la sola excepción del artículo 68, Nº 1, que se limita a dar aplicación a la atribución de Su Excelencia el Presidente de la República de exigir que sean secretas las discusiones y deliberaciones sobre asuntos internacionales. 



Ello es sin perjuicio de que, por norma legal aprobada con quórum calificado, se puedan establecer las excepciones que se consideren necesarias a la publicidad y transparencia, siempre que desarrollen algunas de las cuatro excepciones admitidas por la Carta Fundamental: el debido cumplimiento a las funciones de los órganos del Estado, los derechos de las personas, la seguridad de la nación o el interés nacional.



5.- Cabe añadir que esta interpretación es congruente con la que sostiene el Ministro Secretario General de la Presidencia, el cual manifestó en el oficio Nº 914, de 2 de agosto pasado, dirigido a todos los Ministerios, lo siguiente: “De este modo, con la reforma constitucional, Chile habrá dado un paso decisivo en materia de acceso a la información del Estado, eliminando definitivamente de nuestro sistema los secretos o reservas reglamentarios. Sólo aquello que la ley califique como reservado podrá tener tal condición y la regla general será el carácter público de la información, regla que se aplicará tanto a la Administración como a todos los órganos del Estado, incluido el Congreso Nacional, el Poder Judicial, el Banco Central, etcétera.”.

________________________



Inmediatamente, el señor Presidente, respecto de la decisión por él adoptada, otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Coloma y Viera-Gallo.

________________________



El señor Presidente, en atención al escaso tiempo que resta para el término de esta sesión especial, solicita el acuerdo unánime de la Sala para prorrogar su duración.



La Corporación otorga la unanimidad requerida.

________________________


Luego, el señor Presidente concede la palabra a los Honorables Senadores señores Espina, Silva, Zaldívar (don Adolfo), Larraín, Ríos, Vásquez, Chadwick, Zaldívar (don Andrés), Zurita, Ominami, Prokurica, Ávila y Gazmuri, al señor Ministro de Justicia y a los Honorables Senadores señores Valdés y Moreno, la señora Matthei y el señor Sabag.

- - -

_________________



Durante sus intervenciones, varios señores Senadores expresan la necesidad de solicitar un informe a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, acerca de la manera en que el Reglamento de la Corporación queda afectado por la reforma constitucional, en lo atinente a las sesiones y votaciones secretas.

_________________



Seguidamente, el señor Presidente, en atención a las expresiones vertidas por diversos señores Senadores en orden a solicitar un informe a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, consulta a la Corporación sobre el mencionado propósito.



La Sala, en forma unánime, acuerda solicitar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento un informe respecto de la manera en que el Reglamento de la Corporación queda afectado por la reforma constitucional, en lo atinente a las sesiones y votaciones secretas.

_______________



Durante su alocución, el Honorable Senador señor Sabag manifiesta la censura, en nombre del Comité Partido Demócrata Cristiano, respecto del señor Presidente del Senado.

_______________

_______________



El señor Presidente suspende la sesión y convoca a una reunión de Comités.

_______________



Reanudada la sesión, el señor Presidente informa a la Sala del Senado que ha resuelto mantener esta sesión con el carácter de pública. Asimismo, que ha decidido solicitar a S. E. el Presidente de la República, para lo que recaba el acuerdo de la Corporación, que haga presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de la tramitación del proyecto de ley que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley Nº 20.050, que reformó la Constitución Política de la República, correspondiente al Boletín Nº 3.962-07 y que se encuentra, en primer trámite constitucional, en la Honorable Cámara de Diputados.



La Sala otorga el acuerdo solicitado.

- - -



Luego, el señor Presidente expresa que, con la finalidad de conciliar las distintas opiniones manifestadas en la Sala, se procederá a votar en forma reservada la solicitud de S. E. el Presidente de la República para designar a don Sergio Manuel Muñoz Gajardo como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema.



En consecuencia, el señor Presidente pone en discusión la solicitud de Su Excelencia el Presidente de la República y ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesta en votación la solicitud de Su Excelencia el Presidente de la República, es aprobada por 36 balotas blancas y 8 balotas negras.



Queda terminada la discusión de este asunto.

____________________




CARLOS HOFFMANN CONTRERAS,





Secretario General del Senado.
SESION 38ª, ORDINARIA, EN MARTES 4 DE OCTUBRE DE 2.005



Presidencia de los Honorables Senadores señores Romero, Presidente, y Gazmuri, Vicepresidente.



Asisten los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Aburto, Arancibia, Ávila, Bombal, Canessa, Cantero, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Páez, Parra, Prokurica, Ríos, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Valdés, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Asisten, asimismo, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff y el señor Ministro de Justicia, don Luis Bates.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.
________________________

ACTAS



Las actas de las sesiones trigésima quinta, ordinaria, de 13 de septiembre de 2005, en sus partes pública y secreta, y trigésima sexta, ordinaria, de 14 de septiembre de 2005, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

___________________________

CUENTA

Mensajes



Diecinueve de Su Excelencia el Presidente de la República: 



Con los dieciocho primeros, retira las urgencias en relación con los asuntos que a continuación se indican, y las hace presente, nuevamente, en el carácter que se señala:



A) En el carácter de “discusión inmediata”, respecto de los siguientes proyectos de ley, en trámite de Comisión Mixta:



1) El que establece como obligatoria la declaración jurada patrimonial de bienes a las autoridades que ejercen una función pública (Boletín Nº 2.394-07).



2) El que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la reforma procesal penal (Boletín Nº 3.465-07).



B) En el carácter de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que establece mecanismos de protección y evaluación de los efectos producidos por el deterioro de la capa de ozono (Boletín Nº 2.725-12).



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, relativo a la recuperación del bosque nativo y fomento forestal (Boletín N° 669-01).



3) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre agricultura orgánica (Boletín N° 3.674-01).



4) Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio de los Acuerdos celebrados entre los Estados Partes del Mercosur, Bolivia y Chile, que se indican: 1.- Acuerdo sobre Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos Penales, suscrito en Buenos Aires, el 18 de febrero de 2002; 2.- Acuerdo Complementario y su anexo al Acuerdo de Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos Penales, suscrito en Brasilia, el 5 de diciembre de 2002, y 3.- Acuerdo de enmienda del Acuerdo Complementario mencionado en el número anterior, suscrito en Asunción, el 6 de junio de 2003 (Boletín Nº 3.897-10).



5) Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Protocolo de Integración Educativa y Reconocimiento de Certificados, Títulos y Estudios de Nivel Primario y Medio No Técnico entre los Estados Partes del Mercosur, Bolivia y Chile”, suscrito en Brasilia, República Federativa del Brasil, el 5 de diciembre de 2002 (Boletín Nº 3.898-10).



6) Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Acuerdo de Cooperación y Asistencia Jurisdiccional en materia civil, comercial, laboral y administrativa entre los Estados Partes del Mercosur, Bolivia y Chile”, suscrito en Buenos Aires, el 5 de julio de 2002 (Boletín Nº 3.907-10).


7) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que restablece la bonificación fiscal para enfermedades catastróficas, establecidas en la ley N° 19.779 (Boletín N° 3.960-11).



8) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco (Boletín Nº 3.825-11).



C) En el carácter de “simple”, respecto de los siguientes proyectos de ley:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero (Boletín Nº 3.626-07).



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sustituye el procedimiento laboral contemplado en el Libro V del Código del Trabajo (Boletín Nº 3.367-13).



3) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el lobby (Boletín N° 3.407-07).



4) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede beneficio tributario a las donaciones a favor de la Fundación Padre Alberto Hurtado (Boletín Nº 3.881-05).



5) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior (Boletín Nº 3.224-04).



6) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre constitución y operación de sociedades de garantía recíproca (Boletín N° 3.627-03).



7) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre acceso a la información pública (Boletín Nº 3.773-06).



8) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno; modifica el Estatuto Administrativo en lo relativo a procedimientos sumariales, Juntas Calificadoras, incompatibilidades e inhabilidades; regula contratos a honorarios y contratación de bienes y servicios; otorga flexibilidad financiera a la Contraloría General de la República, y confiere facultades delegadas al Presidente de la República (Boletín Nº 3.937-06).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones, y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el último, comunica que ha resuelto no hacer uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental respecto del proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.175, de Quiebras, en materia de convenios concursales (Boletín Nº 3.671-03).



-- Se toma conocimiento, y se manda remitir el proyecto al Excelentísimo Tribunal Constitucional. 

Oficios



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República mediante el cual, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 25 de la Carta Fundamental, comunica su ausencia del territorio nacional en las fechas que a continuación se indican, con el propósito que en cada caso se señala: 



-- El día 29 de septiembre del año en curso, para asistir a la inauguración del Corredor Vial por el Paso Jama, en la ciudad de Jujuy, República Argentina.



-- Los días 29 y 30 de septiembre del presente, para asistir a la Cumbre Sudamericana, en la ciudad de Brasilia, República Federativa del Brasil.



-- Los días 5 a 7 de octubre en curso, para recibir la distinción del Council of Foreign Relations of the Americas, en la ciudad de Nueva York, Estados Unidos de América.



Agrega que, durante su ausencia, será subrogado, con el título de Vicepresidente de la República, por el señor Ministro titular de la Cartera del Interior, don Francisco Vidal Salinas.



-- Se toma conocimiento.



Ocho de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, remite el Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual inicia la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2006 (Boletín N° 3.993-05).



Asimismo, y para los efectos de lo establecido en el inciso primero del artículo 67 de la Carta Fundamental, hace presente que el referido Mensaje fue recibido, en esa Corporación, el día 14 de septiembre del año en curso. 



-- Pasa a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.



Con los dos siguientes, informa que ha dado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado, respecto de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley sobre modernización, regulación orgánica y planta del personal del Servicio Médico Legal (Boletín Nº 3.154-07), y



2) Proyecto de ley que aumenta las penas en los casos de delitos de maltrato de obra a carabineros con resultado de muerte o lesiones graves (Boletín Nº 3.587-02).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.



Con el cuarto, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que establece que son accidentes del trabajo los ocurridos en el trayecto directo, de ida o regreso, entre un lugar de empleo y otro (Boletín N° 3.776-13).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Con el quinto y el sexto, informa que ha dado su aprobación a los proyectos de acuerdo aprobatorios de los siguientes instrumentos internacionales:



1) “Acuerdo relativo a vuelos humanitarios entre la República de Chile y la República Argentina”, suscrito en Santiago, el 20 de agosto de 1999 (Boletín N° 3.513-10), y



2) “Convenio entre la República de Chile y el Gobierno de la República de Corea sobre cooperación en los usos pacíficos de la energía nuclear” y sus anexos A y B, suscritos en Seúl, República de Corea, el 12 de noviembre de 2002 (Boletín N° 3.920-10).



-- Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el séptimo, comunica que ha dado su aprobación al proyecto de ley que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, en materia de acuicultura (Boletín N° 3.892-21).



-- Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, y a la de Hacienda, en su caso.



Con el octavo, informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley sobre pesca recreativa (Boletín N° 3.424-21).



-- Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, y a la de Hacienda, en su caso y, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, subrogante, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre compensaciones a chilenos cuyas propiedades quedaron bajo jurisdicción argentina por el fallo arbitral de Laguna del Desierto. 



Dos del señor Ministro de Defensa Nacional, mediante los cuales responde sendos oficios dirigidos en nombre de los Honorables Senadores señores Cantero y Stange, relativos a la beca “Ministerio de Defensa” y a la posibilidad de reemplazar el buque de investigación científica Vidal Gormaz, respectivamente.



Del señor Ministro de Hacienda, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre de la Honorable Senadora señora Frei (doña Carmen), sobre factibilidad de otorgar a funcionarios del Servicio Nacional de Pesca el beneficio de zona extrema.


Dos del señor Ministro Secretario General de la Presidencia:



Con el primero, da respuesta a un oficio de la Corporación, sobre la posibilidad de enviar a trámite legislativo un proyecto que recoja las ideas contenidas en una Moción, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, sobre asignaciones de especialidad y de título profesional para el personal de las plantas de la Dirección General de Aeronáutica Civil.



Con el segundo, contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Stange, sobre situación de los habitantes de la Provincia de Palena en relación con la construcción de la conexión vial Puerto Montt-Chaitén.



Dos del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción: 



Con el primero, contesta un oficio de la Corporación, sobre la posibilidad de presentar a trámite legislativo un proyecto que recoja las ideas contenidas en una Moción, del Honorable Senador señor Chadwick, sobre beneficios tributarios a la inversión de utilidades de empresas establecidas o que se instalen en Regiones distintas de la Metropolitana.  



Con el segundo, da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre programa de zonificación del borde costero y del mar interior de las Regiones Décima y Duodécima, para definir áreas de turismo y de pesca y zonas de parque, reservas marinas, áreas de manejo y de navegación.



Dos del señor Ministro de Justicia:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Moreno, sobre construcción de edificio para los juzgados de San Fernando.



Con el segundo, acusa recibo y agradece el envío, realizado a petición del Honorable Senador señor Frei (don Eduardo), del informe de la Comisión Especial sobre Seguridad Ciudadana.



Tres del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero, da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Fernández, sobre pavimentación del camino que une la ciudad de Puerto Natales con Villa Cerro Castillo, en la provincia de Última Esperanza.



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, relativo al proyecto que se ejecuta en el Estero Botrolhue, en el sector de Labranza, comuna de Temuco.



Con el tercero, responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre estado de avance del proyecto de ingeniería del trazado del Camino Longitudinal Austral, sin transbordos, entre Chaitén y Hualaihué.



Dos del señor Ministro de Salud:



Con el primero, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre contaminación del Río Aconcagua y la zona de su desembocadura en el mar.



Con el segundo, da repuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Larraín, sobre posibilidad de modificar el estatuto legal de los conductores de ambulancias de los recintos hospitalarios.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, por medio del cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Chadwick, relativo al valor de adquisición de los terrenos de la Población Salvador Allende, en Nancagua, y sobre los intereses de los créditos hipotecarios con que se adquirieron tales viviendas.



Del señor Ministro de Agricultura, mediante el cual contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre liberación de cultivos transgénicos farmacéuticos autorizados por el Servicio Agrícola y Ganadero desde el año 1996.



Del señor Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre medidas para subsanar aislamiento geográfico e integrar energéticamente a los habitantes de la Provincia de Palena y de las Regiones Undécima y Duodécima. 



Del señor Alcalde de Temuco, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, sobre el estado de las regularizaciones de los sitios eriazos de los propietarios individuales que integran la Junta de Vecinos Los Pinos, del sector Labranza, en la comuna de Temuco.



De la señora Presidente del Consejo de Defensa del Estado, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, solicitando informar si la Institución a su cargo ha deducido querella por las irregularidades detectadas en la ejecución de la obra “Mejoramiento Ruta 5 Sur, pasada por Temuco”.



Del señor Director de Presupuestos, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, sobre inclusión del llamado “quinquenio penitenciario” en la jubilación de los ex funcionarios de Gendarmería de Chile.



Del señor Director del Trabajo, por medio del cual responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Zaldívar (don Andrés), sobre exigencia de firmar ante Notario la autorización que otorgan los padres para que menores de 18 años puedan celebrar un contrato de trabajo.



Dos de la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la contaminación del río Aconcagua en la zona de su desembocadura en el mar.



Con el segundo, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Núñez, sobre intervención del glaciar Los Helados y de sitios arqueológicos por parte de la Minera Frontera del Oro S. C. M.



Del señor Director Nacional de Aduanas, mediante el cual contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre importación de durmientes de madera provenientes de la amazonía brasileña.



Dos del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la importación de durmientes de madera que efectuó la Empresa de Ferrocarriles del Estado.



Con el segundo, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Vásquez, sobre si el Servicio a su cargo examinó los durmientes de madera importados para ser instalados en las líneas férreas de la Décima Región.



Del señor Director Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a los efectos que sufrirán las comunidades indígenas, de la comuna de Vilcún, aledañas al sector donde se instalará el Centro de Manejo de Residuos Sólidos San José.



Del señor Director de Compras y Contratación Pública, mediante el cual contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre compra de propaganda radial de los organismos públicos pertenecientes al sistema de ChileCompra.



Del señor Fiscal Regional de Aysén, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre medidas adoptadas para detener el aumento de delincuencia en la Undécima Región.



De la señora Intendente de la Región de La Araucanía, subrogante, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre mejoramiento de la Multicancha del Centro de Vida Familiar Beata Laura Vicuña, de Traiguén.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Educación de la Región de Aysén, por medio del cual contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre el establecimiento de la enseñanza media en la escuela de la localidad de La Junta, en la comuna de Puerto Cisnes.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Educación de la Región de Aysén, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre medidas adoptadas para impedir plagas que dañan los árboles y arbustos de la Undécima Región.



Del señor Jefe de Gabinete del General Director de Carabineros, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a medidas de vigilancia en la Población Los Volcanes, de Traiguén.



Del señor Director del Instituto de Desarrollo Agropecuario de la Región de La Araucanía, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre los efectos en las actividades productivas de la comuna de Vilcún que generará la instalación del Centro de Manejo de Residuos Sólidos San José.



Del señor Director Regional del Servicio Agrícola y Ganadero de la Región de La Araucanía, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre la declaración de impacto ambiental del proyecto de Centro de Manejo de Residuos Sólidos San José.



Del señor Gerente General de la empresa Aguas Araucanía S.A., por medio del cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre emanaciones generadas desde la Planta de Tratamiento de Aguas Servidas en el sector del Puente El Colchón.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que flexibiliza el manejo de los fondos asignados al Poder Judicial en la Ley de Presupuestos (Boletín Nº 3.789-07), y



Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley referido a reformas orgánicas y procedimentales concernientes al Poder Judicial (Boletín Nº 3.790-07).



De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre agricultura orgánica (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 3.674-01).



De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que restablece la bonificación fiscal para enfermedades catastróficas, establecidas en la ley N° 19.779 (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 3.960-11).



-- Quedan para tabla.

Comunicación



Del Honorable Senador señor Horvath, con la que solicita recabar el acuerdo de la Sala para solicitar a la Honorable Cámara de Diputados el desarchivo del proyecto de ley, de que es autor, que establece normas para la protección y valoración del árbol urbano (Boletín N° 2.238-12), archivado por esa Corporación, previo acuerdo del Senado, durante el segundo trámite constitucional. 



-- Se accede a lo solicitado.

Mociones



Dos, del Honorable Senador señor Ávila, con las que da inicio a las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley que modifica los Códigos Civil y Penal en materia de juegos de azar (Boletín N° 3.996-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



2) Proyecto de ley que establece que los costos de revisión, mantención, calibración y certificación de los medidores eléctricos serán de cargo de las concesionarias del servicio de distribución de energía eléctrica (Boletín N° 3.997-03).



-- Pasa a la Comisión de Economía.

Permiso constitucional



Comunicación del Honorable Senador señor Pizarro, por medio de la cual, y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 60 de la Carta Fundamental, solicita permiso constitucional para ausentarse del país a contar del día 3 de octubre en curso.



-- Si le parece a la Sala, se otorgaría el permiso solicitado.

o o o



Durante la sesión, se agrega a la Cuenta el siguiente asunto:



Informe complementario del segundo informe de la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín Nº 3.825-11).



-- Queda para tabla.

___________________________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:



1.- Celebrar una sesión extraordinaria el día jueves 3 de noviembre de 2.005, con el objeto de tratar asuntos de la tabla ordinaria.



2.- Considerar, en un lugar preferente de la Tabla del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana, el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco, con informe complementario del segundo informe de la Comisión de Salud (Boletín Nº 3.825-11). Con urgencia calificada de “suma”.



3.- Tratar en la sesión ordinaria del día de mañana, en el orden reglamentario que le corresponda, el proyecto de ley signado con el número 3 de la Tabla de hoy, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 13 del decreto con fuerza de ley Nº 120, de 1960, Ley Orgánica de Polla Chilena de Beneficencia, con informe de la Comisión de Hacienda (Boletín Nº 2.815-05).

________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Larraín y Gazmuri, en primer trámite constitucional, sobre acceso a la información pública, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y 

Regionalización



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre acceso a la información pública, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, correspondiente al Boletín Nº 3.773-06, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Previene el señor Secretario General que los artículos 1º, 3º y 6º del proyecto de ley, deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con los artículos 38, 55 y 118 de la misma Carta Fundamental.



Agrega el señor Secretario General que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización efectuó una serie de modificaciones al proyecto aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad.



El señor Secretario General expresa que, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento de la Corporación, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización deja constancia de lo siguiente:



1. Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay.



2. Indicaciones aprobadas sin modificaciones: las signadas con los números 16, 19, 21, 27 y 33.



3. Indicaciones aprobadas con modificaciones: las identificadas con los números 1, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 14, 23, 25, 29, 31, 32 y 34.



4. Indicaciones rechazadas: las de los números 2, 10, 11, 12, 13, 15, 17, 18, 20, 22, 26, 28 y 30.



5. Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.



6. Indicaciones retiradas: la del número 24.

- - -



El señor Secretario General hace presente que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización somete a consideración de la Sala el proyecto aprobado en general, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1º
Nº 1


Sustituirlo por el siguiente:



“1. Agrégase en el inciso segundo del artículo 13, las siguientes oraciones finales:



“En virtud del principio de la transparencia de la función pública, toda información que obre en poder de la Administración del Estado es por principio pública. Toda persona tiene derecho a solicitar y recibir información de cualquier órgano de la Administración del Estado, en la forma y condiciones que establece la ley. Este derecho de acceso a la información comprende el derecho de acceder a las informaciones contenidas en actas, expedientes, contratos y acuerdos, así como en toda información elaborada con presupuesto público, cualquiera sea el formato o soporte en que se contenga, salvo las excepciones legales. Asimismo, comprende la facultad de formular consultas a las entidades señaladas, la que a falta de procedimiento expreso, se ejercerá de conformidad con las disposiciones de la Ley sobre Bases de los Procedimientos Administrativos.”.

Nº 2



Reemplazarlo por el siguiente:



“2. Sustitúyese el inciso tercero del artículo 13 por el siguiente:



“Son públicos los actos y resoluciones de los órganos de la Administración del Estado, así como sus fundamentos y documentos en que éstos se contengan, y los procedimientos que se utilicen en su elaboración o dictación. Dicha publicidad también regirá para la actividad del Congreso Nacional y de los Tribunales de Justicia, incluidos los órganos administrativos que colaboran con ellos.”.”.

- - -



Incorporar, enseguida, el siguiente número 3, nuevo.



“3. Reemplazar el inciso quinto por el siguiente:



“En caso de que la información referida en los incisos anteriores no sea accesible directamente por el interesado, éste podrá requerirla por escrito al jefe del servicio respectivo.”.”.

- - -

Nº 3



Ha pasado a ser Nº 4, sin enmiendas.

Nº 4



Ha pasado a ser Nº 5.



Reemplazarlo por el siguiente:



“5. Sustitúyense los incisos undécimo y duodécimo del artículo 13, por los siguientes:



“Las únicas causales en cuya virtud se podrá denegar total o parcialmente el acceso a la información son las siguientes:



a) Cuando una ley de quórum calificado haya clasificado dichos documentos o antecedentes como reservados o secretos.



b) Cuando su comunicación o conocimiento impida o entorpezca gravemente el debido cumplimiento de las funciones del órgano requerido.



c) Cuando su comunicación o conocimiento afecte la vida privada de una persona individualizada o identificable, incluidos los expedientes médicos o sanitarios.



d) Cuando puedan lesionar intereses comerciales u otros de tipo económicos, ya sean públicos o privados. 



e) Cuando puedan afectar el interés nacional, la seguridad nacional o la seguridad pública.



La calificación de reserva, total o parcial, establecida en las letras b) a e) deberá ser fundada y motivada, y procederá sólo si el peligro de daño sobrepasa el interés público que promueve la transparencia y publicidad de los actos y documentos de la Administración o en poder de ésta. En estos casos, la reserva se mantendrá sólo mientras subsista el peligro de daño que la motiva y, en todo caso, quedará sin efecto transcurridos 20 años desde su calificación.



Los actos que la ley declare como secretos o reservados mantendrán dicho carácter por un plazo máximo de 20 años, el cual podrá ser prorrogado mediante decreto supremo fundado. Vencido dicho plazo o levantada la calidad de secreto o reservado, toda persona tendrá derecho a acceder a estas informaciones y la autoridad o instancia correspondiente estará obligada a proveer los medios para expedir las copias pertinentes que le sean requeridas.



Los actos administrativos y los documentos a que se refiere el inciso tercero de este artículo, deberán guardarse en condiciones que garanticen su preservación y seguridad por el órgano respectivo, durante el plazo de 10 años, sin perjuicio de las normas que regulen la entrega de dichos antecedentes al Archivo Nacional.”.

Nº 5



Ha pasado a ser Nº 6.



Reemplazarlo por el siguiente:



“6. Agrégase el siguiente artículo 13 bis:



“Artículo 13 bis.- La solicitud de acceso a la información debe ser planteada por escrito y deberá contener: a) Nombre y apellidos del solicitante y, en su caso, de su apoderado. b) Lugar y medio preferente para efectos de las notificaciones. c) Identificación precisa de los documentos que se requieren. d) Firma del solicitante o acreditación de la autenticidad de su voluntad expresada por cualquier medio habilitado. e) Órgano administrativo al que se dirige.



Si la solicitud no reúne los requisitos señalados en el inciso anterior, se requerirá al solicitante para que, en un plazo de cinco días, subsane la falta o acompañe los documentos respectivos, con indicación de que, si así no lo hiciere, se le tendrá por desistido de su petición.



En caso que el órgano de la Administración requerido no sea el que posee los documentos solicitados, enviará de inmediato la solicitud a la autoridad que deba conocerla según el ordenamiento jurídico, en la medida que ésta sea posible de individualizar, informando de ello al interesado. En caso que no sea posible individualizar al órgano competente o que la información solicitada pertenezca a múltiples organismos, el órgano requerido comunicará dichas circunstancias al interesado.



La solicitud de acceso a la información deberá ser satisfecha en un plazo máximo de diez días hábiles. Este plazo podrá ser prorrogado excepcionalmente por otros diez días hábiles, cuando existan motivos justificados, caso en que el órgano requerido deberá comunicar al solicitante, antes del vencimiento del plazo, la prórroga y sus fundamentos.



La información solicitada se entregará en la forma y por el medio que el requirente haya señalado, siempre que ello no importe un costo excesivo o un gasto no previsto en el presupuesto institucional, casos en que la entrega se hará en la forma y a través de los medios disponibles. En todo caso, los órganos de la Administración no están obligados a elaborar documentos o a producir información que no exista en su poder para satisfacer la solicitud de acceso a la información. 



Se deberá contar con un sistema que certifique la entrega efectiva de la información al solicitante, que contemple las previsiones técnicas correspondientes.



La entrega de copia de los actos y documentos se hará por parte del órgano requerido sin imponer condiciones de uso o restricciones a su empleo, salvo las expresamente estipuladas por la ley.



Cuando la información solicitada esté permanentemente a disposición del público, o lo esté en medios impresos tales como libros, compendios, folletos, archivos públicos de la Administración, así como también en formatos electrónicos disponibles en Internet o en cualquier otro medio, se comunicará al solicitante la fuente, el lugar y la forma en que puede tener acceso a dicha información, con lo cual se entenderá que la Administración ha cumplido con su obligación de informar.



El derecho de acceso a la información es gratuito, sin perjuicio del pago de los costos de reproducción y de los demás valores que la ley autorice a cobrar por la entrega de determinados documentos.



En todo lo no previsto por esta ley, la solicitud de acceso a información se sujetará a las disposiciones de la ley sobre Bases de los Procedimientos Administrativos.”.

Nº 6



Ha pasado a ser Nº 7.



Reemplazarlo por el siguiente:



“7. Agrégase el siguiente artículo 13 ter:



“Artículo 13 ter.- Al funcionario público o agente responsable que por negligencia o arbitrariedad obstruya o impida el acceso del solicitante a la información requerida se le sancionará en la forma prevista en el Estatuto Administrativo.”.”.

Nº 7



Ha pasado a ser Nº 8.



Reemplazarlo por el siguiente:



“8. Sustitúyese el inciso primero del artículo 14 por el siguiente:



“Artículo 14.- Vencido el plazo previsto en el artículo anterior para la entrega de la documentación requerida, o denegada la petición por una causa distinta del interés nacional o de la seguridad de la Nación, el requirente tendrá derecho a recurrir al juez de letras en lo civil del domicilio del órgano o institución requerido, o del suyo propio, que se encuentre de turno según las reglas correspondientes, solicitando amparo al derecho consagrado en el artículo 13 de la presente ley.”.”.

Nº 8



Suprimirlo.

Nº 9



Suprimirlo.

Nº 10



Ha pasado a ser Nº 9, sin enmiendas.

- - -



Incorporar, a continuación, el siguiente numeral 10, nuevo:



“10. Agréganse los siguientes artículos 14 ter y 14 quater, nuevos:



“Artículo 14 ter.- Los órganos del Estado señalados en el artículo 1º y las empresas públicas creadas por ley y aquellas en las que el Estado o sus organismos tengan una participación accionaria superior al cincuenta por ciento o mayoría en el directorio, incluido CODELCO, Televisión Nacional de Chile y Banco del Estado, deberán poner a disposición permanente del público los siguientes antecedentes debidamente actualizados:



1.- Su estructura orgánica;



2.- Las facultades de cada unidad administrativa;



3.- La planta del personal y el personal a contrata y a honorarios, con las correspondientes remuneraciones;



4.- Los objetivos de las unidades administrativas de acuerdo a sus programas operativos, y los servicios que ofrece;



5.- El marco normativo que les sea aplicable;



6.- Los trámites y requisitos que debe cumplir el interesado para tener acceso a los servicios;



7.- El diseño, montos asignados y criterio de acceso a los programas de subsidios, y las nóminas de beneficiarios de los programas sociales en ejecución;



8.- Los mecanismos de participación ciudadana, en su caso.



Artículo 14 quáter.- Las empresas públicas incluidas ENAP, CODELCO, Correos de Chile, Televisión Nacional de Chile, ENAMI, Ferrocarriles del Estado y Banco del Estado, deberán publicar mediante los sistemas digitales que establezca la empresa, las actas del directorio después de no más de cinco días hábiles contados desde su aprobación. Con todo, el directorio con la aprobación de la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, podrá dar el carácter de reservado, en todo o parte, a ciertas actas o documentos cuando concurra alguna de las circunstancias previstas en el inciso segundo del artículo 8º de la Constitución Política. El director que dolosa o culpablemente concurra con su voto favorable a la declaración de reserva, responderá solidariamente de los perjuicios que ocasionare.”.”.

- - -

Artículo 2º



Reemplazarlo por el siguiente:



“Artículo 2°.- Modifícase la ley N° 19.880, en lo siguiente:



a) Reemplázase el inciso segundo del artículo 16, por el que sigue:



“En consecuencia, salvo las excepciones establecidas en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado y en otras disposiciones legales aprobadas con quórum calificado, son públicos los actos y resoluciones de los órganos de la Administración del Estado, así como sus fundamentos y documentos en que éstos se contengan, y los procedimientos que utilicen en su elaboración o dictación.”.



b) Incorpórase en el inciso primero del artículo 65, a continuación de la expresión “Constitución Política”, la siguiente frase: “o el derecho de acceso a la información previsto en la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado.”.”.

Artículo 3º



Reemplazar la letra b) del nuevo inciso final que se incorpora al artículo 5º A de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, por la siguiente:



“b) Las que así sean declaradas por el Presidente de la Cámara respectiva, con acuerdo de los dos tercios de los Parlamentarios presentes, cuando los documentos de que haya de darse cuenta incidan en alguna de las circunstancias establecidas en el inciso segundo del artículo 8º de la Constitución Política.”.

- - -



Incorporar los artículos 4º, 5º, 6º y 7º, que a continuación se transcriben:



“Artículo 4º.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de 30 días contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, mediante un decreto con fuerza de ley expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado de los artículos 13, 13 bis, 13 ter, 14, 14 bis, 14 ter y 14 quater del D.F.L. Nº 1 de 2001, del aludido Ministerio, que contiene la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado, como texto independiente para fines de difusión y conocimiento de dichas disposiciones, sin perjuicio de mantenerse tales artículos en la Ley Orgánica Constitucional a la que pertenecen.”.



Artículo 5º.- Introdúcese el siguiente artículo 101, nuevo, al Código Orgánico de Tribunales:



“Artículo 101.- Las sentencias definitivas dictadas por cualquier tribunal de la República estarán a disposición del público y deberán ser publicadas dentro de los cincos días hábiles siguientes al de la fecha en que queden ejecutoriadas, en los sistemas electrónicos o digitales de que dispongan.”.



Artículo 6º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al DFL Nº 1 de 2002, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades:



1. Agrégase el siguiente inciso final al artículo 12:



“Todas estas resoluciones estarán a disposición del público y deberán ser publicadas en los sistemas electrónicos o digitales de que disponga la municipalidad.”.



2. Agrégase el siguiente inciso final al artículo 84:



“Las actas del concejo se harán públicas una vez aprobadas, y contendrán, a lo menos, la asistencia a la sesión, los acuerdos adoptados en ella y la forma como fueron votadas. La publicación se hará mediante los sistemas electrónicos o digitales que disponga la municipalidad.



Artículo 7º.- Derógase el artículo 8º del decreto ley Nº 488 de 1925.”.

- - -



El señor Presidente le concede la palabra al Honorable Senador señor Viera-Gallo, quien solicita votación separada del número 2 del artículo 1º de este proyecto y del artículo 14 quáter que se agrega a la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado, contenido en el número 10 del artículo 1º de la iniciativa.



A continuación, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Vásquez, el que, de conformidad al número 7º del artículo 131 del Reglamento de la Corporación, formula una indicación con el objeto de que se devuelva el proyecto de ley a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, para un nuevo segundo informe, en lo referente a la manera en que se harán públicas las sentencias definitivas de los tribunales superiores de justicia.



Respecto a la indicación formulada, el señor Presidente concede la palabra a los Honorables Senadores señores Larraín, Zaldívar (don Andrés) y Viera-Gallo.

_________________



A continuación, el señor Presidente sugiere a la Sala continuar con la discusión en particular del proyecto de ley, sin adoptar una decisión respecto de la indicación formulada por el Honorable Senador señor Vásquez y, en caso de surgir una opinión en el mismo sentido de la propuesta del señor Senador, en el transcurso del debate, que ello se resuelva en ese momento.



La Sala concuerda con la proposición del señor Presidente.

_________________



Inmediatamente, el señor Presidente otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Larraín, en su calidad de Presidente de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Luego, el señor Presidente señala que corresponde ocuparse del número 2 del artículo 1º del proyecto de ley, que sustituye el inciso tercero del artículo 13 de la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado, respecto del cual el Honorable Senador señor Viera-Gallo ha solicitado votación separada.



El señor Secretario General indica que el referido número 2 del artículo 1º de la iniciativa de ley fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y tiene el carácter de norma orgánica constitucional.



En discusión el número 2 del artículo 1º del proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Viera-Gallo, Zaldívar (don Andrés), Vásquez, Coloma y Larraín.

_____________________



El señor Presidente propone a la Sala realizar la votación de las modificaciones efectuadas al proyecto de ley, que fueron acordadas por unanimidad en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, las votaciones separadas solicitadas pertinentemente por el Honorable Senador señor Viera-Gallo y la votación de la indicación renovada, en la sesión ordinaria de mañana y, consecuentemente, realizar la discusión sobre las materias que corresponden en la sesión en curso.



La Sala así lo acuerda.

_____________________



Inmediatamente, el señor Presidente manifiesta que cabe ocuparse del artículo 14 quáter que se agrega a la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado, contenido en el número 10 del artículo 1º del proyecto de ley, respecto del cual el Honorable Senador señor Viera-Gallo ha solicitado votación separada.



El señor Secretario General señala que la mencionada disposición fue aprobada por unanimidad en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y que tiene el carácter de norma orgánica constitucional.



En discusión la referida disposición, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Viera-Gallo, Orpis, Larraín y Vásquez.

______________________________



A continuación, el señor Presidente, de conformidad al acuerdo adoptado por el Senado, expresa que en la sesión ordinaria de mañana se llevará a efecto la votación de las modificaciones efectuadas al proyecto de ley, que fueron acordadas por unanimidad en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, las votaciones separadas solicitadas por el Honorable Senador señor Viera-Gallo y la votación de la indicación renovada.

______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS,

Secretario General del Senado.

SESION 39ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 5 DE OCTUBRE DE 2.005



Presidencia de los Honorables Senadores señores Romero, Presidente, y Gazmuri, Vicepresidente.



Asisten los Honorables Senadores señora Matthei, y señores Aburto, Arancibia, Ávila, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Espina, Fernández, Flores, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Ominami, Orpis, Parra, Prokurica, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Valdés, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Asisten, asimismo, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff, el señor Ministro de Justicia, don Luis Bates y el señor Ministro de Salud, don Pedro García. 



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones trigésima quinta, ordinaria, de 13 de septiembre de 2005, en sus partes pública y secreta, y trigésima sexta, ordinaria, de 14 de septiembre de 2005, que no han sido observadas.

___________________________

CUENTA

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República mediante el cual, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 25 de la Carta Fundamental, comunica su ausencia del territorio nacional en las fechas que a continuación se indican, con el propósito que en cada caso se señala: 



-- El día 10 de octubre en curso, en vuelo hacia el continente europeo.



-- El día 11 de octubre del año en curso, en visita de trabajo en la ciudad de Londres, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte.



-- Los días 12 y 13 de octubre en curso, en visita de trabajo en la ciudad de Madrid, Reino de España.



-- Los días 14 y 15 de octubre del presente, para asistir a la Cumbre Iberoamericana, en la ciudad de Salamanca, Reino de España.



-- El día 16 de octubre de 2005, en vuelo hacia el territorio nacional.



Agrega que, durante su ausencia, será subrogado, con el título de Vicepresidente de la República, por el señor Ministro titular de la Cartera del Interior, don Francisco Vidal Salinas.



-- Se toma conocimiento.



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha dado su aprobación al informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras durante la tramitación del proyecto de ley que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 18.290, en materia de tránsito terrestre (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín Nº 999-15).



-- Queda para tabla.



Con el segundo, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio de la “Convención sobre Defensa del Patrimonio Arqueológico, Histórico y Artístico de las Naciones Americanas” (Convención de San Salvador), aprobada el 16 de junio de 1976, en el Sexto Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos, celebrada en Santiago, Chile (Boletín N° 3.746-10).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el tercero, informa que ha desechado la enmienda propuesta por el Senado al proyecto de ley que suspende la inscripción de automóviles colectivos y buses en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros (Boletín Nº 3.399-15), a la vez que comunica la nómina de los Honorables señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República.



-- Se toma conocimiento y, si le parece a la Sala, se designaría a los Honorables señores Senadores miembros de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones para que integren la referida Comisión Mixta.



Del señor Ministro de Obras Públicas, mediante el cual da respuesta a sendos oficios remitidos en nombre de los Honorables Senadores señores Horvath y Stange, sobre la necesidad de contar con un camino sin interrupciones que permita conectar las ciudades de Puerto Montt y Chaitén.



De la señora Ministro de Planificación, por medio del cual responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Stange, sobre la factibilidad de ejecutar los proyectos que indica, presentados por la Ilustre Municipalidad de Cochamó.



Del señor Subsecretario de Carabineros, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre de la Honorable Senadora señora Frei (doña Carmen), sobre la posibilidad de destinar un cuartel móvil con calabozo para la comuna de Tocopilla.



Dos del señor Subsecretario de Obras Públicas:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Chadwick, relativo a la factibilidad de entubar el canal de regadío del sector de Tapihue, en la comuna de Requínoa.



Con el segundo, responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre intervenciones a glaciares en el país por actividades mineras, viales u otras.



Del señor Superintendente de Seguridad Social, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre beneficiarios de pensiones asistenciales, y lista de espera de postulantes que cumplen con los requisitos para acceder a ellas.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Economía de la Región de Aysén, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre situación energética de la localidad de Puerto Gaviota.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Planificación y Coordinación de la Región de Aysén, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre programa de zonificación del borde costero y del mar interior de las Regiones Décima y Undécima.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras durante la tramitación del proyecto de ley que regula la investigación científica en el ser humano, su genoma, y prohíbe la clonación humana (Boletín Nº 1.993-11).



De la Comisión de Defensa Nacional, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley de Navegación respecto de naves abandonadas (Boletín Nº 2.733-02).



De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre competencia desleal (Boletín Nº 3.356-03).



Segundos informes de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología recaídos, respectivamente, en los siguientes asuntos: 



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento en la ciudad de Copiapó en memoria de Monseñor Fernando Ariztía Ruiz, Obispo Emérito de Copiapó (Boletín Nº 3.564-04).



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza a erigir un monumento y santuario en memoria del Padre Pío de Pietrelcina, en la Región del Maule (Boletín Nº 3.719-04).



3) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que autoriza la construcción de un monumento, archivo y museo en memoria del geógrafo don Juan Steffen Hoffmann (Boletín Nº 3.545-04).



4) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que autoriza erigir un monumento, en la ciudad de La Serena, en memoria del sacerdote Angelo Panigati (Boletín Nº 3.902-04).



-- Quedan para tabla.

Moción



De los Honorables Senadores señores Ávila, Parra, Silva Cimma y Vásquez, con la que inician un proyecto de ley que confiere el carácter de título profesional universitario a la carrera de Administración Pública (Boletín N° 4.006-04).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señores Horvath y Prokurica, con la que presentan un proyecto de ley que suspende la aplicación del artículo 50 A de la Ley General de Pesca y Acuicultura, que establece el reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal, respecto de armadores artesanales, en los casos que indica.



-- Se declara inadmisible por referirse a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el número 2.° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

_____________



El señor Presidente, en cuanto a la declaración de inadmisibilidad efectuada respecto de la Moción de los Honorables Senadores señores Horvath y Prokurica, por medio de la cual han presentado una iniciativa de ley relativa a la suspensión de la aplicación del artículo 50 A de la Ley General de Pesca y Acuicultura, que establece el reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal, respecto de armadores artesanales, en los casos que indica, propone a la Sala que se remita el oficio correspondiente a Su Excelencia el Presidente de la República, en nombre de los mencionados señores Senadores, para que, si lo tiene a bien, se sirva considerar la posibilidad de presentar a tramitación legislativa un proyecto de ley que contenga la idea de la referida Moción.



Consultada la Sala, así se acuerda.

_____________



El Honorable Senador señor Espina solicita al señor Presidente que recabe el asentimiento de la Sala, con el objeto de tratar, como si fueran de Fácil Despacho, los proyectos signados con los números 8 y 9 de la Tabla de esta sesión, referidos a las reformas orgánicas y procedimentales concernientes al Poder Judicial y a la flexibilización del manejo de los fondos asignados al Poder Judicial en la Ley de Presupuestos, correspondientes a los Boletines números 3.790-07 y 3.789-07, respectivamente.



El señor Presidente manifiesta que el proyecto ubicado en el lugar número 8 de la Tabla cuenta con un segundo informe, de manera que solamente cabría considerar como de Fácil Despacho la iniciativa signada con el número 9.



Sobre la solicitud formulada, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Larraín, quien manifiesta no tener inconveniente respecto al tratamiento preferencial del proyecto sobre flexibilización del manejo de los fondos asignados al Poder Judicial en la Ley de Presupuestos, siempre que se asegure el despacho, en esta sesión, de los proyectos signados con los números 1 y 2 de la Tabla.



A continuación, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Prokurica, quien le solicita consulte a la Sala acerca de la posibilidad de tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 18.290, en materia de tránsito terrestre, correspondiente al Boletín Nº 999-15.



El señor Presidente manifiesta que el referido informe de la Comisión Mixta no está incluido en la Tabla de la sesión de hoy, de manera que correspondería tratarlo, si la Sala así lo considera, en la Tabla de Fácil Despacho de la próxima sesión ordinaria.



Consultada la Sala, así se acuerda.

- - -



Luego, el Honorable Senador señor Prokurica, respecto al proyecto de ley que suspende la inscripción de automóviles colectivos y buses en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros, correspondiente al Boletín Nº 3.399-15, que debe ser analizado por una Comisión Mixta, solicita al señor Presidente que realice las gestiones necesarias para que dicha instancia se reúna a la brevedad, en atención a que la vigencia de la ley correspondiente expira el día 15 de noviembre del presente año.



El señor Presidente indica que comunicará esta circunstancia al señor Presidente de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



En seguida, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Naranjo, el que le solicita iniciar la discusión de los proyectos considerados en la Tabla de esta sesión.



El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, haciendo uso de la palabra, coincide con el planteamiento del Honorable Senador señor Naranjo y solicita al señor Presidente que consulte a la Sala para que, una vez despachados los dos primeros puntos de la Tabla, se discuta la iniciativa que restablece la bonificación fiscal para enfermedades catastróficas establecidas en la ley Nº 19.779, correspondiente al Boletín Nº 3.960-11.



El señor Presidente señala a la Sala que, en el ánimo de dar curso al despacho de los asuntos en Tabla, corresponde seguir el orden establecido por la Secretaría, el que se fundamenta en las normas reglamentarias pertinentes y en los acuerdos adoptados por la Corporación.

___________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.419, en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco, con informe complementario del segundo 

informe de la Comisión de Salud



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.419, en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco, con informe complementario del segundo informe de la Comisión de Salud, correspondiente al Boletín Nº 3.825-11, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.



Agrega que en sesión 36ª, ordinaria, de 14 de septiembre de 2005, la Sala acordó enviar los artículos 10, 11 y 12, comprendidos en el número 9 del artículo 1º del proyecto de ley, a la Comisión de Salud, para un informe complementario de su segundo informe.



El señor Secretario General señala que la Comisión de Salud efectuó una serie de modificaciones a los artículos mencionados precedentemente, las que fueron acordadas por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, sometiendo a la consideración de la Sala las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO 1°

N° 7

(Pasa a ser N° 9)



-- Remplazarlo por el siguiente:



“9) Sustitúyese el artículo 7º, que pasa a ser artículo 10, por los siguientes:



“Artículo 10.- Se prohíbe fumar en los siguientes lugares, incluyendo sus patios y espacios al aire libre interiores:



a) establecimientos de educación prebásica, básica y media;



b) en los recintos donde se expenda combustibles;



c) en los que se fabriquen, procesen, depositen o manipulen explosivos, materiales inflamables, medicamentos o alimentos;



d) en los medios de transporte de uso público o colectivo;



e) ascensores.



Artículo 10 bis.- Se prohíbe fumar en los siguientes lugares, salvo en sus patios o espacios al aire libre:



a) al interior de los recintos o dependencias de los órganos del Estado. Sin embargo, en las oficinas individuales se podrá fumar sólo en el caso que cuenten con ventilación hacia el aire libre o extracción del aire hacia el exterior;



b) establecimientos de educación superior, públicos y privados;



c) establecimientos de salud, públicos y privados;



d) aeropuertos y terrapuertos;



e) teatros y cines;



f) gimnasios;



g) centros de atención o de prestación de servicios abiertos al público en general;



h) supermercados, centros comerciales y demás establecimientos similares de libre acceso al público.



En los lugares anteriormente enumerados, podrá existir una o más salas especialmente habilitadas para fumar.



Sin perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente, iguales reglas se aplicarán tratándose de empresas, establecimientos, faenas o unidades económicas obligadas a confeccionar un reglamento interno de orden, higiene y seguridad, en conformidad a las normas del Código del Trabajo.



En los lugares de trabajo de propiedad de particulares no comprendidos en el artículo 10 y en los incisos precedentes, la existencia de prohibición de fumar o la determinación de sitios y condiciones en que ello se autorizará, serán acordadas por los respectivos propietarios o administradores, oyendo el parecer de los empleados.



Artículo 11.- En los restoranes, bares, pubs, discotecas, cabarets, casinos de juego y otros lugares de juego legalmente autorizados, y demás establecimientos similares, con una superficie superior a 100 metros cuadrados destinados a la atención de público, para permitir fumar en su interior se deberá separar ambientes para fumadores y para no fumadores, no pudiendo el espacio reservado a estos últimos representar menos del 60 % del espacio total destinado a atención de público.



En aquellos lugares señalados en el inciso anterior, pero cuya superficie destinada a la atención de público sea igual o inferior a 100 metros cuadrados se podrá optar por ser un lugar para fumadores o para no fumadores, de lo que deberá informarse en su acceso. En caso que se opte por ser para fumadores se aplicará, en lo que corresponda, lo dispuesto en el artículo siguiente.



Tratándose de discotecas y cabarets, donde se expenda bebidas alcohólicas y se asegure la entrada sólo para mayores de 18 años, se aplicarán las normas del inciso anterior sin la limitación de superficie indicada.


Artículo 12.- Las salas, lugares o espacios habilitados para fumadores en conformidad a los dos artículos anteriores, deberán estar claramente aislados y contar con mecanismos que impidan el paso del humo hacia el resto del recinto, ventilación hacia el aire libre o extracción del aire hacia el exterior, y a ellos no se permitirá la entrada de menores de 18 años.



En los lugares reservados para no fumadores se deberá exhibir advertencias que prohíban fumar, las cuales deberán ser notoriamente visibles y comprensibles, y contener imágenes o leyendas en idioma español. Asimismo, a la entrada y al interior de los lugares o recintos reservados para fumadores, se deberá exhibir advertencias que indiquen dicha circunstancia.”. 

N° 9

(Pasa a ser N° 11)

Artículo 15

Numeral 9



-- Sustituirlo por el siguiente:



“9) Multa de 1 a 20 unidades tributarias mensuales, y de diez a 50 unidades tributarias mensuales si la infracción es cometida por una persona natural o  jurídica perteneciente a la industria tabacalera, además del comiso de los bienes materia de la infracción, por las que consistan en vender cigarrillos unitariamente o en paquetes que contengan una cantidad inferior a diez.”. 
Numeral 12



-- Intercalar, en su inciso primero, entre las expresiones “artículos 10,” y “11 y 12”, lo siguiente: “10 bis,”. 
- - -



A continuación, el señor Presidente, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento de la Corporación, anuncia que se votarán sin debate las enmiendas despachadas por unanimidad, salvo que algún señor Senador manifieste su intención de discutir alguna proposición de la Comisión de Salud.



Puestas en votación las referidas enmiendas, resultan aprobadas por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el siguiente

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.419:



1) Intercálase, a continuación del artículo 1º, el siguiente artículo, nuevo:



“Artículo 2º.- Para todos los efectos legales se entenderá por:



a) Publicidad del tabaco: Toda forma de promoción, comunicación, recomendación, propaganda, información o acción con el fin o el efecto de promover un producto hecho con tabaco o el consumo de tabaco;



b) Industria tabacalera: Comprende a fabricantes, distribuidores mayoristas e importadores de productos hechos con tabaco;



c) Productos hechos con tabaco: productos preparados totalmente o en parte utilizando como materia prima hojas de tabaco.”.



2) Sustitúyese el artículo 2°, que pasa a ser artículo 3°, por el siguiente:



“Artículo 3º.- Se prohíbe la publicidad del tabaco o de elementos de la marca relacionados con dicho producto, salvo al interior de los lugares de venta. Al exterior de dichos lugares sólo se podrá comunicar al público la venta de productos hechos con tabaco mediante avisos diseñados por el Ministerio de Salud y establecidos por decreto supremo.”.


3) Sustitúyese el artículo 3°, que pasa a ser artículo 4°, por el siguiente:



“Artículo 4º.- Se prohíbe la comercialización, el ofrecimiento, distribución o entrega a título gratuito de los productos hechos con tabaco a las personas menores de 18 años de edad.  Las máquinas expendedoras automáticas de este tipo de productos sólo podrán instalarse en establecimientos, lugares o recintos a los cuales, por disposición de la ley, no tengan acceso los menores de edad.



Se prohíbe cualquier forma de publicidad de productos hechos con tabaco en lugares que se encuentren a menos de 300 metros de distancia de los establecimientos de enseñanza básica y media, incluyendo los lugares de venta, salvo lo relativo a los avisos indicados en el artículo anterior. Se prohíbe asimismo, la venta de estos productos en aquellos lugares que se encuentren a menos de 100 metros de distancia de dichos establecimientos. La distancia se medirá desde cada puerta de acceso de los respectivos establecimientos, por aceras, calles y espacios de uso público. 



En ningún caso podrán venderse cigarrillos unitariamente o en paquetes que contengan una cantidad inferior a diez.”.



4) Intercálase, a continuación del artículo 3°, que pasa a ser artículo 4°, el siguiente artículo, nuevo:



“Artículo 5°.- Se prohíbe ofrecer o proporcionar cualquier compensación, directa o indirecta, por la compra de productos hechos con tabaco, tales como la donación, bonificación o reembolso de dinero en efectivo o el derecho a participar en un juego, sorteo o concurso, así como la distribución de dichos productos sin compensación monetaria.”.


5) Sustitúyese el artículo 4°, que pasa a ser artículo 6°, por el siguiente:



“Artículo 6º.- Todo envase de los productos hechos con tabaco, sean nacionales o importados destinados a su distribución dentro del territorio nacional, y toda acción publicitaria de los mismos, cualquiera sea la forma o el medio en que se realice, deberán contener una clara y precisa advertencia de los daños, enfermedades o efectos que, para la salud de las personas, implica su consumo o su exposición al humo del tabaco. Esta advertencia tendrá una vigencia de 12 meses, deberá ser diseñada por el Ministerio de Salud y establecida mediante decreto supremo de este Ministerio, la cual será impresa en las cajetillas o en cualquier envase y no podrá, en ningún caso, ser removible. En el caso de productos importados, deberá ser adherida de manera que no pueda ser despegada fácilmente.



En el caso de los paquetes de cigarrillos o cigarros, bolsas o paquetes de productos hechos con tabaco esta advertencia deberá figurar en las dos caras principales y ocupar el 40% de cada una de ellas.



El decreto indicado establecerá una o más advertencias sucesivas, que podrán ser diseñadas con dibujos, fotos o leyendas. Durante el plazo señalado para cada advertencia, ésta deberá figurar en toda la producción nacional o la importada destinada a su distribución dentro del territorio nacional. Si al entrar en vigencia una nueva advertencia quedaran saldos en bodega con la advertencia anterior, para su distribución se deberá solicitar autorización a la Autoridad Sanitaria que corresponda a la casa matriz del fabricante o importador. Esta excepción sólo podrá alcanzar hasta un monto equivalente a la producción distribuida durante el mes anterior.



Los avisos publicitarios en los lugares de venta no podrán ser superiores a dos metros cuadrados y la advertencia confeccionada en los términos de este artículo deberá ocupar el 40% del aviso.”.



6) Sustitúyese el artículo 5°, que pasa a ser artículo 7°, por el siguiente:



“Artículo 7°.- Los planes y programas de estudio de la Educación General Básica y de la Educación Media de ambas modalidades deberán considerar objetivos y contenidos destinados a educar e instruir a los escolares sobre los daños que provoca en el organismo el consumo de productos hechos con tabaco y la exposición al humo del mismo, como también el carácter adictivo de éstos.”.



7) Agrégase el siguiente artículo nuevo, a continuación del actual artículo 5º, que pasa a ser artículo 7°:



“Artículo 8°.- Se prohíbe que en el nombre o propiedades asociadas a la marca de cigarros o cigarrillos se incluyan términos tales como light, suave, ligero, bajo en alquitrán, nicotina, monóxido de carbono u otros similares.”.



8) Sustitúyese el artículo 6º, que pasa a ser artículo 9°, por el siguiente:



“Artículo 9º.- La casa matriz del fabricante o el importador de los productos hechos con tabaco, deberán informar anualmente al Ministerio de Salud, según éste lo determine, sobre sus constituyentes y los aditivos que se incorporan a ellos, en calidad y cantidad, así como las sustancias utilizadas para el tratamiento del tabaco. 



El Ministerio de Salud podrá prohibir el uso de los aditivos y sustancias que aumenten el daño o riesgo del consumidor de dichos productos, y establecer los limites máximos permitidos de las sustancias contenidas en los productos hechos con tabaco. Asimismo, fijará las normas sobre difusión de la información referida a los aditivos y sustancias incorporadas al tabaco y sus efectos en la salud de los consumidores. 



Los envases de cigarrillos deberán expresar clara y visiblemente en una de las caras laterales los principales componentes de este producto en los términos establecidos por el Ministerio de Salud.”.



9) Sustitúyese el artículo 7º, que pasa a ser artículo 10, por los  siguientes:



“Artículo 10.- Se prohíbe fumar en los siguientes lugares, incluyendo sus patios y espacios al aire libre interiores:



a) establecimientos de educación prebásica, básica y media;



b) en los recintos donde se expenda combustibles;



c) en los que se fabriquen, procesen, depositen o manipulen explosivos, materiales inflamables, medicamentos o alimentos;



d) en los medios de transporte de uso público o colectivo;



e) ascensores.



Artículo 10 bis.- Se prohíbe fumar en los siguientes lugares, salvo en sus patios o espacios al aire libre:



a) al interior de los recintos o dependencias de los órganos del Estado. Sin embargo, en las oficinas individuales se podrá fumar sólo en el caso que cuenten con ventilación hacia el aire libre o extracción del aire hacia el exterior;



b) establecimientos de educación superior, públicos y privados;



c) establecimientos de salud, públicos y privados;



d) aeropuertos y terrapuertos;



e) teatros y cines;



f) gimnasios;



g) centros de atención o de prestación de servicios abiertos al público en general;



h) supermercados, centros comerciales y demás establecimientos similares de libre acceso al público.



En los lugares anteriormente enumerados, podrá existir una o más salas especialmente habilitadas para fumar.



Sin perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente, iguales reglas se aplicarán tratándose de empresas, establecimientos, faenas o unidades económicas obligadas a confeccionar un reglamento interno de orden, higiene y seguridad, en conformidad a las normas del Código del Trabajo.



En los lugares de trabajo de propiedad de particulares no comprendidos en el artículo 10 y en los incisos precedentes, la existencia de prohibición de fumar o la determinación de sitios y condiciones en que ello se autorizará, serán acordadas por los respectivos propietarios o administradores, oyendo el parecer de los empleados.



Artículo 11.- En los restoranes, bares, pubs, discotecas, cabarets, casinos de juego y otros lugares de juego legalmente autorizados, y demás establecimientos similares, con una superficie superior a 100 metros cuadrados destinados a la atención de público, para permitir fumar en su interior se deberá separar ambientes para fumadores y para no fumadores, no pudiendo el espacio reservado a estos últimos representar menos del 60 % del espacio total destinado a atención de público.



En aquellos lugares señalados en el inciso anterior, pero cuya superficie destinada a la atención de público sea igual o inferior a 100 metros cuadrados se podrá optar por ser un lugar para fumadores o para no fumadores, de lo que deberá informarse en su acceso. En caso que se opte por ser para fumadores se aplicará, en lo que corresponda, lo dispuesto en el artículo siguiente.



Tratándose de discotecas y cabarets, donde se expenda bebidas alcohólicas y se asegure la entrada sólo para mayores de 18 años, se aplicarán las normas del inciso anterior sin la limitación de superficie indicada.



Artículo 12.- Las salas, lugares o espacios habilitados para fumadores en conformidad a los dos artículos anteriores, deberán estar claramente aislados y contar con mecanismos que impidan el paso del humo hacia el resto del recinto, ventilación hacia el aire libre o extracción del aire hacia el exterior, y a ellos no se permitirá la entrada de menores de 18 años.



En los lugares reservados para no fumadores se deberá exhibir advertencias que prohíban fumar, las cuales deberán ser notoriamente visibles y comprensibles, y contener imágenes o leyendas en idioma español. Asimismo, a la entrada y al interior de los lugares o recintos reservados para fumadores, se deberá exhibir advertencias que indiquen dicha circunstancia.”.


10) Sustitúyese el artículo 8º, que pasa a ser artículo 13, por el siguiente:



“Artículo 13.-  Los organismos administradores de la ley Nº 16.744, deberán colaborar con sus empresas adheridas asesorándolas respecto de los contenidos de la información que éstas presten a sus trabajadores y usuarios sobre los daños que provoca en el organismo el consumo de productos hechos con tabaco o la exposición al humo de este producto y acerca de los beneficios de adoptar estilos de vida y ambientes saludables.”.


11) Sustitúyese el artículo 9º, que pasa a ser artículo 14, por los siguientes:



“Artículo 14.- La Autoridad Sanitaria competente fiscalizará el cumplimiento de la presente ley.



De las faltas previstas en esta ley conocerá el Juez de Policía Local en cuyo territorio se cometa la infracción, y el procedimiento se sujetará al fijado en la ley N° 18.287. 



Con todo, si por su naturaleza o extensión la infracción afecta a los territorios de dos o más Juzgados de Policía Local, será competente aquel en cuyo territorio se haya originariamente impreso, difundido, emitido, o transmitido o propagado la publicidad, propaganda o promoción prohibidas.


Artículo 15.- La infracción de las disposiciones de la presente ley será sancionada en conformidad a las reglas siguientes:



1) Multa de 500 a 1.000 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies objeto de la infracción, por la contravención de lo establecido en el inciso  segundo del artículo 9º, utilizando aditivos o sustancias prohibidas por el  Ministerio de Salud o excediendo los límites máximos permitidos de las sustancias contenidas en los productos hechos con tabaco.



2) Multa de 1 a 50 unidades tributarias mensuales, y de 101 a 500 unidades tributarias mensuales si la infracción es cometida por una persona natural o jurídica perteneciente a la industria tabacalera, además del comiso de los bienes  materia de la infracción, en los siguientes casos:



a. Venta de productos hechos con tabaco en lugares que se encuentren  a menos de 100 metros de distancia de establecimientos de enseñanza básica y media, con infracción de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4º.



b. Publicidad del tabaco o de elementos de la marca relacionados con dicho producto fuera de los lugares de venta, o comunicar al público la venta de productos hechos con tabaco al exterior de los lugares de venta, con infracción de lo establecido en el artículo 3º.



c. Exhibir en los lugares de venta de productos hechos con tabaco avisos publicitarios de superficie mayor a la indicada en el inciso final del artículo 6º, sin la advertencia a que éste se refiere o con una advertencia que ocupe menos del 40% del aviso.



d. Cualquier forma de publicidad de productos hechos con tabaco en lugares que se encuentren a menos de 300 metros de distancia de los establecimientos de enseñanza básica y media, incluyendo los lugares de venta, con infracción del inciso segundo del articulo 4º.  Se exceptúan los avisos autorizados por el artículo 3º, al exterior de los lugares de venta.



e. Ofrecer o proporcionar cualquier compensación, directa o indirecta, por la compra de productos hechos con tabaco, en contravención a lo dispuesto en el artículo 5°.



3) Multa de 101 a 500 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies objeto de la infracción en los casos siguientes:



a. Omitir en los envases de los productos hechos con tabaco nacionales o importados destinados a su distribución dentro del territorio nacional, la  advertencia que establece el artículo 6º, o hacerlo con un diseño diverso, en lugares distintos o en proporción menor de los allí indicados.



b. Efectuar acciones publicitarias de productos hechos con tabaco, sean nacionales o importados destinados a su distribución dentro del territorio nacional, cualquiera sea la forma o el medio en que se realice, omitiendo la advertencia que establece el artículo 6º.



c. No expresar clara y visiblemente en una de las caras laterales de los envases de cigarrillos los principales componentes del producto, en los  términos establecidos por el Ministerio de Salud en conformidad al  inciso tercero del artículo 9º.



d. Infringir las normas sobre difusión de la información referida a los aditivos y sustancias incorporadas al tabaco y sus efectos en la salud de los consumidores establecidas en conformidad al artículo 9º.



4) Multa de 101 a 500 unidades tributarias mensuales, por no informar al Ministerio de Salud sobre los constituyentes y aditivos que se incorporan a los productos hechos con tabaco, o sobre las sustancias utilizadas para el tratamiento del tabaco, en conformidad al inciso primero del artículo 9º.



5) Multa de 3 a 50 unidades tributarias mensuales, y de 30 a 300 unidades tributarias mensuales si la infracción es cometida por una persona natural o jurídica perteneciente a la industria tabacalera, además del comiso de los bienes materia de la infracción, por comercializar, ofrecer, distribuir o entregar a título gratuito productos hechos con tabaco a menores de 18 años de edad, en contravención a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 4º.



6) Multa de 50 a 250 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies materia de la infracción, por incluir en el nombre o propiedades asociadas a la marca de cigarros o cigarrillos términos tales como light, suave, ligero, bajo en alquitrán, nicotina, monóxido de carbono u otros similares prohibidos en el artículo 8°.



7) Multa de 50 a 250 unidades tributarias mensuales, por la infracción de las reglas sobre habilitación, superficie y ventilación de los espacios destinados a fumadores y reservados a no fumadores, establecidas en los artículos 11 y 12.



8) Multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales, por la instalación de máquinas expendedoras automáticas de productos hechos con tabaco en establecimientos, lugares o recintos a los cuales no esté prohibido por disposición de la ley el acceso de los menores de edad, en contravención a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 4º.



9) Multa de 1 a 20 unidades tributarias mensuales, y de diez a 50 unidades tributarias mensuales si la infracción es cometida por una persona natural o  jurídica perteneciente a la industria tabacalera, además del comiso de los bienes materia de la infracción, por las que consistan en vender cigarrillos unitariamente o en paquetes que contengan una cantidad inferior a diez.



10) Multa de 2 a 20 unidades tributarias mensuales aplicada al dueño, director o administrador del establecimiento, en los siguientes casos:



a. Permitir el ingreso de menores de 18 años a los lugares habilitados para fumadores, contraviniendo la prohibición establecida en el artículo 12.



b. Infracción de las reglas sobre las advertencias que deben exhibirse relativas a la prohibición de fumar y en los lugares en que se permite hacerlo, en conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 12.



11) Multa de 1 unidad tributaria mensual aplicada por cada infractor, al dueño, director o administrador del establecimiento respectivo, por la trasgresión de la prohibición de fumar en lugares no autorizados.  Con todo, el dueño, director o administrador podrá eximirse del pago de la multa acreditando que se conminó al fumador a cumplir la ley o a abandonar el lugar y con posterioridad se formuló la denuncia respectiva a la autoridad fiscalizadora.  En estos casos podrá solicitarse el auxilio de la fuerza pública para restablecer el imperio de la ley.



12) Multa de media unidad tributaria mensual, aplicada al fumador que contravenga la prohibición de fumar establecida en los artículos 10, 10 bis, 11 y 12.



Para determinar el monto de la multa a aplicar en conformidad al presente artículo, se tomará en consideración las circunstancias de la infracción y, especialmente, la capacidad económica del infractor.



En caso de reincidencia, se podrá aplicar el doble de la multa.  Se entenderá que hay reincidencia cuando el infractor incurra en una misma contravención en dos oportunidades dentro del mismo año calendario.  En la tercera infracción cometida dentro del mismo período se podrá aplicar el triple de la multa y, tratándose de la prohibición de venta o suministro de productos hechos con tabaco a menores de edad o a una distancia inferior de la permitida de establecimientos educacionales, o de contravenciones a las normas sobre habilitación, exigencias y advertencias relativas a espacios para fumadores y no fumadores, cometidas en supermercados, casinos de juego, teatros, cines, gimnasios, centros de atención de público o de prestación de servicios, centros comerciales y demás establecimientos de libre acceso al público similares, incluidos los señalados en el artículo 11, se podrá decretar, además, la clausura del establecimiento o lugar hasta por treinta días.



Los productos decomisados en conformidad al presente artículo serán entregados a la Autoridad Sanitaria a fin de que proceda a su destrucción o desnaturalización.



Para los efectos de comprobar la edad en caso de duda, a fin de evitar incurrir en una infracción, los dueños, directores o administradores de los establecimientos y lugares regulados en la presente ley, o sus delegados, podrán exigir que se exhiba la respectiva cédula de identidad.”.



12) Sustitúyese el artículo 10, que pasa a ser artículo 16, por el siguiente:



“Artículo 16.- En caso que la infracción sea cometida por un órgano de la Administración del Estado, la Autoridad Sanitaria  deberá, además, poner el asunto en conocimiento del Órgano Público correspondiente para que adopte las medidas administrativas que correspondan, enviando copia de dicha comunicación al Subsecretario de Salud Pública, quien llevará un registro público de ellas.”. 



13) Derógase el artículo 11.



14) Derógase el artículo 12.



Artículo 2º.- Las normas de la presente ley entrarán en vigencia 90 días después de su publicación en el Diario Oficial, salvo lo establecido en el artículo 2º, de la ley Nº 19.419, sustituido por esta ley, y que pasa a ser artículo 3°, que entrará en vigencia transcurridos dieciocho meses contados desde esa fecha; y lo establecido en el artículo 11, inciso 1º, que entrará en vigencia un año después de la publicación esta ley en el Diario Oficial.



Durante los plazos de vacancia legal establecidos en el inciso anterior para los artículos 2º, que pasa a ser artículo 3°, y 11, inciso 1º, se mantendrán vigentes los artículos 2º y 7º, inciso final, de la ley Nº 19.419, respectivamente y, en caso de infracción a ellos, se aplicará lo dispuesto en el artículo 15 N°s 2) y 10), según corresponda.”. 



Artículo 3°.- Derógase el artículo 20 del decreto ley N° 828, de 1974.”.

_____________



El señor Presidente comunica a la Corporación que debe ausentarse de la Sala para recibir a los miembros del Parlamento Europeo que se encuentran participando de la Tercera Reunión Parlamentaria Mixta Chile-Unión Europea, por lo que solicita al señor Vicepresidente que presida esta sesión.

_____________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Larraín y Gazmuri, en primer trámite constitucional, sobre acceso a la información pública, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y 

Regionalización



El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Larraín y Gazmuri, en primer trámite constitucional, sobre acceso a la información pública, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, correspondiente al Boletín Nº 3.773-06, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Los antecedentes relativos al proyecto de ley y a su discusión en particular, se encuentran en el acta correspondiente a la sesión 38ª, ordinaria, de 4 de octubre de 2005.



Previene el señor Secretario General que los artículos 1º, 3º y 6º del proyecto de ley, deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con los artículos 38, 55 y 118 de la misma Carta Fundamental.



El señor Secretario General expresa que en sesión 38ª, ordinaria, de 4 de octubre de 2005, la Sala inició la discusión en particular relativa a esta iniciativa de ley, acordando dejar pendiente, para esta sesión, la votación de las modificaciones efectuadas al proyecto de ley, que fueron acordadas por unanimidad en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, las votaciones separadas solicitadas por el Honorable Senador señor Viera-Gallo y la votación de la indicación renovada.

 

En consecuencia, el señor Presidente, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento de la Corporación, anuncia que se votarán sin debate las enmiendas despachadas por unanimidad, con excepción de aquéllas respecto de las que se ha solicitado votación separada y de la indicación renovada.



El señor Secretario General señala que los artículos 1º, 3º y 6º tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales.



Puestas en votación las referidas enmiendas, resultan aprobadas por 27 votos a favor, de un total de 46 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, a lo establecido en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República 



Inmediatamente, el señor Presidente expresa que corresponde votar el número 2 del artículo 1º, del proyecto de ley, que sustituye el inciso tercero del artículo 13 de la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado, respecto del cual el Honorable Senador señor Viera-Gallo solicitó votación separada.



El señor Secretario General indica que la referida disposición tiene el carácter de norma orgánica constitucional.



Puesto en votación el número 2 del artículo 1º de la iniciativa de ley, es rechazado por 21 votos en contra, 9 a favor y una abstención del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio.



Votan en contra los Honorables Senadores señora Matthei y señores Ávila, Canessa, Chadwick, Coloma, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Ominami, Parra, Ruiz-Esquide, Silva Cimma, Stange, Valdés, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Votan a favor los Honorables Senadores señores Aburto, Espina, Fernández, García, Horvath, Larraín, Novoa, Orpis y Prokurica.



Luego, el señor Presidente manifiesta que corresponde votar el artículo 14 quáter, que se agrega a la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado, comprendido en el número 10 del artículo 1º del proyecto de ley.



El señor Secretario General señala que el mencionado artículo tiene el carácter de norma orgánica constitucional.



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Viera-Gallo.



Puesta en votación la disposición mencionada, es rechazada por 22 votos en contra y 7 a favor.



Votan en contra los Honorables Senadores señora Matthei y señores Ávila, Canessa, Coloma, Fernández, Flores, Gazmuri, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Novoa, Ominami, Orpis, Parra, Ruiz De Giorgio, Sabag, Silva, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Andrés) y Zurita. Fundamentan su voto los Honorables Senadores señora Matthei y señores Martínez, Orpis, Parra, Vásquez y Zaldívar (don Andrés). 



Votan a favor los Honorables Senadores señores Aburto, Arancibia, Chadwick, Horvath, Larraín, Prokurica y Stange. Fundamenta su voto el Honorable Senador señor Prokurica.

_____________



El Honorable Senador señor Zaldívar (don Andrés), durante su fundamento de voto, deja constancia que en el caso de la empresa EMPREMAR pueden haber existido errores o una mala administración, pero no un delito de robo.

_____________



A continuación, el señor Presidente expresa que corresponde votar la indicación renovada por los Honorables Senadores señores Larraín, Bombal, Cariola, Espina, Fernández, García, Gazmuri, Horvath, Stange y Vega, cuyo tenor es el siguiente: 

 

“Reemplázase la letra c) del artículo 5º A de la ley Nº 18.918, contenida en el artículo 3º del proyecto de ley, por la siguiente:



 “c) Las que se refieran a la rehabilitación de ciudadanía y al otorgamiento de la nacionalidad por gracia.”.”.



El señor Secretario General expresa que el artículo 3º de la iniciativa de ley tiene el carácter de norma orgánica constitucional.



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Larraín y al Honorable Senador señor Viera-Gallo.



Puesta en votación la indicación renovada, es rechazada por 20 votos en contra, 8 a favor y una abstención.



Votan en contra los Honorables Senadores señora Matthei y señores Aburto, Canessa, Cantero, Cariola, Coloma, Flores, Frei (don Eduardo), Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Novoa, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Stange, Vega, Zaldívar (don Andrés) y Zurita. Fundamentan su voto los Honorables Senadores señores Coloma, Moreno, Ruiz-Esquide y Zaldívar (don Andrés).



Votan a favor los Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Fernández, Larraín, Parra, Ruiz De Giorgio, Silva y Vásquez. Fundamentan su voto los Honorables Senadores señores Ávila, Larraín y Ruiz De Giorgio.



Se abstiene el Honorable Senador señor Viera-Gallo, quien, además, fundamenta su voto.



Inmediatamente, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Coloma, quien, de conformidad con lo preceptuado por el artículo 125 del Reglamento de la Corporación, formula una indicación para reabrir el debate acerca del artículo 3º del proyecto de ley.



El señor Presidente pone en discusión la solicitud de reapertura del debate y hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Prokurica, Larraín, Zaldívar (don Andrés) y Viera-Gallo.



Cerrado el debate y puesta en votación la solicitud de reapertura del debate, es aprobada por 22 votos a favor y 3 en contra.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Canessa, Cantero, Cariola, Coloma, Frei (don Eduardo), Horvath, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Parra, Prokurica, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Stange, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Votan en contra los Honorables Senadores señores Aburto, Gazmuri y Larraín.



Reabierto el debate acerca del artículo 3º del proyecto de ley, el señor Presidente le concede la palabra al Honorable Senador señor Viera-Gallo.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Viera-Gallo propone que se elimine en la letra b) del inciso final que se agrega al artículo 5º A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, contenida en el artículo 3º del proyecto de ley, la frase “con acuerdo de los dos tercios de los parlamentarios presentes”.



Cerrado el debate, el señor Presidente pone en votación el artículo 3º del proyecto de ley, en conjunto con la proposición efectuada por el Honorable Senador señor Viera-Gallo respecto de la letra b) del inciso final que se agrega al artículo 5º A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, lo que resulta aprobado con el voto favorable de 26 señores Senadores, de un total de 46 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el siguiente

PROYECTO DE LEY:


Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado:

 

1. Al artículo 13:



a) Agréganse en el inciso segundo, las siguientes oraciones finales:



“En virtud del principio de la transparencia de la función pública, toda información que obre en poder de la Administración del Estado es por principio pública. Toda persona tiene derecho a solicitar y recibir información de cualquier órgano de la Administración del Estado, en la forma y condiciones que establece la ley. Este derecho de acceso a la información comprende el derecho de acceder a las informaciones contenidas en actas, expedientes, contratos y acuerdos, así como a toda información elaborada con presupuesto público, cualquiera sea el formato o soporte en que se contenga, salvo las excepciones legales. Asimismo, comprende la facultad de formular consultas a las entidades señaladas, la que a falta de procedimiento expreso, se ejercerá de conformidad con las disposiciones de la Ley sobre Bases de los Procedimientos Administrativos.”.



b) Reemplázase el inciso quinto por el siguiente:



“En caso de que la información referida en los incisos anteriores no sea accesible directamente por el interesado, éste podrá requerirla por escrito al jefe del servicio respectivo.”.



c) Sustitúyese en el inciso noveno la expresión  “cuarenta y ocho horas” por “diez días hábiles”.



d) Reemplázanse los incisos undécimo y duodécimo por los siguientes:



“Las únicas causales en cuya virtud se podrá denegar total o parcialmente el acceso a la información son las siguientes:



i) Cuando una ley de quórum calificado haya considerado dichos documentos o antecedentes como reservados o secretos.



ii) Cuando su comunicación o conocimiento impida o entorpezca gravemente el debido cumplimiento de las funciones del órgano requerido.



iii) Cuando su comunicación o conocimiento afecte la vida privada de una persona individualizada o identificable, incluidos los expedientes médicos o sanitarios.



iv) Cuando puedan lesionar intereses comerciales u otros de tipo económicos, ya sean públicos o privados. 



v) Cuando puedan afectar el interés nacional, la seguridad nacional o la seguridad pública.



La calificación de reserva, total o parcial, establecida en los numerales ii) a v) deberá ser fundada y motivada, y procederá sólo si el peligro de daño sobrepasa el interés público que promueve la transparencia y publicidad de los actos y documentos de la Administración o en poder de ésta. En estos casos, la reserva se mantendrá sólo mientras subsista el peligro de daño que la motiva y, en todo caso, quedará sin efecto transcurridos 20 años desde su calificación.



Los actos que la ley declare como secretos o reservados mantendrán dicho carácter por un plazo máximo de 20 años, el cual podrá ser prorrogado mediante decreto supremo fundado. Vencido dicho plazo o levantada la calidad de secreto o reservado, toda persona tendrá derecho a acceder a estas informaciones y la autoridad o instancia correspondiente estará obligada a proveer los medios para expedir las copias pertinentes que le sean requeridas.



Los actos administrativos y los documentos a que se refiere el inciso tercero de este artículo, deberán guardarse en condiciones que garanticen su preservación y seguridad por el órgano respectivo, durante el plazo de 10 años, sin perjuicio de las normas que regulen la entrega de dichos antecedentes al Archivo Nacional.”.



2. Agrégase el siguiente artículo 13 bis:



“Artículo 13 bis.- La solicitud de acceso a la información debe ser planteada por escrito y deberá contener:



a) Nombre y apellidos del solicitante y, en su caso, de su apoderado; 



b) Lugar y medio preferente para efectos de las notificaciones; 



c) Identificación precisa de los documentos que se requieren;



d) Firma del solicitante o acreditación de la autenticidad

de su voluntad expresada por cualquier medio habilitado, y



e) Órgano administrativo al que se dirige.



Si la solicitud no reúne los requisitos señalados en el inciso anterior, se requerirá al solicitante para que, en un plazo de cinco días, subsane la falta o acompañe los documentos respectivos, con indicación de que, si así no lo hiciere, se le tendrá por desistido de su petición.



En caso de que el órgano de la Administración requerido no sea el que posee los documentos solicitados, enviará de inmediato la solicitud a la autoridad que deba conocerla según el ordenamiento jurídico, en la medida que ésta sea posible de individualizar, informando de ello al interesado. Cuando no sea posible individualizar al órgano competente o que la información solicitada pertenezca a múltiples organismos, el órgano requerido comunicará dichas circunstancias al interesado.



La solicitud de acceso a la información deberá ser satisfecha en un plazo máximo de diez días hábiles. Este plazo podrá ser prorrogado excepcionalmente por otros diez días hábiles, cuando existan motivos justificados, caso en que el órgano requerido deberá comunicar al solicitante, antes del vencimiento del plazo, la prórroga y sus fundamentos.



La información solicitada se entregará en la forma y por el medio que el requirente haya señalado, siempre que ello no importe un costo excesivo o un gasto no previsto en el presupuesto institucional, casos en que la entrega se hará en la forma y a través de los medios disponibles. En todo caso, los órganos de la Administración no están obligados a elaborar documentos o a producir información que no exista en su poder para satisfacer la solicitud de acceso a la información. 



Se deberá contar con un sistema que certifique la entrega efectiva de la información al solicitante, que contemple las previsiones técnicas correspondientes.



La entrega de copia de los actos y documentos se hará por parte del órgano requerido sin imponer condiciones de uso o restricciones a su empleo, salvo las expresamente estipuladas por la ley.



Cuando la información solicitada esté permanentemente a disposición del público, o lo esté en medios impresos tales como libros, compendios, folletos, archivos públicos de la Administración, así como también en formatos electrónicos disponibles en Internet o en cualquier otro medio, se comunicará al solicitante la fuente, el lugar y la forma en que puede tener acceso a dicha información, con lo cual se entenderá que la Administración ha cumplido con su obligación de informar.



El derecho de acceso a la información es gratuito, sin perjuicio del pago de los costos de reproducción y de los demás valores que la ley autorice a cobrar por la entrega de determinados documentos.



En todo lo no previsto por esta ley, la solicitud de acceso a información se sujetará a las disposiciones de la Ley sobre Bases de los Procedimientos Administrativos.”.



3. Agrégase el siguiente artículo 13 ter:



“Artículo 13 ter.- Al funcionario público o agente responsable que por negligencia o arbitrariedad obstruya o impida el acceso del solicitante a la información requerida se le sancionará en la forma prevista en el Estatuto Administrativo.”.



4. Sustitúyese el inciso primero del artículo 14 por el siguiente:



“Artículo 14.- Vencido el plazo previsto en el artículo anterior para la entrega de la documentación requerida, o denegada la petición por una causa distinta del interés nacional o de la seguridad de la Nación, el requirente tendrá derecho a recurrir al juez de letras en lo civil del domicilio del órgano o institución requerido, o del suyo propio, que se encuentre de turno según las reglas correspondientes, solicitando amparo al derecho consagrado en el artículo 13 de la presente ley.”.



5. Agrégase el siguiente artículo 14 bis:



“Artículo 14 bis.- Los actos y documentos que han sido objeto de publicación en el Diario Oficial y aquéllos que digan relación con las funciones, competencias y responsabilidades de los órganos de la Administración del Estado, deberán encontrarse a disposición permanente del público, por parte del servicio respectivo, el que deberá llevar un índice o registro actualizado en las oficinas de información y atención del público usuario de la Administración del Estado.”.



6. Agrégase el siguiente artículo nuevo:



“Artículo 14 ter.- Los órganos del Estado señalados en el artículo 1º y las empresas públicas creadas por ley y aquéllas en las que el Estado o sus organismos tengan una participación accionaria superior al cincuenta por ciento o mayoría en el directorio, incluido CODELCO, Televisión Nacional de Chile y Banco Estado, deberán poner a disposición permanente del público los siguientes antecedentes debidamente actualizados:



1.- Su estructura orgánica;



2.- Las facultades de cada unidad administrativa;



3.- La planta del personal y el personal a contrata y a honorarios, con las correspondientes remuneraciones;



4.- Los objetivos de las unidades administrativas de acuerdo a sus programas operativos, y los servicios que ofrece;



5.- El marco normativo que les sea aplicable;



6.- Los trámites y requisitos que debe cumplir el interesado para tener acceso a los servicios;



7.- El diseño, montos asignados y criterio de acceso a los programas de subsidios, y las nóminas de beneficiarios de los programas sociales en ejecución, y



8.- Los mecanismos de participación ciudadana, en su caso.”.



Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.880:



a) Reemplázase el inciso segundo del artículo 16, por el siguiente:



“En consecuencia, salvo las excepciones establecidas en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado y en otras disposiciones legales aprobadas con quórum calificado, son públicos los actos y resoluciones de los órganos de la Administración del Estado, así como sus fundamentos y documentos en que éstos se contengan, y los procedimientos que utilicen en su elaboración o dictación.”.



b) Incorpórase, en el inciso primero del artículo 65, a continuación de la expresión “Constitución Política”, la siguiente frase: “o el derecho de acceso a la información previsto en la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado”.



Artículo 3º.- Agrégase el siguiente inciso final al artículo 5º A de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional:



“En virtud del principio de la transparencia, sólo podrán tener el carácter de secretas las siguientes sesiones:



a) Aquéllas en que corresponda tratar alguno de los asuntos que, en conformidad al número 15º del artículo 32 de la Constitución Política de la República, deban discutirse en secreto por haberlo solicitado así el Presidente del a República.



b) Las que así sean declaradas por el Presidente de la Cámara respectiva, cuando los documentos de que haya de darse cuenta incidan en alguna de las circunstancias establecidas en el inciso segundo del artículo 8º de la Constitución Política.



c) Las que se refieran a rehabilitación de ciudadanía, otorgamiento de nacionalidad por gracia y nombramientos.”.



Artículo 4º.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de 30 días contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, mediante un decreto con fuerza de ley expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado de los artículos 13, 13 bis, 13 ter, 14, 14 bis y 14 ter del decreto con fuerza de ley Nº 1 de 2001, del aludido Ministerio, que contiene la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado, como texto independiente para fines de difusión y conocimiento de dichas disposiciones, sin perjuicio de mantenerse tales artículos en la Ley Orgánica Constitucional a la que pertenecen.



Artículo 5º.- Introdúcese el siguiente artículo 101, nuevo, al Código Orgánico de Tribunales:



“Artículo 101.- Las sentencias definitivas dictadas por cualquier tribunal de la República estarán a disposición del público y deberán ser publicadas dentro de los cinco días hábiles siguientes al de la fecha en que queden ejecutoriadas, en los sistemas electrónicos o digitales de que dispongan.”.



Artículo 6º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 1 de 2002, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades:



1. Agrégase el siguiente inciso final al artículo 12:



“Todas estas resoluciones estarán a disposición del público y deberán ser publicadas en los sistemas electrónicos o digitales de que disponga la municipalidad.”.



2. Agrégase el siguiente inciso final al artículo 84:



“Las actas del concejo se harán públicas una vez aprobadas, y contendrán, a lo menos, la asistencia a la sesión, los acuerdos adoptados en ella y la forma como fueron votadas. La publicación se hará mediante los sistemas electrónicos o digitales que disponga la municipalidad.”.



Artículo 7º.- Derógase el artículo 8º del decreto ley Nº 488, de 1925.”.

_______________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados sobre agricultura orgánica, con informe 

de la Comisión de Agricultura



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre agricultura orgánica, con informe de la Comisión de Agricultura, correspondiente al Boletín Nº 3.674-01, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.



El señor Secretario General expresa que la Comisión de Agricultura, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la idea de legislar sobre la materia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, Coloma y Naranjo, y propone, en consecuencia, a la Sala, la aprobación en general de la iniciativa, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del tenor siguiente

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA LEY



Artículo 1º.-  Esta ley regula el Sistema Nacional de Certificación de Productos Orgánicos Agrícolas, en adelante el Sistema.



El objeto del Sistema es asegurar y certificar que los productos orgánicos sean producidos, elaborados, envasados y manejados de acuerdo con las normas de esta ley y su reglamento.



Artículo 2º.-  Para los efectos de esta ley, se entiende por “productos orgánicos agrícolas” aquellos provenientes de sistemas holísticos de gestión de la producción en el ámbito agrícola, pecuario o forestal, que fomenta y mejora la salud del agroecosistema y, en particular, la biodiversidad, los ciclos biológicos y la actividad biológica del suelo.



La certificación de productos orgánicos agrícolas se regirá exclusivamente por las disposiciones establecidas en este cuerpo legal y su normativa complementaria.



Artículo 3º.-  El Sistema será de adscripción voluntaria para todos aquellos que participen, en cualquier forma, en el mercado interno y externo de productos orgánicos.  Sin embargo, sólo los productores, elaboradores y demás participantes en el mercado que se hayan adscrito formalmente al Sistema y cumplan con sus normas podrán usar, en la rotulación, identificación o denominación de los productos que manejan, las expresiones “productos orgánicos” o sus equivalentes, tales como “productos ecológicos” o “productos biológicos” y utilizar el sello oficial que exprese esa calidad.



Artículo 4º.-  El Servicio Agrícola y Ganadero será la autoridad competente encargada de fiscalizar el cumplimiento de esta ley y su normativa complementaria, y de sancionar las infracciones señaladas en los artículos 10 y 11, de acuerdo con el procedimiento de sanción y reclamación contenido en el Párrafo IV, del Título I de la ley N° 18.755.



Asimismo, le corresponderá al Servicio Agrícola y Ganadero administrar y controlar el uso del sello oficial distintivo de productos orgánicos agrícolas, pudiendo encomendar la aplicación del mismo a entidades certificadoras inscritas en su registro.



Las atribuciones que esta ley le otorga al Servicio Agrícola y Ganadero serán ejercidas por dicho organismo, sin perjuicio de aquellas que les correspondan a otros organismos públicos.



Artículo 5º.-  En ningún caso, la responsabilidad que pueda emanar de una certificación realizada en conformidad con esta ley comprometerá la responsabilidad pecuniaria del Estado, siempre que la entidad certificadora cumpla todos los requisitos exigidos para su inscripción en el registro de certificadores.

TÍTULO II

DEL PROCEDIMIENTO



Artículo 6º.-  Los procedimientos, requisitos y protocolos para la adscripción al Sistema de los distintos intervinientes y para la ejecución de las diferentes fases de operación del mismo, se establecerán en un reglamento que se dictará al efecto y, en su caso, mediante normas técnicas.  El reglamento y las normas técnicas referidas precedentemente serán aprobadas y oficializadas, respectivamente, mediante decretos del Ministerio de Agricultura, los que, en consecuencia, tendrán el carácter de obligatorios.



Dicho reglamento deberá dictarse dentro del plazo de noventa días, contado desde la publicación de esta ley.



Artículo 7º.-  La certificación de los productos que cumplan con las normas a que se refiere esta ley, para ser considerados como productos orgánicos agrícolas, deberán efectuarla entidades acreditadas en certificación de productos.  Dicha certificación se hará de acuerdo con normas internacionales o con normas técnicas chilenas equivalentes, inscritas en el registro que para tal efecto llevará el Servicio Agrícola y Ganadero.



Asimismo, dicho Servicio podrá reconocer, respecto de productos importados, la certificación efectuada de acuerdo con sistemas nacionales de certificación de productos orgánicos de terceros países.



El reglamento establecerá la forma de acreditar el cumplimiento del requisito señalado en el inciso primero y las exigencias que deberá cumplir el personal de dichas entidades para llevar a cabo la certificación.



Artículo 8º.-  La certificación que se establece en el artículo precedente no obstará a las facultades, atribuciones, funciones y responsabilidades que corresponden al Servicio Agrícola y Ganadero, conforme a su ley orgánica y a esta ley.



Artículo 9º.- Por la inscripción en el registro de certificadores y por el uso del sello oficial distintivo de productos orgánicos agrícolas autorizado, según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4°, el Servicio Agrícola y Ganadero podrá cobrar tarifas, las que se determinarán en la forma señalada en la letra ñ) del artículo 7° de la ley N° 18.755.

TÍTULO III

DE LAS SANCIONES



Artículo 10.-  Constituyen infracciones, susceptibles de ser sancionadas con multas a beneficio fiscal de 5 a 500 unidades tributarias mensuales, las siguientes conductas:



a) Rotular, identificar, comercializar o denominar un producto como orgánico o su equivalente, con infracción de esta ley y su normativa complementaria, y las de quienes, por cualquier medio de publicidad con fines comerciales, usaren indebidamente las expresiones indicadas en el artículo 2º.



b) Incumplir las normas del Sistema que puedan dar origen a fraudes en la producción y comercialización de productos orgánicos.



c) Hacer uso de envases o embalajes que lleven las expresiones “producto orgánico” o sus equivalentes, en productos que no cumplan con tal condición.



Artículo 11.-  Se sancionará con la medida de suspensión de diez a noventa días en el ejercicio de su función de certificación y con multas de 25 a 500 unidades tributarias mensuales, a los certificadores que incurran en alguna de las siguientes conductas:



a) Emitir informes o certificados respecto de productos que no hayan sido inspeccionados.



b) No cumplir o cumplir inadecuadamente los procedimientos y protocolos sobre controles e inspecciones de los productos objeto de control.



c) Incurrir en cualquier acción u omisión que induzca a error en cuanto a la condición de producto orgánico certificado.



d) Ocultar o negar la información requerida por el Servicio en un proceso de auditoría o de control.



En la misma sanción incurrirá quien ejerza actividades de certificador de productos orgánicos sin estar habilitado oficialmente para ello o utilice indebidamente el sello oficial de producto orgánico certificado.



En caso de reincidencia, el Servicio Agrícola y Ganadero podrá cancelar la inscripción de un certificador acreditado.”.

- - -



En discusión en general el proyecto de ley, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesta en votación en general la iniciativa de ley, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Seguidamente, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 11 de octubre, a las 12 horas.



Queda terminada la discusión en general de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es el transcrito anteriormente.

_________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que restablece la bonificación fiscal para enfermedades catastróficas, establecida en la ley Nº 19.779, con informe de la Comisión de 

Salud



El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que restablece la bonificación fiscal para enfermedades catastróficas, establecida en la ley Nº 19.779, con informe de la Comisión de Salud, correspondiente al Boletín Nº 3.960-11, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.



Agrega que la Comisión de Salud, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la idea de legislar sobre la materia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Naranjo, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, y propone, en consecuencia, a la Sala, la aprobación en general de la iniciativa, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1°.- Modifícase la ley N° 19.779, en los siguientes términos:



1) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 1° transitorio, el guarismo “2004”  por  “2006”.



2) Incorpórase el siguiente inciso segundo en el artículo 3° transitorio:



“El gasto que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 2005 se financiará mediante reasignaciones en el presupuesto de la Subsecretaría de Salud Pública. Durante el año 2006, se destinarán al otorgamiento de bonificaciones $ 800.000.000 con cargo al aporte fiscal que se incluirá en el presupuesto de la Subsecretaría de Salud Pública.”.



Artículo 2°.- Cada vez que los artículos 1° y 2° transitorios de la ley N° 19.779 se refieran al “decreto supremo” o al “reglamento”, se entenderá que se refieren al decreto supremo N° 310, de 2002, de los Ministerios de Salud y de Hacienda, publicado en el Diario Oficial del 17 de abril de 2003, y a sus modificaciones.



Artículo 3°.- Todas aquellas bonificaciones que hayan sido solicitadas al amparo de los artículos transitorios de la ley N° 19.779, desde el 1 de enero de 2005 hasta la fecha de publicación de esta ley, se entenderán comprendidas por aquélla y tendrán derecho al beneficio siempre que se haya cumplido a su respecto cada uno de los requisitos establecidos en los citados artículos transitorios y en su reglamento.”.

- - -



El señor Secretario General indica que el proyecto de ley, en su discusión en particular, debe ser informado, además, por la Comisión de Hacienda.

- - -



En discusión en general el proyecto de ley, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Viera-Gallo.



Cerrado el debate y puesta en votación en general la iniciativa de ley, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Seguidamente, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 11 de octubre, a las 12 horas.



Queda terminada la discusión en general de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es el transcrito anteriormente.

_______________



El señor Secretario General informa a la Sala que la Tercera Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos ha enviado un oficio al señor Presidente, solicitándole que recabe el acuerdo de la Corporación para poder sesionar en forma paralela con la Sala el día martes 11 de octubre de 2005, de 15:00 a 22:00 horas, con el objeto de estudiar las Partidas de los Ministerios del Trabajo y Previsión Social, de Salud, de Justicia y de Relaciones Exteriores, del Poder Judicial y del Ministerio Público.



Consultada la Sala, se accede a lo solicitado, dejando constancia el señor Presidente que, en caso de haber votaciones de quórum especial, los señores Senadores serán llamados al Hemiciclo.

_______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Espina, en primer trámite constitucional, que confiere el carácter de título profesional universitario a las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y 

Tecnología



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que confiere el carácter de título profesional universitario a las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, correspondiente al Boletín Nº 3.849-04.



Agrega que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, en atención a que el texto original de la iniciativa de ley estaba conformado por un artículo único, la discutió en general y en particular, en virtud de lo preceptuado por el artículo 127 del Reglamento del Senado.



El señor Secretario General Subrogante expresa que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó el proyecto de ley en general y en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Fernández, Moreno, Parra y Vega, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 52 de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza:



1.- Reemplázase en la letra p) la expresión “, y” por un punto y coma(;).



2.- Reemplázase el punto final de la letra q) por un punto y coma (;).



3.- Agréguense las siguientes letras al artículo 52 de la ley N° 18.962 Orgánica Constitucional de Enseñanza:



r) Título de Kinesiólogo: Licenciado en Kinesiología;



s) Título de Fonoaudiólogo: Licenciado en Fonoaudiología;



t) Título de Enfermera: Licenciado en Enfermería;



u) Título de Matrón: Licenciado en Obstetricia y Puericultura;



v) Título de Nutricionista: Licenciado en Nutrición y Dietética;



w) Título de Tecnólogo Médico: Licenciado en Tecnología Médica, y



x) Título de Terapeuta Ocupacional: Licenciado en Terapia Ocupacional.



Artículo 2°.- Los Institutos Profesionales que imparten las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición, Tecnología Médica y Terapia Educacional, podrán continuar otorgando el título profesional correspondiente.



Artículo 3º.- Las Universidades que impartan las carreras mencionadas en el artículo anterior, deberán establecer planes y programas especiales para los Kinesiólogos, Fonoaudiólogos, Enfermeros, Matrones, Nutricionistas, Tecnólogos Médicos y Terapeutas Ocupacionales que hubieren obtenido su título profesional en Institutos Profesionales reconocidos por el Estado, con la finalidad que puedan cursar en ellas y optar al grado de licenciado en dichas especialidades y al título profesional correspondiente.



Artículo primero transitorio.- Los Kinesiólogos, Fonoaudiólogos, Enfermeros, Matrones, Nutricionistas, Tecnólogos Médicos y Terapeutas Ocupacionales egresados y titulados en Institutos Profesionales y los que, a la fecha de la publicación de esta ley, se encuentren cursando sus estudios en dichos Institutos, tendrán los mismos derechos, estatus y calidades que aquellos profesionales que cursen sus estudios en Universidades, excepto el grado de licenciado.



Sin perjuicio de los dispuesto en este artículo, quienes deseen optar al grado de licenciado deben cumplir con lo establecido en los artículos permanentes de esta ley.



Artículo segundo transitorio.- La disposición establecida en el artículo anterior, no se aplicará a la promoción que inicie sus estudios a partir del año 2006.”.

- - -



En discusión en general el proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Muñoz Barra y Moreno, y la Honorable Senadora señora Matthei, 

_____________



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Muñoz Barra deja constancia que en la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología emitió un voto de abstención respecto del proyecto de ley.



El Honorable Senador señor Moreno, en su calidad de Presidente de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, informa que la votación en la Comisión se llevó a efecto en una sesión posterior a aquélla en que el Honorable Senador señor Muñoz Barra manifestó su abstención.

_____________



El señor Presidente, en atención al escaso tiempo que resta para que se ponga término al Orden del Día, propone a la Sala abrir la votación nominal, de manera que los señores Senadores puedan emitir su voto en la Mesa.



Así se acuerda.

_____________

  

Continuando con la discusión en general de la iniciativa, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Vega, Fernández y Espina.



Cerrado el debate y puesta en votación la iniciativa de ley, es aprobada en general, por 16 votos a favor, 2 en contra y 2 abstenciones.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Canessa, Espina, Fernández, Horvath, Martínez, Moreno, Parra, Prokurica, Ruiz De Giorgio, Sabag, Stange, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Votan en contra los Honorables Senadores señores Arancibia y Muñoz Barra.



Se abstienen los Honorables Senadores señores Gazmuri y Orpis.

- - -



En cuanto a la determinación del plazo para presentar indicaciones, el señor Presidente señala que no se cuenta con el quórum necesario para adoptar acuerdos, de manera que ello se resolverá en la sesión ordinaria siguiente.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es el transcrito anteriormente.

______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--Del Honorable Senador señor Bombal, a S. E. el Presidente de la República y al señor Ministro de Hacienda, sobre la posibilidad de incluir a los jubilados y montepiados de la Universidad de Concepción en los proyectos de beneficios al sector pasivo de la administración pública. 



--Del Honorable Senador señor Chadwick, al señor Contralor General de la República, acerca de la correcta aplicación del decreto supremo Nº 127, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 8 de julio de 2005, respecto de la situación de 33 familias de la comuna de Machalí.



--De la Honorable Senadora señora Frei (doña Carmen):



1) Al señor Ministro de Educación, respecto de inquietudes planteadas por la Asociación de Funcionarios No Docentes de Tocopilla.



2) Al señor Ministro de Educación y a la señora Ministra de Bienes Nacionales, sobre la recuperación de dos inmuebles para el Liceo Marta Nareas de la ciudad de Antofagasta.



3) Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, acerca de la posibilidad de efectuar un congelamiento del parque de taxis de la ciudad de Calama, por los próximos cinco años.



4) A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, respecto de la posibilidad de que las personas de la tercera edad, que están pagando dividendos por un largo período de tiempo, puedan ser titulares del dominio de sus viviendas.



--Del Honorable Senador señor Horvath:



1) Al señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, y al señor Subsecretario de Pesca, sobre resolución adoptada por una instancia denominada “Mesa del Erizo”.



2) A la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y al señor Director Regional de la misma entidad, de la Región Metropolitana, acerca de los límites establecidos para el área en que se prohíbe la corta de árboles y arbustos en la precordillera y Cordillera Andina.



--Del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, al señor Director del Servicio de Salud del Biobío, respecto de las denuncias planteadas por la Unión Comunal de Juntas de Vecinos de Nacimiento, en cuanto al funcionamiento del Hospital de esa ciudad.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

_________________



En el tiempo cedido por el Comité Mixto Partido Por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Parra, quien se refiere a la materialización del proyecto de construcción del denominado Teatro Pencopolitano, en la ciudad de Concepción.



Al respecto, el Honorable señor Senador solicita que se oficie, en su nombre y en el de los Honorables Senadores señores Sabag y Viera-Gallo, a Su Excelencia el Presidente de la República y a los señores Ministros del Interior y de Hacienda para que, si lo tienen a bien, consideren sus planteamientos respecto de la materia.



El señor Presidente, adhiere, en su nombre, a la petición formulada y anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los mencionados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



En el tiempo cedido por el Comité Partido Demócrata Cristiano, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Viera-Gallo, quien se refiere a la necesidad de apoyar la creatividad cultural en la Región del Biobío y, especialmente, a la realización del proyecto de construcción del Teatro Pencopolitano.



Al respecto, el Honorable señor Senador solicita que se oficie, en su nombre, a Su Excelencia el Presidente de la República, a los señores Ministros del Interior y de Hacienda, y al señor Intendente de la Región del Biobío.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Prokurica, quien, en primer lugar adhiere a los oficios solicitados por los Honorables Senadores señores Parra y Viera-Gallo, y, asimismo, se refiere a la no inclusión de la Región de Atacama en el Programa denominado “Vacaciones para la tercera edad”.



Al respecto, el Honorable señor Senador solicita que se oficie, en su nombre, al señor Director Nacional del Servicio Nacional de Turismo para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación sobre la referida situación.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

____________



Se deja constancia de que no hicieron uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión los Comités Partido Unión Demócrata Independiente, Partido Socialista, Institucionales 2, e Institucionales 1.

_____________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS,

Secretario General del Senado.

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE COMPLEMENTA LA LEY Nº 19.927, SOBRE PORNOGRAFÍA INFANTIL

(3855-18)


Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“ARTICULO ÚNICO.- Sustitúyese en el inciso tercero del artículo 3º del decreto ley Nº 321, de 1925, que establece la libertad condicional para los penados, la palabra "doce" por "catorce".”.





Dios guarde a V.E.

ALEJANDRO NAVARRO BRAIN, Presidente en Ejercicio de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA NORMAS SOBRE PATRIA POTESTAD

(3592-18)


Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“ARTICULO PRIMERO.- Introdúcense las siguientes modi​ficaciones en el Código Civil:

1. Modifícase el artículo 243 como sigue:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“La patria potestad es el conjunto de deberes y derechos que corresponden al padre y a la madre, o a uno de ellos, según el caso, sobre los bie​nes de sus hijos no emancipados.”.


b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:


“El padre y la madre deberán ejercer la patria potestad en interés superior de los hijos, a quienes permitirán participar en las decisiones que les afecten de acuerdo a su edad y grado de madurez.”.


2. Sustitúyese el artículo 244 por el siguiente:


“La patria potestad se ejerce conjuntamente por el padre y la madre, o por uno de ellos cuando cuente con el consentimiento expreso del otro.


En caso que no pudiere otorgarse el consentimiento de uno de los padres o existiendo desacuerdo, cualquiera de ellos podrá acudir al juez competente, quien resolverá breve y sumariamente lo más conveniente para el inte​rés del hijo. El juez podrá, aun de oficio, requerir toda la información que considere necesaria y oír al niño, niña o adolescente, si éste tuviere suficiente juicio y madu​rez.


Si los desacuerdos fueren reiterados, o concurriere cualquier otra causa que entorpezca gravemente el ejercicio de la patria potestad, el juez podrá atribuirlo total o parcialmente a uno de los padres, o distribuir entre ellos sus funciones por el plazo que fije, el que no podrá exceder de dos años. Esta resolu​ción deberá subinscribirse al margen de la inscripción de nacimiento del hijo.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso primero de este artículo, la patria potestad podrá ser ejercida por el padre o la madre, según con​vengan en acuerdo suscrito por escritura pública o acta extendida ante cualquier oficial del Registro Civil, que se subinscribirá al margen de la inscripción de naci​miento del hijo dentro de los treinta días siguientes a su otorgamiento.”.


3. Agrégase el siguiente artículo nuevo:


“Artículo 244 bis.- Los parientes de los hijos y el defensor de menores podrán recurrir ante el juez competente para oponerse a un acto o contrato que se ejecute o celebre con ocasión del ejercicio de la patria potestad.”.


4. Sustitúyese el inciso segundo del artículo 245 por el siguiente:


“Sin embargo, por acuerdo de los padres o resolución judicial fundada en interés del hijo, podrá atribuirse el ejercicio de la patria potestad a ambos progenitores o en forma exclusiva a aquél que no tenga a su cargo el cui​dado personal. Se aplicarán al acuerdo o a la sentencia judicial las normas sobre subinscripción previstas en el artículo 244.”.


5. Sustitúyense los incisos segundo, tercero, cuarto y quinto del artículo 252 por los siguientes:


“Ni el padre ni la madre son obligados, en razón de su dere​cho legal de goce, a rendir fianza o caución de conservación o restitución, ni tam​poco a hacer inventario solemne, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 124.  Pero si no se hace inventario solemne, deberán llevar una descripción circunstan​ciada de los bienes desde que entren a gozar de ellos.


El derecho legal de goce corresponde al padre y la madre en igual proporción, salvo que la patria potestad sea ejercida por uno de ellos o se dis​ponga otra distribución en acuerdo suscrito por escritura pública o acta extendida ante cualquier oficial del Registro Civil, subinscrita según lo dispuesto en el artículo 244.


Cuando este derecho corresponda a la madre casada en sociedad conyugal, ésta se considerará separada parcialmente de bienes respecto de su ejercicio y de lo que en él obtenga. Esta separación se regirá por las normas del artículo 150.


El derecho legal de goce recibe también la denominación de usufructo legal de los padres, o del padre o madre en su caso, sobre los bienes del hijo. En cuanto convenga a su naturaleza, se regirá supletoriamente por las normas del Título IX del Libro II.”.


6. Sustitúyese el inciso primero del artículo 253 por el siguiente:


“El padre y la madre que ejerzan el derecho legal de goce tendrán la administración conjunta de los bienes del hijo y, si uno de ellos se encuentra privado de ésta, quedará también privado de aquél.”.


7. Sustitúyese en el artículo 256 la frase “El padre o madre es responsable” por la frase “El padre y la madre son responsables”.


8. Intercálase en el inciso primero del artículo 260, entre las palabras “por” y “el”, la primera vez que aparecen, la frase “ambos padres o por”.


ARTÍCULO SEGUNDO.- Introdúcense las siguientes modi​ficaciones en la Ley de Matrimonio Civil:


1. Intercálase en el inciso segundo del artículo 21, entre la palabra “per​sonal” y la conjunción copulativa “y”, la frase “a la patria potestad”, prece​dida de una coma (,).


2. Intercálase en el artículo 23, entre la palabra “personal” y la conjunción disyuntiva “o”, la frase “la patria potestad”, precedida de una coma (,).


3. Intercálanse en los incisos primero y segundo del artículo 89, entre la palabra “hijos” y la conjunción disyuntiva “o”, la frase “la patria potestad”, precedida de una coma (,).".





Dios guarde a V.E.

ALEJANDRO NAVARRO BRAIN, Presidente en Ejercicio de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE MEDIDAS CONTRA LA DISCRIMINACIÓN

(3815-07)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Título I

Disposiciones Generales


Artículo 1º.- Las disposiciones de esta ley tienen por objeto prevenir y eliminar toda discriminación arbitraria que se ejerza contra cualquier persona que suprima o menoscabe los derechos y libertades consagrados en la Constitución Política de la República y en los Tratados Internacionales en que Chile sea parte.


Artículo 2°.- Corresponde al Estado elaborar las políticas y arbitrar las acciones que sean necesarias para garantizar a toda persona, sin discriminación alguna, el pleno, efectivo e igualitario goce y ejercicio de sus derechos y libertades.


El Estado podrá establecer distinciones o preferencias destinadas a promover y fortalecer el reconocimiento, goce y ejercicio de los derechos de las personas o grupos de personas, en los términos que establece la Constitución Política de la República.


El establecimiento de las distinciones o preferencias señaladas en el inciso anterior, deberá siempre tener carácter temporal, deberá cesar en cuanto se logre el objetivo que las justificó y no podrá derivar, en su aplicación, en el mantenimiento de estándares o derechos desiguales.


Asimismo, el contenido de las medidas que el Estado adopte en este sentido, deberá estar relacionado directamente con las personas o grupo de personas que se encuentren en una posición de desventaja con respecto al resto de la población, y destinado específicamente a superar dicha determinada desventaja.

Artículo 3°.- Para los efectos de esta ley se entenderá por discriminación arbitraria toda forma de distinción, exclusión, restricción o preferencia arbitraria fundada en cuestiones de raza, xenofobia, religión o creencias, origen nacional, cultural o socio económico, la verdadera o supuesta pertenencia o no pertenencia a una etnia o raza determinada, en una enfermedad o discapacidad, apariencia, lugar de residencia, por el género u orientación sexual, descendencia, edad, opinión política  o cualquiera otra condición social o individual y cuyo fin o efecto sea la abolición o menoscabo del reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos esenciales a toda persona humana, en los términos establecidos en la Constitución Política de la República, así como en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


Artículo 4°.- No se considerarán discriminatorias las siguientes conductas:


a) Las distinciones basadas en capacidades o conocimientos especializados para  desempeñar una actividad determinada;


b) En el ámbito de la educación, los requisitos académicos, de evaluación y los límites por razón de edad;


c) Las que se establezcan como requisitos de ingreso o permanencia para el desempeño del servicio público y cualquier otro señalado en los ordenamientos legales;


d) Las distinciones, exclusiones, restricciones o preferencias que se hagan entre ciudadanos y no ciudadanos, y


e) En general, todas las que no tengan el propósito de suprimir o menoscabar los derechos y libertades, la igualdad de oportunidades de las personas ni de atentar contra la dignidad humana.

Título II

Acción especial de no discriminación

Artículo 5°.- El directamente afectado, por sí o cualquiera a su nombre, podrá denunciar los actos u omisiones que importen una discriminación arbitraria que se hubieren cometido en su contra.


La Corte podrá, a petición fundada del interesado, decretar orden de no innovar, cuando el acto u omisión recurridos pudiese causar daño irreparable o hacer imposible el cumplimiento de lo que se resolviere, en caso de acogerse la pretensión.


Artículo 6°.-  Deducida la acción, el tribunal deberá investigar la denuncia y dar curso progresivo a los autos hasta el fallo definitivo.


La Corte requerirá informe a la persona denunciada de cometer el acto u omisión y a quien estime pertinente, notificándola por oficio.  Ésta dispondrá del plazo de diez días hábiles para formular observaciones.


Evacuado el informe, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y escuchar los alegatos de las partes.  La Corte, una vez concluido el término probatorio, estará facultada para decretar las medidas probatorias que estime necesarias para mejor resolver.


La Corte dictará sentencia dentro del término de 15 días, desde que quede en estado de sentencia.


Artículo 7°.- La Corte de Apelaciones respectiva en su sentencia adoptará de inmediato las providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado, como dejar sin efecto el acto de discriminatorio u ordenar que cese en su realización.


Asimismo, la Corte podrá declarar la procedencia de indemnizaciones, que en su caso correspondan, para reparar el daño moral y material ocasionado.  En dicho caso, el afectado podrá demandar ante el juez de letras competente, la determinación de la indemnización de los perjuicios que procedieren.  El monto de la indemnización será determinado en procedimiento breve y sumario.


Si la sentencia estableciere fundadamente que la denuncia carece de toda base, la Corte declarará que el denunciante es responsable de los perjuicios que hubiere causado, los que se perseguirán ante el tribunal civil que sea competente, en procedimiento breve y sumario.


Artículo 8°.- En caso que la Corte declare que un funcionario público en el ejercicio de su cargo o con ocasión de él, cometió actos de discriminación arbitraria, a los que se refiere el artículo 3° de esta ley, respecto de una persona natural o jurídica, consistente en rehusar el suministro de un bien o servicio a que ésta tenga derecho, podrá ser sancionado con multa de 50 a 100 unidades tributarias mensuales.


Si tales actos discriminatorios fueron cometidos en el ejercicio de una actividad privada, en la que se presten servicios de utilidad pública, el responsable también podrá ser sancionado con multa igual a la establecida en el inciso anterior.

Título III

Disposiciones finales


Artículo 9°.- Agrégase en la letra l) del artículo 82 de la ley N° 18.883, sobre Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, a continuación de las palabras "acoso sexual" las siguientes: "y la discriminación arbitraria" y reemplázase la frase “entendido  según los términos del artículo 2°, inciso segundo, del Código del Trabajo” por “entendido por el primero lo señalado por el artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo y por lo segundo lo expresado en el artículo 3° de la Ley que Establece Medidas Contra de la Discriminación.”.

Artículo 10°.- Incorpóranse al Código Penal las siguientes modificaciones:


1.- Agrégase en el artículo 12, el siguiente numeral:


"21º Cometer el delito, motivado por discriminación arbitraria, en los términos descritos en el artículo 3º de la Ley que Establece Medidas Contra de la Discriminación.”.


2.- Incorpórase un párrafo 1 bis nuevo, al Título III del Libro II y el siguiente artículo:


"1 bis. De los delitos contra la igualdad de las personas, en dignidad y derechos.


Artículo 137 bis. El que cometiere o incitare a otros a causar daño a personas o a sus bienes motivado por una discriminación arbitraria en perjuicio de esas personas, en los términos que señala el artículo 3º de la Ley que Establece Medidas Contra la Discriminación, será castigado con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio.


Cuando se tratare de asociaciones con los objetivos del inciso primero, la pena será de reclusión menor en su grado medio y a los fundadores o que ejercieren mando en la asociación, la pena será de presidio menor en su grado medio a máximo.”.


3.- Agrégase el siguiente artículo 274 bis:


"Artículo 274 bis.- Incurrirá en la pena de multa de cinco a veinte unidades tributarias mensuales el que, en el ejercicio de actividades profesionales o empresariales, cometiere la discriminación definida en el artículo 3º de la Ley que Establece Medidas Contra la Discriminación, respecto de una persona natural, cuando ella consista en rehusar el suministro de un bien o servicio que ofreciere y a que el ofendido tenga derecho, o en subordinarlo a la concurrencia o ausencia de alguno de los motivos de discriminación señalados en el citado artículo 3º.”.”.

Dios guarde a V.E.

ALEJANDRO NAVARRO BRAIN, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE AUTORIZA ERIGIR UN MONUMENTO EN CHAÑARAL ALTO EN MEMORIA DE DON ALEJANDRO CHELÉN ROJAS

(3911-04)


Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.‑ Autorízase erigir un monumento en memoria del ex regidor, diputado y senador de la República, don Alejandro Chelén Rojas, en la escuela del mismo nombre, ubicada en la localidad de Chañaral Alto, comuna de Monte Patria.


Artículo 2°.‑ Las obras se financiarán mediante erogaciones populares, obtenidas por medio de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados. 


Las colectas respectivas se efectuarán en las fechas que determine la comisión especial que se crea en el artículo 4°, en coordinación con el Ministerio del Interior.


Artículo 3°.‑Créase un fondo con el objeto de recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes que señala el artículo anterior.


Artículo 4°.‑ Créase una comisión especial integrada por miembros ad honorem encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por:


a) Un diputado y un senador designados por sus respectivas Cámaras; 


b) El Alcalde de la Municipalidad de Monte Patria, quien la presidirá; 


c) Un representante del Ministerio de Educación;


d)  El director de la escuela en que se emplazará la obra, y


e)  El Vicepresidente del Consejo de Monumentos Nacionales.


El quórum para sesionar y adoptar acuerdos será el de la mayoría de sus miembros.


Artículo 5°.‑ La comisión especial tendrá las siguientes funciones:

1. Determinar la fecha y la forma en que se efectuarán las colectas públicas, como también realizar las gestiones legales destinadas a que éstas se efectúen;


2. Administrar el fondo creado en el artículo 3°;


3. Llamar a concurso público de proyectos para la ejecución de las obras, fijar sus bases y resolverlo;


4. Disponer y supervigilar la construcción del monumento, previo cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 18 de la ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales, y


5.  Abrir una cuenta corriente especial para gestionar el fondo a que se refiere el artículo 3°.


Artículo 6°.‑La ubicación del monumento será acordada por la Comisión a propuesta del director de la escuela en que éste se emplazará.


Artículo 7°.‑ El monumento deberá erigirse en un plazo de cinco años, contado desde la fecha de publicación de esta ley. Si vencido dicho plazo no se hubiere ejecutado la obra, los recursos obtenidos hasta esa fecha por concepto de erogaciones serán aplicados de la forma prevista en el artículo siguiente.


Artículo 8°.‑ Si al concluir la construcción resultaren excedentes de las erogaciones recibidas,  serán destinados a la escuela donde se erigió el monumento.”.






Dios guarde a V.E.

ALEJANDRO NAVARRO BRAIN, Presidente en Ejercicio de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LOS CÓDIGOS PROCESAL PENAL Y PENAL EN DIVERSAS MATERIAS RELATIVAS A FUNCIONAMIENTO DE LA REFORMA PROCESAL PENAL

(3465-07)


La Comisión Mixta constituida en conformidad con el artículo 71 de la Constitución Política de la República, propone la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, durante la tramitación del proyecto de ley de la suma.

- - - - - -


El Senado nombró como integrantes de la Comisión Mixta a los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, Honorables Senadores señores Marcos Aburto Ochoa, Andrés Chadwick Piñera, Alberto Espina Otero, José Antonio Viera-Gallo Quesney y Andrés Zaldívar Larraín. El Honorable Senador señor Aburto fue reemplazado por el Honorable Senador señor Sergio Fernández Fernández.


La Cámara de Diputados designó al efecto a los Honorables Diputados señora María Pía Guzmán Mena y señores Jorge Burgos Varela, Juan Bustos Ramírez, Guillermo Ceroni Fuentes y Gonzalo Uriarte Herrera.


La Comisión se constituyó el día 19 de julio del presente año, con asistencia de los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, y de los Honorables Diputados señores Burgos, Bustos y Ceroni, y eligió por unanimidad como Presidente al Honorable Senador señor Alberto Espina. 


Asistieron a las sesiones que la Comisión dedicó a este asunto el Honorable Senador señor Guillermo Vásquez Ubeda. En representación del Ejecutivo, el Ministro de Justicia, señor Luis Bates Hidalgo, el Jefe de la División Jurídica de dicho Ministerio, señor Francisco Maldonado Fuentes, la encargada del Área de Estudios de la Unidad Coordinadora de la Reforma Procesal Penal, señorita Ana María Morales Beillard.  El  Subsecretario  del  Interior,  señor  Jorge  Correa  Sutil  y  el  Jefe  de  la  División  de  Gobierno  Interior de dicho Ministerio, señor Ernesto Barros. En representación del Ministerio Público, el Fiscal Nacional, señor Guillermo Piedrabuena Richards, el Fiscal Nacional subrogante, señor Alberto Ayala Gutierrez, la asesora de dicha repartición, abogada María Eugenia Manaud Tapia y el Fiscal de la Región Metropolitana Occidente señor Sabas Chahuán Sarrás. En representación de la Defensoría Penal Pública, el Defensor Nacional, señor Rodrigo Quintana Meléndez y El Jefe del Departamento de Estudios y Proyectos, señor Claudio Pavlic Véliz. Asistió también el abogado y profesor de Derecho Penal señor Jorge Bofill Genzsch. Asistieron también el Ministro de la Corte de Apelaciones de Temuco, señor Hugo Llanos y la Jueza de Garantía del Primer Juzgado de Garantía de Santiago, señorita Francisca Zapata García.

- - - - - -

Antecedentes de derecho.


A continuación se enuncian los antecedentes jurídicos que se vinculan con los puntos en que se han producido diferencias entre la Cámara y el Senado. 


1) Constitución Política de la República, el artículo 19 Nºs 3° y 7°, que garantizan la igualdad de protección ante la ley en el ejercicio de los derechos, el derecho al legítimo proceso y la libertad personal, respectivamente, y los artículos 76 a 91, sobre el Poder Judicial y el Ministerio Público.


2) Código Procesal Penal; sus artículos 9º, sobre autorización judicial previa; 10, sobre cautela de garantías; 12, sobre partes intervinientes; 59, principio general para el ejercicio de la acción civil; 62, actuación del demandado; 70, juez de garantía competente; 109, derechos de la víctima; 111, quién puede intervenir como querellante; 129, detención en caso de flagrancia; 130, situaciones de flagrancia; 131, plazos de detención; 132, comparecencia judicial; 139, procedencia de la prisión preventiva; 140, requisitos para ordenar la prisión preventiva; 141, improcedencia de la prisión preventiva; 146, caución para reemplazar la prisión preventiva; 149, recursos relacionados con la prisión preventiva; 155, enumeración y aplicación de medidas cautelares personales distintas a la prisión preventiva; 157, procedencia de medidas cautelares reales; 182, secreto de las actuaciones de investigación; 190, testigos ante el Ministerio Público; 197, exámenes corporales; 206, entrada y registro en lugares cerrados, sin autorización judicial; 230, oportunidad de la formalización de la investigación; 237, suspensión condicional del procedimiento; 241, procedencia de los acuerdos reparatorios; 252, sobreseimiento temporal; 262, plazo de notificación al acusado; 273, conciliación sobre responsabilidad civil en la audiencia de preparación del juicio oral; 275, convenciones probatorias; 276, exclusión de pruebas para el juicio oral; 277, auto de apertura del juicio oral; 299, renuencia a comparecer o a declarar; 316, admisibilidad del informe y remuneración de los peritos; 319, declaración de peritos; 343, decisión sobre absolución o condena; 344, plazo de redacción de la sentencia; 345, determinación de la pena; 348, sentencia condenatoria; 373, causales del recurso de nulidad; 385, nulidad de la sentencia; 388, ámbito de aplicación del procedimiento simplificado; 398, suspensión de la imposición de condena; 399, recursos contra la sentencia definitiva; 470, especies retenidas y no decomisadas; 485 entrada en vigencia respecto de hechos acaecidos en el extranjero.


3) Código Penal, sus artículos 206, 207, 208, 209, 210 y 212, sobre falso testimonio y perjurio, y artículo 269 bis, sobre obstrucción a la justicia.


4) Ley Nº 19.665, que reforma el Código Orgánico de Tribunales.


5) Código de Procedimiento Civil, artículo 240, sobre cumplimiento de sentencias judiciales.


6) Código Orgánico de Tribunales, artículo 53, sobre tribunal competente para las solicitudes de extradición pasiva.


7) Ley Nº 12.927, sobre seguridad interior del Estado.


8) Ley Nº 17.798 sobre control de armas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto Nº 400, de Defensa, de 1978.


9) Ley Nº 19.327 que fija normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional.

10) Ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.

11) Ley Nº 20.000 que sanciona el tráfico ilícito de sustancias estupefacientes y sicotrópicas.


12) Decreto con fuerza de ley Nº 7.912, de 1927, del Ministerio del Interior.

- - - - - -

Normas de Quórum Especial


Corresponde señalar que la norma contenida en el Nº 11) del artículo 1º, que modifica el artículo 132 del Código Procesal Penal, es de quórum de ley orgánica constitucional, pues incide en la norma de igual carácter que determina la organización y atribuciones del Ministerio Público, tal como lo señala el artículo 84 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66 inciso segundo de la Ley Fundamental.

- - - - - -

Debate en torno a las discrepancias entre las Cámaras y acuerdos alcanzados.

Artículo 1º

Nº 1)


En este numeral, el Senado sustituyó el inciso tercero del artículo 9º del Código Procesal Penal.


La disposición vigente preceptúa que, en casos urgentes, se podrá solicitar y otorgar autorizaciones judiciales por cualquier medio idóneo distinto al escrito, sin perjuicio de la constancia posterior.


La enmienda, introducida en el primer trámite por el Senado, amplió la disposición para incluir también a las órdenes judiciales, y especificó que, en caso de que la orden se refiera a una detención, el funcionario judicial deberá entregar al detenido una constancia, con indicación del tribunal que la expidió y de la hora en que se emitió.


La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, agregó a las menciones que deberá contener la constancia, la especificación del hecho que fundamenta la orden. Durante el tercer trámite, el Senado rechazó la enmienda de la Cámara. 


El Honorable Diputado señor Burgos explicó que la lógica de incorporar, en el artículo 9º del Código Procesal Penal, la frase “del hecho que la fundamenta”, tiene en vista lo dispuesto en el artículo 93 del mismo cuerpo legal, que establece los derechos y garantías del imputado, y requiere expresamente, en su letra a), que este sujeto procesal sea informado de forma específica y clara de los hechos que se le imputan, y de lo dispuesto en el artículo 125 del Código Procesal Penal, el cual exige que la orden de detención sea intimada en forma legal. Por todo esto, concluyó, es necesario incluir esta frase.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado Fuentes, señaló que el hecho de incluir en estas órdenes especiales la descripción del hecho que las fundamenta puede hacerlas ineficaces, atendida la inmediatez que se requiere en tales situaciones. Para solucionar el inconveniente propuso cambiar la frase por “el delito que la justificó”, lo que cumple con el fin de obrar con celeridad y hace objetivo el motivo que fundamenta la orden.


El Honorable Senador señor Espina indicó que la persona detenida, a lo menos, debe saber por qué la están privando de libertad. Tal como está redactada la enmienda de la Cámara de Diputados, podría dar lugar a solicitudes de ilegalidad de la detención y a recursos de amparo. Con la proposición del Ejecutivo el problema quedaría resuelto.


La Comisión Mixta resolvió la discrepancia reemplazando la frase intercalada por la Cámara de Diputados, por la siguiente: “del delito que la fundamenta”.


- Acordado por los Honorables Senadores señores Espina, Fernández y Zaldívar, don Andrés, y los Honorables Diputados señores Burgos, Bustos y Ceroni.

Nº 2), nuevo


Mediante este numeral, la Cámara de Diputados modificó el artículo 10 del Código Procesal Penal, referido a la cautela de garantías. La enmienda consistió en reemplazar las palabras “juez de garantía” y “juez”, por “tribunal”.


En el tercer trámite constitucional, el Senado rechazó la modificación.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que la proposición transforma a todos los jueces que intervienen en el proceso en guardianes de garantías, lo cual es el rol principal del juez de garantía instaurado por la Reforma.


El señor Fiscal Nacional explicó que es el juez de garantía quien tiene la misión legal de asegurar los derechos del imputado; en cambio, el tribunal oral en lo penal tiene que resolver el juicio penal, absolver o condenar y a las Cortes competentes conocer y fallar los recursos. Estas son las funciones de cada uno de estos órganos jurisdiccionales en el proceso penal. Agregó que, en la práctica, estando el proceso en la etapa de juicio oral, se han planteado cuestiones relativas a la cautela de garantías ante el tribunal oral y el asunto ha sido devuelto al juez de garantía para resolverlo, paralizando, en el ínter tanto, el juicio oral.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, planteó que la obligación de cautelar las garantías es propia del juez de garantía y no de otros tribunales.


El Honorable Senador señor Espina indicó que, tal como hoy está concebida la norma, si el juez de garantía no observa las prescripciones del artículo 10, el reclamo no se puede hacer valer ante otro tribunal, o sea, si el juez de garantía no considera que el imputado debe ser protegido, simplemente no hay protección.


El Jefe del Departamento de Estudios y Proyectos de la Defensoría Penal Pública, señor Claudio Pavlic, planteó que esta modificación tiene su origen en la práctica de algunos tribunales orales en lo penal y de algunas Cortes, que frente a una solicitud de cautela de garantías han dado una interpretación restrictiva al artículo 10, en el sentido de limitar la función de cautela al juez de garantía durante la investigación, y han rechazado, por tanto, las solicitudes de cautela planteadas ante ellos, generando el vicio de nulidad establecido en el artículo 373, letra a), del Código Procesal Penal
, lo que da origen a una dilación importante, que podría haberse resuelto por el simple expediente de que el tribunal que esté conociendo en el momento de la infracción cautele las garantías del imputado y adopte las medidas del caso.


El Honorable Diputado señor Bustos señaló que si se lee detenidamente el artículo 10
 del Código Procesal Penal, se constata que la disposición es equívoca, porque parte señalando “En cualquier etapa del procedimiento” y, evidentemente, esa es una frase bastante amplia, que implica que el juez de garantía tiene competencia para cautelar garantías en el juicio oral y en los recursos antes las Cortes, lo cual es contradictorio con la intervención que cabe a los tribunales del juicio oral en lo penal y a las Cortes de Apelaciones y Suprema. Por eso, es preferible ocupar la palabra “tribunal”.


Agregó que esta inclusión también podría dar lugar a problemas, porque si la cautela de garantías es otorgada por el tribunal oral después de haber sido solicitada ante el juez de garantía, puede dar lugar a quejas disciplinarias, cuando simplemente haya una opinión dispar sobre un punto de derecho. Por esta razón, parece mejor no modificar el artículo 10 del Código de Procedimiento Penal, dejando constancia de que el imputado siempre podrá recurrir de nulidad cuando sus garantías procesales se infrinjan en el juicio oral o durante la tramitación de un recurso.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, señaló que el juez de garantía es el llamado por la ley a cautelar las garantías del imputado, y los otros órganos jurisdiccionales intervinientes en el procedimiento tienen roles distintos. Agregó que es importante diferenciar los campos de acción. Si la tutela de garantías no se ha otorgado hay que responsabilizar al juez de garantía.


El señor Fiscal Nacional indicó que, además, hay que considerar el tema de la preclusión, que es un principio importante del procedimiento. En este caso, si se ha planteado el tema de la cautela de garantías ante el juez de garantía y éste lo ha rechazado, es ilógico pensar que el asunto se pueda plantear nuevamente en el juicio oral o en la Corte que conozca de un recurso.


El abogado señor Jorge Bofill expresó que el problema es que el ámbito de aplicación del artículo 10 del Código Procesal Penal no es claro. Esta norma se incorporó al Código cuando la discusión ya estaba bastante avanzada. La dificultad de su interpretación deriva del hecho de que hay una serie de medios específicos para cautelar, en momentos precisos del procedimiento, las garantías del imputado. En consecuencia, el artículo 10 se refiere a todo el resto del procedimiento, o sea, recoge todas las situaciones que no están reguladas específicamente en el Código. Agregó que en estos momentos no hay jurisprudencia suficiente para definir el concepto de cautela de garantías, cuál es su límite y su contenido.


Agregó que aunque el artículo 10 habla de “cualquier etapa del procedimiento”, dando a entender que los jueces de garantía deberían actuar incluso en la etapa del juicio oral, en la práctica se inhiben y las Cortes también han entendido que no deben intervenir una vez que el proceso entró en la etapa de juicio oral, porque las normas de los dos primeros incisos del artículo 281 del Código Procesal Penal
 establecen que, una vez dictado el auto de apertura, el juez de garantía debe remitir todos los antecedentes al tribunal del juicio oral, poniendo también a su disposición a las personas sometidas a prisión preventiva o a otras medidas cautelares personales.


El Honorable Senador señor Espina replicó que entonces falta una norma que especifique que la competencia del juez de garantía está limitada por el auto de apertura del juicio oral.


El Honorable Diputado señor Bustos señaló que no está de acuerdo con esta interpretación, porque el artículo 10 del Código Procesal Penal permite al juez de garantía suspender el procedimiento o sobreseer temporalmente. Por eso es mejor circunscribir el asunto, consagrando como causal de nulidad las cuestiones de garantías que se susciten después de iniciado el juicio oral. Para ello, habría que modificar la frase “En cualquier etapa del procedimiento”.


El señor Claudio Pavlic expresó que se está discutiendo sobre la base de que sólo se pueden vulnerar garantías durante la fase de investigación. Ésta es una suposición errónea, porque perfectamente pueden producirse atropellos a las mismas en el juicio oral y también cuando se ventila un recurso ante una Corte. Por ello, la norma propuesta por la Cámara resuelve el problema en el momento y en la etapa en que se produce, e impide que vicios del procedimiento generen a la larga perjuicios que sólo puedan resolverse por la vía de la nulidad, que es una solución muy gravosa, ya que opera al final del juicio.


- La Comisión Mixta acordó rechazar el Nº 2), nuevo, propuesto por la Cámara de Diputados, con los votos de los Honorables Senadores señores Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, y los Honorables Diputados señores Bustos y Ceroni. Se abstuvo el Honorable Diputado señor Burgos.

Nº 3), nuevo


Mediante este numeral, la Cámara de Diputados modificó el artículo 12 del Código Procesal Penal, para agregar entre los intervinientes en el procedimiento penal al tercero civilmente responsable. Dicha inclusión es la primera de varias propuestas por la Cámara Baja, que tienen por fin introducir de manera orgánica en el procedimiento penal al tercero civilmente responsable.


El Senado, en el tercer trámite constitucional rechazó ésta y todas las modificaciones que tienen igual finalidad. 


El señor Ministro de Justicia solicitó un pronunciamiento general respecto de la inclusión en el Código del tercero civilmente responsable, porque es un tema que está presente en una gran cantidad de disposiciones del proyecto y porque ésta es una diferencia de criterio importante entre la Cámara y el Senado.


Señaló que, en opinión del Ejecutivo, se debe excluir al tercero civilmente responsable, porque altera toda la estructura del nuevo régimen procesal penal.


El Honorable Diputado señor Bustos expresó que, a su juicio, el tercero civilmente responsable no altera sustancialmente el actual procedimiento y que sólo podría hablarse de una modificación mayor si existiera una referencia al actor civil. La prueba que se ocupa contra el tercero civilmente responsable es exactamente la misma que la que se produce contra el imputado, y el único tema nuevo que debería discutirse con la inclusión del tercero civilmente responsable es el tratamiento que se daría a la solidaridad, lo que es un asunto muy simple y de rápida resolución. Agregó que la inclusión del tercero civilmente responsable es muy importante en los cuasidelitos, y excluirlo, para que la víctima deba ir a un juicio civil posterior, es absolutamente contradictorio con el principio general de protección a la víctima que informa al nuevo procedimiento penal. Expresó que debe tenerse presente que el tercero civilmente responsable siempre ha existido como parte en los juicios criminales y nunca fue un impedimento para el normal desarrollo de los procesos.


El señor Fiscal Nacional explicó que este punto fue muy debatido en la discusión original del Código Procesal Penal. Sobre el punto hubo posiciones discrepantes en la Cámara de Diputados y en el Senado, fue materia de Comisión Mixta y, en definitiva, el asunto quedó fuera del Código. Agregó que la inclusión propuesta no es tan simple. En primer lugar, hay problemas con la interpretación en la especie de las reglas del Código Civil sobre responsabilidad extracontractual; también está el tema del Estado como tercero civilmente responsable y pueden aparecer demandas bastantes cuantiosas; por último, se presentan problemas sobre la prescripción, la amnistía y acerca de si la extinción de la responsabilidad penal extingue también la civil. Todos estos temas pueden dar lugar a largas discusiones en el juicio oral y a recursos bastante complejos en las Cortes, lo cual atenta contra la celeridad de los procesos, que es uno de los objetivos perseguidos por la Reforma.


Señaló que debe tenerse presente que éste es uno de los temas en que hay acuerdo entre la Defensoría Penal Pública y el Ministerio Público. Agregó que no le queda claro que las disposiciones que se pretende modificar con esta inclusión sean las únicas que deberían adaptarse a fin de incluir al tercero civilmente responsable, y advirtió que una inserción parcial del instituto en el Código generaría problemas interpretativos.


El Honorable Diputado señor Bustos indicó que en el corazón de esta discusión está la definición de lo que se quiere del proceso penal. Si lo que se pretende es proteger a las víctimas es indispensable que el tercero civilmente responsable sea parte en el juicio, ya que lo contrario sería totalmente paradójico. Cuando se hizo esta proposición en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara se hizo un estudio pormenorizado de todas las normas donde debería incluirse una mención al respecto, trabajo en el que cooperó el profesor Jorge Bofill, por lo que no hay disposiciones relevantes que no hayan sido consideradas.


El Honorable Diputado señor Burgos expresó que, aunque él en principio respaldaba esta indicación, debe reconocer que ella persigue una modificación institucional mayor. Señaló que, a la vista de lo expuesto por el señor Fiscal Nacional y el señor Ministro de Justicia, parece que el tema no está zanjado y, por el contrario, es materia de discusión y de opiniones diversas, por lo que sería mucho más conveniente analizarlo en un proyecto individual.


El Ministro de Justicia señaló que la inclusión del tercero civilmente responsable altera la estructura del Código y puede tener incidencia en los logros que en materia de celeridad han alcanzado los procesos criminales en regiones. Agregó que, con todo, el Ejecutivo estaría llano a analizar el tema en un futuro proyecto, que se haga cargo del tema a la luz de los resultados que proporcione la instauración de la reforma procesal penal en Santiago.


El señor Fiscal Nacional señaló que, si se incluye al tercero civilmente responsable, habría que especificar quién es titular de la acción civil, porque si nada se dice será tarea de los fiscales demandar a este tercero cuando no haya querellante, lo que implicaría un cambio mayor en el Ministerio Público.


El Honorable Senador señor Espina expresó que el estudio del asunto queda para un proyecto posterior, que el Ejecutivo se ha comprometido a estudiar y traer al Congreso.


El Honorable Diputado señor Bustos indicó que estaría de acuerdo con esta solución si el Ejecutivo asume el compromiso formal de presentar un proyecto sobre el tema, en esta legislatura.


Los Honorables Diputados señor Bustos y Burgos retiraron su oposición a la eliminación del tercero civilmente responsable como interviniente, con la constancia de que esta materia de fondo será estudiada con mayor acuciosidad en un proyecto que el Ejecutivo presentará durante la actual legislatura.


- La Comisión Mixta acordó rechazar ésta y todas las demás enmiendas que se refieren a la inclusión del tercero civilmente responsable como interviniente en el proceso penal.


- Acordado por unanimidad por los Honorables Senadores señores Espina, Fernández y Zaldívar, don Andrés, y los Honorables Diputados señores Burgos, Bustos y Ceroni. 

Nos 8) y 9), nuevos


Mediante el primero de estos numerales la Cámara de Diputados enmendó el artículo 59 del Código Procesal Penal, sobre procedencia de acciones civiles en el proceso penal. Esta disposición establece, en primer lugar, que siempre procederá en el juicio criminal la acción civil destinada a obtener la restitución de la cosa objeto del delito y, en segundo lugar, que las demás acciones civiles no procederán en el juicio criminal, salvo que se trate de una acción intentada por la víctima contra el imputado y que tenga por objeto perseguir las responsabilidades civiles derivadas del hecho punible.


Respecto de esta norma, la Cámara propuso incluir al tercero civilmente responsable como posible sujeto pasivo de acciones civiles distintas a la restitutoria.


Mediante el nuevo numeral 9), la Cámara modificó el artículo 62 del Código Procesal Penal, sobre los derechos procesales del imputado que es demandado civilmente en el proceso penal. La Cámara sustituyó el término “imputado” por “demandado”, lo que tiene por finalidad conceder al tercero civilmente responsable los mismos derechos procesales reconocidos al imputado respecto de la acción civil seguida contra él en el juicio criminal.


En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó ambos numerales.


En virtud de lo acordado respecto del Nº 3), nuevo, del artículo 1º del proyecto, con la misma votación se rechazaron las propuestas de la Cámara de Diputados contenidas en los Nos 8) y 9) nuevos.

Nº 5)


 En este numeral, el Senado modificó el artículo 70 del Código Procesal Penal, norma que establece que será el juez de garantía llamado por ley a conocer del asunto el competente para pronunciarse sobre todas las solicitudes del Ministerio Público que impliquen privar, restringir o perturbar el ejercicio de derechos asegurados por la Constitución, con la sola excepción de las diligencias urgentes que se deban realizar fuera de su territorio jurisdiccional, caso en el cual será competente el juez de garantía del lugar donde deba verificarse la diligencia.


El Senado, en el primer trámite, agregó un nuevo inciso tercero al referido artículo 70, para que, si la detención se efectúa fuera del territorio jurisdiccional del tribunal del cual ha emanado la orden respectiva, la audiencia de control pueda realizarse ante el juez de garantía del lugar en que se practicó la actuación.


La Cámara, en el segundo trámite, reemplazó el nuevo inciso tercero por otro, que establece que la regla en comento procederá sólo cuando se trate de la primera audiencia judicial del detenido y la orden provenga del juez de garantía de un territorio jurisdiccional correspondiente a una Corte de Apelaciones distinta a la del juez de garantía donde materialmente se efectúe la detención, y preceptúa además, como excepción a esta regla, que si la orden de detención proviene de un tribunal de la Región Metropolitana y la detención se materializa dentro de la misma Región, la audiencia siempre deberá realizarse ante el juez que impartió la orden. 


Además, la Cámara agregó que, si en esta primera audiencia el juez decreta la prisión preventiva, el imputado será inmediatamente trasladado a un establecimiento penitenciario ubicado en el territorio jurisdiccional del juez que impartió la orden de detención. 


En el texto de la Cámara revisora este numeral pasó a ser Nº 10) del artículo 1º.


En el tercer trámite constitucional el Senado rechazó la modificación de la Cámara.


 El abogado del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, expresó que la propuesta de la Cámara completa la del Senado, en cuanto se pretende solucionar los problemas del traslado rápido de las personas detenidas en lugares distantes del sitio donde tiene su asiento el tribunal que dictó la orden de detención.


Agregó que el Senado rechazó la proposición con el único propósito de hacerse cargo de una observación hecha por la Policía de Investigaciones, que reparó el hecho de que la expresión “primera audiencia judicial”, que emplea la proposición de la Cámara, puede ser interpretada restrictivamente, en el sentido de que no comprendería la audiencia de control de detención cuando ésta no es la primera audiencia del procedimiento, por ejemplo, cuando la orden de detención está motivada por la infracción de una medida cautelar. Para salvar esta dificultad, la Policía propone cambiar la frase “primera audiencia judicial” por “audiencia del control de la detención”.


El señor Fiscal Nacional expresó su acuerdo con la limitación propuesta por la Cámara para la Región Metropolitana, pero que discrepa de la regla que limita la aplicación de esta norma sólo al caso de que la persona sea detenida en el territorio jurisdiccional de una Corte de Apelaciones distinta a la del lugar donde efectivamente se emitió la orden, porque ella no tiene en cuenta que hay Cortes con jurisdicciones muy grandes, como el caso de Coyhaique o Magallanes, donde el traslado de los detenidos de una localidad a otra, dentro de 24 horas, resulta a veces imposible, sobre todo en invierno.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que la norma del Senado es genérica y simple. La alternativa de la Cámara, en cambio, es demasiado reglamentaria y puede producir problemas de interpretación y dificultades operacionales en Cortes de Apelaciones con territorios jurisdiccionales demasiado extensos.


El abogado señor Jorge Bofill explicó que, al parecer, hay un malentendido, porque la proposición de la Cámara siempre discurre sobre la base de que la delegación al juez de garantía del lugar de la detención le permite conocer de todos los asuntos requeridos y sólo después se envía al imputado de vuelta ante su juez natural.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo expresó que, en ciertas circunstancias, el fiscal puede tener interés en que se traiga al detenido a la presencia del juez natural, por lo que sería mejor que esta norma fuera facultativa.


El abogado señor Bofill advirtió que tanto la redacción del Senado como la de la Cámara establecen que el cambio de competencia es obligatorio y no facultativo.


El Honorable Senador señor Espina propuso dividir la votación y decidir primero acerca de las ideas de la Cámara de Diputados y, posteriormente, pronunciarse sobre la solicitud de la Policía de Investigaciones, que solicita hacer una precisión en el proyecto, en el sentido de sustituir la expresión “primera audiencia judicial”, por “audiencia de control de la detención”.


El abogado señor Francisco Maldonado acotó que es muy importante la explicación dada por el señor Bofill, porque la noción de “primera audiencia” incluye también la formalización que debe hacerse a continuación del control de detención.


El Fiscal Nacional subrayó que la audiencia de control de detención no es necesariamente la primera audiencia en un juicio, por tanto, propuso decir “audiencia judicial”, sin otra especificación.


La asesora del Fiscal Nacional, abogada señora María Eugenia Manaud, señaló que hay que tener presente que la expresión “Asimismo”, con la que parte el inciso propuesto por la Cámara, puede hacer pensar que este procedimiento sólo se aplicaría en los casos que revistan la característica de urgentes, a que se refiere el inciso anterior
, en circunstancias que los problemas de traslado son permanentes y no excepcionales.


El Honorable Diputado señor Burgos explicó que es necesario reformular todo el artículo, porque una norma general no debe quedar inserta en un inciso que contiene reglas de excepción.


- Sometida a votación, se dividió la proposición de la Cámara de Diputados y, en primer lugar, se procedió a decidir sobre la exigencia de pertenecer los jueces de garantía a distintas Cortes de Apelaciones. La mayoría de la Comisión aprobó dicha proposición, con los votos a favor del Honorable Senador señor Fernández y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos y Ceroni y los votos en contra de los Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés. 


- Luego se procedió a votar la sustitución por la expresión “audiencia judicial”, en lugar de “primera audiencia judicial”, la que fue aprobada por la unanimidad de los presentes, Honorables Senadores señores Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos y Ceroni. 


- El resto de la proposición de la Cámara, con modificaciones formales, fue aprobado unánimemente, con los votos de los mismos señores parlamentarios. 

Nº 12), nuevo


Mediante este numeral, la Cámara de Diputados, durante el segundo trámite, agregó una disposición al proyecto, que modifica el artículo 109 del Código Procesal Penal, sobre los derechos de la víctima. Este precepto permite a la víctima ejercer, dentro del procedimiento penal, entre otras, acciones civiles contra el imputado tendientes a perseguir las responsabilidades pecuniarias provenientes del delito.


La norma incorporada por la Cámara faculta también a la víctima para ejercer tales acciones contra el tercero civilmente responsable. En el tercer trámite el Senado rechazó esta modificación


En virtud de lo acordado respecto del Nº 3), nuevo, del artículo 1° del proyecto, se rechazó con la misma votación la propuesta de la Cámara de Diputados contenida en No 12) nuevo.

Nº 7)


Ha pasado a ser Nº 13) en el proyecto de la Cámara de Diputados. Mediante este numeral el Senado modificó el artículo 111 del Código Procesal Penal, sobre la titularidad activa de la querella. El inciso tercero del precepto vigente establece que cualquier persona capaz de parecer en juicio domiciliada en una región podrá presentar una querella por los delitos cometidos dentro de la misma que afecten intereses sociales relevantes o de la colectividad en su conjunto. 


La Cámara Alta aprobó, en el primer trámite, una disposición que reemplaza dicho inciso tercero, señalando, en cambio, que los órganos y servicios públicos podrán querellarse sólo si sus leyes orgánicas les otorgan expresamente tal facultad.


La Cámara Baja, en el segundo trámite, mantuvo la regla original del inciso tercero, referente a la querella popular por delitos que afecten intereses sociales relevantes o de la colectividad en su conjunto y, a continuación, en un nuevo inciso cuarto, reprodujo la modificación propuesta por el Senado.


En el tercer trámite, el Senado rechazó la modificación de la Cámara.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo hizo presente que hay un punto delicado en relación con el artículo 111 del Código Procesal Penal
, que no fue objeto de discusión entre la Cámara y el Senado. 


Señaló que la regla general es que la acción penal corresponde exclusivamente al Ministerio Público y que el único querellante habilitado es la víctima, su representante legal o sus causahabientes. El inciso segundo de dicho artículo contiene dos excepciones amplias a esta regla general, a saber, delitos terroristas y delitos cometidos por funcionarios públicos que afecten derechos de las personas garantizados por la Constitución.


El espíritu de la modificación del inciso tercero es afianzar esta norma general, para evitar que actores que no sean el Ministerio Público o la víctima se entrometan en el procedimiento, pretextando que accionan por delitos que afectan intereses sociales relevantes o de la colectividad en su conjunto. Expresó que es importante que, aunque no sea materia de controversia, se puntualice el alcance del inciso segundo.


Agregó que hacer la restricción es importante, sobre todo en la segunda hipótesis del inciso segundo, referida a los delitos cometidos por funcionarios públicos en el ejercicio de su cargo que afecten derechos de las personas garantizados por la Constitución. Un enunciado tan amplio puede dar origen a interpretaciones que trasladen la contienda política a los tribunales.


El señor Ministro de Justicia expresó que comparte lo señalado por el Honorable Senador señor Viera-Gallo y que incluso sería recomendable prohibir expresamente que los partidos políticos presenten querellas y que también convendría restringir la posibilidad de que los parlamentarios aleguen ante las Cortes.


El Honorable Senador señor Espina hizo presente que el inciso segundo del artículo 111 no es materia de controversia y, por tanto, no es de competencia de la Comisión Mixta.


El Honorable Senador señor Fernández subrayó que el asunto es delicado porque este proyecto podría llegar a ser revisado por el Tribunal Constitucional, el cual seguramente reparará el hecho de que esta Comisión Mixta se aboque a conocer un asunto en que no hubo discrepancia entre las Cámaras. 


Agregó que, en todo caso, es factible hacer una interpretación restrictiva de la facultad del inciso segundo, dejando constancia de que se refiere única y exclusivamente a los delitos contenidos en el párrafo 4º del Título III del Libro Segundo del Código Penal, titulado “De los agravios inferidos por los funcionarios públicos a los derechos garantizados por la Constitución”, integrado por los artículos 148 y siguientes del mencionado Código.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo expresó que considera apropiada la interpretación que hace el Honorable Senador señor Fernández, pero debe quedar clara en la historia de la ley, a través de una constancia expresa. 


El abogado Jorge Bofill estableció que no está interiorizado de los aspectos reglamentarios traídos a colación, pero que hay que tener presente que la discusión debería estar centrada en el inciso tercero y en el nuevo inciso cuarto propuesto. El inciso tercero se refiere a los intereses sociales difusos y permite que personas domiciliadas en la región se puedan querellar.


El proyecto del Senado sustituye esta norma por otra, que establece que sólo los servicios públicos que tengan en su ley orgánica una atribución expresa podrán presentar querellas. El proyecto de la Cámara mantiene la regla de los intereses difusos y, a continuación, repite la del Senado. 


Además, el artículo 6º del proyecto contiene una norma propuesta por la Cámara de Diputados, rechazada por el Senado en el tercer trámite, que modifica la ley orgánica del Ministerio del Interior para permitirle querellarse en caso de delitos que generen alarma pública, lo que está muy relacionado con la modificación que restringe las querellas de los servicios públicos sólo a los casos en que estén expresamente facultados por la ley para hacerlo.


 Permitir querellas populares es actuar como si el Ministerio Público no existiera. Si los organismos técnicos tienen aportes que hacer en el proceso deben asumir el papel de coadyuvantes de la labor del Ministerio Público, pero no deben actuar como querellantes.


Expresó que las excepciones a la regla general del inciso primero del artículo 111 tienen que ser lo más acotadas posibles. Agregó que el límite de tales excepciones es una decisión política, que debe evitar que se desdibuje el rol del Ministerio Público.


El señor Fiscal Nacional acotó que considera que la expresión “intereses sociales relevantes”, que usa el inciso tercero del artículo 111, no es clara y debe ser eliminada. Respecto de los organismos públicos, observó que la facultad de presentar querellas debe estar expresamente señalada en sus estatutos. Sobre el punto, recalcó que la facultad de “hacerse parte”, que tienen muchos organismos públicos en sus normas orgánicas, pierde totalmente sentido en el nuevo proceso penal, donde no existe una figura asimilable y no puede interpretarse analógicamente que esta facultad supone la de presentar querellas. Estimó que la pluralidad de querellantes no es buena para los objetivos del proceso.


El Honorable Diputado señor Burgos expresó que está de acuerdo conque no hay que desarticular la estructura fundamental de la titularidad de la acción penal del Ministerio Público y de la víctima, por la vía de consagrar excepciones numerosas o que se puedan interpretar ampliamente. Con todo, y según la experiencia de la Subsecretaría del Interior, es muy importante que el Ministerio del Interior tenga la facultad que le concede el artículo 6º del proyecto de la Cámara, porque, independientemente de las atribuciones y roles del Ministerio Público, aquél es el responsable político por la seguridad pública.


El Honorable Diputado señor Bustos consideró que hay que mantener la norma propuesta por la Cámara para el Ministerio del Interior y que hay que entender que, en el caso de delitos que afectan intereses colectivos, como los que dañan el medio ambiente, hay un conjunto importante de víctimas que tienen la posibilidad de interponer acciones judiciales, conforme al principio general establecido en el inciso primero del artículo 111.


- Sometida a votación la discrepancia, la Comisión Mixta aprobó la alternativa del Senado por la unanimidad de los presentes, Honorables Senadores señores Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos y Ceroni.

Nº 8)


Ha pasado a ser Nº 14) en la numeración de la Cámara de Diputados. La modificación en comento incide en el artículo 129 del Código Procesal Penal, sobre detención en caso de flagrancia. El inciso final de esta norma establece que la policía deberá detener al sentenciado a penas privativas de libertad que haya quebrantado su condena y al que se fugue estando detenido o en prisión preventiva.


El Senado, en el primer trámite, amplió estas hipótesis, contemplando también la obligación policial de detener al que tenga orden de detención pendiente, al que sea sorprendido en violación flagrante de medidas cautelares personales y al que infrinja la condición impuesta para conceder el beneficio de suspensión condicional del procedimiento, consistente en abstenerse de frecuentar determinados lugares o personas, impuesta por el juez para proteger a terceros. 

La Cámara, en el segundo trámite, agregó, además, un nuevo inciso, que permite a la policía, cuando persiga a una persona a la que debe detener en relación con un crimen o simple delito, ingresar a un lugar cerrado con el solo propósito de practicar la detención. Cabe hacer presente que el Senado aprobó una disposición similar en el 
Nº 21) del artículo 1º del proyecto, que modifica el artículo 206 del Código Procesal Penal, sobre entrada y registro en lugares cerrados sin autorización judicial, pero sin hacer referencia a la vinculación con un crimen o simple delito. Como se verá más adelante, la Cámara suprimió dicho numeral. 


En el tercer trámite, el Senado rechazó la modificación de la Cámara.


El abogado señor Francisco Maldonado explicó que la diferencia entre ambas Cámaras no es sobre el contenido de la modificación sino respecto a la ubicación de la misma, porque el Senado propone colocarla en el artículo 206 del Código Procesal Penal, referido a la entrada y registro en lugares cerrados sin autorización judicial. La Cámara prefiere situarla en el artículo 129, sobre flagrancia, con el fin de destacar su carácter excepcional. Además, el texto de la Cámara acota la facultad a los casos en que el perseguido esté vinculado a un crimen o simple delito.


El Honorable Diputado señor Bustos explicó que la Cámara pretende precisar el concepto de flagrancia, incluyendo expresamente la actual persecución que la policía hace de una persona que huye. Esta precisión es muy importante para la policía, porque hace innecesario recurrir a interpretaciones.


El Honorable Senador señor Fernández consultó si la locución “ingresar a un lugar cerrado” está expresamente definida, porque parecería más apropiado emplear la expresión “lugares privados”, ya que pueden haber lugares privados cerrados y abiertos, por ejemplo, los sitios baldíos.


El abogado señor Jorge Bofill explicó que la expresión “lugares cerrados” es preferible porque está en correspondencia con las disposiciones de los artículos 204, 205 y 206 de Código Procesal Penal
, que distinguen entre lugares cerrados y abiertos al público.


El Honorable Senador señor Espina propuso aprobar la modificación de la Cámara de Diputados, eliminando la expresión “Asimismo”. Agregó que es discutible limitar la autorización para cuando se trate de crímenes y simples delitos, porque, en algunos casos, es importante que exista esta atribución en relación con meras faltas, por ejemplo, en las situaciones de violencia intrafamiliar.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, consideró apropiada la propuesta, pero agregó que, en vista y considerando que se está ampliando la figura de la flagrancia a situaciones que son asimiladas, es mejor cambiar el título del artículo 129.


- Sometida a votación la proposición de la Cámara, fue aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos y Ceroni, con las modificaciones materiales señaladas y otras formales de menor entidad.

Nº 9)


Mediante este numeral, el Senado modificó el artículo 130 del Código Procesal Penal, sobre situaciones de flagrancia, y reemplazó la letra e) de dicha disposición, que establece que las personas asaltadas, heridas o víctimas de un robo o hurto que reclamen auxilio podrán señalar al hechor, para efectos de considerarlo como delincuente flagrante, cuando el delito acaba de cometerse. 


La modificación introducida en el primer trámite extiende la figura a cualquier delito, no sólo robo y hurto, y agrega al testigo entre quienes pueden señalar al hechor, para efectos de tenerlo como delincuente flagrante.


En el segundo trámite, la Cámara añadió como requisito que el testigo tenga el carácter de presencial. En el tercer trámite, el Senado rechazó la modificación de la Cámara revisora.


El Honorable Diputado señor Bustos expresó que es mejor la propuesta de la Cámara, porque tiene una mejor redacción. Agregó que los testigos incluidos en la proposición deben ser presenciales.


El Honorable Senador señor Espina señaló que obviamente deben ser testigos presenciales. En ningún caso debería habilitarse a un testigo de oídas para fundamentar algo tan grave como una detención sin orden judicial.


- Sometida a votación la proposición de la Cámara, fue aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos y Ceroni.

Nº 10)


Ha pasado a ser Nº 16) en el proyecto de la Cámara. Este numeral enmienda el artículo 131 del Código Procesal Penal, referido a los plazos de detención. 


El Senado agregó, en el primer trámite, dos nuevos incisos a la disposición, estipulando que, en caso de que el detenido sea puesto a disposición del juez por orden del fiscal, este último será obligado a comunicar la situación al abogado de confianza del detenido o a la Defensoría Penal Pública y, si el fiscal omite esta diligencia, la obligación recaerá sobre la policía, la que cumplirá su deber de poner al detenido a disposición del juez entregándolo al personal de Gendarmería.


La Cámara, en el segundo trámite, eliminó las obligaciones impuestas a la policía.


El Senado, en el tercer trámite, rechazó la modificación de la Cámara revisora.

El abogado señor Jorge Bofill explicó que si el fiscal decide poner al detenido a disposición del juez, en virtud del artículo 131 del Código Procesal Penal, debe avisar al abogado de confianza del detenido o a la Defensoría, para que designe a un abogado. El Senado agregó que si el fiscal omite dar este aviso, la responsabilidad será de las policías.


La Honorable Diputada señora Guzmán expresó que ambas policías estuvieron de acuerdo en que no les corresponde asumir esta responsabilidad, porque su vinculación funcional es con la fiscalía y no con la defensoría.


- Sometida a votación la proposición de la Cámara, fue aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Espina, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos y Ceroni.

Nº 11)


Este numeral modifica el artículo 132 del Código Procesal Penal, referido a la comparecencia judicial en la primera audiencia después de la detención, a la que debe comparecer el fiscal, bajo sanción de que, en su ausencia, se liberará al detenido sin más trámite. 


En el primer trámite, el Senado dispuso, en la letra a) de este numeral, que a la primera audiencia pueda concurrir, en lugar del fiscal, su abogado asistente. Además, agregó, mediante la letra b) del mismo numeral, un inciso final a la disposición, que establece que si el juez declara ilegal la detención el fiscal podrá apelar.


En el segundo trámite, la Cámara rechazó ambas modificaciones y mantuvo el artículo 132 tal como está.


En el tercer trámite constitucional, el Senado rechazó la propuesta de la Cámara e insistió en su posición original.


El representante de la Defensoría Penal Pública expresó que la norma constitucional entrega la persecución penal al fiscal, por tanto, no es admisible que la ley modifique este aspecto y autorice al asistente del fiscal para hacerlo. Agregó que esta norma rompería el equilibrio entre fiscales y defensores


La representante del Ministerio Público señaló que la Constitución Política de la República se refiere al Ministerio Público como órgano, y no al fiscal como funcionario, por tanto, esta modificación tiene pleno asidero constitucional. Agregó, además, que el asistente del fiscal es un funcionario de planta, con título de abogado y que esta disposición haría más eficaz la gestión y permitiría mejorar la atención a los usuarios.


El Honorable Diputado señor Burgos hizo presente sus dudas respecto de la constitucionalidad de la norma del literal a), que tuvo origen en indicación parlamentaria, porque otorga atribuciones a funcionarios públicos.


El Presidente de la Comisión Mixta señaló que no se están otorgando atribuciones nuevas, diferentes de las que ya tiene el Ministerio Público, por lo que declaró que no existe vicio de constitucionalidad.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que la letra b) propuesta en este número tiene por finalidad permitir que el fiscal apele contra la resolución que declara ilegal la detención para evitar que las pruebas que la fiscalía obtuvo en esa detención sean declaradas ilícitas.


El señor Fiscal Nacional expresó que sólo parte de la jurisprudencia admite este recurso, porque constata acertadamente que la propensión a declarar ilegal la detención es percibida por la ciudadanía como un factor que influye en la inseguridad.


El señor Defensor Penal Público hizo presente que con la declaración de ilegalidad de la detención no concluye el proceso, sino que solamente se libera al imputado.


El señor Ministro de Justicia agregó que al Ejecutivo le preocupa el efecto desmoralizador que estos eventos causan en la policía. En efecto, ésta ve frustrados sus esfuerzos en el combate a la delincuencia y, además, los funcionarios aprehensores son sometidos a proceso en la justicia militar.


El Honorable Diputado señor Bustos manifestó que la extensión de las hipótesis de flagrancia ya aprobadas, materia de competencia del juez de garantía, basta para el objetivo perseguido y hace innecesario conceder el recurso de apelación que solicita el Ministerio Público.


- Puesta en votación la letra a) de la proposición del Senado, fue aprobada por mayoría de cinco votos contra cuatro. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Larraín y Viera-Gallo y el Honorable Diputado señor Uriarte. Votaron en contra los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos y Ceroni.


- La letra b) de la proposición del Senado fue rechazada por mayoría, por los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos y Ceroni. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Espina, Fernández y Viera-Gallo.

N° 12)


En este numeral, el Senado reemplazó el inciso segundo del artículo 139 del Código Procesal Penal. 


La disposición vigente preceptúa que la prisión preventiva sólo procede cuando las demás medidas cautelares personales sean insuficientes para asegurar las finalidades del procedimiento.


La enmienda consiste en agregar como causales para disponer la prisión preventiva, además del aseguramiento de los fines del procedimiento, la seguridad del ofendido o la de la sociedad. La disposición precisa, además, que será el juez quien determine si las demás medidas cautelares personales resultan insuficientes.


La Cámara de Diputados eliminó este numeral y el Senado rechazó la supresión.


El Honorable Diputado señor Burgos expresó que le parece más adecuado ubicar las dos nuevas circunstancias que añade el Senado, la seguridad del ofendido y la de la sociedad, en el artículo 155, sobre otras medidas cautelares personales, y no en el artículo 139.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo hizo presente que el Senado adecuó la norma del Código de Procedimiento Penal relativa a la prisión preventiva a lo que prescribe al respecto la letra e) del número 7° del artículo 19 de la Constitución Política de la República. Además, planteó que el adverbio “sólo”, asociado en el artículo 139 vigente a la procedencia de la prisión preventiva, confunde, porque mueve a pensar que se estaría restringiendo la regulación constitucional de la libertad personal.


Destacó también que este ajuste se consideró necesario, en esta etapa, en vista de que la liberalidad de algunos jueces de garantía se contrapone a la cultura dominante en la comunidad, la cual aspira a ver en prisión a los inculpados.


El Honorable Senador señor Espina coincidió en que el artículo 139, tal como está, resulta más restrictivo que la propia Carta Fundamental y está en contradicción con varios proyectos de origen parlamentario que proponen reforzar el instituto de la prisión preventiva en diversas formas.


En su opinión, vincular la procedencia de esta medida cautelar a “las finalidades del procedimiento”, va más allá de las exigencias que la Constitución impone.


Para resolver esta cuestión, dijo su Señoría, no se puede prescindir que en la actualidad son numerosos los delincuentes reincidentes y narcotraficantes que quedan en libertad, no obstante los esfuerzos desplegados por las policías y el Ministerio Público.


Ambos señores Senadores destacaron que la modificación hecha por el Senado, además de adecuar el Código a la norma constitucional, tiene la virtud de hacer coherente la relación entre los artículos 139 y 155 del mismo. Y resaltaron que lo usual es que los jueces de garantía, en primerísimo lugar, acudan al artículo 139 del Código, que les dice cuándo y cómo es procedente la prisión preventiva.


El Honorable Diputado señor Bustos afirmó que lo técnicamente correcto es que la prisión preventiva proceda cuando las otras medidas cautelares personales son insuficientes. Consideró que la enmienda del Senado rompe la debida correspondencia entre los artículos 139 y 155, pues, para preservar la armonía entre esos preceptos, sería necesario repetir el contenido del segundo en el primero y eso es absurdo.


Manifestó que no hay tal adecuación a las disposiciones constitucionales, pues la Ley Fundamental hace procedente la prisión cuando sea necesaria “para las investigaciones” y, en cambio, el Código de Procedimiento Penal se refiere a las “las finalidades del procedimiento”, frase que tiene un contenido distinto a la primera.


El Defensor Público, señor Rodrigo Quintana, recordó que en el nuevo sistema procesal penal la prisión no es la regla general y se reserva para los casos de infracciones graves. Informó que los jueces de garantía decretan la prisión preventiva en el 90% de los casos en que la pide el Ministerio Público, lo que afecta a un 19% de los imputados llevados a la presencia judicial.


El Ministro de Justicia, señor Luis Bates, acotó que el concepto “seguridad de la sociedad” no ha sido definido por la ley, de modo que su delimitación queda entregada a lo que en cada caso deciden los tribunales.


- Puesta en votación la discrepancia, la Comisión Mixta aprobó la formulación contenida en el numeral 12) del artículo 1° del proyecto del Senado, con enmiendas de estilo, por cinco votos contra dos. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Espina, Fernández y Viera-Gallo y los Honorables Diputados señora Guzmán y señor Ceroni. Lo hicieron por la negativa los Honorables Diputados señores Burgos y Bustos.

- - - - - -


Como consecuencia de la modificación hecha al artículo 139, la Comisión Mixta constató que es necesario enmendar también el artículo 155 del Código Procesal Penal, con el fin de incluir la seguridad de la sociedad dentro de los objetivos que persiguen las medidas cautelares personales.


- El acuerdo se adoptó por cinco votos a favor y dos abstenciones. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Espina, Fernández y Viera-Gallo y los Honorables Diputados señora Guzmán y señor Ceroni. Se abstuvieron los Honorables Diputados señores Burgos y Bustos.

- - - - - -

Nº 13)


En este numeral, el Senado modificó el artículo 140 del Código Procesal Penal.


Dicho precepto fija los requisitos para ordenar la prisión preventiva. Su letra c) exige para ello que existan antecedentes calificados que permitan al tribunal considerar que la prisión es indispensable para el éxito de diligencias precisas y determinadas de la investigación o que la libertad del imputado es peligrosa para la seguridad de la sociedad o del ofendido.


El inciso segundo del artículo 140 enuncia las circunstancias en que se entenderá que la prisión es indispensable para el éxito de la investigación. El Senado intercaló la palabra “especialmente”, a continuación de la expresión inicial “Se entenderá”.


El inciso cuarto, por su parte, estipula que se entenderá que la libertad del imputado hace peligrar la seguridad del ofendido, cuando existan antecedentes calificados que permitan presumir que aquél realizará atentados graves contra éste o su familia o sus bienes. El Senado eliminó los vocablos “calificados” y “graves”, respectivamente.


La Cámara de Diputados eliminó este numeral y el Senado rechazó la supresión.


El Honorable Diputado señor Burgos explicó que la exclusión de la palabra “graves” es justificable, porque no puede establecerse que ciertos atentados contra el ofendido o su familia quedan excluidos del concepto de seguridad por el mero hecho de no ser graves. Pero la expresión “calificados” debe mantenerse, porque no cualquier antecedente debe servir para este propósito. Al respecto especificó que un mero rumor o apreciación liviana no deberá constituir motivo suficiente para determinar que el imputado representa un peligro para la seguridad del ofendido; en este sentido la expresión “calificados” debe seguir en la ley.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo expuso que sobre la inclusión de la palabra “especialmente”, en el inciso segundo, hay criterios dispares entre la Cámara y el Senado. Puntualizó que la inclusión de este vocablo aumenta las atribuciones del juez para decretar la prisión preventiva, lo que es concordante con la idea del Senado de eliminar el criterio de proporcionalidad en el artículo 141 del Código Procesal Penal.


- Sometida a votación la letra a), la inclusión en el inciso segundo de la palabra “especialmente”, fue aprobada por mayoría, por los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Larraín y Viera-Gallo y el Honorable Diputado señor Uriarte. Votaron en contra los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos y Ceroni.


- Sometida a votación la letra b), relativa a la exclusión, en el inciso cuarto, de las palabras “calificados” y “graves”, por unanimidad, los Honorables Senadores señores Espina, Fernández y Viera-Gallo y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos y Ceroni, decidieron eliminar la palabra “graves” y mantener la palabra “calificados”. 

Nº 14)


En este numeral, el Senado reemplazó el artículo 141 del Código Procesal Penal, relativo a la improcedencia de la prisión preventiva.


El inciso primero de la norma vigente enuncia una regla general de improcedencia, cual es, que la prisión preventiva no podrá ordenarse cuando aparezca como desproporcionada en relación con la gravedad del delito, las circunstancias de su comisión y la sanción probable.


Luego, el inciso segundo, en tres literales, pormenoriza algunas situaciones específicas que hacen improcedente la medida cautelar personal de que se trata. Ellas son: que la pena del delito imputado sea únicamente pecuniaria o privativa de derechos o una privativa o restrictiva de libertad que no supere el presidio o reclusión menor en su grado mínimo (61 a 540 días); que se trate de un delito de acción privada, y que el tribunal considere que, en caso de condena, el imputado pueda ser objeto de alguna medida alternativa a la privación o restricción de libertad y acredite tener una vinculación permanente con la comunidad que dé cuenta de su arraigo familiar o social.


El inciso tercero establece la obligación del imputado de permanecer en el lugar del juicio y de comparecer a las actuaciones procesales y a la ejecución de la sentencia.


De conformidad con el inciso cuarto, se podrá decretar la prisión preventiva si el imputado incumple alguna medida cautelar o si, a juicio del tribunal, pudiera incumplir las obligaciones del inciso anterior.


El texto de reemplazo aprobado por el Senado para este artículo 141 elimina la causal de falta de proporcionalidad en relación con la gravedad del delito, las circunstancias de su comisión y la sanción probable, y la de estar penado el delito imputado únicamente con una sanción privativa o restrictiva de libertad que no supere el presidio o reclusión menor en su grado mínimo (61 a 540 días). 

En el segundo trámite, la Cámara de Diputados sustituyó el artículo 141 contenido en el numeral 14), que pasó a ser 17), reponiendo la causal genérica contenida actualmente en el primer inciso del mismo, esto es, que la prisión preventiva no podrá ordenarse cuando aparezca como desproporcionada en relación con la gravedad del delito, las circunstancias de su comisión y la sanción probable. 


Además, en el inciso segundo del proyecto que propone la Cámara revisora, se restablece la causal que el Senado, en su texto, había suprimido de la letra a) del artículo 141, que es la de estar penado el delito imputado únicamente con una sanción privativa o restrictiva de libertad que no supere el presidio o reclusión menor en su grado mínimo (61 a 540 días). Sin embargo, se la sujeta a la condición de que si el imputado puede ser objeto de una medida alternativa y existe una necesidad cautelar especialmente relevante, se impondrá de preferencia la alternativa; la norma contempla una contra excepción, consistente en que de todos modos se impondrá la prisión preventiva si ello resulta indispensable para satisfacer la necesidad cautelar.


El Senado rechazó el texto sustitutivo del artículo 141 aprobado por la Cámara de Diputados.


El Ministro de la Corte de Apelaciones de Temuco, señor Hugo Llanos, expresó que la Asociación de Magistrados ve con mucha preocupación las modificaciones que se hacen en el Código Procesal Penal, respecto de la prisión preventiva, en especial, las que inciden en el artículo 141. Señaló que él proviene de una región donde la reforma se está aplicando desde hace 5 años, por lo que la experiencia que se ha adquirido durante este período demuestra que los mecanismos relativos a la no aplicación o a la prohibición de decretar la prisión preventiva han funcionado correctamente.


Agregó que es importante que quede a salvo la facultad del juez de determinar, en cada caso, cuando la prisión preventiva puede ser desproporcionada a la gravedad del delito y argumentó que los jueces, en general, han sido prudentes en la aplicación de esta disposición.


La Jueza de Garantía de Santiago, señorita Francisca Zapata García, planteó que los jueces de garantía entienden que la actual redacción del artículo 139, ya modificado por esta Comisión Mixta, que es la norma eje de la prisión preventiva, restringe esta cautelar a los fines propios del procedimiento. Los preceptos que siguen al artículo 139 son sólo particularizaciones de este principio general.


Agregó que en toda prisión preventiva se discute si en el caso particular es de verdad necesaria, porque son insuficientes otras medidas cautelares.


Señaló que el cambio introducido al artículo 139 modifica toda la construcción sobre la prisión preventiva, incorporando como base del sistema el concepto de “peligrosidad” del delincuente.


Expresó que, hasta ahora, el contenido del concepto de peligro para la sociedad ha sido reconducido a los fines generales del procedimiento, principio que es aceptado por el derecho internacional sobre derechos humanos para la prisión preventiva, lo que implicaba decretar tal medida sólo en caso de peligro de fuga. Con la involución que plantea la modificación del artículo 139, las enmiendas en los artículos 140 y 141 son simplemente detalles.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que si se mantiene el criterio de proporcionalidad a la gravedad del delito para efectos de aplicar la prisión preventiva se está yendo más allá de lo que la Constitución Política de la República establece en esta materia, y se podría llegar al extremo de que, aun cuando el imputado fuera peligroso para la víctima, no se le impondría la prisión preventiva si no hubiera proporcionalidad entre ésta y la pena aplicable en el proceso.


- Sometido a votación el texto del Senado, fue aprobado por mayoría de cinco votos contra cuatro. Estuvieron a favor los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Larraín y Viera-Gallo y el Honorable Diputado señor Uriarte. Votaron en contra los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos y Ceroni.

- - - - - -


Como consecuencia de la norma aprobada con anterioridad, el Honorable Senador señor Espina propuso modificar el artículo 146 del Código Procesal Penal
, que establece una caución para reemplazar la prisión preventiva. Esta modificación es necesaria porque, como consecuencia del endurecimiento de las normas sobre libertad condicional, es importante que los imputados a los que se aplica una medida de prisión preventiva por representar peligro para la sociedad o para el ofendido, no deben poder reemplazar la prisión preventiva por una caución en dinero, ocupando el mecanismo que establece el citado artículo 146. Para ello, es necesario incluir la palabra “únicamente” entre los vocablos “impuesta” y “para”. 


Esta inserción limita la opción que establece el citado artículo únicamente al caso del imputado privado de libertad al que se ha impuesto la prisión preventiva como forma de garantizar su comparecencia en el juicio. Por otra parte, ella corrige una tendencia de la jurisprudencia a otorgar al reemplazo de la cautelar de prisión por la de caución un contenido que excede la voluntad del legislador, claramente expresada en los documentos en que consta la historia fidedigna del establecimiento del artículo 146, afirmó el Honorable Senador señor Espina. En último término, argumentó, el juez de garantía siempre conserva la facultad de levantar la cautelar privativa de libertad, si desaparecen las circunstancias que la justificaron, que son las de representar el inculpado un peligro para la sociedad o para la víctima.


- Votaron a favor de la proposición la unanimidad de los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Larraín y Viera-Gallo y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte.

- - - - - -

N° 15)


En este numeral, el Senado modificó el artículo 149 del Código Procesal Penal, relativo a los recursos relacionados con la medida de prisión preventiva, el cual dispone que será apelable la resolución que ordene, mantenga, niegue lugar o revoque tal medida, sólo cuando se dicte en una audiencia. En los demás casos no procederá recurso alguno. 


La enmienda consistió en intercalar, luego de la frase que admite el recurso de apelación, una oración que dispone que no obstará a la procedencia del mismo el que se haya decretado alguna de las medidas cautelares del artículo 155
.


La Cámara de Diputados suprimió este numeral y el Senado rechazó la eliminación.


El Honorable Diputado señor Burgos señaló que esta proposición obedece a cierta jurisprudencia sobre los recursos contra las resoluciones que deniegan la prisión preventiva cuando la resolución recurrida contenga la imposición de una medida cautelar de menor entidad. En este caso, algunas Cortes han entendido que no hay perjuicio reparable con la apelación.


El señor Fiscal Nacional subrogante expresó que esta norma, en ningún caso, recargará la tarea de las Cortes, tal como se ha temido, porque en la actualidad, la mayor parte de las veces en que el Ministerio Público no obtiene la prisión preventiva, recurre contra la resolución denegatoria.


El señor Defensor Nacional explicó que esta norma, de forma indirecta, podría dar lugar a que se interpongan más recursos de apelación contra esas resoluciones, porque rompe el esquema establecido en la ley, y reafirmado por la jurisprudencia, en el sentido de que es el juez de garantía el que tiene una mejor posición para decidir sobre las prisiones preventivas.


- La disposición fue aprobada por cinco votos contra tres. Recibió el voto favorable de los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Parra y Viera-Gallo y del Honorable Diputado señor Burgos. Votaron en contra los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Bustos y Ceroni.

N° 19), nuevo


La Cámara de Diputados insertó este numeral, en el segundo trámite, mediante el cual se modifica el artículo 157 del Código Procesal Penal, sobre procedencia de las medidas cautelares reales, que no son otras que las precautorias del Título V del Libro Segundo del Código de Procedimiento Civil
. 


La modificación tiene por objetivo incorporar al tercero civilmente responsable entre quienes pueden solicitar estas medidas, además del Ministerio Público y la víctima. El Senado rechazó el numeral.


Por aplicación del acuerdo general adoptado al tratar el numeral 3) del artículo 1°, la Comisión Mixta rechazó el N° 19), nuevo, introducido por la Cámara de Diputados.


- Acordado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Espina, Fernández y Zaldívar, don Andrés, y los Honorables Diputados señores Burgos, Bustos y Ceroni.

N° 18)


En este numeral, el Senado agregó una oración en el inciso segundo del artículo 182 del Código Procesal Penal, precepto que dispone que las actuaciones de investigación realizadas por el Ministerio Público y por la policía serán secretas para los terceros ajenos al procedimiento. El inciso segundo faculta al imputado y a los demás intervinientes para examinar los registros y documentos de ambas investigaciones.


La inserción que practicó el Senado permite al imputado y a su defensor obtener copias de los registros y documentos de la investigación del fiscal. 


La Cámara de Diputados sustituyó el referido inciso segundo, para permitir, además, obtener copias de los registros y documentos de la investigación policial. En el texto de la Cámara revisora este numeral pasó a ser 21).


El Senado rechazó el reemplazo. 


El abogado señor Francisco Maldonado recordó que el Senado estuvo por consagrar un acceso más limitado a la investigación policial. El fundamento detrás de esta modificación es que la policía lleva una investigación más amplia y no sólo limitada a lo estrictamente jurídico procesal; además, los datos obtenidos en la investigación policial generalmente se ocupan en varios procesos distintos, por tanto, el acceso de la defensa a estos antecedentes no pone a su alcance necesariamente datos relevantes para su juicio, pero puede entrabar otras investigaciones.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que es necesario proteger a terceros inocentes aludidos en la documentación de una pesquisa policial, cuyo honor está constitucionalmente garantizado.


El Fiscal Regional de la Región Metropolitana Occidente, señor Sabas Chahuán, expresó que otro de los problemas que tiene la proposición de la Cámara es el que plantea el querellante temerario. Esta parte, que es generalmente derrotada en el juicio, puede difundir los antecedentes policiales.


Hizo presente que el inciso final del precepto en comento impone la obligación de guardar secreto a todos los que conozcan actuaciones de la investigación, norma que debe relacionarse con los artículos del Código Penal que tipifican diversas figuras de violación del secreto, y añadió que la investigación de los delitos del crimen organizado se rige por regulaciones propias.


El Honorable Senador señor Chadwick señaló que la investigación policial se debe poner en todas las hipótesis posibles, incluso aquellas que, en definitiva, no tengan sentido desde el punto de vista jurídico. Que esto sea público no tiene ningún propósito plausible.


La Honorable Diputada señora Guzmán indicó que la parte medular de la investigación fiscal es la investigación policial y que es básico que la defensa tenga acceso a ella, para conservar la igualdad entre las partes. Agregó que este tema pone en evidencia que hay un cambio cultural aún no asumido, en el sentido de que el proceso penal ha pasado a ser público.


La Comisión Mixta decidió que el defensor tenga acceso a toda la investigación, pero que de la policial no pueda sacar copias.


- Acordado por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Parra y Viera-Gallo, y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Bustos, Burgos y Ceroni. 

N° 19)


En este numeral, el Senado modificó el artículo 190 del Código Procesal Penal, que se refiere a la comparecencia de testigos ante el Ministerio Público.


El citado artículo establece, en primer lugar, que los testigos citados están obligados a comparecer y a declarar, salvo los mencionados en el artículo 300
, y que no se les podrá exigir que depongan bajo juramento o promesa de decir verdad.


Su inciso segundo preceptúa que, si el testigo citado no comparece sin justa causa o, compareciendo, se niega injustificadamente a declarar, se le impondrán, respectivamente, las medidas de apremio previstas en el inciso primero del artículo 299
 y las sanciones contempladas en el inciso segundo del mismo. 


Las enmiendas del Senado consisten en reemplazar el inciso segundo y agregar uno cuarto, nuevo.


El inciso sustitutivo dispone que, tanto el reacio a comparecer como quien se niega a declarar, serán apremiados con arresto y multa, sin perjuicio de la responsabilidad penal que pueda caberles.


El inciso nuevo obliga a informar al testigo, antes de que declare, de los derechos que le confiere el artículo 305
, de la obligación de ser veraz y de la responsabilidad penal en que incurre si falta a la verdad a sabiendas.


La Cámara de Diputados eliminó este numeral y el Senado rechazó la supresión.


El señor Fiscal Nacional expresó que si, en definitiva, el legislador opta por consagrar la figura penal de obstrucción a la justicia, como aparece tipificada en el artículo 269 bis que propone la Cámara de Diputados, el Ministerio Público no ve inconveniente en que respecto de los artículos 190 y 299 del Código de Procedimiento Penal, que son objeto de modificaciones en los numerales 19) y 32) del artículo 1° del proyecto del Senado, se siga el criterio de la Cámara y se rechacen ambos numerales.


Ello, sin embargo, en el entendido de que se hará constar, para los efectos de la historia fidedigna del establecimiento de la norma, que el mencionado ilícito de obstrucción a la justicia comprende la conducta del testigo que deliberadamente incurre en falsedad en sus declaraciones ante el fiscal.


- En virtud de lo acordado respecto del artículo 2º del presente proyecto, se rechazó el Nº 19) del Senado, por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Larraín y Viera-Gallo y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte.
N° 20)


En este numeral, el Senado agregó un inciso final al artículo 197 del Código Procesal Penal, que regula los exámenes corporales del imputado o del ofendido.


La nueva disposición autoriza efectuar tales exámenes a personas sujetas a un control de identidad, si aparecen fundadas sospechas de que transportan dentro de su cuerpo drogas, sustancias estupefacientes o sicotrópicas ilegales.


La Cámara de Diputados suprimió este numeral y el Senado rechazó la eliminación.


La Honorable Diputada señora Guzmán observó que la disposición propuesta por el Senado resulta demasiado aflictiva para la intimidad de las personas, sobre todo porque en estos casos no hay una investigación ni una orden judicial, sino meras sospechas de un funcionario.


El Honorable Senador señor Espina explicó que la redacción propuesta por el Senado supone necesariamente el consentimiento del afectado o la autorización de un juez de garantía, por cuanto la modificación hace expresamente aplicable los dos incisos anteriores del artículo 197. Agregó que esta medida permite enfrentar un problema gravísimo, que ocurre habitualmente en las fronteras, donde se presentan personas que han sido contratadas como “burreros” para hacer este peligroso transporte de un país a otro.


El Honorable Diputado señor Bustos señaló que en la norma propuesta hay ciertas confusiones. Por ejemplo, la disposición faculta a hacer el examen con ocasión de un control de identidad, instituto que está regulado en el artículo 85 del Código Procesal Penal
 y tiene una lógica propia, porque en él no hay un imputado ni hay una persecución penal traducida en una investigación formalizada o desformalizada contra aquel cuya identidad se controla.


El Honorable Diputado señor Burgos expresó que esta norma hará posible que los jóvenes, que usualmente son los afectados por el control de identidad policial, serán ahora objeto de exámenes médicos invasivos.


El Honorable Senador señor Chadwick estimó que, durante un control de identidad, es posible que la policía sospeche que el controlado porta en su cuerpo drogas, pero esta medida debería limitarse a los controles fronterizos, porque no parece muy justificado ocupar este procedimiento en las calles de las ciudades.


El Fiscal Regional, señor Chahuán, hizo la salvedad de que los aeropuertos no están en las fronteras, por lo que debería hablarse de “control migratorio”, ya que en las fronteras, puertos y aeropuertos se hace obligatoriamente control de identidad.


El Honorable Diputado señor Bustos señaló que no es conveniente que una norma tan específica como ésta se incluya en el Código Procesal Penal, que debería regular sólo los casos generales. La técnica legislativa recomienda ubicarla en la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de sustancias estupefacientes y sicotrópicas, limitada sólo a los controles de identidad migratorios.


- La norma contenida en el N° 20) del proyecto del Senado, con las modificaciones indicadas, fue aprobada por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Parra y Viera Gallo y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Bustos y Burgos. 

N° 21)


En este numeral, el Senado agregó un inciso segundo al artículo 206 del Código Procesal Penal, relativo a la entrada y registro en lugares cerrados, sin autorización judicial.


El precepto vigente permite tal actuación a la policía, cuando las llamadas de auxilio de personas que se encuentran en el interior u otros signos evidentes indican que en el recinto se está cometiendo un delito. El Senado lo adiciona con una nueva causal, cual es, que la policía se encuentre en actual persecución de una persona a la que debe detener; en tal eventualidad, podrá ingresar para el sólo efecto de practicar la detención.


La Cámara de Diputados eliminó este numeral y el Senado rechazó la supresión.


El Honorable Senador señor Espina explicó que este asunto ya ha sido discutido anteriormente en el proyecto, porque la Cámara propuso una norma muy similar, como inciso final del artículo 129 del Código Procesal Penal, en el Nº 8) del artículo 1º de la iniciativa en informe. Como en su oportunidad fue aprobada la idea de la Cámara, esta modificación perdió su razón de ser.


- Se aprobó la supresión acordada por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de los parlamentarios presentes, Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Parra y Viera Gallo y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Bustos y Burgos.
N° 23)


En este numeral, el Senado agregó un inciso segundo al artículo 230 del Código Procesal Penal, que se refiere a la oportunidad para formalizar la investigación, lo que hará el fiscal cuando considere oportuna la intervención judicial en el procedimiento.


El inciso agregado por el Senado faculta al fiscal para ampliar, complementar o modificar la formalización, cuando en el curso de la investigación surjan nuevos antecedentes que lo hagan necesario.


La Cámara de Diputados reemplazó este nuevo inciso por otro, que permite al fiscal, por una sola vez, complementar la formalización de una investigación, en las mismas circunstancias antedichas. Además, otorga al defensor el derecho de solicitar diligencias precisas y determinadas, como consecuencia de la complementación de la formalización; en tal caso, el juez de garantía podrá fijar un nuevo plazo para la investigación, que no podrá exceder de seis meses.


El Senado rechazó la sustitución.


 El Fiscal Regional, señor Chahuán, explicó que su institución alcanzó un acuerdo con el Ministerio de Justicia y con la Defensoría Penal Pública, en mérito del cual solicitó rechazar tanto el texto de la Cámara como el del Senado y mantener la disposición tal como está.


- Las proposiciones del Senado y de la Cámara de Diputados fueron desechadas por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Larraín y Viera-Gallo y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte. 

N° 24)


En este numeral, el Senado introdujo diversas enmiendas al artículo 237 del Código Procesal Penal, sobre suspensión condicional del procedimiento. En efecto, se desglosa una oración del inciso primero para implantarla como inciso tercero; se inserta un nuevo inciso segundo; se sustituye el inciso cuarto, y se hace una intercalación en el inciso sexto.


El inciso primero del artículo 237 dispone que el fiscal y el imputado pueden solicitar al juez, de común acuerdo, la suspensión condicional del procedimiento. Y añade que el juez, para resolver, podrá requerir del Ministerio Público los antecedentes que considere necesarios. Es esta segunda parte la que se propone como inciso tercero.


El nuevo inciso segundo que plantea el Senado fija condiciones para que el fiscal pueda concurrir a este acuerdo, cuales son, que las características del hecho y las circunstancias concretas del imputado aseguren razonablemente que éste no volverá a delinquir.


El inciso que se propone como cuarto en el proyecto del Senado reitera la disposición actual, que obliga a oír al querellante que asista a la audiencia de suspensión condicional, y agrega una nueva, conforme a la cual el tribunal debe citar a la víctima por cualquier medio que asegure que ella tome conocimiento; su ausencia, sin embargo, no obsta a la realización de la audiencia.


Por último, en lo atinente al inciso sexto, que otorga al inculpado, al Ministerio Público y al querellante el recurso de apelación respecto de la resolución que se pronuncie sobre la suspensión condicional del procedimiento, la modificación del Senado incorpora, además, a la víctima.


La Cámara de Diputados sustituyó este numeral 24) por otro, que no incluye la modificación del Senado al inciso segundo, sobre condiciones para que el fiscal pueda concurrir al acuerdo de suspensión condicional, ni la obligación del tribunal de citar a la víctima por cualquier medio. En lugar de ello, sitúa como inciso segundo la oración que el Senado proponía como tercero y, en el inciso cuarto, dispone que sean oídos tanto el querellante como la víctima, si concurren a la audiencia de suspensión.


El Senado rechazó el reemplazo.


El Honorable Senador señor Espina señaló que esta norma tiene por finalidad evitar que se genere una tendencia a terminar los juicios por la vía de la suspensión condicional del procedimiento.


El Honorable Diputado señor Bustos expresó que la norma propuesta por el Senado en la letra b) supone que los fiscales podrían anticipar la conducta futura del imputado. Por otra parte, no tiene en consideración que pueden existir motivos distintos para solicitar esta medida, como lograr que el imputado colabore en otro juicio más importante.


El Honorable Senador señor Espina destacó que la obligación de citar a la víctima a la audiencia en que se ventilará la suspensión condicional del procedimiento, que la letra c) del texto del Senado impone al tribunal, es importante porque impide que dicha audiencia tenga lugar sin conocimiento de la víctima.


El señor Fiscal Nacional subrogante señaló que las salidas alternativas son muy significativas para la agilidad del proceso penal. Añadió que, en relación con la protección de la víctima, en el artículo 109, letra d), del Código Procesal Penal
, hay norma expresa que establece que el fiscal debe escucharla antes de presentar la solicitud de suspensión del procedimiento o de su terminación anticipada. De modo que lo procedente es oírla, y no imponer al tribunal la carga de citarla.


La letra d) del numeral 24) del Senado establece que la víctima también tendrá derecho a apelar contra la resolución que se pronuncie acerca de la suspensión del procedimiento.


El Honorable Diputado señor Bustos consideró que esta norma mejora la posición de la víctima dentro del procedimiento y que, en el entendido de que esta apelación debe contar con patrocinio de un abogado, conforme a las reglas generales, no debería afectar la agilidad de los procesos. 


- La Comisión Mixta aprobó la proposición de la Cámara, agregando la letra d) del texto del Senado, que ha pasado a ser letra c), por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Parra y Viera-Gallo y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos y Ceroni. 

N° 26), nuevo


Mediante este numeral, la Cámara de Diputados intercaló, en el inciso primero del artículo 241 del Código Procesal Penal, sobre procedencia de los acuerdos reparatorios, una frase que agrega al tercero civilmente responsable entre los actores que pueden intervenir en dichos acuerdos. El Senado rechazó el numeral.


- En virtud de lo acordado respecto del Nº 3), nuevo, del artículo 1º del proyecto, con la misma votación se rechazó el Nº 26), nuevo, introducido por la Cámara de Diputados.

N° 27)


En este numeral, el Senado agregó en el artículo 252 del Código Procesal Penal, sobre sobreseimiento temporal, una nueva causal, cual es que el acusado no haya comparecido a la audiencia del juicio oral y haya sido declarado rebelde.


La Cámara de Diputados suprimió el numeral y el Senado rechazó tal eliminación.


La Honorable Diputada señora Guzmán informó que la Cámara de Diputados rechazó este número por estimar innecesaria la disposición, toda vez que coincide con lo que es la práctica generalizada en el foro.


El señor Fiscal Nacional expuso que esta norma tuvo su origen en una propuesta de los magistrados y que ella responde a lo que actualmente es la usanza en los tribunales. Por tal motivo, fue de la opinión de que sería conveniente hacerla explícita.


El abogado señor Francisco Maldonado expresó que la proposición del Senado soluciona un problema interpretativo, para dejar asentado que el tribunal del juicio oral también puede dictar sobreseimiento temporal por las causales legales.

- El Nº 27) del Senado fue aprobado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Larraín y Viera-Gallo y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte.
N°s 30), 31) y 32), nuevos


Mediante estos tres numerales, la Cámara de Diputados inserta la figura del tercero civilmente responsable en los artículos 262, 273 y 275 del Código Procesal Penal.


El artículo 262 fija en diez días, antes de la audiencia de preparación del juicio oral, el plazo para notificar al acusado las actuaciones del querellante, las acusaciones particulares, las adhesiones y la demanda civil.


El artículo 273 señala a qué intervinientes debe llamar el juez a conciliación sobre las acciones civiles. Ellos son el querellante y el imputado.


El artículo 275 especifica cuáles intervinientes en el proceso podrán, conjuntamente, solicitar al juez de garantía que dé por acreditados hechos que no podrán ser discutidos en el juicio oral. En este caso, son el fiscal, el querellante y el imputado.


Por aplicación del acuerdo general adoptado al tratar el numeral 3) del artículo 1°, la Comisión Mixta rechazó los N°s 30), 31) y 32), nuevos, introducidos por la Cámara de Diputados.


- Acordado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Espina, Fernández y Zaldívar, don Andrés, y los Honorables Diputados señores Burgos, Bustos y Ceroni.

N° 28)


Mediante este numeral, el Senado introdujo dos modificaciones en el inciso segundo del artículo 276 del Código Procesal Penal, referente a la exclusión para el juicio oral de pruebas impertinentes o relativas a hechos públicos y notorios, los que no necesitan ser demostrados. 


El inciso segundo pormenoriza las condiciones que deberán reunirse para que el juez ordene reducir la prueba testimonial y documental. Así lo hará si estima que tales probanzas producirán en el juicio únicamente efectos dilatorios y los hechos que con ellos se pretende acreditar no guardan pertinencia sustancial con la materia que se someterá a conocimiento del tribunal de juicio oral en lo penal.


Las enmiendas del Senado tienen por finalidad incorporar la prueba pericial en dicha disposición.


La Cámara de Diputados reemplazó este numeral, que en su proyecto pasó a ser N° 33). Él contiene una modificación al artículo 276 que prescinde de lo obrado por el Senado en materia de prueba de peritos e interviene en el inciso tercero de este precepto. 


El citado inciso dispone que el juez excluirá también del juicio oral las pruebas que provengan de actuaciones o diligencias que hayan sido declaradas nulas y de aquellas obtenidas con inobservancia de garantías fundamentales. La norma de la Cámara de Diputados restringe la norma sólo a la prueba “de cargo”, esto es, la presentada por el Ministerio Público, de manera que no afectaría a la evidencia presentada por la defensa.


El Senado, en el tercer trámite constitucional, rechazó la sustitución de este numeral.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que en esta disposición el Senado se pone en el caso de que también sea posible que la defensoría obtenga probanzas de manera ilícita. Por ello eliminó la norma de la Cámara que limitó la exclusión sólo a las pruebas de cargo, esto es, a las ofrecidas por la fiscalía.


El abogado señor Bofill advirtió que la exclusión de la prueba pericial a que se refiere la proposición del Senado ya está establecida en los artículos 314 y siguientes del Código, que son objeto de enmiendas en este mismo proyecto, a fin de dejar aclarado que corresponde al juez de garantía hacer la exclusión de las pruebas periciales impertinentes. Incluir en el artículo 276 esta nueva regulación puede originar confusiones a la hora de intentar una interpretación armónica de estos preceptos.


- La Comisión Mixta, por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Bustos, Burgos, Ceroni y Uriarte, rechazó las modificaciones propuestas por el Senado y por la Cámara de Diputados, de modo que el artículo 276 no se modifica. 

N° 29)


En este numeral, el Senado modificó el artículo 277 Código Procesal Penal, relativo al auto de apertura del juicio oral. El inciso primero de ese artículo señala el contenido de dicha resolución y el segundo preceptúa que ella sólo será susceptible del recurso de apelación interpuesto por el Ministerio Público porque el juez de garantía ha excluido pruebas provenientes de actuaciones o diligencias declaradas nulas u obtenidas con inobservancia de garantías fundamentales.


El Senado agregó una expresión, en el inciso segundo, que reconoce también el recurso de apelación a la defensa, en la misma eventualidad.


La Cámara de Diputados sustituyó el numeral, que en su proyecto pasó a ser N° 34), por otro que agrega un inciso tercero al artículo 277, y prescinde de la enmienda del Senado. La nueva disposición propuesta otorga al fiscal la posibilidad de pedir el sobreseimiento definitivo de la causa, si por resolución firme se excluyen probanzas que el Ministerio Público considere esenciales para sustentar su acusación en el juicio oral.


El Senado rechazó el reemplazo.


El Honorable Diputado señor Bustos expresó que la intención de los Diputados, cuando analizaron el proyecto en segundo trámite, fue aceptar la propuesta del Senado y agregar un inciso tercero al artículo.


El Fiscal Nacional subrogante, señor Ayala, indicó que su institución está de acuerdo con la disposición de la Cámara, pero que preferiría que las opciones del fiscal frente a una exclusión de pruebas no queden limitadas sólo a pedir el sobreseimiento. En efecto, dijo, deberían incluirse otras salidas del proceso, como la decisión de no perseverar en él
. Agregó que hay que considerar que el sobreseimiento extingue la acción criminal y que puede ocurrir que, mientras la prescripción aún esté corriendo, surjan nuevas pruebas legítimas que permitan continuar la prosecución del juicio.


El Fiscal Regional, señor Chahuán, indicó que la facultad de no perseverar fue objeto de algunos reparos doctrinarios durante la tramitación del Código Procesal Penal, pero ellos fueron en definitiva desechados, por lo que no conviene revivir aquí un asunto que ya está resuelto. Agregó que este mismo artículo amplía a la defensa la posibilidad de apelar del auto de apertura del juicio oral y, en la letra a) del artículo 373, que se modifica en este mismo proyecto, se amplía el recurso de nulidad a todos los actos previos al juicio oral, incluyendo, por cierto, el auto de apertura. Por ello, y con el fin de mantener la igualdad entre las partes, procedería ampliar esta disposición también a la facultad de no perseverar.


El Defensor Nacional, señor Quintana, expresó que la obtención de pruebas con infracción de garantías fundamentales es un caso realmente extremo y reprensible, frente al cual no cabe otra cosa que el sobreseimiento definitivo, que justamente cierra la investigación y termina la persecución penal. Esto es una reparación mínima para quien fue víctima de una intrusión abusiva en su intimidad. Permitir que el fiscal tenga la opción de no perseverar en la investigación es permitir que ésta se prolongue indefinidamente, mientras no opere la prescripción
.


El Honorable Senador señor Espina expresó que debe aprobarse la proposición de la Cámara porque, de lo contrario, el fiscal podría tener permanentemente en jaque a una persona, la cual no tendría certeza sobre su situación jurídica.


El Honorable Diputado señor Bustos puntualizó que esta disposición, tal como está redactada, es un avance respecto de la situación actual, porque, según la legislación vigente, si se excluyen pruebas esenciales de la fiscalía, ésta igualmente tiene que ir a juicio oral. Destacó que la disposición es facultativa para el fiscal, que puede decidir ir a juicio si cuenta con otros medios para acreditar los hechos de su acusación. 


El abogado señor Francisco Maldonado hizo ver que en el momento procesal en que opera el artículo en discusión, el fiscal ya hizo la opción que establece el artículo 248 del Código Procesal Penal
 y, en definitiva, decidió acusar porque le asistía la convicción de tener una prueba concluyente. Si se parte de la base de que el fiscal de buena fe ha alcanzado una convicción acusatoria, la decisión del juez de excluir pruebas es un elemento absolutamente sorpresivo y, por eso, el fiscal debería tener la posibilidad de no perseverar.


- La Comisión Mixta aprobó las propuestas de la Cámara de Diputados y del Senado, por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte. 

N° 32)


En este numeral, el Senado reemplazó el inciso segundo del artículo 299 del Código Procesal Penal, que regula los efectos de la renuencia de los testigos a comparecer o a declarar. Lo sustituyó por dos reglas nuevas.


La disposición vigente sanciona al renuente en declarar con las penas que establece el artículo 240 del Código de Procedimiento Civil
. La modificación del Senado cambia ese castigo por un apremio de arresto, hasta que se preste la declaración, pero en caso alguno podrá la medida extenderse más allá de cinco días; todo ello sin perjuicio de la responsabilidad penal en que pueda incurrir el testigo rebelde.


La Cámara de Diputados suprimió el numeral y el Senado rechazó su eliminación.


 - En virtud de lo acordado respecto del artículo 2º del presente proyecto, se rechazó el Nº 32) del Senado, por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Larraín y Viera-Gallo y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte.
N° 35)


En este numeral, el Senado modificó el inciso primero del artículo 316 del Código Procesal Penal, precepto que regula la admisibilidad del informe de peritos y su remuneración. 


La Cámara de origen sustituyó la palabra “tribunal”, que figura dos veces en el inciso primero, por la denominación “juez de garantía”. Dicho inciso norma la admisibilidad del informe pericial.


La Cámara de Diputados hizo el reemplazo en los incisos primero y tercero. En su proyecto, el numeral pasó a ser N° 39). El inciso tercero versa sobre las atribuciones del “tribunal” para regular la remuneración del perito y la concurrencia de las partes al pago de la misma.


El Senado rechazó el reemplazo.


 El Honorable Senador señor Larraín señaló que la proposición de la Cámara es mejor, porque extiende la corrección de una imperfección que el Senado había hecho mediante este número.

- Sometida a votación la proposición de la Cámara, fue aceptada por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Larraín y Viera-Gallo y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte.
N° 36)


En este numeral, el Senado modificó el inciso segundo del artículo 319 del Código de Procedimiento Penal, que fija normas para la declaración de peritos en el juicio oral. El citado inciso dispone que si el perito se niega a prestar declaración, se le aplicará lo dispuesto para los testigos en el artículo 299 inciso segundo
. 


Cabe hacer presente que, conforme al nuevo texto aprobado por el Senado para dicho inciso, que ha sido rechazado por la Cámara de Diputados, correspondería aplicar al perito arresto por vía de apremio, hasta que declare y por no más de cinco días, sin perjuicio de la responsabilidad en que el perito pueda incurrir por su negativa.


La Cámara de Diputados eliminó el numeral y el Senado rechazó la supresión.


- En virtud de lo acordado en el artículo 2º del presente proyecto, se rechaza la proposición del Senado por la unanimidad de los parlamentarios señalados en dicho artículo.
N° 39)


En este numeral, el Senado agregó un inciso tercero, nuevo, al artículo 344 del Código Procesal Penal, que es el que fija el plazo para la redacción de la sentencia. La norma que se añade extiende dicho plazo en un día adicional por cada dos nuevos días de audiencia, cuando el juicio oral haya durado más de cinco días.


La Cámara de Diputados trasladó el contenido de este nuevo inciso, de manera que pasó a integrar el inciso primero del artículo en comento. El Senado rechazó la modificación.


La Comisión Mixta tuvo presente que el cambio es de ubicación y no afecta el fondo de la disposición, y que la redacción parece más adecuada, motivos por los cuales optó por la fórmula de la Cámara de Diputados.


El abogado señor Francisco Maldonado explicó que ambos textos apuntan en el mismo sentido, pero que el aprobado por la Cámara de Diputados es más completo.

- Sometida a votación la proposición de la Cámara, fue aceptada por la unanimidad de los parlamentarios presentes, Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Larraín y Viera-Gallo y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte.
N° 45), nuevo


Mediante este numeral, la Cámara de Diputados sustituyó el artículo 345 del Código Procesal Penal, que faculta al tribunal, una vez pronunciada la decisión de condena y siempre que lo considere necesario, para citar a una audiencia con el fin de abrir debate sobre los factores relevantes para la determinación y cumplimiento de la pena que el tribunal señalará.


El precepto sustitutivo hace obligatoria la audiencia, salvo que todos los intervinientes en el proceso opten por prescindir de ella. Además, en caso de que la audiencia tenga lugar, se permite a las partes concurrir con los antecedentes que justifiquen sus peticiones.


El Senado, en el tercer trámite constitucional, rechazó la sustitución propuesta.


El Defensor Nacional, señor Quintana, manifestó que esta norma resuelve la dificultad estratégica que se produce cuando la defensa ha efectuado un alegato de inocencia y debe plantear atenuantes en subsidio. Esto debilita el alegato principal de inocencia, porque importa reconocer la culpabilidad del imputado. Agregó que la norma deja abierta la posibilidad para que todos los intervinientes puedan pedir que la audiencia no se celebre y se vaya directamente al fallo. Señaló que la norma actual del artículo 345 del Código Procesal Penal establece que el juez tiene la facultad para ordenar esta audiencia, pero en la práctica ella casi nunca se decreta.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que en la discusión del proyecto que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (Boletín N° 3.021-07), se estableció que esta audiencia será obligatoria; pero para los demás casos es razonable que sea el juez quien decida si procede o no esta audiencia, porque, en algunos casos, la determinación de la pena será un asunto fácil y, en otros, en cambio, será un asunto de lata discusión.


El Honorable Senador señor Chadwick expresó que el objetivo de la norma es dar a la defensa un escenario adecuado para afirmar la inocencia del imputado y no tener que recurrir, simultáneamente, a alegatos subsidiarios.


El Honorable Diputado señor Bustos estimó que la lógica del sistema procesal penal actual hace casi impracticables las argumentaciones en subsidio, porque la defensa es oral y se efectúa en una sola audiencia. En estas condiciones, las alegaciones en subsidio debilitan la defensa, en desmedro de las posibilidades del inculpado de tener un juicio justo. 


Explicó que en el Derecho Penal moderno el tema de la determinación de la pena es considerado un asunto de importancia vital, porque el condenado debe ser castigado con una pena proporcionada a las circunstancias en las que actuó, de modo que, si es declarado culpable, aún le asiste el derecho básico a alegar atenuantes de responsabilidad.


El Fiscal Regional, señor Chahuán, señaló que hacer obligatorio algo que actualmente es facultativo puede generar un problema de gestión, porque, según lo dispuesto en el artículo 344 del Código Procesal Penal, el juez tiene un plazo para dictar sentencia de hasta cinco días. Entonces, estas alegaciones deberían hacerse en la misma audiencia en que se resuelve sobre la condena y no en otra posterior. Para ello habría que modificar el artículo 343 del Código Procesal Penal
, a fin de permitir que, además de las circunstancias ajenas al hecho punible, sean consideradas también, en la misma oportunidad, las demás condiciones modificatorias de la responsabilidad penal, permitiendo al tribunal postergar su decisión. Convendría dejar en claro que el análisis que se haga sólo podrá incluir los elementos de prueba que ya existen en el juicio y que no se admitirán nuevas pruebas.


De conformidad con lo expuesto, la Comisión Mixta acordó reemplazar el inciso final del artículo 343 del Código Procesal Penal por el siguiente: 

“En el caso de condena, el tribunal abrirá debate sobre las circunstancias ajenas al hecho punible, las circunstancias modificatorias de responsabilidad penal y sobre los demás factores relevantes para la determinación y cumplimiento de la pena, inmediatamente después de pronunciada la decisión a que se refiere el inciso primero y en la misma audiencia. Para dichos efectos, el tribunal recibirá los antecedentes que hagan valer las partes para fundamentar sus peticiones, dejando su resolución para la audiencia de lectura de sentencia.”.


- Acordado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte.


- Además, como consecuencia de lo anterior y con la misma votación, la Comisión Mixta decidió derogar el artículo 345, porque resultaría redundante y, en parte, contradictorio con el inciso final del artículo 343.

N° 42)


En este numeral, el Senado introdujo dos enmiendas en el artículo 348 del Código Procesal Penal, precepto que especifica el contenido de la sentencia condenatoria.


En primer lugar, en el literal a) de este número, intercaló una frase en el inciso segundo del artículo mencionado, el cual dispone que la sentencia, entre otras menciones, fijará el tiempo de detención o prisión preventiva que servirá de abono a la pena. La frase intercalada tiene como efecto que deba abonarse, además del tiempo de detención y de prisión preventiva, el de privación de libertad, total o parcial que haya sufrido el condenado.


La letra b) agrega al artículo 348 un inciso final, que otorga al tribunal la atribución de revisar de oficio las medidas cautelares personales impuestas.


La Cámara de Diputados reemplazó la letra a), recién descrita, por un texto que añade el factor proporcionalidad al abono de tiempo por los tres conceptos ya enunciados, esto es, la sentencia deberá fijar proporcionalmente el tiempo de detención, privación de libertad total o parcial y prisión preventiva que se abonará a la sentencia impuesta. En el proyecto de la Cámara este numeral pasó a ser N° 48).


El Senado rechazó el cambio.


La Comisión Mixta trató por separado cada uno de los dos literales que componen este numeral.


En lo tocante a la enmienda contenida en la letra a) del N° 42), el Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública estuvieron contestes en que es preferible que sea la ley la que establezca la proporción en que se harán estos abonos de tiempo, y no dejar entregada su determinación al criterio de cada tribunal, pues se puede originar una dispersión de interpretaciones del todo inconveniente. Además, la fijación del abono, como toda regla que consagra una pena, debe estar contenida en una norma de rango legal, pues de lo contrario podrá impugnarse su constitucionalidad.


El abogado del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, invocó como un antecedente legal que se podría tener en cuenta para resolver el asunto, el artículo 9° de la ley N° 18.216, conforme al cual se computa una noche por cada día de privación o restricción de libertad, para los efectos de la conversión de la pena inicialmente impuesta, tratándose de la reclusión nocturna.


El abogado señor Jorge Bofill destacó que el concepto de privación de libertad no está aún claramente delimitado y asentado en la legislación y en la cultura jurídica nacional. Por ejemplo, el arresto y el arraigo son formas de privación de la libertad personal y ambulatoria, y la detención, sobre todo a partir de la Reforma Procesal Penal, puede durar sólo algunas horas. Propuso, en consecuencia, remitirse a la letra a) del artículo 155 del Código Procesal Penal, que regula actualmente la medida cautelar personal de privación de libertad. Así se evitaría que los jueces entiendan que toda cautelar personal debe ser tomada en cuenta para efectos de la compensación proporcional con la pena impuesta.


La Honorable Diputada señora Guzmán expresó que la Cámara de Diputados ha sentado en su texto un principio que deberán utilizar los jueces. Debe esperarse un lapso prudente para ver qué aplicación ellos le dan, en cuanto a la imputación proporcional de las formas de limitación de libertad que permiten las cautelares personales. En todo caso, manifestó que la ubicación de la norma debe ser un artículo aparte y no puede ubicarse entre los que regulan las medidas cautelares personales.


La Comisión Mixta coincidió en que la forma de imputar a la pena los lapsos de privación o restricción de libertad que haya soportado el condenado debe estar señalada en la ley. Para ello, acordó que las privaciones de libertad que haya sufrido el condenado durante el proceso en virtud de lo dispuesto en el artículo 155 letra a) del Código Procesal Penal
, debe abonarse a la sentencia por cada día efectivo que ella haya durado, y que, en caso de resultar fracciones de día, debe imputarse un día completo por fracciones superiores a 12 horas.


- Este acuerdo fue adoptado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte.


En lo que dice relación con la letra b) del N° 42), que en el numeral respectivo de la Cámara de Diputados fue eliminada, el Honorable Diputado señor Bustos explicó que el motivo que hubo para suprimirla es que la revisión de las cautelares impuestas, al tiempo de imponer la condena, es un papel que, conforme a los principios de la Reforma Procesal Penal, corresponde al Ministerio Público y no al tribunal.


El señor Defensor Penal argumentó en el mismo sentido, añadiendo que la persecución penal pública es de competencia del Ministerio Público de principio a fin del proceso y que otorgar al tribunal esta facultad para revisar de oficio las cautelares importa atribuirle en la práctica un rol de árbitro, papel que no es el suyo.


El Honorable Senador señor Larraín propuso que sean ambos quienes puedan plantear tal revisión, tanto el fiscal cuanto el tribunal, actuando de oficio.


El Honorable Senador señor Espina hizo presente que no sólo la fiscalía vela por el interés de la sociedad, pues esa función también corresponde a los órganos del Estado encargados de administrar justicia. Anotó, además, que esta intervención se produce al final del proceso, cuando ya el tribunal se ha formado la convicción que verterá en la sentencia.


El Fiscal Regional, señor Chahuán, explicó que la fiscalía debe instar siempre por las cautelares porque, de otro modo, el condenado usualmente desaparecerá antes de la audiencia para lectura de la sentencia.


La Honorable Diputada señora Guzmán se manifestó contraria a otorgar esta atribución a los tribunales. Además, opinó que la defensoría debe tener el mismo derecho a intervenir para solicitar que se modifiquen o reduzcan las medidas cautelares impuestas al condenado.


El abogado señor Jorge Bofill dijo que muchos tribunales se pronuncian sobre las cautelares en la sentencia, porque entienden que el artículo 348 los faculta para ello cuando se refiere a la eventual aplicación de alguna de las medidas alternativas a la privación o restricción de libertad previstas en la ley. Con todo, hay otros que se inhiben de hacerlo, porque estiman que, conforme al Código, las cautelares son propias únicamente de la etapa de investigación. Apuntó que también puede solicitarlas el querellante.


La Honorable Diputada señora Guzmán explicó que, estando de acuerdo con la proposición de la Cámara, es mejor ocupar la expresión “a petición de algún interviniente” que “disponer de oficio”, porque no tiene mucho sentido establecerle esta responsabilidad directamente al juez si siempre en estos casos alguno de los intervinientes estará interesado en revisar las medidas cautelares.

- Sometida a votación la proposición de la Cámara de Diputados en relación con la letra b), fue aceptada con modificaciones menores, por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Larraín y Viera-Gallo y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte.
N° 49), nuevo


Mediante este numeral, la Cámara de Diputados enmendó la letra a) del artículo 373 del Código Procesal Penal, sobre causales del recurso de nulidad.


El mencionado literal prescribe que procederá la nulidad del juicio oral y de la sentencia, cuando en la tramitación del juicio o en el pronunciamiento de la sentencia, se hayan infringido sustancialmente derechos o garantías asegurados por la Constitución o por los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes.


La modificación consiste en reemplazar la expresión “tramitación del juicio”, por “cualquier etapa del procedimiento”. El Senado la rechazó.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo expuso que la modificación pretende ampliar la aplicación del recurso de nulidad a las gestiones desarrolladas durante la investigación. Señaló que, en el actual sistema, es el juez de garantía el llamado a cautelar y hacer cumplir la Carta Fundamental y ley en esta etapa, por tanto, incluir aquí, además, el recurso de nulidad, sería innecesario.


El abogado señor Bofill explicó que esta norma obedece al imperativo de rectificar una interpretación extremadamente restringida que hace la Corte Suprema del artículo 373, porque considera que la expresión “tramitación del juicio” se refiere única y exclusivamente al juicio oral, en circunstancias que en las etapas previas pueden ocurrir vicios o situaciones graves que redunden en la forma en que se desarrollará el juicio oral. Agregó que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 376 del Código Procesal Penal, la Corte Suprema sólo es llamada a conocer de la nulidad por esta causal, porque las demás son de cargo de las Cortes de Apelaciones, por tanto, la modificación propuesta no supone un aumento en la congestión de estos tribunales.


- La Comisión Mixta aprobó por unanimidad el N° 49, nuevo, del texto de la Cámara de Diputados, con los votos de los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte. 

N° 44)


En este numeral, el Senado, en dos literales, introdujo sendas modificaciones en el artículo 385 del Código Procesal Penal, que permite invalidar sólo la sentencia, y no el juicio oral, y dictar una de reemplazo.


La Corte que conozca el recurso podrá hacer esto cuando la causal de nulidad no se refiera a aspectos formales del juicio ni a la prueba, sino cuando la sentencia anulada haya calificado de delito un hecho que la ley no considera tal, haya aplicado una pena cuando no proceda hacerlo, o haya impuesto un castigo superior al que legalmente corresponde.


La letra a) del N° 44) hace igualmente procedente la sentencia de reemplazo cuando la nulidad haya sido pronunciada por haber impuesto la sentencia recurrida una pena inferior a la que legalmente corresponde. La letra b) agrega al precepto un inciso segundo, relativo al contenido de la sentencia de reemplazo.


La Cámara de Diputados sustituyó el numeral, que en su proyecto pasó a ser N° 51), de manera tal que omitió la modificación contenida en la letra a) del texto del Senado y mantuvo solamente la de la letra b), en términos idénticos. El Senado rechazó el reemplazo.


La Honorable Diputada señora Guzmán expresó que es función del tribunal determinar cuál es la pena que legalmente corresponde, de acuerdo a la certeza moral que alcance, y al fiscal sólo compete proponer una sanción. Permitir al Ministerio Público que recurra de nulidad contra la sentencia porque el tribunal ha impuesto una pena inferior es invadir la esfera de competencia de este último, vulnerando su autonomía e independencia.


El señor Defensor Penal apuntó que la modificación del Senado tendría por efecto un aumento considerable de causas que llegarían a la Corte Suprema, pues incentiva a recurrir de nulidad.


El señor Fiscal Nacional manifestó que en este punto no hay acuerdo con la Defensoría Penal Pública. Hizo ver que el artículo 385 da lugar a la nulidad de la sentencia por circunstancias que sólo interesa alegar a la defensoría. En cambio, si el recurrente es la fiscalía, en virtud del artículo 386 la nulidad afectará también al juicio oral, el que deberá repetirse, lo cual inhibe a los fiscales de ejercer este recurso.


El abogado señor Jorge Bofill explicó que no se incluye en el artículo 385 la posibilidad de alegar la nulidad de la sentencia que ha impuesto una pena inferior a la que corresponde, porque acto seguido la Corte debe dictar una sentencia de reemplazo, contra la cual no hay más recurso que el extraordinario de revisión. La norma refleja una decisión adoptada al establecerse el Código de Procedimiento Penal, que se ajusta a lo que postula al respecto la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José), suscrita en Costa Rica, en 1969, que es norma vigente en nuestro país
 
.


El Fiscal Regional, señor Chahuán, adujo que contra la sentencia condenatoria ya hubo un recurso, el de nulidad, que se ejerció; de otro modo no habría sentencia de reemplazo. Agregó que hay que tener presente que la sentencia recurrida, en estos casos, ya es una sentencia condenatoria, dictada luego del debido proceso, por tanto, el problema está circunscrito sólo a los vicios de la sentencia.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo planteó que en el Senado se partió de la base de que en los alegatos se planteará el tema, por lo que, en ningún caso, el posible aumento de pena se efectuará sin que ambas partes hayan tenido derecho a hacer valer su posición.


El Defensor Nacional, señor Quintana, expresó que si la proposición se aprueba tal como está, la sentencia de reemplazo sería una sentencia condenatoria dictada en única instancia, porque jurídicamente dicha nueva resolución reemplaza la sentencia recurrida.


El Honorable Diputado señor Bustos indicó que la sentencia de reemplazo que sube la pena puede estar motivada, por ejemplo, en una calificación jurídica diferente de los hechos, situación que es sumamente grave si no se realiza un nuevo juicio, pues el imputado no habrá podido defenderse.


El Honorable Senador señor Espina señaló que la norma planteada tiene por objetivo únicamente que la Corte Suprema pueda revisar problemas de determinación de la pena. Agregó que hay que tener presente que Chile no puede afrontar el costo de un nuevo juicio oral, que es bastante caro, por el solo hecho de que haya una discrepancia en la determinación de la pena en un juicio. Indicó que hay que tener muy presente que la sentencia de reemplazo se dicta siempre sobre la base de un veredicto de condena.


El Ministro Llanos explicó que la reforma propuesta por el Senado puede provocar algunos conflictos con la prohibición de la “reformatio in peius”
, generando problemas de interpretación. Agregó que en este caso la sentencia de reemplazo es una sentencia de única instancia más gravosa que la anulada, pero que no puede ser recurrida por ningún medio ordinario de impugnación, por lo que podrían presentarse dificultades en vista de los tratados internacionales sobre garantías procesales penales firmados por Chile.


El Honorable Senador señor Larraín consideró que si la sentencia de reemplazo establece una pena menor que la resolución anulada no hay inconveniente en que esta sentencia sea de única instancia. Pero, si importa una pena mayor, debería hacerse un nuevo juicio.

 - Sometida a votación la proposición de la Cámara de Diputados, fue aceptada por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Larraín y Viera-Gallo y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte.
N° 52), nuevo


Mediante este numeral, la Cámara de Diputados suprimió la parte final del inciso segundo del artículo 388 del Código Procesal Penal, precepto que dispone que el conocimiento y fallo de las faltas se sujetará al procedimiento previsto en el Título I, Procedimiento Simplificado, del Libro Cuarto del mencionado Código. 


El inciso segundo en cuestión prescribe que dicho procedimiento se aplicará también respecto de los hechos constitutivos de simple delito, para los cuales el Ministerio Público solicite una pena que no exceda de presidio o reclusión menores en su grado mínimo (61 a 540 días), salvo que su conocimiento y fallo se someta a las normas del procedimiento abreviado que se regula en el Título III del mismo Libro, cumpliéndose los demás presupuestos allí establecidos. 


La Cámara de Diputados suprimió, en este numeral, la excepción relativa a los simples delitos a los que corresponda aplicar el procedimiento abreviado. El Senado rechazó la supresión.


El abogado señor Francisco Maldonado explicó a la Comisión Mixta que la oración que se elimina es inductiva a confusión y de muy rara ocurrencia. En efecto, la aplicación de uno u otro procedimiento depende de la pena que solicite el fiscal: si aquélla no excede de 540 días, se empleará el simplificado si, por el contrario, sobrepasa ese margen, pero no va más allá de cinco años, se usará el abreviado.


 El Fiscal Regional señor Chahuán explicó que la inclusión de la oración que se propone eliminar no se justifica, ya que las normas generales establecen que las reglas del procedimiento ordinario son supletorias
.


La jueza de garantía señorita Zapata señaló que esta modificación es importante porque tiene que ver con el nuevo diseño que esta Comisión Mixta plantea para el procedimiento simplificado. Éste implica ámbitos de competencia para el procedimiento simplificado perfectamente delimitados en atención a la pena que corresponde a los delitos que se están investigando y que se llevan a juicio. Cuando la pena no supera los 540 días, siempre se aplica el procedimiento simplificado y nunca el abreviado. Si excede ese umbral corresponde, según la legislación actual, el procedimiento ordinario, pero, con los cambios ya aprobados, el fiscal puede solicitar que el procedimiento se torne en simplificado debido a la aparición de nuevas circunstancias que hacen variar la pena probable. Además, si hay admisión de responsabilidad en un juicio simplificado se abre una especie de procedimiento abreviado de menor cuantía y, en esa circunstancia, es muy importante especificar cuales son las normas supletorias. Por ello, afirmó, la disposición vigente debe ser modificada tal como propone la Cámara.

- Sometida a votación la proposición de la Cámara de Diputados, fue aceptada por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Larraín y Viera-Gallo y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte.
N° 50)


Mediante este numeral, el Senado insertó en el Código Procesal Penal un artículo 395 bis, nuevo, sobre preparación del juicio simplificado.


Su inciso primero dispone que si el imputado no admite responsabilidad, el juez procederá, en la misma audiencia, a la preparación del juicio simplificado.


El inciso segundo indica que una de las cuestiones que se ventilarán en dicho juicio será la autorización del juez para admitir informes periciales, sin la comparecencia del perito, cuando esos informes, por su estandarización o mecanización, ofrezcan suficientes garantías de autenticidad en su producción y claridad en sus resultados. Pero si una de las partes plantea una línea de examen concreta, relevante y plausible, el perito deberá comparecer.

La Cámara de Diputados reemplazó el numeral, al que le correspondió el N° 58) en su proyecto, por otro, que sólo contiene el primer inciso del nuevo artículo. El Senado rechazó la sustitución.


El abogado señor Bofill explicó que esta norma fue incorporada en el proyecto para el juicio simplificado; además, en el Nº 34) del artículo 1° de este proyecto, ya aprobado, se incorporó en el artículo 315 una norma muy similar para el juicio oral. Como en el juicio simplificado rigen supletoriamente las normas del juicio oral, recomendó rechazar esta norma, para que no surjan problemas interpretativos.


El Honorable Senador señor Espina agregó que el cúmulo de exigencias que impone el segundo inciso aprobado por el Senado es excesivo.

- La Comisión Mixta aprobó el texto de la Cámara de Diputados, por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte.

N° 52)


En este numeral, el Senado reemplazó el primer inciso del artículo 398 del Código Procesal Penal, que permite suspender por seis meses la condena y sus efectos, si concurren antecedentes favorables que aconsejen no imponerla.


La modificación del Senado reemplaza la referencia al “hecho imputado” por otra, a la “falta imputada”.


La Cámara de Diputados suprimió el numeral y el Senado rechazó la supresión.


El señor Fiscal Nacional explicó que el origen de esta disposición se encuentra en el Código de Procedimiento Penal, que contemplaba este beneficio para el caso de condenas por faltas. Durante la tramitación del Código Procesal Penal, sin embargo, el Senado incorporó los simples delitos, por la vía de referirse al “hecho imputado”, lo cual conlleva que se adicionen a la suspensión de la condena los beneficios de la ley 
N° 18.216
.


Por tal motivo, solicitó aprobar la nueva redacción que propone el Senado, que restringe el beneficio del artículo 398 a la condena por faltas, agregándole una oración que, aunque reiterativa
, estipule que no procederá el cúmulo de beneficios.

 - Sometida a votación la proposición del Senado, fue aprobada, con la modificación sugerida por el señor Fiscal Nacional, por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Larraín y Viera-Gallo y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte.
N° 53)


En este numeral, el Senado intercaló una oración en el artículo 399 del Código Procesal Penal, el cual estipula que contra la sentencia definitiva sólo podrá interponerse el recurso de nulidad y que el fiscal y el querellante sólo podrán recurrir si comparecieron al juicio. 


La oración que se agrega dispone que, en todo caso, del recurso de nulidad conocerá la respectiva Corte de Apelaciones. En la actualidad son competentes la Corte Suprema y las Cortes de Apelaciones, dependiendo de cual sea la causal invocada. Si el recurso se basa en que ha habido infracción sustancial de derechos o garantías asegurados por la Constitución o por los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, su conocimiento y fallo corresponden al Tribunal Supremo; si se funda en que la sentencia ha hecho una errónea aplicación del derecho que influye sustancialmente en lo dispositivo del fallo, compete a la Corte de Apelaciones respectiva.


La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, suprimió el numeral. El Senado rechazó su eliminación.


El abogado señor Bofill expresó que hay que tener en cuenta que la causal que conoce la Corte Suprema se refiere a las infracciones a las garantías del imputado consagradas en la Constitución y en los tratados internacionales ratificados. Agregó que las Cortes de Apelaciones conocen la mayor parte de los recursos en última instancia y la Corte Suprema queda muy liberada, por lo que las normas vigentes no imponen una carga adicional a los tribunales superiores. 


- La Comisión Mixta ratificó el rechazo de este número, por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte.

Nº 57)


En este numeral, el Senado agregó dos incisos, quinto y sexto, al artículo 470 del Código Procesal Penal. 


Este precepto se refiere a las especies retenidas y no decomisadas y dispone que, después de seis meses desde que ha quedado a firme la resolución que pone término al juicio, las cosas corporales retenidas y no decomisadas que no fueron reclamadas por su titular legítimo se venderán en pública subasta, a cargo del administrador del tribunal. El producto de los remates y el dinero y valores retenidos irán a la Corporación Administrativa del Poder Judicial. Si en el proceso se ha dictado sobreseimiento temporal o se ha suspendido condicionalmente el procedimiento, el plazo para la venta será de un año.


Los incisos agregados por el Senado ordenan que igual procedimiento se aplique a los bienes que estén bajo la custodia o a disposición del Ministerio Público, una vez transcurridos al menos seis meses desde que se dicten las resoluciones previstas en los artículos 167, 168, 170 y 248, letra c), del Código Procesal Penal
. Estas reglas no serán aplicables a las especies de carácter ilícito, respecto de las cuales el fiscal solicitará al juez de garantía que autorice y proceda a su destrucción. 


La Cámara de Diputados reemplazó este numeral, que en su proyecto pasó a ser Nº 63). La diferencia principal entre ambos textos es que el de la Cámara dispone que los bienes sean subastados por la Dirección General del Crédito Prendario, en lugar del administrador del tribunal, y aclara que el juez de garantía autorizará la destrucción, mas no procederá a ejecutarla, como da a entender la redacción alternativa, función que corresponderá al fiscal.


El Senado rechazó el reemplazo.


Los representantes del Ministerio Público aclararon que la expresión “especies de carácter ilícito” alude a la pornografía infantil, las drogas y las armas prohibidas.


La Honorable Diputada señora Guzmán expresó que las especies ilícitas a que hace referencia esta norma están generalmente en poder del Ministerio Público, por tanto, para evitar traslados, es mejor que el mismo Ministerio Público las destruya. Con todo, debería pedir una autorización previa al juez de garantía para efectuar dicha destrucción.

- Sometida a votación la proposición de la Cámara de Diputados, fue aceptada por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Larraín y Viera-Gallo y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte.
Nº 64), nuevo


Mediante este numeral, la Cámara de Diputados sustituyó el inciso segundo del artículo 485 del Código Procesal Penal, sobre entrada en vigencia del mismo respecto de hechos acaecidos en el extranjero. 


El inciso primero de dicho artículo hace aplicable el Código mencionado, a partir de su entrada en vigencia en la Región Metropolitana
, a los hechos acaecidos en el extranjero que sean de competencia de los tribunales nacionales. 


El inciso segundo extiende la aplicabilidad del mismo a las solicitudes de extradición pasiva y las detenciones que de éstas se sigan. Además, esta norma establece que los Ministros de la Corte Suprema, a quienes corresponde conocer de tales peticiones, de conformidad con lo dispuesto en el número 3º del artículo 52 del Código Orgánico de Tribunales, continuarán aplicando el procedimiento establecido en Código de Procedimiento Penal a las extradiciones pasivas solicitadas con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Penal en la Región Metropolitana.


La enmienda del inciso segundo, introducida por la Cámara de Diputados, en lugar de la circunstancia de ser “solicitada” la extradición con anterioridad a la fecha en cuestión, dispone que deberá estarse a la época en que hayan acaecido en el extranjero los hechos que motivan la petición de extradición.


El Senado rechazó la enmienda.


El señor Defensor Penal Público advirtió que el precepto en discusión abre la posibilidad de que el Código de Procedimiento Penal quede vigente sine die, lo que no se aviene con la voluntad de sustituirlo.


El Honorable Senador señor Larraín propuso revisar este punto en el proyecto de ley sobre empalme entre ambos sistemas procesales, que está en tramitación en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado (Boletín Nº 3.816-07). 


El abogado del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, precisó que se debe corregir un error del precepto que se modifica, porque lo que determina la aplicación del nuevo procedimiento penal a las solicitudes de extradición pasiva es la época en que tienen lugar los hechos que fundamentan la petición y no la fecha en que esta última se presenta ante un tribunal. A tal efecto, propuso una redacción apropiada.


Además, se precisa regular el tribunal competente, para lo cual el Código Orgánico de Tribunales debe adecuarse a la Reforma Procesal Penal.


Conforme al artículo 6° del mencionado Código Orgánico, quedan sometidos a la jurisdicción de los tribunales chilenos los crímenes y simples delitos perpetrados fuera del territorio de la República que el precepto indica.


El artículo 52 del mismo cuerpo legal dispone que un ministro de la Corte Suprema conocerá en primera instancia, entre otros asuntos, de los delitos de jurisdicción de los tribunales chilenos, cuando puedan afectar las relaciones internacionales de la República con otro Estado, y de las solicitudes de extradición pasiva. 


Para llenar el vacío deben hacerse enmiendas en el Código Procesal Penal, en el Código Orgánico de Tribunales y en la ley 
N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.


Así, debe sustituirse el artículo 167 del Código Orgánico de Tribunales, para establecer que los tribunales competentes, en los casos en comento, serán los jueces de garantía y los orales en lo penal de la jurisdicción de la Corte de Apelaciones de Santiago, conforme a un turno que dicho tribunal fijará.


Corresponde incorporar al Código Procesal Penal un artículo 20 bis, nuevo, de acuerdo con el cual las solicitudes de autoridades extranjeras para practicar diligencias en Chile se tramitarán a través del Ministerio Público, que recabará la intervención del juez de garantía del lugar en que ellas deban practicarse, cuando la naturaleza de las mismas lo haga necesario.


Por último, debe agregarse al artículo 27 de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público un inciso que disponga que sus facultades serán ejercidas por el fiscal adjunto de la Región Metropolitana que designe el Fiscal Regional Metropolitano con competencia en la comuna de Santiago, cuando se trate de actuaciones que le correspondan en relación con delitos cometidos en el extranjero que caigan dentro de la jurisdicción de los tribunales chilenos.


El Honorable Senador señor Espina señaló que el Senado, en el tercer trámite constitucional, estuvo de acuerdo con la proposición de la Cámara de Diputados, pero rechazó el artículo con el único propósito de discutir una norma que contuviera las reglas procesales y de competencia de los tribunales chilenos respecto de hechos acaecidos en el extranjero, que, en virtud de las leyes nacionales, deben ser juzgados en Chile, como, por ejemplo, los delitos cometidos por los Cónsules.

 
- La unanimidad de los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Fernández, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte aprobó las disposiciones que se incluyen en el numeral 61) del artículo 1º.


- Con el mismo quórum se acordó insertar un nuevo artículo 20 bis en el Código Procesal Penal, que está contenido en el nuevo numeral 2) del artículo 1° del proyecto; se introdujeron las modificaciones pertinentes en el artículo 167 del Código Orgánico de Tribunales, que figuran en el artículo 9° que se propone incorporar en la presente iniciativa de ley, y se agregó, en la nueva letra c) del artículo 5° de este proyecto, un nuevo inciso segundo al artículo 27 de la ley 
Nº 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.

Artículo 2º


El Senado, en el primer trámite constitucional, introdujo esta disposición que, en cuatro numerales, hace diversas reformas en el Código Penal.

Numeral 1)


Reemplaza el epígrafe del Párrafo 7º, “Del falso testimonio y del perjurio”, ubicado en el Título IV, del Libro II, por el siguiente:


“§ 7. De las falsedades vertidas en el proceso y del perjurio”.

Numeral 2)


Sustituye los artículos 206, 207, 208, 209 y 210 del Código Penal. 


El artículo 206 sanciona al que en causa criminal dé ante el juez falso testimonio a favor del imputado o acusado. El artículo 207, por su parte, reprime a quien en causa criminal dé ante el juez falso testimonio en contra del imputado o acusado. El artículo 208 establece que, si en virtud del falso testimonio se impuso al acusado una pena mayor a la correspondiente al perjurio, la misma sanción se aplicará al acusado. El artículo 209 castiga a quien dé falso testimonio en causa civil. Finalmente, el artículo 210 sanciona al que ante la autoridad o sus agentes perjure o dé falso testimonio en materia no contenciosa.


El Senado reemplazó todos estos artículos por seis nuevas disposiciones. 


El artículo 206 aprobado sanciona al testigo, perito o intérprete que falte a la verdad en su declaración, informe o traducción. El artículo 207 pena a quien, a sabiendas, presente ante un tribunal testigos, peritos, intérpretes u otros medios de prueba falsos. El artículo 208 reprime al testigo que, a sabiendas, falta a la verdad ante un fiscal del Ministerio Público, si ello perjudica la investigación, y al perito o intérprete que falten a la verdad en su informe o traducción presentada al Ministerio Público. El nuevo artículo 208 bis establece que se entiende que perjudica a la investigación la información que impide u obstaculiza el esclarecimiento de los hechos, la determinación de los responsables o conduce a la solicitud de medidas cautelares improcedentes o a acusaciones infundadas. El artículo 209, por su parte, castiga al que, a sabiendas, presente a un fiscal del Ministerio Público testigos, peritos, intérpretes u otros medios de prueba falsos o adulterados. Finalmente, el artículo 210 aprobado establece que, para los casos contemplados en los cinco artículos anteriores, constituirá circunstancia atenuante muy calificada la retractación oportuna, entendiéndose por tal aquella que tiene lugar ante el juez o el fiscal y que es realizada en tiempo y forma adecuados para ser considerada por el tribunal que debe resolver la causa.

Numeral 3)


En esta disposición el Senado reemplazó el artículo 212 del Código Penal, que establece que serán aplicadas las penas del falso testimonio al que, a sabiendas, presente en juicio criminal o civil testigos o documentos falsos. El artículo sustitutivo del vigente sanciona al que falte a la verdad en una declaración prestada bajo juramento o promesa exigidos por la ley.

Numeral 4)


En esta disposición el Senado introduce un nuevo artículo 212 bis que exime de responsabilidad penal al testigo, perito o intérprete que falta a la verdad en su declaración, informe o traducción prestada ante un tribunal y al testigo que, a sabiendas, falta a la verdad ante un fiscal del Ministerio Público, si ello perjudica la investigación, y al perito o intérprete que falten a la verdad en su informe o traducción presentada al Ministerio Público, cuando la conducta contraria implique que el testigo, perito o intérprete se autoincrimine o incrimine a un pariente.


La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, reemplazó el artículo 2º aprobado, por otro nuevo, compuesto por dos literales, que modifica el epígrafe del párrafo 2 bis del Título VI del Libro Segundo y los artículos 269 bis y 269 ter del Código Penal.

Letra a)


Mediante esta disposición, la Cámara reemplazó el epígrafe del párrafo 2 bis del Título VI del Libro Segundo, “De la obstrucción a la justicia”, por el siguiente: “De la obstrucción a la investigación”.

Letra b)


Está, a su vez, conformada por dos numerales.

Número 1)


En esta disposición, la Cámara sustituyó el inciso primero del artículo 269 bis del Código Penal, que sanciona al que rehúse proporcionar a los tribunales de justicia los antecedentes que conozca o que tenga en su poder que sirvan para establecer la existencia de un delito o la participación punible en él, y al que, con posterioridad al descubrimiento de estos antecedentes, los destruya, oculte o inutilice.

La modificación consiste en introducir cinco nuevos incisos que reemplazan al primero. 


Ellos sancionan al que, a sabiendas, obstaculice gravemente el esclarecimiento de un hecho punible o la determinación de sus responsables, mediante la aportación de antecedentes falsos que conduzcan al Ministerio Público a realizar u omitir actuaciones de la investigación. La pena es presidio menor en su grado mínimo (61 a 540 días) y multa de dos a doce unidades tributarias mensuales. La pena se aumenta en un grado si los hechos conducen al Ministerio Público a pedir cautelares o a deducir acusaciones infundadas. Si quien incurre en las conductas tipificadas es abogado, se le castiga, además, con suspensión de la profesión titular por el tiempo de la condena. La retractación oportuna, que también se define en uno de estos incisos, configura una circunstancia atenuante de responsabilidad penal.

Número 2)


En esta disposición la Cámara de Diputados modificó el inciso segundo del artículo 269 bis del Código Penal, con el objetivo de eximir de responsabilidad penal por el delito de obstrucción a la justicia, a quienes tengan la facultad de abstenerse de declarar por motivos personales
. 


El Senado, en el tercer trámite, rechazó la propuesta de la Cámara de Diputados, con excepción de la modificación introducida por ésta al artículo 269 ter del Código Penal.


La Comisión Mixta exhortó al Ministerio de Justicia, al Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública a buscar consenso en torno a una proposición respecto del tema de la falsedad en el testimonio prestado ante un fiscal.


Ellos plantearon una proposición que incorpora los contenidos de los textos aprobados por el Senado y por la Cámara de Diputados.


El personero del Ejecutivo explicó que la propuesta mantiene la modificación formulada por el Senado al artículo 206 del Código Penal, que pena al testigo, perito o intérprete que ante un tribunal falte a la verdad en su declaración, informe o traducción, y agrega, como inciso final, el artículo 212 bis del Código Penal comprendido en la fórmula de la Cámara alta, que excluye la responsabilidad penal de estos testigos, peritos o intérpretes que cometan este ilícito en favor de alguna de las personas indicadas en el artículo 305 del Código Procesal Penal
.


Agregó que la proposición mantiene de la misma forma el texto aprobado por el Senado en sustitución del artículo 207 del Código Penal, que sanciona al que a sabiendas presente ante un tribunal testigos, peritos o intérpretes que incurren en falsedad en su deposición.


En cambio, se reemplaza el artículo 208 del Código Penal aprobado por el Senado, que castigaba al testigo que falta a la verdad en su declaración ante el Ministerio Público perjudicando con ello la investigación, por una disposición nueva, que admite la retractación oportuna del testigo, perito o intérprete respecto de su declaración, informe o traducción falso prestado ante un tribunal, estableciendo qué se entiende por retractación oportuna y cuál es su efecto. 


Consecuencialmente, se eliminan el artículo 210 aprobado por el Senado, que se refería a la retractación oportuna, el artículo 208 bis aprobado por el Senado, que señalaba qué se entenderá por perjuicio a la investigación y el artículo 209, que castigaba al que a sabiendas presente ante un fiscal testigos, peritos o intérpretes a que se refiere el artículo 206 aprobado por el Senado.


Se mantiene el artículo 212 del Código Penal sustituido por el Senado, que castiga al que, fuera de los casos anteriormente señalados, falta a la verdad en un juramento o promesa exigido por ley.


La proposición contempla que la presentación a sabiendas ante un fiscal de testigos, peritos o intérpretes a que se refiere el artículo 206 aprobado por el Senado, será sancionada como “obstrucción a la investigación”, de acuerdo con la figura contemplada en una disposición propuesta por la Cámara de Diputados que reemplaza el actual artículo 269 bis del Código Penal.


Concluyó señalando que, en vista de esta proposición, las modificaciones al artículo 190 del Código Procesal Penal, contenidas en el artículo 1º, Nºs 19), 32) y 36), del proyecto del Senado, relativas a los artículos 190, 299 y 319 del Código Procesal Penal, pierden sentido y, por tanto, tal como lo hizo la Cámara en el segundo trámite constitucional, deben ser rechazadas.

El Fiscal Regional, señor Chahuán, explicó que su institución respalda la iniciativa presentada por el personero del Ministerio de Justicia, pero solicitó que se dejara expresa constancia en el informe de que la expresión “aportación de antecedentes falsos”, que ocupa la disposición que modifica el artículo 269 bis del Código Penal, comprende la declaración presentada ante el Fiscal.


- Sometida a votación la proposición arriba descrita, fue aprobada por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Larraín y Viera-Gallo y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte. Con igual votación fue aprobada la constancia solicitada por el Ministerio Público.
Artículo 3º


Mediante esta disposición, el Senado modificó el artículo 6º de la Ley Nº 19.665, que reforma el Código Orgánico de Tribunales. Esa norma crea la Comisión de Coordinación de la Reforma Procesal Penal.


La modificación aprobada por el Senado en el primer trámite aumenta de uno a cinco años el plazo de vigencia de dicha Comisión, contado desde que entre en vigencia la Reforma en la Región Metropolitana
, y crea una Comisión Regional de Coordinación de la Reforma Procesal Penal en cada una de las Regiones del país en que el nuevo proceso penal se encuentre vigente.


La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, aprobó la idea de crear las Comisiones Regionales antes señaladas, con la expresa excepción de una en la Región Metropolitana.


El Senado, en el tercer trámite, rechazó la modificación de la Cámara.


El Honorable Senador señor Larraín hizo presente la necesidad de crear una Comisión en la Región Metropolitana, para despejar el recargo que pesaría sobre la Comisión Nacional si aquélla no existiera. Para ello, debería eliminarse el Fiscal Regional como integrante de la Comisión Nacional y crearse comisiones regionales en todas las regiones del país, incluyendo la Región Metropolitana.


- Sometida a votación la proposición del Senado, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Larraín y Viera-Gallo, y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte.

Artículo 6º, nuevo


La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, introdujo este artículo, que modifica la letra a) del artículo 3º del decreto con fuerza de ley Nº 7.912, de 1927, del Ministerio del Interior.


La modificación consiste en agregar un nuevo párrafo al literal citado, con el objetivo de permitir que el Ministro del Interior, el Subsecretario del Interior, los Intendentes y los Gobernadores puedan deducir querella, cuando el o los hechos delictivos que la motivan hayan alterado el orden público, hayan afectado la seguridad pública generando en toda o en un sector de la población el temor de ser víctima de delitos de la misma especie o se trate de delitos contemplados en la ley Nº 19.327, sobre prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional o en la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas. 


El señor Ernesto Barros, Jefe de la División de Gobierno Interior del Ministerio del Interior, explicó que el precepto incluido en el proyecto por la Cámara de Diputados como artículo 6º recoge un planteamiento plasmado en indicación del Ejecutivo, que intenta resolver las dificultades generadas por la ausencia de uniformidad en la jurisprudencia. 


En efecto, hay muchos tribunales que admiten las querellas presentadas por los funcionarios aludidos en el artículo en comento en cumplimiento de su deber legal de resguardar el orden y la seguridad públicos, pero hay algunos que las rechazan, basados en el artículo 111 del Código de Procedimiento Penal. Sin embargo, actualmente el Ministerio interviene en más de un centenar de querellas interpuestas al amparo del artículo 111, lo que demuestra que es necesario hacer luz sobre este particular, despejar las dudas y ordenar la jurisprudencia.


La Comisión Mixta hizo presente que el Subsecretario no debe ser titular activo de estas querellas, porque su papel es básicamente administrativo y no político; que deberán especificarse claramente las circunstancias en que los funcionarios señalados en el precepto podrán deducir querella, a fin de evitar un eventual uso de la atribución con fines políticos contingentes; que no debe hacerse mención de leyes específicas que facultan al Ministerio del Interior para presentar querellas, porque en el futuro esa enunciación puede variar y llegar a ser insuficiente o excesiva, por lo que es mejor establecer una frase genérica, y que deberá definirse el contenido de los conceptos “alteración del orden público” y “afectación de la seguridad pública”.


Los Honorables Senadores señores Espina y Fernández hicieron indicación para incorporar un artículo 6º del siguiente tenor:


“Artículo ...- Introdúcese el siguiente párrafo segundo, nuevo, en la letra a) del artículo 3° del D.F.L N° 7.912 DE 1927, del Ministerio del Interior:


"Para los efectos señalados en el párrafo anterior de esta letra, y sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 111 del Código Procesal Penal, y de las facultades que se le otorgan en la Ley N° 12.927, sobre seguridad del Estado y la Ley N° 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad, el Ministerio del Interior, los Intendentes y Gobernadores en su caso, podrá, deducir querella en los siguientes casos.


a) Cuando él o los hechos alteraren el orden público, produciendo alarma pública, o afecten la seguridad pública generando en toda o en un sector de la población el temor de ser victima de delitos de la misma especie


b) Cuando se trate de los delitos contemplados en la Ley N° 20.000 que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.”. 

- La Comisión Mixta la aprobó por unanimidad, con ajustes de forma, con los votos de todos sus miembros presentes.


En sesión posterior, el señor Subsecretario del Interior, don Jorge Correa, pidió reabrir el debate sobre el artículo 6º, a lo que la Comisión Mixta accedió por la unanimidad de todos sus miembros.


En la misma oportunidad, el señor Subsecretario sometió a consideración de la Comisión Mixta algunas alternativas de texto sustitutivo del artículo 6º, que recogen en gran medida las observaciones formuladas durante el debate.


Así, explicó que se han eliminado las citas de normas legales que otorgan al Ministro y a algunos funcionarios del Ministerio facultades para querellarse, con excepción de las de las leyes Nº 19.327 y 
Nº 20.000, respecto de las cuales hay acuerdo en mencionarlas expresamente, y se han mantenido las referencias a disposiciones del Código Penal que tipifican figuras en que no hay un interés público comprometido. Se detalla el contenido de las causales consistentes en alterar el orden público y afectar la seguridad pública.


La Honorable Diputada señora Guzmán sostuvo que el texto modificado del artículo 111 del Código Procesal Penal es suficiente para los fines que pretende el Ministerio del Interior con este artículo 6º, por lo que anunció su voto contrario a la propuesta. 


El Honorable Senador señor Viera-Gallo, en cambio, declaró ser partidario de una norma como la que está en discusión, porque la autoridad tiene necesidad de esta facultad explícita, a fin de ser eficaz en la lucha contra el crimen organizado y la criminalidad difusa. Señaló que ella deberá ser empleada con criterio y ponderación, de modo de no reaccionar ante cualquier evento aislado, sino cuando realmente existe una situación de amenaza para el orden o la seguridad. Por último, recordó que a corto o mediano plazo estas atribuciones pasarán al Ministerio de Seguridad Ciudadana, cuya creación ya está anunciada.


La Comisión Mixta estuvo de acuerdo con la nueva propuesta del Ejecutivo y la aprobó, con enmiendas que despejan dudas de interpretación y delimitan con mayor exactitud el sentido y alcance de sus disposiciones. El texto respectivo está incluido en la proposición que hace la Comisión Mixta más adelante.


- El acuerdo se adoptó por mayoría de ocho votos contra uno. Se manifestaron a favor los Honorables Senadores señores Espina, Chadwick, Larraín y Viera-Gallo y los Honorables Diputados señores Bustos, Burgos, Ceroni y Uriarte. Votó en contra la Honorable Diputada señora Guzmán.

- - - - - -

En mérito del debate y resoluciones expuestos, se somete a la consideración del Senado y de la Cámara de Diputados la siguiente proposición, para que se pronuncien sobre ella en una sola votación:

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA
:

Artículo 1° 

(Modificaciones al Código Procesal Penal)

N° 1)

- Aprobar el siguiente:

“1) Sustitúyese el inciso tercero del artículo 9º, por el siguiente:

“Tratándose de casos urgentes, en que la inmediata autorización u orden judicial sea indispensable para el éxito de la diligencia, podrá ser solicitada y otorgada por cualquier medio idóneo al efecto, tales como teléfono, fax, correo electrónico u otro, sin perjuicio de la constancia posterior, en el registro correspondiente. No obstante lo anterior, en caso de una detención se deberá entregar por el funcionario policial que la practique una constancia de aquélla, con indicación del tribunal que la expidió, del delito que le sirve de fundamento y de la hora en que se emitió.”.”.
- - - - - - -


- Insertar el siguiente N° 2), nuevo:

“2) Introdúcese el siguiente artículo 20 bis:

“Artículo 20 bis. Tramitación de solicitudes de asistencia internacional. Las solicitudes de autoridades competentes de país extranjero para que se practiquen diligencias en Chile serán remitidas directamente al Ministerio Público, el que solicitará la intervención del juez de garantía del lugar en que deban practicarse, cuando la naturaleza de las diligencias lo hagan necesario de acuerdo con las disposiciones de la ley chilena.”.”.
- - - - - - -

N° 5)


- Pasa a ser N° 7), con el siguiente texto:

“7) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 70, por los dos siguientes:

“Si la detención se practica en un lugar que se encuentra fuera del territorio jurisdiccional del juez que emitió la orden, será competente para conocer de la audiencia judicial del detenido el juez de garantía del lugar donde se practicó la detención, cuando la orden respectiva haya emanado de un juez con competencia en un asiento de Corte de Apelaciones diverso. Cuando en la audiencia judicial se decrete la prisión preventiva del imputado, el juez deberá ordenar su traslado inmediato al establecimiento penitenciario del territorio jurisdiccional del juez del procedimiento. Lo previsto en este inciso no tendrá aplicación cuando la orden de detención emane de un juez de garantía de la Región Metropolitana y ésta se practique dentro de su territorio, caso en el cual la primera audiencia judicial siempre deberá realizarse ante el juzgado naturalmente competente.

En los demás casos, cuando deban efectuarse actuaciones fuera del territorio jurisdiccional del juzgado de garantía y se trate de diligencias u órdenes urgentes, el Ministerio Público también podrá pedir la autorización directamente al juez de garantía del lugar. Una vez realizada la diligencia o cumplida la orden, el Ministerio Público dará cuenta a la brevedad al juez de garantía del procedimiento.”.”.

N°s 7), 8), 9) y 10)


- Pasan a ser N°s 9), 10), 11) y 12), respectivamente, sustituidos por los siguientes:

“9) Reemplázase el inciso tercero del artículo 111, por el siguiente: 

“Los órganos y servicios públicos sólo podrán interponer querella cuando sus respectivas leyes orgánicas les otorguen expresamente las potestades correspondientes.”.

10) Sustitúyese el inciso final del artículo 129, por los dos siguientes:

“La policía deberá, asimismo, detener al sentenciado a penas privativas de libertad que ha quebrantado su condena, al que se fugue estando detenido, al que tenga orden de detención pendiente, a quien sea sorprendido en violación flagrante de las medidas cautelares personales que se le hayan aplicado y al que viole la condición del artículo 238, letra b), que le haya sido impuesta para la protección de otras personas.

En dichos casos, la policía podrá ingresar a un lugar cerrado, mueble o inmueble, cuando se encuentre en actual persecución del individuo a quien deba detener, para el sólo efecto de practicar la respectiva detención.”.

11) Reemplázase la letra e) del artículo 130, por la siguiente: 

“e) El que las víctimas de un delito que reclamen auxilio, o testigos presenciales, señalen como autor o cómplice de un delito que se ha cometido en un tiempo inmediato.”.

12) Agrégase al artículo 131 el siguiente inciso final, nuevo: 


“Cuando el fiscal ordene poner al detenido a disposición del juez, deberá, en el mismo acto, dar conocimiento de esta situación a su abogado de confianza o a la Defensoría Penal Pública.”.”.
N° 11)


- Pasa a ser N° 13), sustituido por el siguiente:


“13) Sustitúyese el inciso primero del artículo 132, por el siguiente:


“Artículo 132. Comparecencia judicial. A la primera audiencia judicial del detenido deberá concurrir el fiscal o el abogado asistente del fiscal. La ausencia de éstos dará lugar a la liberación del detenido.”.”.

N° 12)


- Pasa a ser N° 14), reemplazado por el que sigue:


“14) Reemplázase el inciso segundo del artículo 139, por el siguiente:

“La prisión preventiva procederá cuando las demás medidas cautelares personales sean estimadas por el juez como insuficientes para asegurar las finalidades del procedimiento, la seguridad del ofendido o de la sociedad.”.”.

N° 13)


- Pasa a ser N° 15), sustituido por el siguiente:


“15) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 140:


a) Intercálase, en su inciso segundo, el vocablo “especialmente”, después de la palabra “entenderá”, y

b) Suprímese, en su inciso cuarto, el vocablo “graves”.”.

N° 14)


- Pasa a ser N° 16), con el siguiente texto:

“16) Reemplázase el artículo 141, por el siguiente:


“Artículo 141. Improcedencia de la prisión preventiva. No se podrá ordenar la prisión preventiva:


a) Cuando el delito imputado esté sancionado únicamente con penas pecuniarias o privativas de derechos;


b) Cuando se trate de delitos de acción privada, y


c) Cuando el imputado se encuentre cumpliendo efectivamente una pena privativa de libertad. Si por cualquier motivo fuere a cesar el cumplimiento efectivo de la pena y el fiscal o el querellante estiman necesaria la prisión preventiva o alguna de las medidas previstas en el Párrafo 6º, podrá solicitarlas anticipadamente, de conformidad a las disposiciones de este Párrafo, a fin de que, si el tribunal acoge la solicitud, la medida se aplique al imputado en cuanto cese el cumplimiento efectivo de la pena, sin solución de continuidad.


Podrá en todo caso decretarse la prisión preventiva en los eventos previstos en el inciso anterior, cuando el imputado haya incumplido alguna de las medidas cautelares previstas en el Párrafo 6° de este Título o cuando el tribunal considere que el imputado puede incumplir con su obligación de permanecer en el lugar del juicio hasta su término y presentarse a los actos del procedimiento como a la ejecución de la sentencia, inmediatamente que fuere requerido o citado de conformidad a los artículos 33 y 123. Se decretará también la prisión preventiva del imputado que no asista a la audiencia del juicio oral, resolución que se dictará en la misma audiencia, a petición del fiscal o del querellante.”.”.

- - - - - -

- Insertar el siguiente Nº 17), nuevo:


“17) Intercálese, en el inciso primero del artículo 146, entre las palabras “impuesta” y “para”, el vocablo “únicamente”.

N° 15)


- Pasa a ser N° 18, sin otra modificación.

- - - - - - -


- Insertar el siguiente N° 20), nuevo:


“20) En el encabezado del inciso primero del artículo 155, insértase la frase “o la seguridad de la sociedad”, a continuación de la expresión “diligencias de la investigación”.”.
- - - - - - -

N° 18)


- Pasa a ser N° 22), con el texto que sigue:

“22) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 182, por el siguiente: 

“El imputado y los demás intervinientes en el procedimiento podrán examinar y obtener copias, a su cargo, de los registros y documentos de la investigación fiscal y podrán examinar los de la investigación policial.”.”.

N° 19)


- Suprimirlo.

N° 20)


- Pasa a ser artículo 8°, redactado como se indica a continuación:

“Artículo 8º.- Introdúcese el siguiente artículo 29 bis, nuevo, en la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas:

“Artículo 29 bis.- Los exámenes establecidos en el artículo 197 del Código Procesal Penal serán también procedentes cuando, en una diligencia de control de identidad migratorio, aparezcan fundadas sospechas de que la persona cuya identidad se controla porta dentro de su cuerpo, para efectos de transporte, drogas o sustancias estupefacientes o sicotrópicas ilegales. En este caso, se procederá de la forma dispuesta en los incisos segundo y tercero del artículo antes citado.”.”.

N°s 21) y 23)


- Suprimirlos.

N° 24)


- Sustituirlo por el siguiente:

“24) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 237:

a) Trasládase, desde su inciso primero, la oración: “El juez podrá requerir del Ministerio Público los antecedentes que estime necesarios para resolver.”, ubicándola como nuevo inciso segundo.

b) Sustitúyese el actual inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, por el siguiente: 


“Si el querellante o la víctima asisten a la audiencia en que se ventile la solicitud de suspensión condicional del procedimiento, deberán ser oídos por el tribunal.”.

c) Intercálase, en el inciso sexto, que ha pasado a ser inciso séptimo, después de la palabra “imputado,”, la frase “por la víctima,”.”.

N° 27)


- Pasa a ser N° 28), con el siguiente texto:

“28) Agrégase, en el artículo 252, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El tribunal de juicio oral en lo penal dictará sobreseimiento temporal cuando el acusado no haya comparecido a la audiencia del juicio oral y haya sido declarado rebelde de conformidad a lo dispuesto en los artículos 100 y 101 de este Código.”.”.

N° 28)


- Suprimirlo.

N° 29)

- Pasa a ser N° 30), reemplazado por el que sigue:

“30) Agrégase el siguiente inciso tercero al artículo 277: 

“Si se excluyen, por resolución firme, pruebas de cargo que el Ministerio Público considere esenciales para sustentar su acusación en el juicio oral respectivo, el fiscal podrá solicitar el sobreseimiento definitivo de la causa ante el juez competente, el que la decretará en audiencia convocada al efecto.”.”.

N° 32)


- Suprimirlo.

N° 35)


- Aprobar el siguiente texto:

“35) Reemplázase, en los incisos primero y tercero del artículo 316, la palabra “tribunal”, todas las veces que aparece, por las siguientes: “juez de garantía”.”.

N° 36)


- Suprimirlo.

- - - - - - -


- Intercalar como N° 40), nuevo, el que sigue:

“40) Reemplázase el inciso cuarto del artículo 343, por el siguiente:

“En el caso de condena, el tribunal abrirá debate sobre las circunstancias ajenas al hecho punible, las circunstancias modificatorias de responsabilidad penal y sobre los demás factores relevantes para la determinación y cumplimiento de la pena, inmediatamente después de pronunciada la decisión a que se refiere el inciso primero y en la misma audiencia. Para dichos efectos, el tribunal recibirá los antecedentes que hagan valer las partes para fundamentar sus peticiones, dejando su resolución para la audiencia de lectura de sentencia.”.”.

- - - - - - -

N° 39)


- Se aprueba, como N° 41), con el siguiente texto:

“41) Sustitúyese el inciso primero del artículo 344, por el siguiente:


“Artículo 344. Plazo para redacción de la sentencia. Al pronunciarse sobre la absolución o condena, el tribunal podrá diferir la redacción del fallo y, en su caso, la determinación de la pena hasta por un plazo de cinco días, fijando la fecha de la audiencia en que tendrá lugar su lectura. No obstante, si el juicio hubiere durado más de cinco días, el tribunal dispondrá, para la fijación de la fecha de la audiencia de lectura, de un día adicional por cada dos de exceso de duración del juicio. El transcurso de estos plazos sin que haya tenido lugar la audiencia citada, constituirá falta grave que deberá ser sancionada disciplinariamente. Sin perjuicio de ello, se deberá citar a una nueva audiencia de lectura de la sentencia, la que en caso alguno podrá tener lugar después del segundo día contado desde la fecha fijada para la primera. Transcurrido este plazo adicional sin que se dé lectura a la sentencia se producirá la nulidad del juicio, a menos que la decisión haya sido la de absolución del acusado. Si, siendo varios los acusados, se ha absuelto a alguno de ellos, la repetición del juicio sólo comprenderá a quienes hayan sido condenados.”.”.

N° 45), nuevo


- Reemplazarlo por el siguiente, con el N° 42):


“ 42) Derógase el artículo 345.”.

N° 42)


- Pasa a ser N° 45), redactado como se expresa:

“45) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 348:

a) Reemplázase el inciso segundo, por el siguiente: 

“La sentencia que condene a una pena temporal deberá expresar con toda precisión el día desde el cual empezará ésta a contarse y fijará el tiempo de detención, prisión preventiva y privación de libertad impuesta en conformidad a la letra a) del artículo 155 que deberá servir de abono para su cumplimiento. Para estos efectos, se abonará a la pena impuesta un día por cada día completo, o fracción igual o superior a doce horas, de dichas medidas cautelares que haya cumplido el condenado.”.

b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

“Cuando se pronuncie la decisión de condena, el tribunal podrá disponer, a petición de alguno de los intervinientes, la revisión de las medidas cautelares personales, atendiendo al tiempo transcurrido y a la pena probable.”.”.

N° 49), nuevo


- Pasa a ser N° 46), sin otra modificación.

N° 44)


- Pasa a ser N° 48), sustituido como sigue:

“48) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 385:


“La sentencia de reemplazo reproducirá las consideraciones de hecho, los fundamentos de derecho y las decisiones de la resolución anulada, que no se refieran a los puntos que hayan sido objeto del recurso o que sean incompatibles con la resolución recaída en él, tal como se hayan dado por establecidos en el fallo recurrido.”.”.
N° 52), nuevo


- Pasa a ser N° 49), sin otra modificación.

N° 50)


- Pasa a ser N° 55), reemplazado por el siguiente:

“ 55) Agrégase el siguiente artículo 395 bis: 

“Artículo 395 bis. Preparación del juicio simplificado. Si el imputado no admite responsabilidad, el juez procederá, en la misma audiencia, a la preparación del juicio simplificado, el cual tendrá lugar inmediatamente, si ello es posible, o a más tardar dentro de quinto día.”.”.

N° 52)


- Pasa a ser N° 57), con el siguiente texto:

“ 57) Reemplázase el inciso primero del artículo 398, por el siguiente:


“Artículo 398. Suspensión de la imposición de condena por falta. Cuando resulte mérito para condenar por la falta imputada, pero concurran antecedentes favorables que no hagan aconsejable la imposición de la pena al imputado, el juez podrá dictar la sentencia y disponer en ella la suspensión de la pena y sus efectos por un plazo de seis meses. En tal caso, no procederá acumular esta suspensión con alguno de los beneficios contemplados en la ley N° 18.216.”.”.

N° 53)


- Suprimirlo.

N° 57)


- Pasa a ser N° 61), reemplazado por el siguiente:


“ 61) Agréganse, en el artículo 470, los siguientes incisos quinto y sexto:


“Las especies que se encuentren bajo la custodia o a disposición del ministerio público, transcurridos a lo menos seis meses desde la fecha en que se dicte alguna de las resoluciones o decisiones a que se refieren los artículos 167, 168, 170 y 248, letra c) de este Código, serán remitidas a la Dirección General del Crédito Prendario, para que proceda de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior.


Lo dispuesto en los incisos anteriores no tendrá aplicación tratándose de especies de carácter ilícito. En tales casos, el fiscal solicitará al juez que le autorice proceder a su destrucción.”.”.

N° 64, nuevo


- Pasa a ser N° 62), reemplazado por el siguiente:

“62) Sustitúyese el artículo 485, por el siguiente: 


“Artículo 485. Entrada en vigencia respecto de hechos acaecidos en el extranjero. Este Código se aplicará a los hechos que acaezcan en el extranjero con posterioridad a su entrada en vigencia en la Región Metropolitana de Santiago y sean de competencia de los tribunales nacionales. Asimismo, se aplicará a las solicitudes de asistencia de autoridades competentes de país extranjero que digan relación con hechos ocurridos con posterioridad al 16 de diciembre de 2000.

A partir de esa fecha, también se aplicará a las solicitudes de extradición pasiva y detención previa a las mismas que reciba la Corte Suprema que versen sobre hechos ocurridos en el extranjero con posterioridad a la entrada en vigencia de la reforma procesal penal en la Región Metropolitana de Santiago. En consecuencia, los Ministros de esa Corte a quienes, en virtud del número 3° del artículo 52 del Código Orgánico de Tribunales, corresponda conocer las extradiciones pasivas que versen sobre hechos acaecidos con anterioridad a dicha entrada en vigencia, continuarán aplicando el procedimiento establecido en el Código de Procedimiento Penal.”.”.

- - - - - - -

Artículo 2°

(Modificaciones al Código Penal)


- Aprobar el siguiente:

“Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:


1) Reemplázase el epígrafe del párrafo 7 del Título IV del Libro Segundo, por el siguiente:

“7. De las falsedades vertidas en el proceso y del perjurio”.

2) Sustitúyense los artículos 206, 207, 208 y 212, por los siguientes:


“Artículo 206.- El testigo, perito o intérprete que ante un tribunal falte a la verdad en su declaración, informe o traducción, será castigado con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales, si se trata de proceso civil o por falta, y con presidio menor en su grado medio a máximo y multa de veinte a treinta unidades tributarias mensuales, si se trata de proceso penal por crimen o simple delito. 


Tratándose de peritos e intérpretes, sufrirán además la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.


Si la conducta se realiza contra el imputado o acusado en proceso por crimen o simple delito, la pena se impondrá en el grado máximo.


Están exentos de responsabilidad penal por las conductas sancionadas en este artículo quienes se encuentren amparados por cualquiera de los supuestos a que se refiere el artículo 305 del Código Procesal Penal.


Artículo 207.- El que, a sabiendas, presente ante un tribunal a los testigos, peritos o intérpretes a que se refiere el artículo precedente, u otros medios de prueba falsos o adulterados, será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio y multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales, si se trata de proceso civil o por falta, y con presidio menor en su grado medio a máximo y multa de veinte a treinta unidades tributarias mensuales, si se trata de proceso penal por crimen o simple delito. 


Los abogados que incurran en la conducta descrita, sufrirán además la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.


Tratándose de un fiscal del ministerio público, la pena será de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo. 


En todo caso, si la conducta se realiza contra el imputado o acusado en proceso por crimen o simple delito, la pena se impondrá en el grado máximo.


Artículo 208.- La retractación oportuna de quien haya incurrido en alguna de las conductas previstas en los dos artículos precedentes constituirá circunstancia atenuante muy calificada, en los términos del artículo 68 bis de este Código.


Retractación oportuna es aquella que tiene lugar ante el juez en condiciones de tiempo y forma adecuados para ser considerada por el tribunal que debe resolver la causa.


En todo caso, la retractación oportuna eximirá de responsabilidad penal en casos calificados, cuando su importancia para el esclarecimiento de los hechos y la gravedad de los potenciales efectos de su omisión así lo justifiquen.


Artículo 212.- El que fuera de los casos previstos en los artículos precedentes falte a la verdad en declaración prestada bajo juramento o promesa exigida por ley, será castigado con la pena de prisión en cualquiera de sus grados o multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales.”.


3) Sustitúyese el epígrafe del párrafo 2 bis del Título VI del Libro Segundo, por el siguiente:

“De la obstrucción a la investigación”.


4) Modifícase el artículo 269 bis, en la siguiente forma:


a) Sustitúyese el inciso primero, por los cinco siguientes:


“Artículo 269 bis.- El que, a sabiendas, obstaculice gravemente el esclarecimiento de un hecho punible o la determinación de sus responsables, mediante la aportación de antecedentes falsos que conduzcan al Ministerio Público a realizar u omitir actuaciones de la investigación, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de dos a doce unidades tributarias mensuales.


La pena prevista en el inciso precedente se aumentará en un grado si los antecedentes falsos aportados conducen al Ministerio Público a solicitar medidas cautelares o a deducir una acusación infundada.


El abogado que incurra en las conductas descritas en los incisos anteriores será castigado, además, con la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.


La retractación oportuna de quien haya incurrido en las conductas de que trata el presente artículo constituirá circunstancia atenuante. Tratándose de las conductas a que se refiere el inciso segundo, la atenuante se considerará como muy calificada, en los términos del artículo 68 bis.


Se entiende por retractación oportuna aquella que se produce en condiciones de tiempo y forma adecuados para ser considerada por el tribunal que deba resolver alguna medida solicitada en virtud de los antecedentes falsos aportados o, en su caso, aquella que tenga lugar durante la vigencia de la medida cautelar decretada en virtud de los antecedentes falsos aportados y que conduzca a su alzamiento o, en su caso, la que ocurra antes del pronunciamiento de la sentencia o de la decisión de absolución o condena, según corresponda.”.


b) En el inciso segundo, que ha pasado a ser sexto, sustitúyese la frase que sigue a la palabra “Código”, por la siguiente: “y el artículo 302 del Código Procesal Penal.”.


5) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 269 ter:


a) Agréganse, a continuación de la palabra “existencia”, los términos “o inexistencia”, y


b) Agrégase, a continuación de la frase “participación punible en él”, suprimiendo la coma (,) que la sigue, lo siguiente: “de alguna persona o su inocencia,”.

Artículo 3°


- Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 6º transitorio de la ley Nº 19.665, que reforma el Código Orgánico de Tribunales:


a) Suprímese, en el inciso segundo, la frase “por un Fiscal Regional elegido por el Consejo del Ministerio Público”, y la coma (,) que la precede.

b) Reemplázase, en el inciso sexto, la expresión “un año” por “cinco años”, y


c) Agréganse dos incisos finales, nuevos, del siguiente tenor:


“Créanse Comisiones Regionales de Coordinación de la Reforma Procesal Penal en cada una de las regiones del país. Estas Comisiones serán presididas por el Intendente Regional respectivo e integradas por el Secretario Regional Ministerial de Justicia, que actuará como secretario ejecutivo, por el Presidente de la Corte de Apelaciones, por el Fiscal Regional o los Fiscales Regionales, según sea el caso, del Ministerio Público, por el Defensor o los Defensores Regionales, por el Presidente Regional del Capítulo respectivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, por el Presidente del Colegio de Abogados con mayor número de afiliados en la Región respectiva, por los representantes zonales de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones de Chile, por el Director Regional de Gendarmería de Chile y por el Director Regional del Servicio Médico Legal.


Dichas Comisiones tendrán a su cargo labores de coordinación, seguimiento y evaluación de la reforma procesal penal en la región respectiva. Además, podrán sugerir propuestas tendientes a corregir el funcionamiento de la misma. Dependerán de la Comisión de Coordinación a que se refiere el inciso primero de este artículo, a la que remitirán, a lo menos trimestralmente, información sobre el funcionamiento y estadísticas del nuevo sistema de justicia penal.”.

Artículo 5°


- Agregarle la siguiente letra c), nueva, realizando los ajustes formales correspondientes en los otros literales:

“c) Incorpórase el siguiente inciso segundo al artículo 27: 

“Tratándose de delitos cometidos en el extranjero que sean de competencia de los tribunales chilenos, las facultades del Ministerio Público serán ejercidas por el fiscal adjunto de la Región Metropolitana que sea designado por el Fiscal Regional Metropolitano con competencia sobre la comuna de Santiago, sin perjuicio de las potestades que son propias del Fiscal Nacional conforme a esta ley orgánica constitucional.”.”.

Artículo 6°

- Aprobar el siguiente:

“Artículo 6º.- Introdúcese el siguiente párrafo segundo, nuevo, en la letra a) del artículo 3º del decreto con fuerza de ley 
N° 7.912, de 1927, del Ministerio del Interior:

“Para los efectos señalados en el párrafo anterior de esta letra, y sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 111 del Código Procesal Penal y de las demás facultades otorgadas por leyes especiales, el Ministro del Interior, los Intendentes y Gobernadores, según corresponda, podrán deducir querella:

a) cuando el o los hechos que revistan caracteres de delito hayan alterado el orden público, impidiendo o perturbando gravemente la regularidad de las actividades empresariales, laborales, educacionales o sociales o el funcionamiento de los servicios públicos o esenciales para la comunidad, o bien impidiendo o limitando severamente a un grupo de personas el legítimo goce o ejercicio de uno o más derechos, libertades o garantías reconocidos por la Constitución Política de la República; 

b) cuando el o los hechos que revistan caracteres de delito, considerados en conjunto con otros similares y próximos en el tiempo, hayan afectado la seguridad pública, generando en toda la población o en un sector de ella el temor de ser víctima de delitos de la misma especie. En caso alguno podrán considerarse comprendidos en esta letra las faltas, los cuasidelitos, los delitos de acción privada, ni los incluidos en los párrafos 2 y 5 del Título III; párrafos 5, 7 y 8 del Título IV; párrafos 2 bis, 3, 5 y 7 del Título VI; todos los del Título VII, salvo los de los párrafos 5 y 6; los de los párrafos 2, 4, 6 y 7 del Título VIII; los de los párrafos 7 y 8 del Título IX, y los del Título X, todos del Libro Segundo del Código Penal, y 

c) cuando se trate de los delitos contemplados en las leyes N° 19.327, sobre prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, y 
Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.”.”.

- - - - - -


- Insertar los siguientes artículos 8° y 9°, nuevos:

“Artículo 8º.- Introdúcese el siguiente artículo 29 bis, nuevo, en la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas:

“Artículo 29 bis. Los exámenes establecidos en el artículo 197 del Código Procesal Penal serán también procedentes cuando, en una diligencia de control de identidad migratorio, aparezcan fundadas sospechas de que la persona cuya identidad se controla porta dentro de su cuerpo, para efectos de transporte, drogas o sustancias estupefacientes o sicotrópicas ilegales. En este caso, se procederá de la forma dispuesta en los incisos segundo y tercero del artículo antes citado.”.

Artículo 9°.- Sustitúyese el artículo 167 del Código Orgánico de Tribunales, por el siguiente: 

“Artículo 167.- Las competencias propias de los Jueces de Garantía y de los Tribunales Orales en lo Penal respecto de los delitos perpetrados fuera del territorio nacional que sean de conocimiento de los tribunales chilenos serán ejercidas, respectivamente, por los Tribunales de Garantía y Orales en lo Penal de la jurisdicción de la Corte de Apelaciones de Santiago, conforme al turno que dicho tribunal fije a través de un auto acordado.”.”.

- - - - - - -


- Finalmente, la Comisión Mixta propone rechazar los siguientes numerales nuevos introducidos por la Cámara de Diputados en el artículo 1º: 2), 3), 8), 9), 12), 19), 26), 30), 31) y 32).


Se deja constancia de que los cambios propuestos hacen variar los siguientes numerales del artículo 1º, sin que por ello se alteren las disposiciones en ellos contenidas
: 

	Nº original:
	Nº nuevo:

	2
	3

	3
	4

	6 nuevo
	5

	4
	6

	6
	8

	15
	18

	16
	19

	17
	21

	22
	23

	28 nuevo
	27

	27
	28

	30
	31

	31
	32

	40 nuevo
	36

	41 nuevo
	37

	37
	38

	38
	39

	40
	43

	41
	44

	42
	45

	43
	47

	45
	50

	46
	51

	47
	52

	48
	53

	49
	54

	51
	56

	54
	58

	55
	59

	56
	60


- - - - - -


De aprobarse la proposición de la Comisión Mixta, el texto del proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Procesal Penal:

1) Sustitúyese el inciso tercero del artículo 9º, por el siguiente:

“Tratándose de casos urgentes, en que la inmediata autorización u orden judicial sea indispensable para el éxito de la diligencia, podrá ser solicitada y otorgada por cualquier medio idóneo al efecto, tales como teléfono, fax, correo electrónico u otro, sin perjuicio de la constancia posterior, en el registro correspondiente. No obstante lo anterior, en caso de una detención se deberá entregar por el funcionario policial que la practique una constancia de aquélla, con indicación del tribunal que la expidió, del delito que le sirve de fundamento y de la hora en que se emitió.”. 
2) Introdúcese el siguiente artículo 20 bis:

“Artículo 20 bis. Tramitación de solicitudes de asistencia internacional. Las solicitudes de autoridades competentes de país extranjero para que se practiquen diligencias en Chile serán remitidas directamente al Ministerio Público, el que solicitará la intervención del juez de garantía del lugar en que deban practicarse, cuando la naturaleza de las diligencias lo hagan necesario de acuerdo con las disposiciones de la ley chilena.”.
3) Sustitúyese el inciso primero del artículo 39 por el siguiente: 

“Artículo 39. Reglas generales. De las actuaciones realizadas por o ante el juez de garantía, el tribunal de juicio oral en lo penal, las Cortes de Apelaciones y la Corte Suprema se levantará un registro en la forma señalada en este párrafo.”.
4) Derógase el artículo 40. 
5) Sustitúyese el artículo 41 por el siguiente: 

“Artículo 41. Registro de actuaciones ante los tribunales con competencia en materia penal. Las audiencias ante los jueces con competencia en materia penal se registrarán en forma íntegra por cualquier medio que asegure su fidelidad, tal como audio digital, video u otro soporte tecnológico equivalente.”. 
6) Incorpórase, en el inciso primero del artículo 48, antes del punto final (.), la siguiente frase: “o cuando el tribunal estime razonable eximirle por razones fundadas”. 
7) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 70, por los dos siguientes:

“Si la detención se practica en un lugar que se encuentra fuera del territorio jurisdiccional del juez que emitió la orden, será competente para conocer de la audiencia judicial del detenido el juez de garantía del lugar donde se practicó la detención, cuando la orden respectiva haya emanado de un juez con competencia en un asiento de Corte de Apelaciones diverso. Cuando en la audiencia judicial se decrete la prisión preventiva del imputado, el juez deberá ordenar su traslado inmediato al establecimiento penitenciario del territorio jurisdiccional del juez del procedimiento. Lo previsto en este inciso no tendrá aplicación cuando la orden de detención emane de un juez de garantía de la Región Metropolitana y ésta se practique dentro de su territorio, caso en el cual la primera audiencia judicial siempre deberá realizarse ante el juzgado naturalmente competente.

En los demás casos, cuando deban efectuarse actuaciones fuera del territorio jurisdiccional del juzgado de garantía y se trate de diligencias u órdenes urgentes, el Ministerio Público también podrá pedir la autorización directamente al juez de garantía del lugar. Una vez realizada la diligencia o cumplida la orden, el Ministerio Público dará cuenta a la brevedad al juez de garantía del procedimiento.”. 
8) En el artículo 87, incorpórase, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Asimismo, podrá impartir instrucciones generales relativas a la realización de diligencias inmediatas para la investigación de determinados delitos.”.
9) Remplázase el inciso tercero del artículo 111, por el siguiente: 

“Los órganos y servicios públicos sólo podrán interponer querella cuando sus respectivas leyes orgánicas les otorguen expresamente las potestades correspondientes.”. 
10)  Sustitúyese el inciso final del artículo 129, por los dos siguientes:

“La policía deberá, asimismo, detener al sentenciado a penas privativas de libertad que ha quebrantado su condena, al que se fugue estando detenido, al que tenga orden de detención pendiente, a quien sea sorprendido en violación flagrante de las medidas cautelares personales que se le hayan aplicado y al que viole la condición del artículo 238, letra b), que le haya sido impuesta para la protección de otras personas.

En dichos casos, la policía podrá ingresar a un lugar cerrado, mueble o inmueble, cuando se encuentre en actual persecución del individuo a quien deba detener, para el sólo efecto de practicar la respectiva detención.”. 
11)  Reemplázase la letra e) del artículo 130, por la siguiente: 

“e) El que las víctimas de un delito que reclamen auxilio, o testigos presenciales, señalen como autor o cómplice de un delito que se ha cometido en un tiempo inmediato.”. 
12)  Agrégase al artículo 131 el siguiente inciso final, nuevo: 

“Cuando el fiscal ordene poner al detenido a disposición del juez, deberá, en el mismo acto, dar conocimiento de esta situación a su abogado de confianza o a la Defensoría Penal Pública.”. 
13)  Sustitúyese el inciso primero del artículo 132, por el siguiente:

“Artículo 132. Comparecencia judicial. A la primera audiencia judicial del detenido deberá concurrir el fiscal o el abogado asistente del fiscal. La ausencia de éstos dará lugar a la liberación del detenido.”.
14)  Remplázase el inciso segundo del artículo 139, por el siguiente: 

“La prisión preventiva procederá cuando las demás medidas cautelares personales sean estimadas por el juez como insuficientes para asegurar las finalidades del procedimiento, la seguridad del ofendido o de la sociedad.”. 
15)  Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 140:

a) Intercálase, en su inciso segundo, el vocablo “especialmente”, después de la palabra “entenderá”, y

b) Suprímese, en su inciso cuarto, el vocablo “graves”.

16)  Reemplázase el artículo 141, por el siguiente:

“Artículo 141. Improcedencia de la prisión preventiva. No se podrá ordenar la prisión preventiva:

a) Cuando el delito imputado esté sancionado únicamente con penas pecuniarias o privativas de derechos;

b) Cuando se trate de delitos de acción privada, y

c) Cuando el imputado se encuentre cumpliendo efectivamente una pena privativa de libertad. Si por cualquier motivo fuere a cesar el cumplimiento efectivo de la pena y el fiscal o el querellante estiman necesaria la prisión preventiva o alguna de las medidas previstas en el Párrafo 6º, podrá solicitarlas anticipadamente, de conformidad a las disposiciones de este Párrafo, a fin de que, si el tribunal acoge la solicitud, la medida se aplique al imputado en cuanto cese el cumplimiento efectivo de la pena, sin solución de continuidad.

Podrá en todo caso decretarse la prisión preventiva en los eventos previstos en el inciso anterior, cuando el imputado haya incumplido alguna de las medidas cautelares previstas en el Párrafo 6° de este Título o cuando el tribunal considere que el imputado puede incumplir con su obligación de permanecer en el lugar del juicio hasta su término y presentarse a los actos del procedimiento como a la ejecución de la sentencia, inmediatamente que fuere requerido o citado de conformidad a los artículos 33 y 123. Se decretará también la prisión preventiva del imputado que no asista a la audiencia del juicio oral, resolución que se dictará en la misma audiencia, a petición del fiscal o del querellante.”.

17)  Intercálese, en el inciso primero del artículo 146, entre las palabras “impuesta” y “para”, el vocablo “únicamente”.

18)  Intercálase en el artículo 149, a continuación de la palabra “audiencia.”, la siguiente oración: “No obstará a la procedencia del recurso, la circunstancia de haberse decretado, a petición de alguno de los intervinientes, las medidas cautelares señaladas en el artículo 155.”.

19)  En el artículo 154, incorpórase el siguiente inciso segundo, nuevo: 

“Lo dispuesto en este artículo se entenderá sin perjuicio de lo previsto en el artículo 9º para los casos urgentes.”. 
20)  En el encabezado del inciso primero del artículo 155, insértase la frase “o la seguridad de la sociedad”, a continuación de la expresión “diligencias de la investigación”.

21)  Agrégase, en el inciso tercero del artículo 180, después del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Los notarios, archiveros y conservadores de bienes raíces, y demás organismos, autoridades y funcionarios públicos, deberán realizar las actuaciones y diligencias y otorgar los informes, antecedentes y copias de instrumentos que los fiscales les soliciten, en forma gratuita y exentos de toda clase de derechos e impuestos.”. 
22)  Sustitúyese el inciso segundo del artículo 182, por el siguiente: 
“El imputado y los demás intervinientes en el procedimiento podrán examinar y obtener copias, a su cargo, de los registros y documentos de la investigación fiscal y podrán examinar los de la investigación policial.”. 
23)  Reemplázase la oración inicial del inciso quinto del artículo 222, por la siguiente: “Las empresas telefónicas y de comunicaciones deberán dar cumplimiento a esta medida, proporcionando a los funcionarios encargados de la diligencia las facilidades necesarias para que se lleve a cabo con la oportunidad con que se requiera.”. 
24)  Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 237:

a) Trasládase, desde su inciso primero, la oración: “El juez podrá requerir del Ministerio Público los antecedentes que estime necesarios para resolver.”, ubicándola como nuevo inciso segundo.

b) Sustitúyese el actual inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, por el siguiente: 
“Si el querellante o la víctima asisten a la audiencia en que se ventile la solicitud de suspensión condicional del procedimiento, deberán ser oídos por el tribunal.”.

c) Intercálase, en el inciso sexto, que ha pasado a ser inciso séptimo, después de la palabra “imputado,”, la frase “por la víctima,”. 
25)  Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 238: 
a) Reemplázase la expresión “, y” que aparece al final de la letra f), por un punto y coma (;);
b) Sustitúyese el punto final (.) de la letra g), por la expresión “, y”, y
c) Agrégase la siguiente letra h), nueva:
“h) Otra condición que resulte adecuada en consideración con las circunstancias del caso concreto de que se trate y sea propuesta, fundadamente, por el ministerio público.”. 
26)  Reemplázase, en el artículo 242, la oración “Junto con aprobar el acuerdo reparatorio propuesto” por la siguiente: “Una vez cumplidas las obligaciones contraídas por el imputado en el acuerdo reparatorio o garantizadas debidamente a satisfacción de la víctima”. 
27)  Sustitúyese el inciso final del artículo 247 por el siguiente:

“El plazo de dos años previsto en este artículo se suspenderá en los casos siguientes:

a) cuando se dispusiere la suspensión condicional del procedimiento;

b) cuando se decretare sobreseimiento temporal de conformidad a lo previsto en el artículo 252, y

c) desde que se alcanzare un acuerdo reparatorio hasta el cumplimiento de las obligaciones contraídas por el imputado a favor de la víctima o hasta que hubiere debidamente garantizado su cumplimiento a satisfacción de esta última.”.

28)  Agrégase, en el artículo 252, el siguiente inciso segundo, nuevo:

“El tribunal de juicio oral en lo penal dictará sobreseimiento temporal cuando el acusado no haya comparecido a la audiencia del juicio oral y haya sido declarado rebelde de conformidad a lo dispuesto en los artículos 100 y 101 de este Código.”.
29)  Sustitúyese el inciso primero del artículo 257, por el siguiente:

 “Artículo 257. Reapertura de la investigación. Dentro de los diez días siguientes al cierre de la investigación, los intervinientes podrán reiterar la solicitud de diligencias precisas de investigación que oportunamente hubieren formulado durante la investigación y que el ministerio público hubiere rechazado o respecto de las cuales no se hubiere pronunciado.”.
30)  Agrégase el siguiente inciso tercero al artículo 277: 

“Si se excluyen, por resolución firme, pruebas de cargo que el Ministerio Público considere esenciales para sustentar su acusación en el juicio oral respectivo, el fiscal podrá solicitar el sobreseimiento definitivo de la causa ante el juez competente, el que la decretará en audiencia convocada al efecto.”.
31)  Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 280:
a) Reemplázase, en su inciso segundo, la frase “Párrafo 3º del Título VIII del Libro Primero” por “Párrafo 6º del Título III del Libro Segundo”, y

b) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:

“Para los efectos de lo establecido en los incisos anteriores, el juez de garantía citará a una audiencia especial para la recepción de la prueba anticipada.”.
32)  En el inciso primero del artículo 281 reemplázase la frase “a su notificación” por “al momento en que quede firme”. 
33)  Modifícase el inciso primero del artículo 314, en los siguientes términos:

a) agrégase después de la palabra “solicitar”, la siguiente frase: “en la audiencia de preparación del juicio oral” , y

b) sustitúyese la expresión “al juicio oral” por la siguiente “a dicho juicio”.
34)  Introdúcese, en el artículo 315, el siguiente inciso final: 
“No obstante, de manera excepcional, las pericias consistentes en análisis de alcoholemia, de ADN y aquellas que recaigan sobre sustancias estupefacientes o psicotrópicas, podrán ser incorporadas al juicio oral en base al informe respectivo. Sin embargo, si alguna de las partes lo solicitara fundadamente, la comparecencia del perito no podrá ser substituida por la presentación del informe.”. 
35)  Reemplázase, en los incisos primero y tercero del artículo 316, la palabra “tribunal”, todas las veces que aparece, por las siguientes: “juez de garantía”.
36)  Sustitúyese el inciso tercero del artículo 325 por el siguiente: 

“Seguidamente concederá la palabra al fiscal, para que exponga su acusación, al querellante para que sostenga la acusación, así como la demanda civil si la hubiere interpuesto.”.
37)  Agrégase un inciso final en el artículo 329 del siguiente tenor: 

“Los testigos y peritos que, por algún motivo grave y difícil de superar no pudieren comparecer a declarar a la audiencia del juicio, podrán hacerlo a través de videoconferencia o a través de cualquier otro medio tecnológico apto para su examen y contra examen. Para estos efectos, la parte que los presente justificará su petición en una audiencia que será especialmente citada al efecto, debiendo comparecer los testigos o peritos ante el tribunal con competencia en materia penal más cercano al lugar donde se encuentren.”.
38)  Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 331: 

a) Sustitúyese, en su encabezamiento, la palabra “Lectura” por “Reproducción”, e intercálanse los vocablos “reproducirse o” después de la forma verbal “Podrá”, y 

b) Incorpórase en su letra a), a continuación del numeral “191”, el guarismo “192”, precedido de una coma (,)”. 
39)  Reemplázanse, en los incisos primero y segundo del artículo 338, las frases “fiscal, al acusador particular y al defensor” y “fiscal y al defensor”, respectivamente, por la siguiente: “fiscal, al acusador particular, al actor civil y al defensor”. 
40)  Reemplázase el inciso cuarto del artículo 343, por el siguiente:

“En el caso de condena, el tribunal abrirá debate sobre las circunstancias ajenas al hecho punible, las circunstancias modificatorias de responsabilidad penal y sobre los demás factores relevantes para la determinación y cumplimiento de la pena, inmediatamente después de pronunciada la decisión a que se refiere el inciso primero y en la misma audiencia. Para dichos efectos, el tribunal recibirá los antecedentes que hagan valer las partes para fundamentar sus peticiones, dejando su resolución para la audiencia de lectura de sentencia.”.
41)  Sustitúyese el inciso primero del artículo 344, por el siguiente:

“Artículo 344. Plazo para redacción de la sentencia. Al pronunciarse sobre la absolución o condena, el tribunal podrá diferir la redacción del fallo y, en su caso, la determinación de la pena hasta por un plazo de cinco días, fijando la fecha de la audiencia en que tendrá lugar su lectura. No obstante, si el juicio hubiere durado más de cinco días, el tribunal dispondrá, para la fijación de la fecha de la audiencia de lectura, de un día adicional por cada dos de exceso de duración del juicio. El transcurso de estos plazos sin que haya tenido lugar la audiencia citada, constituirá falta grave que deberá ser sancionada disciplinariamente. Sin perjuicio de ello, se deberá citar a una nueva audiencia de lectura de la sentencia, la que en caso alguno podrá tener lugar después del segundo día contado desde la fecha fijada para la primera. Transcurrido este plazo adicional sin que se dé lectura a la sentencia se producirá la nulidad del juicio, a menos que la decisión haya sido la de absolución del acusado. Si, siendo varios los acusados, se ha absuelto a alguno de ellos, la repetición del juicio sólo comprenderá a quienes hayan sido condenados.”.
42)  Derógase el artículo 345.
43)  Sustitúyense en el artículo 346, los términos “lectura de” por los siguientes: “comunicación de la”. 

44)  Reemplázanse, en el artículo 347, los vocablos “Sentencia absolutoria” por “Decisión absolutoria”. 
45)  Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 348:

a) Reemplázase el inciso segundo, por el siguiente: 
“La sentencia que condene a una pena temporal deberá expresar con toda precisión el día desde el cual empezará ésta a contarse y fijará el tiempo de detención, prisión preventiva y privación de libertad impuesta en conformidad a la letra a) del artículo 155 que deberá servir de abono para su cumplimiento. Para estos efectos, se abonará a la pena impuesta un día por cada día completo, o fracción igual o superior a doce horas, de dichas medidas cautelares que haya cumplido el condenado.”.

b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

“Cuando se pronuncie la decisión de condena, el tribunal podrá disponer, a petición de alguno de los intervinientes, la revisión de las medidas cautelares personales, atendiendo al tiempo transcurrido y a la pena probable.”. 

46)  Sustitúyese, en la letra a) del artículo 373 la frase “tramitación del juicio” por la siguiente: “cualquier etapa del procedimiento”.

47)  Agrégase, en el artículo 384, el siguiente inciso final, nuevo: 
“El fallo del recurso se dará a conocer en la audiencia indicada al efecto, con la lectura de su parte resolutiva o de una breve síntesis de la misma.”. 

48)  Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 385:
“La sentencia de reemplazo reproducirá las consideraciones de hecho, los fundamentos de derecho y las decisiones de la resolución anulada, que no se refieran a los puntos que hayan sido objeto del recurso o que sean incompatibles con la resolución recaída en él, tal como se hayan dado por establecidos en el fallo recurrido.”.
49)  Suprímense en el inciso segundo del artículo 388, sustituyendo la coma (,) por un punto final (.), las oraciones que siguen a la palabra “mínimo”.

50)  Modifícase el artículo 390 en los siguientes términos:

a) Sustitúyese en el inciso primero la palabra “juicio” por “audiencia” y agrégase el siguiente párrafo final: 

“De igual manera, cuando los antecedentes lo ameriten y hasta la deducción de la acusación, el fiscal podrá dejar sin efecto la formalización de la investigación que ya hubiere realizado de acuerdo con lo previsto en el artículo 230, y proceder conforme a las reglas de este Título.”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser tercero: 

“Asimismo, si el fiscal formulare acusación y la pena requerida no excediere de presidio o reclusión menores en su grado mínimo, la acusación se tendrá como requerimiento, debiendo el juez disponer la continuación del procedimiento de conformidad a las normas de este Título.”. 
51)  Modifícase el artículo 391 en la forma que se indica:

a) Elimínase en la actual letra d) la conjunción “y”, sustituyendo la coma (,) por un punto y coma (;), y

b) Intercálase, a continuación del literal d), la siguiente letra e), nueva, pasando la actual letra e) a ser letra f): 
“e) La pena solicitada por el requirente, y”. 

52)  Modifícase el inciso primero del artículo 393, en el siguiente sentido:

a) Reemplázase el título “Preparación del juicio.” por “Citación a audiencia.”, y

b) Sustitúyese la frase “citará a todos los intervinientes al juicio, el” por la siguiente: “citará a todos los intervinientes a la audiencia a que se refiere el artículo 394, la”. 

53)  Agrégase, en el artículo 394, a continuación del punto final (.) que pasa a ser punto seguido (.), el siguiente párrafo, nuevo: "Asimismo, el fiscal podrá proponer la suspensión condicional del procedimiento, si se cumplieren los requisitos del artículo 237.". 

54)  Modifícase el artículo 395 en los siguientes términos:


a) Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso primero:

1.- Sustitúyese la expresión “del juicio” por “de la audiencia”.

2.- Agrégase al final del inciso, sustituyendo el punto final (.) por un punto seguido, (.) lo siguiente: “Para los efectos de lo dispuesto en el presente inciso, el fiscal podrá modificar la pena requerida para el evento de que el imputado admita su responsabilidad.”.

b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:

“Si el imputado admitiere su responsabilidad en el hecho, el tribunal dictará sentencia inmediatamente. En estos casos, el juez no podrá imponer una pena superior a la solicitada en el requerimiento, permitiéndose la incorporación de antecedentes que sirvan para la determinación de la pena.”. 

55)  Agrégase el siguiente artículo 395 bis: 
“Artículo 395 bis. Preparación del juicio simplificado. Si el imputado no admite responsabilidad, el juez procederá, en la misma audiencia, a la preparación del juicio simplificado, el cual tendrá lugar inmediatamente, si ello es posible, o a más tardar dentro de quinto día.”. 

56)  Sustitúyese, en el artículo 396, la frase inicial del inciso primero "Cuando el imputado solicitare la realización del juicio, éste se llevará a cabo de inmediato," por "El juicio simplificado comenzará". 

57)  Reemplázase el inciso primero del artículo 398, por el siguiente:

“Artículo 398. Suspensión de la imposición de condena por falta. Cuando resulte mérito para condenar por la falta imputada, pero concurran antecedentes favorables que no hagan aconsejable la imposición de la pena al imputado, el juez podrá dictar la sentencia y disponer en ella la suspensión de la pena y sus efectos por un plazo de seis meses. En tal caso, no procederá acumular esta suspensión con alguno de los beneficios contemplados en la ley N° 18.216.”.
58)  Elimínase, en el inciso primero del artículo 406, la frase “, en la audiencia de preparación del juicio oral”. 

59)  Sustitúyese el artículo 407, por el siguiente:

"Artículo 407. Oportunidad para solicitar el procedimiento abreviado. Una vez formalizada la investigación, la tramitación de la causa conforme a las reglas del procedimiento abreviado podrá ser acordada en cualquier etapa del procedimiento, hasta la audiencia de preparación del juicio oral.

Si no se hubiere deducido aún acusación, el fiscal y el querellante, en su caso, las formularán verbalmente en la audiencia que el tribunal convoque para resolver la solicitud de procedimiento abreviado, a la que deberá citar a todos los intervinientes. Deducidas verbalmente las acusaciones, se procederá en lo demás en conformidad a las reglas de este Título.

Si se hubiere deducido acusación, el fiscal y el acusador particular podrán modificarla según las reglas generales, así como la pena requerida, con el fin de permitir la tramitación del caso conforme a las reglas de este Título. Para estos efectos, la aceptación de los hechos a que se refiere el inciso segundo del artículo 406 podrá ser considerada por el fiscal como suficiente para estimar que concurre la circunstancia atenuante del artículo 11, Nº 9, del Código Penal, sin perjuicio de las demás reglas que sean aplicables para la determinación de la pena.

Si el procedimiento abreviado no fuere admitido por el juez de garantía, se tendrán por no formuladas las acusaciones verbales realizadas por el fiscal y el querellante, lo mismo que las modificaciones que, en su caso, éstos hubieren realizado a sus respectivos libelos, y se continuará de acuerdo a las disposiciones del Libro Segundo de este Código.".

60)  Sustitúyese el artículo 447, por el siguiente: 
“Artículo 447. De la modificación, revocación o sustitución de las medidas cautelares personales. En cualquier estado del procedimiento se podrán modificar, revocar o sustituir las medidas cautelares personales que se hubieren decretado, de acuerdo a las reglas generales, pero el Ministro de la Corte Suprema tomará las medidas que estimare necesarias para evitar la fuga del imputado.”.

61)  Agréganse, en el artículo 470, los siguientes incisos quinto y sexto:

“Las especies que se encuentren bajo la custodia o a disposición del ministerio público, transcurridos a lo menos seis meses desde la fecha en que se dicte alguna de las resoluciones o decisiones a que se refieren los artículos 167, 168, 170 y 248, letra c) de este Código, serán remitidas a la Dirección General del Crédito Prendario, para que proceda de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior. 
Lo dispuesto en los incisos anteriores no tendrá aplicación tratándose de especies de carácter ilícito. En tales casos, el fiscal solicitará al juez que le autorice proceder a su destrucción.”.
62)  Sustitúyese el artículo 485, por el siguiente: 

“Artículo 485. Entrada en vigencia respecto de hechos acaecidos en el extranjero. Este Código se aplicará a los hechos que acaezcan en el extranjero con posterioridad a su entrada en vigencia en la Región Metropolitana de Santiago y sean de competencia de los tribunales nacionales. Asimismo, se aplicará a las solicitudes de asistencia de autoridades competentes de país extranjero que digan relación con hechos ocurridos con posterioridad al 16 de diciembre de 2000.

A partir de esa fecha, también se aplicará a las solicitudes de extradición pasiva y detención previa a las mismas que reciba la Corte Suprema que versen sobre hechos ocurridos en el extranjero con posterioridad a la entrada en vigencia de la reforma procesal penal en la Región Metropolitana de Santiago. En consecuencia, los Ministros de esa Corte a quienes, en virtud del número 3° del artículo 52 del Código Orgánico de Tribunales, corresponda conocer las extradiciones pasivas que versen sobre hechos acaecidos con anterioridad a dicha entrada en vigencia, continuarán aplicando el procedimiento establecido en el Código de Procedimiento Penal.”.

Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:

1) Reemplázase el epígrafe del párrafo 7 del Título IV del Libro Segundo, por el siguiente:

“7. De las falsedades vertidas en el proceso y del perjurio”.

2) Sustitúyense los artículos 206, 207, 208 y 212, por los siguientes:

“Artículo 206.- El testigo, perito o intérprete que ante un tribunal falte a la verdad en su declaración, informe o traducción, será castigado con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales, si se trata de proceso civil o por falta, y con presidio menor en su grado medio a máximo y multa de veinte a treinta unidades tributarias mensuales, si se trata de proceso penal por crimen o simple delito. 

Tratándose de peritos e intérpretes, sufrirán además la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.

Si la conducta se realiza contra el imputado o acusado en proceso por crimen o simple delito, la pena se impondrá en el grado máximo.

Están exentos de responsabilidad penal por las conductas sancionadas en este artículo quienes se encuentren amparados por cualquiera de los supuestos a que se refiere el artículo 305 del Código Procesal Penal.

Artículo 207.- El que, a sabiendas, presente ante un tribunal a los testigos, peritos o intérpretes a que se refiere el artículo precedente, u otros medios de prueba falsos o adulterados, será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio y multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales, si se trata de proceso civil o por falta, y con presidio menor en su grado medio a máximo y multa de veinte a treinta unidades tributarias mensuales, si se trata de proceso penal por crimen o simple delito. 

Los abogados que incurran en la conducta descrita, sufrirán además la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.

Tratándose de un fiscal del ministerio público, la pena será de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo. 

En todo caso, si la conducta se realiza contra el imputado o acusado en proceso por crimen o simple delito, la pena se impondrá en el grado máximo.

Artículo 208.- La retractación oportuna de quien haya incurrido en alguna de las conductas previstas en los dos artículos precedentes constituirá circunstancia atenuante muy calificada, en los términos del artículo 68 bis de este Código.

Retractación oportuna es aquella que tiene lugar ante el juez en condiciones de tiempo y forma adecuados para ser considerada por el tribunal que debe resolver la causa.

En todo caso, la retractación oportuna eximirá de responsabilidad penal en casos calificados, cuando su importancia para el esclarecimiento de los hechos y la gravedad de los potenciales efectos de su omisión así lo justifiquen.

Artículo 212.- El que fuera de los casos previstos en los artículos precedentes falte a la verdad en declaración prestada bajo juramento o promesa exigida por ley, será castigado con la pena de prisión en cualquiera de sus grados o multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales.”.

3) Sustitúyese el epígrafe del párrafo 2 bis del Título VI del Libro Segundo, por el siguiente:

“De la obstrucción a la investigación”.

4) Modifícase el artículo 269 bis, en la siguiente forma:

a) Sustitúyese el inciso primero, por los cinco siguientes:

“Artículo 269 bis.- El que, a sabiendas, obstaculice gravemente el esclarecimiento de un hecho punible o la determinación de sus responsables, mediante la aportación de antecedentes falsos que conduzcan al Ministerio Público a realizar u omitir actuaciones de la investigación, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de dos a doce unidades tributarias mensuales.

La pena prevista en el inciso precedente se aumentará en un grado si los antecedentes falsos aportados conducen al Ministerio Público a solicitar medidas cautelares o a deducir una acusación infundada.

El abogado que incurra en las conductas descritas en los incisos anteriores será castigado, además, con la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.

La retractación oportuna de quien haya incurrido en las conductas de que trata el presente artículo constituirá circunstancia atenuante. Tratándose de las conductas a que se refiere el inciso segundo, la atenuante se considerará como muy calificada, en los términos del artículo 68 bis.

Se entiende por retractación oportuna aquella que se produce en condiciones de tiempo y forma adecuados para ser considerada por el tribunal que deba resolver alguna medida solicitada en virtud de los antecedentes falsos aportados o, en su caso, aquella que tenga lugar durante la vigencia de la medida cautelar decretada en virtud de los antecedentes falsos aportados y que conduzca a su alzamiento o, en su caso, la que ocurra antes del pronunciamiento de la sentencia o de la decisión de absolución o condena, según corresponda.”.

b) En el inciso segundo, que ha pasado a ser sexto, sustitúyese la frase que sigue a la palabra “Código”, por la siguiente: “y el artículo 302 del Código Procesal Penal.”.

5) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 269 ter:

a) Agréganse, a continuación de la palabra “existencia”, los términos “o inexistencia”, y

b) Agrégase, a continuación de la frase “participación punible en él”, suprimiendo la coma (,) que la sigue, lo siguiente: “de alguna persona o su inocencia,”.

Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 6º transitorio de la ley Nº 19.665, que reforma el Código Orgánico de Tribunales: 

a) Suprímese, en el inciso segundo, la frase “por un Fiscal Regional elegido por el Consejo del Ministerio Público”, y la coma (,) que la precede.

b) Reemplázase, en el inciso sexto, la expresión “un año” por “cinco años”, y

c) Agréganse dos incisos finales, nuevos, del siguiente tenor:

“Créanse Comisiones Regionales de Coordinación de la Reforma Procesal Penal en cada una de las regiones del país. Estas Comisiones serán presididas por el Intendente Regional respectivo e integradas por el Secretario Regional Ministerial de Justicia, que actuará como secretario ejecutivo, por el Presidente de la Corte de Apelaciones, por el Fiscal Regional o los Fiscales Regionales, según sea el caso, del Ministerio Público, por el Defensor o los Defensores Regionales, por el Presidente Regional del Capítulo respectivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, por el Presidente del Colegio de Abogados con mayor número de afiliados en la Región respectiva, por los representantes zonales de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones de Chile, por el Director Regional de Gendarmería de Chile y por el Director Regional del Servicio Médico Legal.

Dichas Comisiones tendrán a su cargo labores de coordinación, seguimiento y evaluación de la reforma procesal penal en la región respectiva. Además, podrán sugerir propuestas tendientes a corregir el funcionamiento de la misma. Dependerán de la Comisión de Coordinación a que se refiere el inciso primero de este artículo, a la que remitirán, a lo menos trimestralmente, información sobre el funcionamiento y estadísticas del nuevo sistema de justicia penal.”.

Artículo 4º.- Reemplázase el encabezamiento del inciso primero del artículo 14 de la ley Nº 18.314, por el siguiente: 

“En los casos del artículo 1º de esta ley, durante la audiencia de formalización de la investigación o una vez formalizada ésta, si procediere la prisión preventiva del imputado, el ministerio público podrá pedir al juez de garantía que decrete, además, por resolución fundada, todas o algunas de las siguientes medidas:”. 

Artículo 5º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley Nº 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público:

a) Incorpórase, en el párrafo primero de la letra a), del artículo 17, la siguiente oración final: “Tratándose de los delitos que generan mayor conmoción social, dichos criterios deberán referirse, especialmente, a la aplicación de las salidas alternativas y a las instrucciones generales relativas a las diligencias inmediatas para la investigación de los mismos, pudiendo establecerse orientaciones diferenciadas para su persecución en las diversas Regiones del país, atendiendo a la naturaleza de los distintos delitos.”;
b) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 21, la frase “modificaciones legales destinadas a una más efectiva persecución de los delitos y protección de las víctimas y de los testigos” por “las políticas públicas y modificaciones legales que estime necesarias para el mejoramiento del sistema penal, para una efectiva persecución de los delitos, la protección de las víctimas y de los testigos, y el adecuado resguardo de los derechos de las personas”, y
c) Incorpórase el siguiente inciso segundo al artículo 27: 
“Tratándose de delitos cometidos en el extranjero que sean de competencia de los tribunales chilenos, las facultades del Ministerio Público serán ejercidas por el fiscal adjunto de la Región Metropolitana que sea designado por el Fiscal Regional Metropolitano con competencia sobre la comuna de Santiago, sin perjuicio de las potestades que son propias del Fiscal Nacional conforme a esta ley orgánica constitucional.”.

Artículo 6º.- Introdúcese el siguiente párrafo segundo, nuevo, en la letra a) del artículo 3º del decreto con fuerza de ley 
N° 7.912, de 1927, del Ministerio del Interior:

“Para los efectos señalados en el párrafo anterior de esta letra, y sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 111 del Código Procesal Penal y de las demás facultades otorgadas por leyes especiales, el Ministro del Interior, los Intendentes y Gobernadores, según corresponda, podrán deducir querella:

a) cuando el o los hechos que revistan caracteres de delito hayan alterado el orden público, impidiendo o perturbando gravemente la regularidad de las actividades empresariales, laborales, educacionales o sociales o el funcionamiento de los servicios públicos o esenciales para la comunidad, o bien impidiendo o limitando severamente a un grupo de personas el legítimo goce o ejercicio de uno o más derechos, libertades o garantías reconocidos por la Constitución Política de la República; 

b) cuando el o los hechos que revistan caracteres de delito, considerados en conjunto con otros similares y próximos en el tiempo, hayan afectado la seguridad pública, generando en toda la población o en un sector de ella el temor de ser víctima de delitos de la misma especie. En caso alguno podrán considerarse comprendidos en esta letra las faltas, los cuasidelitos, los delitos de acción privada, ni los incluidos en los párrafos 2 y 5 del Título III; párrafos 5, 7 y 8 del Título IV; párrafos 2 bis, 3, 5 y 7 del Título VI; todos los del Título VII, salvo los de los párrafos 5 y 6; los de los párrafos 2, 4, 6 y 7 del Título VIII; los de los párrafos 7 y 8 del Título IX, y los del Título X, todos del Libro Segundo del Código Penal, y 

c) cuando se trate de los delitos contemplados en las leyes N° 19.327, sobre prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, y 
Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.”.

Artículo 7º.- Agrégase el siguiente artículo 76 en la ley Nº 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública:

“Artículo 76.- A la Defensoría Penal Pública no le serán aplicables los artículos 2º, letras j) y l); 24, letra m); 45, letra h); 46 y 64, letra f) de la ley Nº 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.”.
Artículo 8º.- Introdúcese el siguiente artículo 29 bis, nuevo, en la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas:

“Artículo 29 bis.- Los exámenes establecidos en el artículo 197 del Código Procesal Penal serán también procedentes cuando, en una diligencia de control de identidad migratorio, aparezcan fundadas sospechas de que la persona cuya identidad se controla porta dentro de su cuerpo, para efectos de transporte, drogas o sustancias estupefacientes o sicotrópicas ilegales. En este caso, se procederá de la forma dispuesta en los incisos segundo y tercero del artículo antes citado.”.

Artículo 9°.- Sustitúyese el artículo 167 del Código Orgánico de Tribunales, por el siguiente: 


“Artículo 167.- Las competencias propias de los Jueces de Garantía y de los Tribunales Orales en lo Penal respecto de los delitos perpetrados fuera del territorio nacional que sean de conocimiento de los tribunales chilenos serán ejercidas, respectivamente, por los Tribunales de Garantía y Orales en lo Penal de la jurisdicción de la Corte de Apelaciones de Santiago, conforme al turno que dicho tribunal fije a través de un auto acordado.”.”.
- - - - -


Acordado en sesiones realizadas los días 19 de julio, 1, 8, y 30 de agosto, 6 de septiembre y 4 de octubre con la asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Marcos Aburto Ochoa (Sergio Fernández Fernández), Andrés Chadwick Piñera (Hernán Larraín Fernández), José Antonio Viera-Gallo Quesney y Andrés Zaldívar Larraín (Augusto Parra Muñoz) y los Honorables Diputados señora María Pía Guzmán Mena, Jorge Burgos Varela, Juan Bustos Ramírez, Guillermo Ceroni Fuentes y Gonzalo Uriarte Herrera.


Sala de la Comisión, 11 de octubre de 2005
(Fdo.):FERNANDO SOFFIA CONTRERAS,
Secretario de la Comisión.

6

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, QUE MODIFICA EL SISTEMA DE NOMBRAMIENTO Y CALIFICACIONES DE LOS MINISTROS, JUECES, AUXILIARES DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA Y EMPLEADOS DEL PODER JUDICIAL

(3788-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros, en general, el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República.



Concurrieron a las sesiones en que se trató esta iniciativa, el Ministro de Justicia, señor Luis Bates; el Subsecretario de la misma Cartera, señor Jaime Arellano; el Jefe del Departamento Jurídico de ese Ministerio, señor Francisco Maldonado; el Jefe del Departamento de Asesoría y Estudios, señor Fernando Dazarola, y el asesor de la misma entidad, señor Rodrigo Zúñiga.


Asistieron, especialmente invitados, el Ministro de la Exma. Corte Suprema, señor Domingo Kokisch; de la Asociación Nacional de Magistrados, el Ministro de la Iltma. Corte de Apelaciones de Temuco, señor Leopoldo Llanos, y el abogado  señor Miguel Luis Amunátegui.

Cabe hacer presente que por incidir en materia de organización y atribuciones de los tribunales, las normas del proyecto de ley en estudio deben aprobarse con el voto favorable de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, en conformidad a lo dispuesto por los artículos 66 y 77 de la Constitución Política.

OFICIO DE LA CORTE SUPREMA


Por considerarla de especial interés, la Comisión resolvió transcribir la opinión emitida por la Corte Suprema en relación a esta iniciativa.


El Senado, en cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, solicitó la opinión de la Corte Suprema, mediante Oficio N° 24.876, de 19 de enero de 2005, el que fue respondido, por Oficio N° 50, de 21 de abril del presente año. En dicho oficio, el Máximo Tribunal expresa lo siguiente:

I.ACERCA DEL SISTEMA DE NOMBRAMIENTOS

En términos generales, el informe señala que no existen mayores reparos al proyecto de ley examinado, debiendo destacarse que el mismo contiene una preceptiva que involucra una mejoría o avance en el actual régimen de designaciones.

Agrega que, si bien la enmienda propuesta contribuye a crear mayores grados de autogeneración, todavía quedan circunscritos -en gran medida- a los cargos pertenecientes al Escalafón del personal de Empleados.

Destaca el establecimiento de una disposición que propende a hacer más expedita la remoción, radicándola en el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva o de la Corte Suprema, atendiendo así al origen del nombramiento.

Con todo, el informe reitera los planteamientos expresados en su oportunidad acerca del régimen de nombramientos. El proyecto de ley en examen -íntegramente redactado y elaborado por el Poder Ejecutivo- no supera el principal defecto del actual sistema de designaciones en cargos del Escalafón de Empleados y del Escalafón Secundario que no es otro que el de una multiplicidad innecesaria. Aún con las modificaciones pretendidas persiste la profusión de órganos que elaboran las listas o ternas y de aquellos que las deciden, particularmente, dependiendo de si el cargo está ligado a un Juzgado de Letras o a Tribunales de la Reforma Procesal Penal.

Indica que, en aras de una mejor expedición y ordenación, lo deseable hubiera sido contar con un sistema de designaciones más simple y uniforme. En tal sentido, por ejemplo, resultaría aconsejable que la provisión de cargos del Escalafón de Empleados se efectuara siempre por el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva, a propuesta en terna del juez de letras o comité de jueces, en su caso; y, tratándose de auxiliares de la administración de justicia, excluidos los Fiscales Judiciales, por el mismo Presidente de Corte, con la terna o proposición que efectúe la Corte de Apelaciones o Comité de Jueces, según fuere el caso.
II. ACERCA DEL SISTEMA DE CALIFICACIONES

El informe señala que las reformas que se pretende introducir al actual régimen de evaluación atañen -en lo esencial- al órgano calificador, que en Cortes de siete o más miembros pasa a estar constituido por una "Comisión Calificadora" designada anualmente y a la incorporación de informes semestrales como elemento a considerar para ese proceso de calificación.

Sobre el particular, la Corte Suprema agrega que las enmiendas propuestas, por su carácter marcadamente parcial, lejos de contribuir al perfeccionamiento del sistema, pueden llegar a desmejorarlo.

Explica que la propuesta originalmente efectuada por el Poder Judicial apuntaba a una reforma integral en la materia, en términos de sustituir la actual multiplicidad de listas y asignación de puntajes por un sistema que considerara, además y, entre otros, los siguientes aspectos:
1. Reemplazar los actuales parámetros de evaluación del artículo 277 bis del Código Orgánico de Tribunales, por los de celo, eficiencia y moralidad y
2. La existencia de sólo tres listas: satisfactoria, condicional y de eliminación, atendiendo -respectivamente- a la ausencia de reparos o a la existencia de ellos y a la entidad o superación de los mismos.

En las actuales condiciones, la Corte manifiesta su parecer desfavorable a la enmienda proyectada.

No obstante lo anterior y al margen de discreparse de la reforma pretendida, en los términos que se ha concebido, observa que, tratándose de la calificación que debe efectuar la Corte Suprema, el proyecto evidencia los siguientes vacíos:

a.- Omite especificar la forma en que el Tribunal o la Comisión se provee de información para el proceso de calificación.

b.- Tampoco se determina debidamente el órgano o Tribunal llamado a resolver del correspondiente recurso de reposición, sin perjuicio de estimarse que debiera serlo el Tribunal Pleno.

En todo caso, respecto de las reformas que se incorporan al actual artículo 273 del Código Orgánico de Tribunales, estima pertinente formular las siguientes sugerencias:

a.- En la letra b) del mencionado artículo deben quedar consideradas las Cortes de Apelaciones de menos de siete miembros, que, en pleno, continuarán a cargo del proceso de calificación.

b.- El que se propone como inciso segundo del citado artículo 273 pudiera trasladarse como inciso final, ya que la ubicación considerada en el proyecto entrega una idea equívoca del sistema que se propone.

El Ministro señor José Benquis, dejó constancia de su parecer contrario a cualquier sistema de calificación, respecto de todos aquellos funcionarios que ejercen jurisdicción, por estimar que existen otros mecanismos idóneos y objetivos para la remoción y para el ascenso o promoción de funcionarios judiciales, en su caso.
 - - - - - - - - -

a. ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa, deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

b. A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


I. DISPOSICIONES LEGALES RELACIONADAS CON EL TEMA EN ESTUDIO:

1.-  CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA

Artículo 78

       
                                               En cuanto al nombramiento de los jueces, la ley se ajustará a los siguientes preceptos generales.

                                               La Corte Suprema se compondrá de veintiún ministros.                                              
                                               Los ministros y los fiscales judiciales de la Corte Suprema serán nombrados por el Presidente de la República, eligiéndolos de una nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá la misma Corte, y con acuerdo del Senado. Este adoptará los respectivos acuerdos por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. Si el Senado no aprobare la proposición del Presidente de la República, la Corte Suprema deberá completar la quina proponiendo un nuevo nombre en sustitución del rechazado, repitiéndose el procedimiento hasta que se apruebe un nombramiento.

                                             Cinco de los miembros de la Corte Suprema deberán ser abogados extraños a la administración de justicia, tener a lo menos quince años de título, haberse destacado en la actividad profesional o universitaria y cumplir los demás requisitos que señale la ley orgánica constitucional respectiva.

                                             La Corte Suprema, cuando se trate de proveer un cargo que corresponda a un miembro proveniente del Poder Judicial, formará la nómina exclusivamente con integrantes de éste y deberá ocupar un lugar en ella el ministro más antiguo de Corte de Apelaciones que figure en lista de méritos. Los otros cuatro lugares se llenarán en atención a los merecimientos de los candidatos. Tratándose de proveer una vacante correspondiente a abogados extraños a la administración de justicia, la nómina se formará exclusivamente, previo concurso público de antecedentes, con abogados que cumplan los requisitos señalados en el inciso cuarto.

                                             Los ministros y fiscales judiciales de las Cortes de  Apelaciones serán designados por el Presidente de la República, a propuesta en terna de la Corte Suprema.       

                                             Los jueces letrados serán designados por el Presidente de la República, a propuesta en terna de la Corte de Apelaciones de la jurisdicción respectiva.

                                             El juez letrado en lo civil o criminal más antiguo de asiento de Corte o el juez letrado civil o criminal más antiguo del cargo inmediatamente inferior al que se trata de proveer y que figure en lista de méritos y exprese su interés en el cargo, ocupará un lugar en la terna correspondiente. Los otros dos lugares se llenarán en atención al mérito de los candidatos.

                                          La Corte Suprema y las Cortes de Apelaciones, en su caso, formarán las quinas o las ternas en pleno especialmente convocado al efecto, en una misma y única votación, donde cada uno de sus integrantes tendrá derecho a votar por tres o dos personas, respectivamente. Resultarán elegidos quienes obtengan las cinco o las tres primeras mayorías, según corresponda. El empate se resolverá mediante sorteo.

                                         Sin embargo, cuando se trate del nombramiento de ministros de Corte suplentes, la designación podrá hacerse por la Corte Suprema y, en el caso de los jueces, por la Corte de Apelaciones respectiva. Estas designaciones no podrán durar más de sesenta días y no serán prorrogables. En caso de que los tribunales superiores mencionados no hagan uso de esta facultad o     de que haya vencido el plazo de la suplencia, se procederá a proveer las vacantes en la forma ordinaria señalada precedentemente.

Artículo 53 N° 9
 



El precepto establece que son atribuciones exclusivas del Senado, entre  otras, 9) Aprobar, en sesión especialmente convocada al efecto y con el voto conforme de los dos tercios de los senadores en ejercicio, la  designación de los ministros y fiscales judiciales de la Corte Suprema y del Fiscal Nacional.

2.- CÓDIGO ORGÁNICO DE TRIBUNALES
Artículo 263
        



Esta norma prescribe que los jueces de letras, los ministros de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones y los demás funcionarios judiciales serán nombrados por el  Presidente de la República con sujeción a las normas que se indican en los artículos siguientes.
Artículo 273
   



El precepto dispone que los funcionarios del Escalafón Primario, con la sola excepción de los ministros y fiscal judicial de la Corte Suprema, los funcionarios del Escalafón Secundario y los empleados del Poder Judicial serán calificados anualmente atendiendo a la conducta funcionaria y desempeño observados en ese período, en la forma en que se dispone en los artículos siguientes. 

        



El período de calificación comprenderá doce meses de desempeño funcionario y se extenderá desde el 1° de noviembre al 31 de octubre del año siguiente. 

     



El proceso de calificaciones deberá iniciarse el 1° de noviembre y quedará terminado, a más tardar, el 31 de enero de cada año. 

    



La evaluación se hará por quienes se indica a continuación: 

    



a) La Corte Suprema, en pleno, calificará a los ministros de Cortes de Apelaciones, a los relatores y procuradores del número que se desempeñen en dicho tribunal, a su secretario, prosecretario y empleados; 

      



b) Las Cortes de Apelaciones, en pleno, calificarán a los jueces de letras, a sus secretarios, relatores y empleados, y a los secretarios de juzgados y funcionarios auxiliares de la Administración de Justicia que ejerzan sus funciones en el territorio jurisdiccional de juzgados de ciudad asiento de Corte de Apelaciones. También calificarán a los demás notarios que ejerzan funciones en el territorio de su jurisdicción, previo informe del juez o de los jueces en cuyo territorio jurisdiccional se desempeñen; 

      



c) El fiscal judicial de la Corte Suprema calificará a su secretario abogado, a los empleados de su oficio y a los fiscales de las Cortes de Apelaciones;               

    



d) Los fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones calificarán a los empleados de su oficio, y 

      



e) Los jueces letrados calificarán a sus asistentes sociales y empleados y a los funcionarios auxiliares de la Administración de Justicia no comprendidos en las letras anteriores que se desempeñen dentro de sus respectivos territorios jurisdiccionales. En este último caso, en los lugares en que existan dos jueces de letras, la calificación la hará el más antiguo, y en aquellos en que existan más de dos se constituirán todos en comisión calificadora. Si fueren más de cinco, la comisión estará constituida por los cinco jueces de mayor antigüedad. 

   



Actuará como secretario de estas comisiones, el secretario del tribunal donde se desempeñe su presidente o en su defecto, el secretario más antiguo de cualquiera de los tribunales cuyos jueces integren la comisión, y si hubiere dos o más secretarios, el que éste designe. Si la calificación corresponde hacerla a una sola persona, ésta designará, en el mes de octubre de cada año, un secretario entre sus subordinados o auxiliares de la Administración de Justicia de su territorio jurisdiccional.

Artículo 274
     



Esta disposición expresa que los secretarios de los órganos calificadores indicados en el artículo 273, deberán cumplir, entre otras, las siguientes funciones:            

    



   a) Reunir, dentro de los primeros quince días del mes de noviembre de cada año, las hojas de vida, con los antecedentes agregados, correspondientes a las personas que deba evaluar el respectivo órgano calificador, para lo cual las solicitará de quien deba llevarlas conforme a lo establecido en el artículo 277; 

   



   b) Recibir las opiniones que se formulen en conformidad al artículo 275, remitir copia de ellas a la persona a quien conciernan en los términos que exige la citada disposición y recibir, además, los descargos que aquélla efectúe por escrito; 

   



  c) Dejar constancia, en un libro de actas, de cada calificación, del puntaje que ésta asigna al calificado y, con la debida precisión, de los aspectos o materias que el calificado debe mejorar o rectificar, a criterio de quien efectúa la calificación. Si el órgano calificador fuere colegiado, deberá dejar constancia del número de ministros o jueces que lo integró; del hecho que cada uno de ellos haya emitido una calificación separada y asignado un puntaje al calificado; de cada uno de estos puntajes, indicando el nombre del ministro o juez que lo asignó; del puntaje calificatorio definitivo que resulte de aplicar lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 278; de la lista en que queda calificado, y de los aspectos o materias que el calificado, a juicio de cada calificador, debe corregir o mejorar. 

   



  Las calificaciones individuales que realiza cada calificador deberán ser debidamente suscritas por éste, se archivarán en la secretaría del órgano calificador y tendrán el carácter de reservadas, salvo para el calificado, el órgano calificador, el Presidente de la República y el Ministro de Justicia; 

  



d) Notificar a los evaluados el resultado de sus calificaciones, en la forma que se expresa en el artículo 276; 

   



   e) Remitir al órgano calificador las solicitudes de reposición y de apelación que se interpongan, con los antecedentes que sean pertinentes, dejando constancia en el libro de actas referido en la letra c); 

   



  f) Remitir copia de las calificaciones ejecutoriadas a los organismos señalados en el inciso final del artículo 276, y 

  



 g) Cumplir las demás órdenes e instrucciones que disponga el Presidente de la Corte o de la comisión calificadora o la persona encargada de efectuar la evaluación.

Artículo 275
   



El artículo prescribe que dentro de los diez primeros días del mes de noviembre de cada año, cualquier persona podrá hacer llegar al respectivo órgano calificador sus opiniones respecto de la conducta funcionaria y desempeño observados, durante el período que comprende la calificación, por cualquier funcionario o empleado de los tribunales de justicia sujeto a calificación. 

     



Dichas opiniones deberán formularse por escrito y contener los fundamentos y antecedentes en que se basen. Copia de las mismas deberá remitirse de inmediato por el órgano calificador a los afectados para que efectúen los descargos que estimen pertinentes, antes de iniciarse el proceso de calificación. El órgano calificador, en caso de acoger alguna de las opiniones formuladas, deberá dejar constancia de ello antes de hacer la evaluación anual.

Artículo 276
  



Establece que las calificaciones se efectuarán por los órganos calificadores indicados en el artículo 273, en un procedimiento reservado, dentro de los quince primeros días del mes de diciembre de cada año, fuera del horario de funcionamiento ordinario de los tribunales. 

     



 Todas las personas sujetas a evaluación deberán ser calificadas en esa oportunidad, con los antecedentes que a esa fecha existan sobre ellas. 

     



   La calificación deberá ser puesta, privadamente, en conocimiento del respectivo evaluado, tan pronto como finalice el proceso, entregándole copia de la parte que le concierna del libro de acta a que se refiere la letra c) del artículo 274, sea personalmente o remitiéndole ésta por carta certificada al tribunal donde preste sus servicios. 

     



Las calificaciones que realice la Corte Suprema en única instancia solo serán susceptibles del recurso de reposición, el que deberá ser fundado. 

   



Las demás calificaciones sólo podrán ser objeto del recurso de apelación, igualmente fundado, señalando claramente los hechos que a juicio del apelante deben ser considerados para mejorar la calificación. 

  



Estos recursos deberán interponerse en el plazo fatal de cinco días hábiles contados desde la fecha de notificación de la calificación de la que se pide reposición o se apela. Si la notificación se hubiese hecho por carta certificada, se entenderá efectuada transcurridos que sean tres días hábiles desde la fecha de entrega de la carta al Servicio de Correos. Los recursos, dirigidos al órgano calificador que deba conocer de ellos, se presentarán directamente ante el que haya efectuado la evaluación, cuyo secretario deberá remitirlos, dentro de 48 horas, al que deba conocerlos. 

 



La calificación hecha por el órgano calificador de apelación no será susceptible de recurso alguno. 

 



Corresponderá conocer del recurso de apelación a los siguientes órganos: 

 



a) Al pleno de la Corte Suprema, si la calificación fue efectuada por una Corte de Apelaciones o por el fiscal judicial de la misma Corte Suprema;                 

 



b) Al fiscal judicial de la Corte Suprema, si la calificación fue hecha por un fiscal judicial de Corte de Apelaciones, y                                          

 



c) Al pleno de la Corte de Apelaciones respectiva, si la calificación fue realizada por un juez o por una comisión calificadora de jueces. 

 



En estos casos actuará como secretario el que lo sea de la respectiva Corte o del fiscal judicial. Si en ésa existieren más de dos, por el que designe el Presidente. En la relación, además de los antecedentes señalados en el inciso primero del artículo 278, deberán exponerse los fundamentos del recurso interpuesto. 

 



La apelación implica una recalificación del apelante, la que deberá hacerse en los términos del artículo 278, debiendo considerarse especialmente en ella los aspectos y materias que el apelante, según la calificación apelada, debe mejorar o corregir. El puntaje que arroje esta recalificación será el puntaje calificatorio definitivo. El órgano calificador que conozca de la apelación deberá efectuar la recalificación dentro de los diez días hábiles siguientes a la fecha de su presentación. La recalificación se notificará al interesado en la forma expresada en el inciso tercero, por el secretario de estos tribunales y será comunicada al órgano calificador respectivo. 

 



Todas las calificaciones, una vez que se encuentren ejecutoriadas, serán comunicadas por los secretarios de los órganos calificadores, mediante oficio reservado, a la Corte Suprema, Cortes de Apelaciones y Ministerio de Justicia, para los efectos que procedan.

Artículo 277
 



Este artículo expresa que el secretario o administrador del tribunal en donde presten servicios, llevará una hoja de vida de cada persona que deba ser evaluada; si existe más de un secretario, el tribunal distribuirá entre ellos esta labor. 

 



En el caso de los funcionarios auxiliares de la Administración de Justicia señalados en la letra b) del artículo 273, corresponderá esta tarea al secretario de la Corte de Apelaciones o al que designe ese tribunal, de haber más de uno. Respecto de los funcionarios auxiliares indicados en la letra e) del mismo artículo, corresponderá al secretario del tribunal que designe la respectiva Corte de Apelaciones. En el caso a que se refiere la letra c) de dicho artículo, corresponderá esta tarea al secretario abogado del fiscal judicial de la Corte Suprema y en el de la letra d) de la misma disposición, al respectivo fiscal judicial.                

 



Las hojas de vida de las personas a quienes se asigna esta labor serán llevadas por el Presidente de la Corte Suprema, por el fiscal judicial de la Corte Suprema, por los Presidentes de las Cortes de Apelaciones o por los jueces, según corresponda.           

 



En la hoja de vida los encargados dejarán constancia clara, oportuna y precisa, de las medidas disciplinarias ejecutoriadas y de las apreciaciones de mérito y de demérito que ordenen anotar los tribunales, ministros visitadores y los funcionarios calificadores indicados en el artículo 273 respecto de las personas que les corresponda calificar. Tratándose de tribunales colegiados, las anotaciones de mérito o de demérito serán decretadas por el tribunal pleno o por cualquiera de las salas de que se componen. 

 



Los antecedentes que figuren en la hoja de vida serán reservados, salvo para la persona a que se refieren, la que podrá imponerse de su contenido las veces que estime conveniente y hacer llegar al encargado de llevarlas, antes que se inicie el proceso de calificación, las observaciones y antecedentes que desee, para ser agregados. 

  



Ante el mismo encargado y en igual oportunidad, las personas que deben ser evaluadas podrán pedir que se anote en su hoja de vida la circunstancia de haber participado en actividades idóneas de capacitación y perfeccionamiento, para lo cual deberán acompañar los certificados y comprobantes pertinentes. 

 



Cuando en virtud de traslado o ascenso de un determinado funcionario o empleado, deba cambiar el calificador, el anterior cerrará su hoja de vida y la remitirá al nuevo calificador inmediatamente de materializado el traslado o ascenso, junto con un informe de calificación en el cual consignará su desempeño funcionario. La persona encargada de llevar la hoja de vida del funcionario trasladado o ascendido procederá a abrir una nueva hoja de vida, a la cual anexará la anterior y el informe de calificación. 

  



Existirá, además, una hoja de calificación en la cual se resumirá y valorará, anualmente, el desempeño de cada funcionario y se dejará constancia de la lista en que quedó clasificado.

Artículo 277 bis
   



Esta norma dispone que la calificación deberá fundarse en antecedentes objetivos y considerar, además de las anotaciones practicadas en la respectiva hoja de vida y el informe de calificación, lo siguiente: responsabilidad, capacidad, conocimientos, iniciativa, eficiencia, afán de superación, relaciones humanas y atención al público, en consideración a la función o labor que corresponda realizar y magnitud de la misma.

Artículo 278


 


El precepto indica que la calificación comenzará con la relación que hará el secretario del órgano calificador sobre todos los antecedentes de cada una de las personas que deban ser evaluadas. A continuación de cada una de las relaciones individuales, los integrantes del órgano calificador procederán, separadamente, a entregar por escrito al secretario la evaluación que aquéllos les merezcan. 

   



El calificado será evaluado globalmente en base a 

las pautas y rubros establecidos en los artículos 277 y 277 bis. El resultado de la calificación se expresará en un puntaje de 1 a 7 que se asignará al calificado y que podrá contener hasta dos decimales. En caso que el órgano calificador sea colegiado, esto es, integrado por dos o más personas, cada uno de sus miembros hará una calificación separada. El puntaje calificatorio definitivo será el cuociente que resulte de dividir la suma total de los puntajes individualmente asignados al calificado por el número de calificadores. 

     



El puntaje definitivo determinará la lista en que figurará el calificado por el año inmediatamente siguiente al de la calificación, conforme a la siguiente pauta: Lista Sobresaliente, de 6,5 a 7 puntos; lista Muy Buena, de 6 a 6,49 puntos; lista Satisfactoria, de 5 a 5,99 puntos; lista Regular, de 4 a 4,99 puntos; lista Condicional, de 3 a 3,99 puntos y lista Deficiente, menos de 3 puntos. Ello no obstante, por el solo hecho de que el calificado obtenga una nota promedio inferior a 3 en responsabilidad o eficiencia, automáticamente quedará calificado en lista Deficiente; y, si obtiene puntaje igual o inferior a 3 en dos o más de cualquiera de los otros rubros, no podrá quedar calificado en lista superior a la Condicional. 

    



El calificador que asigne, en cualquiera de los rubros a que se refiere el artículo 277 bis, un puntaje igual o superior a 6 o inferior a 4 deberá señalar los hechos que fundamentan su apreciación. 

   



 El calificado que, durante el año que se califica, hubiese sido objeto de medida disciplinaria, cualquiera  sea el puntaje que obtenga, no podrá figurar en lista Sobresaliente y, en caso de haber sido objeto de medida disciplinaria superior a la de amonestación privada, no podrá figurar en lista Muy Buena. De igual manera, el que hubiese sido objeto de dos o más medidas disciplinarias, siempre que ninguna de ellas hubiese sido superior a censura por escrito, no podrá figurar en lista Satisfactoria; el que hubiese sido objeto de tres o más medidas disciplinarias, siempre que alguna de ellas hubiese sido superior a censura por escrito y ninguna superior a multa, no podrá figurar en lista Regular, y el que hubiese sido objeto de tres o más medidas disciplinarias o de dos o más, siempre que una de ellas hubiese sido de suspensión de funciones, quedará calificado en lista Deficiente. 

  



 Las reglas anteriores se observarán también por los órganos a los que corresponda conocer las apelaciones. 

 



   Para todos los efectos legales, se considerarán en lista de méritos a todos aquellos funcionarios que, conforme a su calificación anual, hubiesen sido incorporados a la lista Sobresaliente o Muy Buena.

Artículo 279
 



Este artículo expresa que para proceder al nombramiento en propiedad de un cargo en el Escalafón Primario que se encontrare vacante, el tribunal respectivo llamará a concurso, por el lapso de diez días, el que podrá prorrogar por términos iguales si no se presentaren oponentes en número suficiente para formar las listas que deben ser enviadas al Presidente de la República, para los efectos previstos en el artículo 263; salvo que se trate de proveer los cargos de ministro o fiscal judicial de la Corte Suprema, en que se procederá sin previo concurso.                                           

 



El secretario o el administrador del tribunal que llame a concurso comunicará su apertura por télex, fax o telégrafo a todas las Cortes de Apelaciones del país, las que deberán ponerlo en conocimiento de los tribunales de su territorio jurisdiccional por medios idóneos. La omisión de esta última comunicación no invalidará el concurso, sin perjuicio de la responsabilidad del secretario. Además, dicho secretario deberá insertar un aviso de la apertura del concurso en el Diario Oficial. A partir de la fecha de publicación del aviso se contará el plazo señalado en el inciso primero. 

 



Los interesados que reúnan los requisitos que la ley exige para optar al cargo deberán acompañar su currículum vitae y demás antecedentes justificativos de sus méritos. 

 



La elección de las personas que deban figurar en las propuestas o ternas para la suplencia o interinato de alguno de los cargos del Escalafón Primario se limitará a los funcionarios que presten sus servicios dentro del territorio jurisdiccional de la Corte respectiva. Sólo a falta de ellos podrá elegirse libremente de entre los demás funcionarios que reúnan las condiciones necesarias. 

 



Sin embargo, cuando se trate de propuestas o ternas para el nombramiento, en calidad de interinos o suplentes, de relatores o secretarios de Corte de Apelaciones, podrán figurar en ellas, a falta de funcionarios que reúnan los requisitos generales de idoneidad para tales funciones, otros de la quinta o sexta categoría, cualquiera sea el territorio jurisdiccional a que pertenezcan y el tiempo que hayan permanecido en la respectiva categoría.

Artículo 281

 



  
Indica que los funcionarios incluidos en lista Sobresaliente tendrán derecho preferente para figurar en quina o en terna frente a aquéllos que se encuentren incorporados en la lista Muy Buena, éstos preferirán a los incluidos en la lista Satisfactoria, y éstos a los incorporados a la lista Regular. Los incluidos en las otras listas no podrán figurar en quina o en terna. A igualdad de lista calificatoria, preferirán los oponentes por orden de su categoría y, a igualdad en ésta, deberá considerarse el puntaje de la última calificación y la antigüedad en el cargo, entre sus otros antecedentes. 

 




   En caso que algún ministro de Corte de Apelaciones o juez letrado deba figurar por antigüedad en las propuestas a que se refiere el artículo 75 de la Constitución Política y hubiese sido objeto de cualquier medida disciplinaria con posterioridad a su calificación anual, en la respectiva propuesta se dejará constancia de ello y de la circunstancia de estar o no ejecutoriada la resolución respectiva. 

     



En las propuestas deberá dejarse constancia del número de votos obtenidos por los oponentes en cada una de las votaciones que han debido efectuarse para la confección de la quina o de la terna.

Artículo 284

     



Expresa que para proveer los demás cargos del Escalafón Primario, se formarán ternas del modo siguiente:                                                 

 




   a) Para ministros y fiscales judiciales de Corte de Apelaciones y secretario de la Corte Suprema, con el  juez de tribunal de juicio oral en lo penal, el juez de letras o el juez de juzgado de garantía más antiguo de asiento de Corte calificado en lista de méritos y que exprese su interés por el cargo y con dos ministros de Corte de Apelaciones o integrantes de la segunda o tercera categoría que se hayan opuesto al concurso, elegidos de conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 281; 

 




    b) Para integrantes de las categorías tercera y     cuarta, con excepción de los relatores de las Cortes de Apelaciones, con el juez de tribunal de juicio oral en lo penal, el juez de letras o el juez de juzgado de garantía más antiguo de la categoría inferior calificado en lista de méritos y que exprese su interés en el cargo y con dos integrantes de la misma categoría del cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, que se hayan opuesto al concurso, elegidos de conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 281; 

 




 c) Para integrantes de la quinta categoría, con el funcionario más antiguo de la categoría inferior que se encuentre calificado en lista de méritos y exprese su interés en el cargo y con uno o dos integrantes de la misma categoría del cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, elegidos de conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 281, o con uno o dos abogados extraños al Poder Judicial que se hayan opuesto al concurso, elegidos en conformidad con lo dispuesto en el artículo 284 bis; 

   



d) Para integrantes de la sexta categoría, con excepción del prosecretario de la Corte Suprema y del secretario abogado del fiscal judicial de ese mismo        tribunal, con el funcionario más antiguo de la séptima  categoría que figure en lista de méritos y que exprese su interés en el cargo que se trata de proveer y con uno o dos integrantes de la misma categoría o de la inmediatamente inferior, elegidos de conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 281, o con uno o dos abogados extraños al Poder Judicial que se hubiesen opuesto al concurso, elegidos en conformidad a lo dispuesto en el artículo 284 bis, y 

 




e) Para integrantes de la séptima categoría, con funcionarios de la misma categoría elegidos de conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 281, o con abogados extraños al Poder Judicial que se hayan opuesto al concurso, elegidos en conformidad a lo dispuesto en el artículo 284 bis. 

    



A falta de postulantes a las categorías indicadas en las letras b) y c) de este artículo, podrán ocupar uno o dos lugares de libre elección, los funcionarios que se encuentren incorporados en la categoría inferior subsiguiente a la del cargo que se trata de proveer, siempre conforme a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 281. 

  




El funcionario que goce del derecho para figurar en terna por antigüedad, de acuerdo con lo dispuesto en este artículo, deberá expresar su interés en el cargo dentro de diez días, contados desde la publicación de la apertura del concurso en el Diario Oficial. Si así no lo hiciere, se prescindirá de él.

Artículo 285 bis
 



Indica que el nombramiento del prosecretario de la Corte Suprema se hará a propuesta de ese tribunal y sólo podrá recaer en persona con título de abogado. 

 



Este funcionario subrogará al secretario y se aplicará la norma del inciso segundo del artículo 500. 

 



Además de las otras funciones que le corresponden, desempeñará el cargo de relator cuando el tribunal lo estime conveniente. 

 



Todas las menciones que en las leyes se hagan al oficial primero de la Corte Suprema se entenderán referidas al prosecretario. 

 



El secretario abogado del fiscal judicial de la Corte Suprema será designado a propuesta de dicho fiscal judicial.                                           
Artículo 289 bis
  



Establece que las ternas para proveer los cargos de miembros del consejo técnico y bibliotecarios se formarán del modo siguiente:                            

 


     
a) Para integrantes de las dos primeras categorías del Escalafón Secundario, según el caso, con el miembro del consejo técnico y bibliotecario más antiguo de la categoría inmediatamente inferior, que figure en lista de méritos y que exprese su interés en el cargo, y con dos miembros de los consejos técnicos y bibliotecarios, según el caso, de la misma categoría del cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, elegidos en conformidad al inciso primero del artículo 281. A falta de oponentes se incluirá en la terna a profesionales que cumplan con los requisitos para integrar los consejos técnicos y bibliotecarios, según el caso, ajenos al servicio, elegidos por méritos, y 

 


 
b) Para integrantes de la tercera categoría, según el caso, con profesionales que cumplan con los requisitos para integrar los consejos técnicos o bibliotecarios de la misma categoría elegidos en conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 281 o con profesionales que cumplan con los requisitos para integrar los consejos técnicos o bibliotecarios, según el caso, ajenos al servicio, elegidos por méritos. 

  


 
Con respecto al derecho propio a que se refiere la letra a), tendrá aplicación lo dispuesto en el inciso final del artículo 284. 





Para oponerse al cargo de miembro del consejo técnico o bibliotecario, se requiere estar en posesión del título respectivo otorgado por algún establecimiento de educación superior del Estado o reconocido por éste.    

 



Tratándose de los miembros de los consejos técnicos, las ternas respectivas serán formadas por el juez de letras con competencia de familia, por el juez de familia que cumpla funciones de juez presidente o por el Comité de Jueces, según corresponda, y serán resueltas por el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva.                                                

Artículo 291
   
Establece que las ternas y quinas, según el caso, deberán remitirse al Ministerio de Justicia con todos los antecedentes que se tuvieron presentes al momento de confeccionarlas, conjuntamente con el expediente del respectivo concurso, debiendo indicarse el número de votos obtenidos por los oponentes en cada una de las votaciones que hayan debido efectuarse para tales efectos.
Artículo 294
 



Este artículo dispone que el nombramiento en propiedad en cargos del Escalafón del Personal de Empleados, se hará a propuesta en terna que formará, previo concurso, el tribunal en que se deban prestar los servicios. En ningún caso podrá integrar la terna el empleado que, además de los requisitos que establecen los incisos siguientes, no acredite los títulos profesionales o técnicos o los conocimientos que se requieran para el desempeño del cargo, a menos que, después de un segundo llamado, no hubiere postulantes en número suficiente que cumplan con dichos requisitos. 

  



Los empleados incluidos en Lista Sobresaliente tendrán derecho preferente para figurar en terna frente a aquéllos que se encuentren incorporados en la Lista Muy Buena, éstos preferirán a los incluidos en la Lista Satisfactoria, y éstos a los incorporados en la Lista Regular. Los incluidos en las otras listas no podrán figurar en terna. A igualdad de lista calificatoria, preferirán los oponentes por orden de su categoría y, a igualdad en ésta, deberá considerarse el puntaje de la última calificación y la antigüedad en el cargo, entre sus otros antecedentes. 

 



En las ternas para cargos de la primera categoría se incluirá al empleado más antiguo de la segunda categoría calificado en lista de méritos que se oponga al concurso. Los otros dos lugares los ocuparán empleados de la primera o segunda categoría elegidos de conformidad a lo establecido en el inciso segundo. Sólo si no se presentaren postulantes de tales categorías, podrán figurar los de la categoría tercera, elegidos siempre de conformidad a lo establecido en el inciso segundo. 

 



En las ternas para cargos de la segunda categoría se incluirá al empleado más antiguo de la tercera categoría calificado en lista de méritos que se oponga al concurso. Los otros dos lugares los ocuparán empleados de la segunda o tercera categoría, elegidos de conformidad a lo establecido en el inciso segundo. Sólo si no se presentaren postulantes para formar la terna con esos empleados, podrán figurar en ella los de la cuarta categoría, siempre elegidos de conformidad a lo establecido en el inciso segundo. 

 



En las ternas para cargos de la tercera categoría, se incluirá al empleado más antiguo de la cuarta categoría calificado en lista de méritos que se oponga al concurso. Los otros dos lugares los ocuparán empleados de la tercera o cuarta categoría, elegidos de conformidad a lo establecido en el inciso segundo. Sólo si no se presentaren postulantes para formar la terna que reúnan los requisitos indicados, podrán figurar en ella los de la quinta categoría, siempre de conformidad a lo establecido en el inciso segundo. 

 



En las ternas para cargos de la cuarta categoría se incluirá al empleado más antiguo de la quinta categoría calificado en lista de méritos que se oponga al concurso. Los otros dos lugares los ocuparán empleados de la cuarta o quinta categoría, de conformidad a lo establecido en el inciso segundo, o abogados, egresados de derecho o estudiantes de tercero, cuarto o quinto año de las Escuelas de Derecho de alguna universidad del Estado o reconocida por éste, elegidos por méritos. 

 



En las ternas para cargos de la quinta categoría, se incluirá al empleado más antiguo de la sexta categoría calificado en lista de méritos que se oponga al concurso. Los otros dos lugares los ocuparán empleados de la quinta o sexta categoría, de conformidad a lo establecido en el inciso segundo, o personas extrañas al Poder Judicial, elegidas por méritos. 

 



Las ternas a que se refieren los tres incisos precedentes, que incluyan a empleados de las categorías subsiguientes a la del cargo que se provee o, en su caso, a personas extrañas al servicio, deberán resolverse fundadamente. 

 



En las ternas para cargos de la sexta categoría, se incluirá al empleado calificado en lista de méritos más antiguo en esta categoría que se oponga al concurso. Los otros dos lugares los ocuparán empleados de la sexta o séptima categoría, de conformidad a lo establecido en el inciso segundo, o personas extrañas al servicio, elegidas por méritos. 

 



En las ternas para cargos de la séptima categoría, se incluirá al empleado calificado en lista de méritos más antiguo de esta categoría que se oponga al concurso. Los otros dos lugares los ocuparán empleados de la misma categoría o personas ajenas al servicio, elegidas por méritos. 

 



Los postulantes ajenos a la carrera, deberán acreditar los títulos o la experiencia que se requieran para el desempeño del cargo. Además, serán sometidos por el tribunal a una o más pruebas destinadas a medir, de modo objetivo, sus aptitudes y conocimientos para el ejercicio de éste, tarea que podrá ser encomendada a la Academia Judicial o a la Corporación Administrativa del Poder Judicial. Además de los resultados de estas pruebas, el tribunal tendrá a la vista los antecedentes que presenten los postulantes y las calificaciones que hayan obtenido en la carrera de Derecho, si fuere del caso. 

 



En lo demás, los concursos se regirán por las normas señaladas en el artículo 279. 

 



Las ternas que se remitan al Presidente de la Corte Suprema o de la Corte de Apelaciones, en su caso, deberán ser acompañadas de todos los antecedentes que se tuvieron presentes al momento de confeccionarlas, conjuntamente con el expediente del respectivo concurso, debiendo indicarse el número de votos obtenidos por los oponentes en cada una de las votaciones que hayan debido efectuarse para la confección de las mismas. 

 



Cuando se trate de nombramientos en calidad de interinos o suplentes, la designación podrá hacerse por el respectivo tribunal o Corte. 

 



Estas designaciones no podrán durar más de noventa días, no serán prorrogables, ni podrá nombrarse nuevo interino o suplente para el mismo cargo. En caso de que no se haga uso de esta facultad o de que haya vencido el plazo del interinato o suplencia, se procederá a llenar la vacante en la forma ordinaria. 

 



El nombramiento de chofer de la Presidencia de la Corte Suprema se hará por el propio Presidente. 

 



El Presidente nombrará también a los empleados de secretaría de la Corte que hayan de desempeñarse asistiendo a uno de los ministros, a propuesta unipersonal del ministro de que se trate. 

 



Sea que el nombramiento se haga en calidad de titular, interino o suplente, el funcionario designado no podrá desempeñar el cargo mientras no se le transcriba el decreto respectivo totalmente tramitado, salvo que en este último se disponga que asumirá de inmediato sus funciones.
Artículo 340

 



El precepto indica que el Presidente de la Corte Suprema podrá conceder a los jueces licencias por enfermedad, de acuerdo con las disposiciones generales que rijan sobre la materia para el personal de la administración civil del Estado. 

   



La Corte Suprema podrá conceder permisos hasta por seis meses cada año, por asuntos particulares y hasta por dos años para trasladarse al extranjero a actividades de perfeccionamiento, en ambos casos sin goce de remuneración y siempre que no se entorpezca el servicio. 

 



El límite de dos años señalado en el inciso anterior no será aplicable en el caso de funcionarios que obtengan becas otorgadas de acuerdo a la legislación vigente. 

    



Las resoluciones adoptadas se comunicarán de inmediato al Ministerio de Justicia para los fines administrativos consiguientes.

Artículo 458
 



Este artículo expresa que es aplicable a los auxiliares de la Administración de Justicia lo dispuesto en los artículos 244 y 245.

 



Igualmente, regirán los requisitos establecidos por los incisos cuarto y quinto del artículo 294 para el nombramiento de dichos auxiliares, sin perjuicio de las exigencias especiales que para las mismas designaciones se contengan en este título y en otras leyes.

 



Ningún cargo de fiscal judicial, de defensor público o de relator podrá permanecer vacante, ni aun en el caso de estar servido interinamente, por más de cuatro meses si se trata de los dos primeros y de tres meses, si del último. Vencidos estos términos, el funcionario interino cesará de hecho en el ejercicio de sus funciones, y el Presidente de la República proveerá la plaza en propiedad.

Artículo 459
   



Esta norma establece que los fiscales judiciales, los defensores, los relatores y los demás auxiliares de la Administración de Justicia serán nombrados por el Presidente de la República previa propuesta de la Corte Suprema o de la Corte de Apelaciones respectiva, en conformidad a las disposiciones contenidas en el párrafo tercero del Título X del presente Código.

 
Para la designación de los funcionarios a que se refiere el inciso anterior deberán cumplirse, además, los requisitos que se indican en los artículos siguientes.
Artículo 493
 



Esta norma expresa que los funcionarios que no gocen de inamovilidad, serán removidos por el Presidente de la República con el solo acuerdo de la mayoría de los miembros en ejercicio de la Corte respectiva.

 



El funcionario que figure en Lista Deficiente o, por segundo año consecutivo en Lista Condicional, una vez firme la calificación respectiva, quedará removido de su cargo por el solo ministerio de la ley. 

 

Esta circunstancia deberá ser comunicada de inmediato por el órgano calificador respectivo al Ministerio de Justicia, con el objeto de que éste, para los efectos administrativos correspondientes, curse a la brevedad el debido decreto supremo.
Artículo 498
 



Prescribe que las leyes determinarán la planta y los sueldos de los empleados de las secretarías de los tribunales, de los fiscales judiciales y de los empleados con nombramiento fiscal de los defensores públicos.                                                  

 



Para los efectos de lo establecido en el párrafo final del inciso primero del artículo 294, la corporación Administrativa del Poder Judicial, a lo menos cada cinco años, deberá establecer las funciones que correspondan a cada uno de los cargos que componen el Escalafón del Personal de Empleados, debiendo señalar con claridad y precisión los títulos profesionales o técnicos o los conocimientos que se requieran para su debido desempeño. Al determinar las funciones y requisitos habilitantes de cada cargo, la corporación establecerá aquellas diferencias y excepciones que sean necesarias conforme a las categorías y características de los distintos tribunales en que vayan a desempeñarse.

 



Especialmente formarán parte de la secretaría de la Corte Suprema, cinco oficiales auxiliares, que prestarán sus servicios como escribientes de los miembros del tribunal, en la forma que éste determine. Estos oficiales serán nombrados por el Presidente de la República, a propuesta de la Corte Suprema; deberán haber cursado cuarto año de Derecho, a lo menos, y durarán sólo tres años en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 500

 



El precepto establece que los oficiales primeros de las secretarías, sin perjuicio de las otras funciones que les correspondan según las leyes, estarán obligados a desempeñar, bajo la responsabilidad de los secretarios, las funciones que a éstos les encomienda el Título VI del Libro I del Código de Procedimiento Civil.

    



Cuando la subrogación de los secretarios se prolongue por un espacio superior a quince días, en los casos señalados en el artículo 388, los oficiales primeros tendrán derecho a percibir la diferencia que exista entre la remuneración de su cargo y el que deban subrogar, incluida la asignación establecida en el artículo 39 de la Ley N° 17.272, por el período que dure dicho reemplazo.

     



Deberán prestar juramento para el desempeño de su cargo ante el juez respectivo o ante el presidente del tribunal, si fuere colegiado.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

MENSAJE DEL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

 


El Primer Mandatario señala que el objetivo del proyecto de ley es introducir una serie de modificaciones al sistema de nombramientos y calificaciones de los ministros, jueces, auxiliares de la administración de justicia y empleados del Poder Judicial con el objetivo de obtener una administración de justicia más independiente y transparente en el ejercicio de la función jurisdiccional.
 



Indica que para formular un conjunto de reformas tendientes a la modernización y fortalecimiento del Poder Judicial, el Ministerio de Justicia constituyó un mesa de trabajo que reunió a destacados académicos y a Ministros de la Corte Suprema. En este contexto, fueron creadas diversas subcomisiones destinadas a estudiar cada uno de los aspectos que este grupo de iniciativas vienen en modificar, siendo una de ellos, precisamente, los nombramientos y calificaciones de los integrantes del Poder Judicial. Las observaciones y sugerencias realizadas por esta subcomisión sirvieron de base para el presente proyecto de ley.

 



Explica que, en líneas generales, la iniciativa incrementa la autonomía interna y externa de los tribunales de justicia, dotándolos de mejores herramientas de gestión permitiendo el constante perfeccionamiento del servicio judicial.

 



Con ello, las modificaciones planteadas vienen a establecer un sistema de nombramientos dotado de mayor autonomía por parte de los tribunales, en relación a todos los empleados judiciales y a un importante número de auxiliares de la Administración de Justicia, conservando un adecuado equilibrio institucional. 

  



Destaca que no basta con que la generación de los órganos jurisdiccionales cuente con un sistema eficiente que represente las necesidades del servicio judicial, si los mecanismos de evaluación de las labores desarrolladas por éste no cumplen con las mismas características, ya que ambos procesos son la base fundamental de la carrera funcionaria. En efecto, el control interno ejercido por los propios tribunales sobre sus integrantes, a través del sistema de calificaciones, en conjunto con los controles externos que existen en el sistema de nombramientos, conforman la dinámica de la carrera judicial, alimentando el ciclo evolutivo de los órganos jurisdiccionales. 

 



Hace presente que los análisis doctrinarios y la evidencia empírica existente, permiten sostener que el actual sistema de calificación está fuertemente constituido por componentes subjetivos que conducen a resultados inexactos, basados en un conocimiento insuficiente de parte de los calificadores, respecto del desempeño cotidiano del personal evaluado. 
 



Lo anterior, se agrava por el gran número de personas que en las grandes ciudades deben ser objeto de calificación por parte de los Ministros de las Cortes de Apelaciones respectivas, lo que se suma a la falta de diferenciación entre funciones, que hace que se califique bajo los mismos parámetros a todos los empleados, sin atender las características particulares ni a la naturaleza de cada una de las labores que ellos desempeñan, trayendo como consecuencia un sistema formalista que no satisface los requerimientos de control de las funciones y que no representa, de modo alguno, la herramienta de mejoramiento de la gestión del sistema. 

 



Expresa que el constante perfeccionamiento que realizan los diversos integrantes del sistema judicial en beneficio de una mejor gestión y calidad en el servicio, deviene en un esfuerzo inútil si no existe un mecanismo de control y evaluación objetivo, certero y permanente, que controle la satisfacción de las necesidades del servicio y posibilite su perfeccionamiento. Por ende, el mecanismo escogido es fundamental en los resultados que se obtengan a largo plazo, transformándose en la piedra angular del sistema.




El Mensaje finaliza estableciendo que, bajo la perspectiva recientemente planteada, el presente proyecto de ley intenta establecer un mecanismo más efectivo, con evaluaciones periódicas de la gestión, bajo parámetros previamente establecidos, y basado en un conocimiento real de los evaluados y de las condiciones en que éstos desempeñan su labor. 

OBJETIVOS DEL PROYECTO
SISTEMA DE NOMBRAMIENTOS
 



En cuanto a los nombramientos, la iniciativa mantiene el sistema de autogeneración incompleta para los Escalafones Primario y Secundario, estableciendo que los jueces de letras, los ministros de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones, y demás funcionarios del Escalafón Primario y de la Segunda Serie del Escalafón Secundario serán nombrados por el Presidente de la República.

 



Asimismo, se dispone que el nombramiento de los restantes funcionarios del Escalafón Secundario, con excepción de los de la Tercera y Sexta Serie, y del Escalafón del Personal de Empleados, se hará por el Presidente de la Corte de Apelaciones de que dependan o por el Presidente de la Corte Suprema según el caso.

 



Por otra parte, se contempla el establecimiento de plazos perentorios para las actuaciones de todos aquellos órganos que intervienen en la generación de los órganos jurisdiccionales y de los auxiliares de la administración de justicia, a objeto de hacer más expedita su tramitación, según la complejidad que cada nombramiento tenga. 
 



Se fija un plazo de noventa días para que el Presidente de la República proceda al nombramiento de los ministros de la Corte Suprema y de su Fiscal Judicial; de sesenta días para la designación de jueces y ministros de Cortes de Apelaciones, y de cuarenta y cinco días, para la designación de los auxiliares de la administración de justicia. 





Respecto al Escalafón del Personal de Empleados, se dispone un sistema de autogeneración absoluta, completándose, de esta manera, el objetivo propuesto por la ley N°19.390, que trasladara la designación con respecto a un amplio número de integrantes de dicho escalafón a las Cortes respectivas, pero mantuviera ciertos nombramientos en propiedad en manos del Ejecutivo, así como la totalidad de las suplencias e interinatos de más de 90 días. 

 



Con el presente proyecto de ley, el nombramiento del Escalafón del Personal de Empleados deja de ser una atribución del Poder Ejecutivo, entregándose dichos nombramientos, en cualquier calidad, al Poder Judicial. 

 



La iniciativa, en consecuencia, establece que el nombramiento, ya sea en propiedad, en calidad de interino o de suplente, en cargos del Escalafón del Personal de Empleados, se hará por el Presidente de la Corte de Apelaciones correspondiente, a propuesta en terna que formará, previo concurso, el tribunal en que se deban prestar los servicios respectivos.

 



Por otra parte, se conserva la posibilidad de que la designación de estos funcionarios en calidad de interinos o suplentes- hasta un plazo máximo de noventa días-, se haga por el respectivo tribunal o Corte, pero se amplía con respecto a todos aquellos casos en que la suplencia se produzca por enfermedad o salud irrecuperable, por pre y post natal, aquellas otorgadas en virtud del artículo 340 inciso 2° del Código Orgánico de Tribunales, y las originadas en comisiones de servicios para concurrir a los cursos que imparte la Academia Judicial, casos con respecto a los cuales la posibilidad no se restringe en el tiempo, mientras dure tal condición.

 



Asimismo, se mantiene la preferencia de los empleados incluidos en Lista Sobresaliente para figurar en terna frente a aquellos que se encuentren incorporados en la Lista Muy Buena, la de éstos sobre la Lista Satisfactoria y la de estos últimos sobre la Lista Regular.

 



Con el objeto de hacer concordante la facultad de nombramiento con la de remoción y radicar ambas en el mismo órgano, el proyecto traslada la facultad de remoción desde el Presidente de la República a los Presidentes de las Cortes respectivas, en todos aquellos casos en que por el origen del nombramiento corresponda. Por su parte, se mantiene la regla de que el funcionario que figure en Lista Deficiente o, por segundo año consecutivo en Lista Condicional, una vez firme la calificación respectiva, quedará removido de su cargo por el solo ministerio de la ley. 

SISTEMA DE EVALUACIÓN
 



En cuanto al sistema de evaluación, el proyecto de ley no contiene modificaciones respecto de los sujetos calificados, estableciendo que los funcionarios del Escalafón Primario, con la sola excepción de los ministros y fiscal judicial de la Corte Suprema, los funcionarios del Escalafón Secundario y los empleados del Poder Judicial serán calificados anualmente por un órgano calificador, atendiendo a la conducta funcionaria y al desempeño observados en ese período. 

 



El órgano calificador estará conformado por el pleno de la Corte respectiva; por el juez o por el fiscal judicial, según corresponda, quienes, basándose en informes semestrales emitidos por el superior jerárquico del calificado, deberán evaluar sus labores, atendiendo, en especial, a las características de las funciones desempeñadas. En el caso de los jueces, dicho informe se emitirá por el Visitador. 

 



Asimismo, se establece que cuando la Corte esté conformada por siete o más integrantes, el órgano calificador respectivo será integrado por sólo cinco de sus miembros, designados a ese efecto anualmente. Ello permite que los órganos calificadores, aún en los casos en que el Pleno de la respectiva Corte sea muy numeroso- como ocurre en las Cortes de Apelaciones Arica, Antofagasta, La Serena, Rancagua, Talca, Temuco y Valdivia, con siete miembros; de Valparaíso y Concepción, con trece miembros; de San Miguel, con dieciséis; de Santiago, con veinticinco; y la Corte Suprema, con veintiuno- la labor se realice en forma expedita, sin producir un desgaste excesivo de la Corte respectiva.

 



Se dispone que la calificación comprenderá un período de doce meses de desempeño funcionario contados desde el 1 de noviembre de cada año, y deberá fundarse en parámetros objetivos considerando, especialmente, los informes semestrales de calificación. Dichos parámetros serán establecidos por el máximo tribunal mediante auto acordado, previo informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, en el cual detallarán los diferentes aspectos a evaluar en cada una de las funciones, según su naturaleza. La revisión y actualización de tales criterios se realizará por el Máximo Tribunal, bianualmente.

 



El Primer Mandatario sostiene que, con ello, el proyecto de ley marca una fuerte innovación al disociar, para estos efectos, la función netamente jurisdiccional de todas aquellas que auxilian su ejercicio, todo ello bajo el entendido que el mejoramiento de la función judicial se logra no sólo mediante el reconocimiento de la profesionalización en el ejercicio de la jurisdicción, sino también del personal administrativo que colabora en él.

- - - - - -  - -

c. DISCUSIÓN EN GENERAL


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, puso en discusión general la iniciativa en estudio.


El señor Luis Bates, Ministro de Justicia, explicó que el Ejecutivo ha remitido al Congreso Nacional cinco proyectos de ley, emanados de una Mesa de Trabajo conjunta con el Poder Judicial. Estos proyectos tratan de las siguientes materias:



1. Ministerio Público, Recurso de Queja y Sistema Disciplinario.



2. Indicación Sustitutiva en relación a un proyecto de ley sobre Abogados Integrantes.



3. Flexibilidad Presupuestaria.



4. Reformas Procedimentales y Orgánicas Puntuales.



5. Nombramientos y Calificaciones.

Destacó que todos ellos tienen por objetivo el reforzar la probidad judicial, la independencia del Poder Judicial y la eficiencia y eficacia del mismo.


Seguidamente, el señor Ministro de Justicia se refirió a los aspectos más relevantes del proyecto de ley que modifica el sistema de nombramientos y calificaciones de los Ministros, jueces, auxiliares de la Administración de Justicia y empleados del Poder Judicial.


En materia de nombramientos, hizo presente que la iniciativa legal traslada la facultad de nombrar a los defensores públicos, procuradores del número y receptores, desde el Presidente de la República al Presidente de la Corte respectiva, destacando que, en la actualidad, dichos auxiliares son nombrados por el Primer Mandatario previa propuesta en terna de la Corte respectiva.


Por otra parte, destacó que se radica en forma absoluta la facultad de nombramientos de todos los integrantes del escalafón de empleados u oficiales de secretaría, ya sea en calidad de titulares, suplentes o interinos, en el Presidente de la Corte respectiva. Indicó que, actualmente, el nombramiento en calidad de titular de los escribientes a que se refiere el artículo 498 del Código Orgánico de Tribunales, y los cargos de empleados u oficiales de secretaría en calidad de suplentes o interinos se realizan por el Presidente de la República.


Añadió que la iniciativa legal establece plazos perentorios para la actuación del Ejecutivo en el nombramiento de Jueces y Auxiliares de la Administración de Justicia, disponiendo que, en el caso de los Ministros de Corte Suprema y su Fiscal Judicial, éste será de 90 días; para los Ministros de Cortes de Apelaciones y Jueces, de 60 días, y para los Auxiliares de la administración de justicia, de 45 días.

 
Asimismo, hizo presente que el proyecto radica la facultad de remoción de los funcionarios judiciales que no gozan de inamovilidad (escalafón de empleados y auxiliares de la administración de justicia), desde el Presidente de la República al Presidente de la Corte correspondiente, en todos aquellos casos en que la facultad de nombramiento respectivo se radique en este último.

En cuanto al procedimiento de calificación, el Ministro señor Bates indicó que la iniciativa dispone que éste comprenderá un periodo de doce meses de desempeño funcionario, y que se fundará en parámetros objetivos, que serán establecidos mediante un Auto Acordado emitido por el Máximo Tribunal, previo informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial. Agregó que los criterios establecidos en dicho Auto Acordado serán revisados y actualizados bianualmente, y en él se detallarán los diferentes aspectos a evaluar en cada una de las funciones, según su naturaleza.


Destacó que, en la actualidad, los criterios son dispuestos en forma general, sin atender a la naturaleza y diversidad de cada  función. Así, a modo de ejemplo, señaló que se califica bajo los mismos rubros al Secretario de un Juzgado de Letras y a los ayudantes de biblioteca de la Corte Suprema.


En este contexto señaló que, actualmente, los criterios evaluativos aplicados a los funcionarios son genéricos, tales como: responsabilidad, capacidad, conocimiento, iniciativa, etc, en circunstancias que éstos deben estar dispuestos en atención a la función que realiza el funcionario. A modo de ejemplo, indicó que en el caso de un relator se deben evaluar conceptos como la destreza en la exposición y su capacidad de síntesis, elementos propios del ejercicio de su cargo.

 
Asimismo, en el procedimiento de calificación el superior jerárquico del evaluado confeccionará un informe semestral sobre comportamiento funcionario, el que, junto con otros antecedentes, como la hoja de vida e informes de gestión, serán especialmente considerados en la evaluación. Agregó que, además, se tomarán en cuenta para la evaluación funcionaria las opiniones que cualquier persona pueda hacer llegar, así como las de asociaciones gremiales de abogados.

Hizo presente que los antecedentes que cualquier persona puede hacer llegar al órgano calificador, respecto de la conducta o desempeño de cualquier empleado judicial, está consagrada en el artículo 275 del Código Orgánico de Tribunales. Sin embargo, dijo, ésta no tiene mayor aplicación ni es muy conocida por los usuarios. Este artículo señala lo siguiente:

 

“Artículo 275.- Dentro de los diez primeros días del mes de noviembre de cada año, cualquier persona podrá hacer llegar al respectivo órgano calificador sus opiniones respecto de la conducta funcionaria y desempeño observados, durante el período que comprende la calificación, por cualquier funcionario o empleado de los tribunales de justicia sujeto a calificación. 

 

Dichas opiniones deberán formularse por escrito y contener los fundamentos y antecedentes en que se basen. Copia de las mismas deberá remitirse de inmediato por el órgano calificador a los afectados para que efectúen los descargos que estimen pertinentes, antes de iniciarse el proceso de calificación. El órgano calificador, en caso de acoger alguna de las opiniones formuladas, deberá dejar constancia de ello antes de hacer la evaluación anual.”.

Destacó que el Órgano Calificador de la Corte Suprema califica a los Ministros Corte de Apelaciones, relatores y procuradores del número que se desempeñen en dicho tribunal, a su secretario, prosecretario y empleados. En tanto que el de las Cortes de Apelaciones evalúa a los Jueces de Letras, a sus secretarios, relatores y empleados, auxiliares Administración de Justicia (asiento de Corte), entre otros.


Como novedad, señaló que la iniciativa establece un órgano calificador que estará conformado por el Pleno de la Corte respectiva. En los casos en que ésta tenga siete o más integrantes, el órgano calificador estará compuesto por cinco de sus integrantes, sorteados anualmente para este efecto. Según corresponda, dicho órgano calificador podrá estar integrado también por el juez o el Fiscal.


Explicó que el juez, como Órgano Calificador, evalúa a los asistentes sociales, empleados de su tribunal y auxiliares de la Administración de Justicia (no asiento de Corte). El Fiscal Judicial de la Corte Suprema califica a su secretario abogado, a los empleados de su oficio y a los fiscales de las Cortes de Apelaciones, y el Fiscal Judicial de la Corte de Apelaciones evalúa a los empleados de su oficio.


Seguidamente, el señor Ministro de Justicia realizó una comparación de los aspectos más destacados del proyecto de ley con la legislación actual.    


En primer término señaló que hoy en día la facultad de nombramiento de todos los auxiliares de la administración de justicia  y de algunos empleados judiciales se radica en el Presidente de la República. El proyecto de ley dispone que la atribución de nombrar a los defensores públicos, procuradores del número, receptores, y de todos los empleados judiciales estará radicada en el Presidente de la Corte respectiva.


El señor Ministro prosiguió expresando que en la actual legislación no existe una correlación absoluta entre el órgano que detenta la facultad de nombramiento y remoción. Así, la gran mayoría de los empleados del Poder Judicial son nombrados por la Corte correspondiente, pero removidos por el Presidente de la República, previo acuerdo de la mayoría de los miembros de la Corte respectiva. Explicó que el proyecto de ley viene en establecer una completa correlación entre las facultades de nombrar y remover, con respecto al órgano que las ejerce.


Añadió que hoy no existe plazo para que el Ejecutivo ejerza sus facultades de nombramiento. La iniciativa dispone plazos perentorios para su actuación en la designación de jueces y auxiliares de la Administración de Justicia.


En materia de calificaciones, explicó que el órgano calificador de las Cortes se constituye por el Pleno de la Corte respectiva, sin importar el número de integrantes de ésta, por lo que el proyecto dispone que en aquellas Cortes que tengan siete o más integrantes, dicho órgano estará constituido por sólo cinco de sus miembros, designados anualmente para este efecto.


Finalmente, expresó que actualmente todos los funcionarios judiciales son evaluados bajo criterios similares, sin atender a las características propias de sus funciones. En este contexto, el proyecto establece que cada función será evaluada según su naturaleza, conforme al auto acordado que bianualmente dicte la Corte Suprema, previo informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial.


Enseguida, el abogado señor Miguel Luis Amunátegui, expresó ante la Comisión sus opiniones en relación a la iniciativa en análisis. Comenzó su exposición señalando que el proyecto de ley en estudio tiene mucha relación con la ley Nº 19.346, que crea la Academia Judicial, la cual ha generado un cambio radical en la carrera funcionaria dentro del Poder Judicial, comenzando con el establecimiento de un proceso de selección objetivo, que ataca el nepotismo y la influencia. Añadió que los cursos impartidos por esta Academia son los únicos que otorgan la posibilidad de ascenso dentro de la carrera funcionaria, favoreciendo la calidad e independencia de los funcionarios judiciales.


Señaló que este proyecto de ley viene a solucionar un problema latente dentro del Poder Judicial, consistente en que los resultados de los procesos calificatorios arrojan una mayoría de funcionarios evaluados en lista sobresaliente, generando, así, una escasa posibilidad para que los egresados de la Academia puedan optar a un cargo judicial y la sensación de que el procedimiento calificatorio carece de los necesarios elementos técnicos.

En este sentido, el señor Amunátegui destacó que los informes evaluativos semestrales, dispuestos en el proyecto de ley, al igual que la consideración de los antecedentes que las personas y las asociaciones gremiales de abogados puedan hacer llegar a los órganos calificadores competentes, respecto de la conducta funcionaria de un empleado determinado, son elementos que ayudarán a establecer un proceso evaluativo objetivo y de calidad que pueda reflejar fielmente el desempeño de los funcionarios, dependiendo de la labor que cada uno de ellos realiza.


En este contexto, sugirió que en el proyecto de ley podría incluirse una definición clara del concepto de “buen comportamiento” al que alude el artículo 80 de la Constitución Política de la República, cuyo cumplimiento o incumplimiento permitirá que un juez se mantenga en su cargo, o bien, constituya una causal de remoción. Agregó que, para estos efectos, sería conveniente que la Corte Suprema, mediante auto acordado, definiera el referido concepto.


Consideró adecuadas las enmiendas propuestas al procedimiento de nombramiento, por cuanto lo hacen más ágil y salvaguardan su transparencia, con los consecuentes beneficios para el Poder Judicial y el Estado de Derecho.
 
El Honorable Senador señor Aburto hizo presente que, de acuerdo a su experiencia personal en el Poder Judicial, la Corte Suprema realiza una labor concienzuda en el plano de la calificación funcionaria de los jueces, para lo cual toma en cuenta una serie de factores y la visitas efectuadas a sus juzgados por los ministros visitadores de las Cortes de Apelaciones respectivas, las cuales deben ser reforzadas en cuanto a su regularidad y en el contenido del informe del resultado de la visita.


Además, si el juez no ha incurrido en errores y no ha tenido críticas en cuanto a su actuar funcionario se presume su “buen comportamiento”.


El Honorable Senador señor Espina señaló que algunos magistrados desearían tener un listado de tipificación de conductas para los jueces, para lo cual la Asociación de Magistrados ha pensado en elaborar un catálogo de faltas. 


En cuanto a la iniciativa legal en estudio señaló que es importante evaluar los mecanismos de nombramiento y calificación, evitando que ellos se tornen excesivamente jerarquizados. Es necesario dijo, favorecer la independencia de los jueces, evitando el riesgo de que ellos tiendan a actuar de acuerdo al parecer de sus superiores. En esta materia, destacó, es preciso establecer fórmulas lo más equilibradas posible.


El Ministro señor Kokisch explicó que, en materia de nombramientos, la Corte Suprema no tiene mayores reparos al proyecto de ley ya que, por el contrario, éste mejora el régimen de designaciones. Sin embargo, hizo presente que aún con las modificaciones introducidas por la iniciativa legal persiste una gran cantidad de órganos que elaboran las listas o ternas y los que las deciden sobre las mismas en definitiva. Al respecto, propuso uniformar el sistema de nombramiento, tal como lo menciona el oficio respuesta de la Corte Suprema.


En cuanto al sistema de calificaciones, el citado señor Ministro acotó que el Máximo Tribunal no está de acuerdo con las reformas introducidas por la iniciativa, las cuales, en su opinión, desvirtúan el sistema evaluativo, ya que sólo realiza una reforma parcial y no total del sistema.


Acotó que la propuesta original del Poder Judicial en esta materia fue básicamente reemplazar los parámetros calificatorios por los de celo, eficiencia y moralidad, y la existencia de sólo tres listas: satisfactoria, condicional y eliminación.


Reiteró las observaciones realizadas por la Corte Suprema, en orden a que la iniciativa omite establecer la forma en que el Tribunal o la Comisión se provean de información para el proceso calificatorio y no determina el órgano competente para resolver los recurso de reposición.



Finalmente,  reiteró dos planteamientos formulados a las modificaciones introducidas por el proyecto de ley al artículo 273 del Código Orgánico de Tribunales, que regula el proceso calificatorio judicial. La primera, incorporar en el nuevo inciso que introduce la figura del órgano calificador, a las Cortes integradas por menos de siete miembros, en cuyo caso el pleno estará a cargo de las evaluaciones funcionarias. La segunda, propone un cambio de ubicación de dicho inciso segundo nuevo, trasladándolo al final del artículo 273 citado.




El Ministro señor Llanos, en representación de la Asociación Nacional de Magistrados, expresó, en primer término, que en materia de nombramientos es partidario del sistema que se propone. Sin embrago, planteó algunas observaciones. Señaló que el proyecto de ley no establece ningún tipo de efectos para el caso en que el Ejecutivo no cumpla con los plazos perentorios dispuestos por la iniciativa para el ejercicio de su facultad de designación de jueces y auxiliares de la administración de justicia.

 



En cuanto al sistema de calificaciones, destacó que la Asociación está por eliminar el sistema evaluativo para los jueces, basándose en la naturaleza de las funciones que éstos realizan, además de las responsabilidades legales, constitucionales y administrativas que su actuar les implica. Los jueces, agregó, cumplen funciones que en ningún caso pueden homologarse con las de otros órganos públicos.





Frente a la disposición constitucional que establece que la elaboración de quinas comprenderá los ministros que figuren en lista de mérito, propuso modificar el Código Orgánico de Tribunales, introduciendo un concepto de “lista de mérito” consistente en que sus componentes serán todos aquellos jueces que no hayan sido objeto de medidas disciplinarias durante el respectivo año calificatorio.





Para precisar el lugar que se ocupe dentro de la mencionada quina, propuso utilizar criterios tales como la antigüedad, la permanencia u otros.





Finalmente, y en subsidio de la proposición anterior, el magistrado señor Llanos apoyó la idea expuesta por el ministro señor Kokisch sobre la materia, en orden a establecer tres factores de evaluación: celo, eficacia y moralidad, en conjunto con la implementación de tres listas calificatorias.




El Honorable Senador señor Viera-Gallo explicó que en países como Italia, Francia y España existe un organismo denominado Consejo Nacional de la Justicia, que ha ayudado significativamente a precaver los problemas que se presentan en las materias en estudio.





Finalizado el debate, los miembros presentes de la Comisión resolvieron dar su aprobación en general a la iniciativa, dejando constancia de que durante el trámite de discusión particular podrán introducírsele los perfeccionamientos del caso, a través de las indicaciones que puedan presentarse.





Desde ya, la Comisión comprometió al señor Ministro de Justicia a considerar la posibilidad de favorecer con el patrocinio del Ejecutivo aquellas indicaciones que, pareciéndole pertinentes, puedan ser de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


Finalizado el debate, en virtud de las consideraciones expuestas precedentemente, vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Viera-Gallo aprobó, en general, el proyecto de ley.


Su texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

                                               “Artículo único.-
Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Orgánico de Tribunales:



1)
Sustitúyese el artículo 263 por el siguiente:



“Los jueces de letras, los Ministros de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones, los demás funcionarios del escalafón primario y de la Segunda Serie del escalafón secundario, serán nombrados por el Presidente de la República, con sujeción a las normas que se indican en los artículos siguientes.



El nombramiento de los restantes funcionarios del escalafón secundario, con excepción de los de tercera serie, y del escalafón del personal de empleados, se hará por el Presidente de la Corte de Apelaciones de que dependan o por el Presidente de la Corte Suprema en su caso. Tratándose de la sexta serie, se aplicará lo dispuesto en el artículo 289 bis.”.



2)
En el artículo 273, introdúcense las siguientes modificaciones:



a)
Agrégase un inciso segundo, nuevo, del tenor siguiente: “El órgano calificador estará compuesto por el pleno de la Corte respectiva, salvo que el tribunal esté integrado por siete o más ministros, en cuyo caso la comisión se compondrá de cinco de ellos designados anualmente al efecto.”.



b)
Reemplázase el inciso segundo, que pasará a ser tercero, por el siguiente: “La calificación comprenderá un periodo de doce meses de desempeño funcionario contados desde el 1° de noviembre de cada año, y se basará, principalmente, en los informes semestrales sobre comportamiento funcionario que para ese efecto emitirá el superior jerárquico del evaluado. En el caso de los jueces dicho informe se emitirá por el Visitador. Además podrán considerarse antecedentes adicionales, como los antecedentes de la hoja de vida e informes de gestión, entre otros”.



c)
Sustitúyese, en la letra a) del actual inciso cuarto, la frase “La Corte Suprema, en pleno” por “La Comisión Calificadora de la Corte Suprema”.



d)
Sustitúyese, en la letra b) del actual inciso cuarto, la frase “Las Cortes de Apelaciones, en pleno” por “Las comisiones de las Cortes de Apelaciones,”.



3)
Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 274:



a)
En la letra a), agrégase a continuación de la frase “las hojas de vida, con los antecedentes agregados” la siguiente oración: “y los informes semestrales de que trata el artículo anterior”

 

b)
Agrégase al final de la letra c), pasando el punto y coma a ser punto seguido, la siguiente frase “En los casos en que la Corte tuviese siete o más integrantes, deberá dejar constancia además de los nombres de los ministros que integraron la Comisión.”

 

4)
Agrégase, en el artículo 275, al final de su inciso primero, pasando el punto aparte a ser punto seguido, la siguiente frase “Serán recibidas especialmente las opiniones de las asociaciones gremiales de abogados.”.



5)
Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 276:



a)
Agrégase, al final de su inciso quinto, la siguiente frase: “Dicho recurso será conocido y fallado por la comisión calificadora del superior jerárquico de aquel que haya calificado en primera instancia.”.



b)
Sustitúyese en su letra a), la frase “Al pleno” por “A la comisión calificadora”.



c)
Sustitúyese en su letra c), la frase “Al pleno” por “A la comisión calificadora”.



6)
Suprímese en el inciso cuarto del artículo 277, la expresión “Ministros”.



7)
Reemplázase el actual artículo 277 bis por el siguiente: 



“Artículo 277 bis.- La calificación deberá fundarse en antecedentes objetivos y considerará, especialmente, los informes semestrales de calificación. 



Los parámetros de evaluación serán establecidos por el máximo tribunal mediante auto acordado, previo informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, en el cual detallarán los diferentes aspectos a evaluar en cada una de las funciones, según su naturaleza.



La revisión y actualización de tales criterios se realizará, por el máximo tribunal, bianualmente.”.



8)
Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 279:



a)
En el inciso primero, luego de la coma que precede a “Presidente de la República”, la frase “o al Presidente de la Corte respectiva, según corresponda”;



b)
En el inciso cuarto, agrégase a continuación de la expresión “se limitará a los funcionarios” la frase: “con requisitos para ser titulares”



9)
Introdúcense, en el artículo 285 bis., las siguientes modificaciones:



a)
Sustitúyese, en el inciso primero, luego de la frase “se hará”, la frase “por el Presidente de la Corte”.



b)
Introdúcese, en el inciso quinto, luego del punto aparte, pasando éste a ser coma (,), la frase, “por el Presidente de la Corte Suprema”.



10)
En el artículo 291 agregar a continuación de la expresión “Ministerio de Justicia” la siguiente: “o al Presidente de la Corte respectiva,”



11)
Introdúcese el siguiente artículo 291 bis, nuevo: 



“Artículo 291 bis.- En los nombramientos de ministros de Corte Suprema y de su Fiscal Judicial, el Presidente de la República tendrá un plazo de noventa días para designar, de la quina respectiva, al candidato que se someterá a la aprobación del Senado, según lo establecido en el artículo 49 N° 9 de la Constitución Política de la República.


Dicho plazo será de sesenta días para la designación de jueces y ministros de Cortes de Apelaciones, y de cuarenta y cinco, para la designación de los auxiliares de la administración de justicia.



El plazo se entenderá cumplido con la dictación del correspondiente decreto.”.



12)
En el artículo 294, introdúcense las siguientes modificaciones: 



a) Sustitúyese la frase “en cargos del Escalafón del Personal de Empleados, se hará” por “, en calidad de interinos y de suplentes en cargos del Escalafón del Personal de Empleados, se hará por el Presidente de la respectiva Corte,”.



b)
Introdúcese un inciso decimosexto, nuevo, pasando los actuales incisos decimosexto, decimoséptimo y decimoctavo a ser decimoséptimo, decimoctavo y decimonoveno, respectivamente, del tenor siguiente: 




“El plazo establecido en el inciso anterior no será aplicable a todos aquellos casos en que la suplencia se produzca por enfermedad o salud irrecuperable, por pre y post natal, aquellas otorgadas en virtud del artículo 340 inciso 2°, y las originadas en comisiones de servicios para concurrir a los cursos que imparte la Academia Judicial.”.



13)
 Introdúcense las siguientes modificaciones al inciso tercero del artículo 458:




a)
Suprímese las expresiones “del defensor público”



b)
Sustitúyense las expresiones “de los dos primeros” por las siguientes: “del primero”



14)
Introdúcense las siguientes modificaciones al inciso primero del artículo 459:



a)
Sustitúyense las expresiones “los defensores, los relatores y los demás auxiliares de la Administración de Justicia” por las siguientes: “los relatores, los secretarios, los notarios, los conservadores, los archiveros”;



b)
Agrégase al final del punto aparte que pasa a ser seguido el siguiente párrafo nuevo: “Los demás auxiliares de la administración de justicia, con excepción de los contenidos en la tercera y sexta serie del escalafón secundario, serán nombrados por el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva o por el Presidente de la Corte Suprema, en su caso, a propuesta de la Corte correspondiente.” 



15)
En el inciso primero del artículo 493, agrégase a continuación de las expresiones “Presidente de la República” la siguiente frase “o el Presidente de la Corte de que dependa, según sea el origen de su nombramiento”.



16)
Sustitúyese, en el inciso tercero del artículo 498, la frase “República, a propuesta de la Corte Suprema;” por la siguiente: “Corte Suprema de una terna formada por la propia Corte”.”.

- - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 16 de marzo y 5 de octubre de 2005, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Marcos Aburto Ochoa ( Hernán Larraín Fernández), Andrés Chadwick Piñera , José Antonio Viera-Gallo Quesney y Andrés Zaldívar Larraín.

Sala de la Comisión, a 11 de octubre de 2005.

(Fdo.):NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ,

                      Abogado Secretario.
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INFORME DE COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE COMO OBLIGATORIA LA DECLARACIÓN JURADA PATRIMONIAL DE BIENES DE AUTORIDADES QUE EJERCEN UNA FUNCIÓN PÚBLICA

(2394-07)

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:

HONORABLE SENADO:


La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver la divergencia surgida entre el Senado y la Cámara de Diputados, durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en la suma, iniciado en iniciado en moción del Honorable Diputado señor Zarko Luksic Sandoval y copatrocinado por los Diputados señoras Isabel Allende Bussi, Eliana Caraball Martínez y Laura Soto González y señores Jaime Jiménez Villavicencio, Alejandro Navarro Brain, Jaime Mulet Martínez y por los ex Diputados señora Antonella Sciaraffia Estrada y señores Aldo Cornejo González y Jaime Orpis Bouchon.


La Cámara de Diputados, en sesión de fecha 3 de agosto de 2005, designó como miembros de la referida Comisión Mixta a los Honorables Diputados señores Jorge Burgos Varela, Juan Bustos Ramírez, María María Pía Guzmán Mena, Laura Soto González y Gonzalo Uriarte Herrera.


El Senado, por su parte, en sesión de fecha 9 del mismo mes, designó como integrantes de la misma a los integrantes de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, los Honorables Senadores señores Marcos Aburto Ochoa, Andrés Chadwick Piñera, Alberto Espina Otero, José Antonio Viera-Gallo Quesney y Andrés Zaldívar Larraín.


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 5 de octubre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández, quien lo hizo en reemplazo de don Marcos Aburto Ochoa, José Antonio Viera-Gallo Quesney y Andrés Zaldívar Larraín, y los Honorables Diputados señoras María Pía Guzmán Mena y Laura Soto González y señores Jorge Burgos Varela, Juan Bustos Ramírez y Gonzalo Uriarte Herrera. En la oportunidad indicada, se eligió por unanimidad como Presidente al Honorable Senador señor Alberto Espina Otero y, de inmediato, la Comisión Mixta se abocó al cumplimiento de su cometido.


A la sesión en que se consideró este asunto asistieron, además de los miembros de la Comisión, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Eduardo Dockendorf Vallejos y el abogado de la División Jurídico Legislativa de la misma cartera, señor José Matías Larraín Valenzuela.


El Presidente de la República ha hecho presente la urgencia para este proyecto, con carácter de discusión inmediata. 


El acuerdo que se propone más adelante contiene disposiciones de carácter orgánico constitucional, por lo que requiere, para ser aprobado, el voto conforme de cuatro séptimos de los Diputados y Senadores en ejercicio, conforme al artículo 66 de la Constitución Política de la República. Se trata del artículo 60 C, que forma parte del artículo 1º del proyecto, y del artículo 1º transitorio.

- - - - - -


A continuación, se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas Corporaciones durante la tramitación de la iniciativa, así como del acuerdo adoptado a su respecto.


Como se recordará, el presente proyecto de ley tiene por finalidad desarrollar y complementar los principios de transparencia y probidad administrativa que deben inspirar el ejercicio de la función pública y el actuar de las autoridades y los funcionarios públicos. Su articulado propende a la consecución de dicha finalidad mediante disposiciones que imponen a las más importantes autoridades, representantes y funcionarios, la obligación de hacer una declaración de los bienes y obligaciones que componen su patrimonio y de mantenerla actualizada. Además, se propone establecer un nuevo tipo penal que castiga al funcionario público que se enriquezca ilícitamente en el ejercicio de su cargo. Finalmente, se prohíben, bajo sanción de nulidad, los contratos de provisión de bienes y prestación de servicios celebrados entre los órganos del Estado y sus directores o autoridades, y entre aquéllos y los parientes de éstos y las sociedades en que ellos tengan cierta participación.


En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó la mayoría de las modificaciones que hiciera el Senado en el segundo, con excepción de las relativas al artículo 60 C, que forma parte del artículo 1º, y de los artículos 12 y 13 permanentes y 1º transitorio.

Artículo 1º


El artículo 1º aprobado en el tercer trámite, en cinco numerales, introduce modificaciones a la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, cuerpo normativo al que en adelante nos referiremos también como “Ley de Bases”.


El Nº 2) de dicho artículo incorpora en el Título III de la Ley de Bases, De la Probidad Administrativa, un Párrafo 3º, nuevo, titulado “De la declaración de intereses y de patrimonio”, integrado por los artículos 60 A a 60 D.

Artículo 60 C


El artículo 60 C se refiere al contenido de la declaración de patrimonio. El Senado resolvió abreviar la redacción del precepto respectivo aprobado por la Cámara de Diputados, eliminando parte de las menciones que caracterizan los rubros que deben incluirse en la declaración y formulándolo en literales que señalan escuetamente dichos elementos, por considerar que esta solución se ajusta mejor a una adecuada técnica legislativa.


Como consecuencia de ello, la norma alude a los bienes raíces del declarante y los gravámenes que les afectan, a los vehículos, a los valores mobiliarios y a los derechos en sociedades y comunidades. Se debe incluir también el pasivo, si excede de 100 unidades tributarias mensuales. Se dejó constancia, para efectos de la historia fidedigna del establecimiento de la ley, de que en la declaración de patrimonio se expresará el monto en dinero de las inversiones en valores mobiliarios, en tanto que la especificación de cantidad y emisor deberán ser incluidos en la declaración de intereses. Se eliminó la obligación de consignar el pasivo en detalle, así como la de declarar y acreditar anualmente los ingresos que perciba el declarante, aspecto que se juzgó propio del contenido de la declaración anual de impuestos a la renta, que se encuentra amparada por un cierto grado de reserva que se debe mantener.


La Cámara de Diputados rechazó estos cambios.


El Presidente de la República hizo indicación para que la Comisión Mixta repusiera en este artículo el inciso que contenía el precepto correspondiente aprobado por la Cámara de Diputados, que dispone incluir en la declaración de patrimonio los ingresos que perciba el declarante, los que deberá acreditar anualmente.


Los Honorables Diputados señores señalaron que la Cámara de origen es partidaria de incluir los ingresos en la declaración de patrimonio, porque aquéllos forman parte de éstos.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo manifestó que la finalidad de la declaración de patrimonio es hacer posible la prueba del delito de enriquecimiento ilícito. En esa perspectiva, la declaración de impuestos a la renta servirá como un medio de acreditar la licitud del incremento patrimonial. Su exclusión asegura que no se vulnere la reserva que protege el detalle de los ingresos del declarante, el cual, sin embargo, podrá hacer uso de la misma, renunciando a dicha protección, cuando desee valerse de ella para probar que su enriquecimiento es legítimo.


- Puesto en votación el artículo 60 C del texto del Senado, fue aprobado por cuatro votos contra tres. Votaron por la aprobación los Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, y el Honorable Diputado señor Uriarte. Lo hicieron por el rechazo los Honorables Diputados señora Soto y señores Burgos y Bustos.


- Con la votación inversa se rechazó la proposición del Ejecutivo, antes aludida. Estuvieron por el rechazo los Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, y el Honorable Diputado señor Uriarte, y por la aprobación se manifestaron los Honorables Diputados señora Soto y señores Burgos y Bustos.

- - - - - -


El señor Presidente de la Comisión Mixta declaró inadmisible una segunda indicación del Presidente de la República, que repone el artículo 67 de la Ley de Bases, que confiere a las declaraciones de inhabilidad y de intereses el carácter de documentos públicos o auténticos. 


Al efecto, se tuvo presente que ambas Cámaras aprobaron la derogación del referido artículo, por lo que él no forma parte de las discrepancias que son competencia de la Comisión Mixta.

- - - - - -

Artículo 12


Este precepto inserta en el Código Penal un artículo 241 bis, nuevo, que sanciona al empleado público que, durante el ejercicio de su cargo, obtiene un incremento patrimonial y no puede acreditar que su origen es legítimo. La sanción que se impone es una multa equivalente al monto del incremento patrimonial no justificado e inhabilitación absoluta temporal para el ejercicio de cargos y oficios públicos en sus grados mínimo a medio. La figura tiene carácter residual, pues la disposición sobre enriquecimiento ilícito no se aplicará si la conducta del delincuente constituye alguno de los ilícitos descritos en el Título V, relativo a crímenes y simples delitos cometidos por empleados públicos en el desempeño de sus cargos, eventualidad en la cual se aplicará la sanción prevista en la ley para el delito que se haya configurado. Por último, se estipula que la prueba del enriquecimiento ilícito será siempre de cargo del Ministerio Público, lo que salva cualquier reparo vinculado con el principio de presunción de inocencia. También el precepto en comento repite la regla que permite al denunciado o querellado que es absuelto o sobreseído definitivamente, demandar al denunciante o querellante para que le indemnice los perjuicios, sin perjuicio de la responsabilidad penal que les corresponda si han incurrido en el delito señalado en el artículo 211 del Código Penal.


El Honorable Diputado señor Burgos expresó estar de acuerdo, en principio, con el establecimiento de una figura penal de este tipo, pero propuso revisar su redacción para salvar la incoherencia que se detecta en los incisos primero y tercero. En efecto, el primero obliga al funcionario o autoridad denunciado o querellado a probar el origen legítimo de su incremento patrimonial, en tanto que el tercero dispone que la prueba será siempre de cargo del Ministerio Público. Declaró que, tal vez, la presente iniciativa legal no sea la oportunidad ni el escenario adecuado para legislar sobre este punto.


El Honorable Diputado señor Bustos agregó que el delito de enriquecimiento ilícito ha resultado inaplicable en la mayor parte de las legislaciones que lo han establecido, o bien se ha prestado para cometer abusos.


La Honorable Diputada señora Soto advirtió que la expresión “enriquecimiento patrimonial”, sin ningún parámetro ni circunstancia calificatoria, resulta extremadamente vaga, aspecto que también fue tenido en cuenta por la Cámara de Diputados para el rechazo de este artículo incluido por el Senado.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo acotó que, sin la figura penal, la persecución del enriquecimiento ilícito se torna completamente ineficaz, pues la mera condena moral no basta.


El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, recalcó que el tipo definido por el Senado es residual y que la sanción es una multa equivalente al enriquecimiento indebido. 


El Honorable Senador señor Espina declaró que la norma, aunque está mal estructurada, es necesaria, por lo que llamó a pronunciarse en esta oportunidad sobre ella, introduciéndole las correcciones que sean necesarias.


El Honorable Diputado señor Uriarte propuso agregar, a continuación de la expresión “incremento patrimonial”, los términos “relevante e injustificado”. Además, sugirió eliminar la frase “sin que pueda acreditar su origen legítimo”, con lo que se salvan los reparos manifestados.


- Puesto en votación el artículo 12 del proyecto del Senado, con las enmiendas planteadas por el Honorable Diputado señor Uriarte, fue aprobado por seis votos y dos abstenciones. Se pronunciaron por la aprobación los Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos y Uriarte. Se abstuvieron los Honorables Diputados señora Soto y señor Bustos.
- - - - - -

Artículo 13


Incorpora en el artículo 4° de la ley Nº 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios, cuatro nuevos incisos que prohíben, bajo sanción de nulidad absoluta, a los órganos, empresas y servicios de todo el sector público, celebrar tales contratos con funcionarios directivos de los mismos, ni con determinados parientes de aquéllos, ni con sociedades de las que los anteriores formen parte, ni con los administradores, gerentes, representantes o directores de estas últimas.


El señor Ministro Secretario General de la Presidencia solicitó confirmar el rechazo de este artículo, en razón de que el Ejecutivo ha presentado un proyecto de ley que trata el tema de manera integral y en profundidad y presenta menos rigidez en los casos en que no existe proveedor alternativo de los bienes y servicios requeridos. Agregó que la iniciativa aludida se encuentra en la Comisión de Gobierno. Descentralización y Regionalización del Senado.


La Honorable Diputada señora Guzmán declaró no tener objeciones a esta norma, sino a su ubicación en este proyecto.


El Honorable Senador señor Espina señaló que es preferible aprobar ahora este artículo y, llegado el momento de tratar el que ha mencionado el señor Ministro, según lo que allí se resuelva, se puede derogar aquél o aprobar éste.


- Sometido a votación el artículo 13 del texto del Senado, fue aprobado por seis votos contra dos. Estuvieron por la aprobación los Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos y Uriarte. Por el rechazo se manifestaron los Honorables Diputados señora Soto y señor Bustos.
Artículo 1º. Transitorio


Dispone que el reglamento, que deberá dictarse en un plazo no mayor a ciento veinte días, contados desde la publicación de la ley, establecerá los requisitos de las declaraciones de patrimonio a que ella se refiere y contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a sus disposiciones. De acuerdo con el artículo 2º transitorio, la ley entrará en vigencia noventa días después de publicado en el Diario Oficial el reglamento recién aludido.


- La Comisión Mixta lo aprobó por unanimidad, sin mayor debate. Concurrieron al acuerdo los Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, y los Honorables Diputados señoras Guzmán y Soto y señores Burgos, Bustos y Uriarte. 
- - - - - -


Por último, habiendo advertido la Comisión Mixta que el artículo 6º del proyecto incurre en un error de nomenclatura, ya que agrega a la ley Nº 19.640, orgánica constitucional del Ministerio Público, un artículo 9º bis, en circunstancias de que el citado cuerpo normativo ya contiene un precepto con esa numeración, agregado por la ley Nº 20.000, decidió identificar la norma que agrega el presente proyecto como artículo 9º ter.


- Así lo acordaron los Honorables Senadores señores Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, y los Honorables Diputados señoras Guzmán y Soto y señores Burgos, Bustos y Uriarte. 
- - - - - -


En mérito de lo expuesto, a fin de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas ramas del Parlamento, la Comisión Mixta tiene el honor de proponer el siguiente acuerdo, el que debe ser objeto de una sola votación, de conformidad con lo que dispone el artículo 31 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional:

“PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA:

1. Aprobar el artículo 60 C del texto del Senado, integrando el artículo 1º del proyecto.

2. En el inciso primero del artículo 241 bis, contenido en el artículo 12 del proyecto aprobado por el Senado, agregar, luego de la expresión “incremento patrimonial”, las palabras “relevante e injustificado”, y eliminar la frase “sin que pueda acreditar su origen legítimo”.
3. Aprobar los artículos 13 y 1º transitorio del texto del Senado.”.

- - - - - -


Acordado en sesión realizada el 5 de octubre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), José Antonio Viera-Gallo Quesney y Andrés Zaldívar Larraín y de los Honorables Diputados señoras María María Pía Guzmán Mena y Laura Soto González y señores Jorge Burgos, Juan Bustos Ramírez y Gonzalo Uriarte Herrera. 

Sala de la Comisión, a 10 de octubre de 2005.

(Fdo.):FERNANDO SOFFIA CONTRERAS,

Secretario.

8

INFORME DE COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE SISTEMA DE RESPONSABILIDAD  DE ADOLESCENTES POR INFRACCIONES A LEY PENAL

(3021-07)

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS,

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión Mixta, constituida en conformidad con el artículo 71 de la Constitución Política, tiene el honor de proponeros la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras durante la tramitación del proyecto de ley de la referencia.


La Honorable Cámara de Diputados, en sesión celebrada el día 11 de octubre del año en curso, designó como integrantes de esta Comisión, a los Honorables Diputados señora Pía Guzmán y señores Jorge Burgos, Juan Bustos, Guillermo Ceroni y Gonzalo Uriarte.


El Senado, por su parte, en sesión de la misma fecha, nombró para este efecto a los miembros de su Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, Honorables Senadores señores Marcos Aburto Ochoa, Andrés Chadwick Piñera, Alberto Espina Otero, José Antonio Viera-Gallo Quesney y Andrés Zaldívar Larraín.


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el mismo día 11 de octubre de 2005, eligiendo por unanimidad como Presidente al Honorable Senador señor Alberto Espina Otero. Hecho lo anterior, se abocó al cumplimiento de su cometido.


Cabe señalar que, en esa oportunidad, el Honorable Senador señor Aburto fue reemplazado por el Honorable Senador señor Fernández, en tanto que el Honorable Senador señor Chadwick lo fue por el Honorable Senador señor Larraín y el Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, por el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.
OBJETIVOS DEL PROYECTO


Debe tenerse presente que la iniciativa en estudio persigue, como objetivo central, establecer un sistema de responsabilidad penal especial para los adolescentes mayores de 14 años y menores de 18, regular el procedimiento para el establecimiento de dicha responsabilidad y fijar las sanciones pertinentes y la forma de ejecutarlas.

DISCREPANCIAS SOMETIDAS A LA CONSIDERACIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


Las divergencias suscitadas entre ambas Corporaciones derivan del rechazo por parte de la Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, de determinadas enmiendas introducidas por el Senado en segundo trámite constitucional.





Éstas son las siguientes:





1) La que suprime el artículo 1º.





2) La que propone un nuevo artículo 18 en reemplazo del artículo 32 de esa Cámara.





3) La que propone un artículo 23, nuevo, sólo respecto de los números 3 y 4.





4) La que propone un nuevo artículo 27, en reemplazo del artículo 36 de esa Cámara.





5) La que propone un nuevo artículo 31 en reemplazo del artículo 45 de esa Cámara, y





6) La que suprime el artículo 57 aprobado por esa Cámara.


A continuación, se consignan las disposiciones que originaron las mencionadas discrepancias, se deja constancia del debate que estas divergencias produjeron en el seno de vuestra Comisión Mixta y de los acuerdos adoptados a su respecto.


Se formula, finalmente, la proposición mediante la cual vuestra Comisión Mixta estima que puede solucionarse la discrepancia en estudio.

Artículo 1º del proyecto de la Cámara de Diputados


El texto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional es el siguiente:


“Artículo 1°.- Derechos y garantías. Las personas a quienes se aplica esta ley gozarán de todos los derechos y garantías que les son reconocidos en la Constitución, en las leyes, en la Convención sobre los Derechos del Niño y en los demás tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.

En segundo trámite, el Senado suprimió este precepto.


Puesta en discusión esta divergencia en el seno de la Comisión Mixta, el Presidente de la misma, Honorable Senador señor Espina, recordó que esta norma fue eliminada por haber sido considerada redundante e innecesaria, por cuanto los cuerpos normativos referidos amparan los derechos y garantías de las personas aun cuando esta ley no los mencione.


El Honorable Senador señor Larraín hizo presente que resultaba arriesgado hacer referencia a determinados normas en circunstancias que existen otras que tienen el mismo propósito, que pueden quedar excluidas.


La Honorable Diputada señora Guzmán señaló que consideraba importante mantener la disposición, toda vez que el proyecto de ley en discusión crea una estructura jurídica nueva para los menores de entre 14 y 18 años, de la cual forman parte los mencionados cuerpos normativos.

El Honorable Diputado señor Bustos agregó que este precepto reafirma y coadyuva a la función interpretativa que deberán realizar los tribunales encargados de aplicar la nueva ley.

Como forma de solucionar esta discrepancia, el Honorable Senador señor Viera-Gallo propuso recoger la idea contenida en esta norma, agregando como inciso segundo del artículo 2°, el siguiente:


“En la aplicación de la presente ley, las autoridades tendrán en consideración todos los derechos y garantías que les son reconocidos en la Constitución, en las leyes, en la Convención sobre los Derechos del Niño y en los demás instrumentos internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes.”


Esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Espina, Fernández, Larraín, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo y Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte.

Artículo 32 de la Cámara de Diputados

(18 del Senado)




En primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó el siguiente precepto:


“Artículo 32.- Duración de las sanciones privativas de libertad.Las sanciones de privación de libertad que se aplican bajo las modalidades establecidas en los artículos 30 y 31, tendrán una duración mínima de un año para los delitos cometidos por adolescentes mayores de 14 años y menores de 16, y de dos años para los mayores de 16 años y menores de 18.


Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 77 y 78 de esta ley, en el caso en que se haya establecido la pena mínima de un año para los jóvenes entre 14 y 16 años y de dos años para aquéllos entre 16 y 18 años, y durante la vigencia de la sanción existan antecedentes de buen comportamiento y reinserción del joven, evaluados por el juez de control de la ejecución, podrá sustituirse la pena privativa de libertad por libertad asistida o arresto de fin de semana por el tiempo de condena que quedare por cumplir.


En todo caso, la duración máxima no podrá exceder de cinco años.”.




En segundo trámite constitucional, el Senado reemplazó este precepto por el siguiente, que pasó a ser 18:





“Artículo 18. Límite máximo de las penas privativas de libertad. Las penas de internación en régimen cerrado y semicerrado, ambas con programa de reinserción social, que se impongan a los adolescentes no podrán exceder de cinco años si el infractor tuviere menos de dieciséis años, o de diez años si tuviere más de esa edad.”.




En tercer trámite, la Cámara de Diputados desechó este artículo 18.





El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Espina, describió el sistema de determinación de la naturaleza y extensión de las penas que se aplicarán a los adolescentes en virtud de esta iniciativa. Explicó que, aplicadas estas normas, es exigua la cantidad de delitos en los cuales procederá aplicar una pena privativa de diez años. Por lo demás, agregó, el proyecto contempla normas en virtud de las cuales la privación de libertad se utilizará sólo como medida de último recurso  y en ningún caso se podrá imponer una medida de esta naturaleza si un adulto condenado por el mismo hecho no debiere cumplir una sanción de esa índole.





El Honorable Diputado señor Ceroni hizo presente que, en opinión de diversos señores Diputados, tratándose de jóvenes, la privación de libertad por períodos muy extensos dificulta la rehabilitación y reinserción. Por ello, dijo, se ha pensado en rebajar de 5 a 3 años el máximo para menores de 16 años y de 10 a 8 años, si el adolescente tuviere más de esa edad.





Admitiendo que este punto es altamente controvertible, propuso, como fórmula para subsanar la divergencia producida, mantener el artículo 18 aprobado por el Senado y, en cambio, suprimir en el número 3 del artículo 23 aprobado por el Senado –que señala los tipos de penas aplicables cuando la sanción se extiende entre 541 días y 3 años- la internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.





Los miembros de la Comisión Mixta compartieron la argumentación del Honorable Diputado señor Ceroni y resolvieron mantener el artículo 18 aprobado por el Senado.


Votaron a favor los Honorables Senadores señores Espina, Fernández, Larraín y Viera-Gallo y los Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte. Se abstuvo el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.
Artículo 19 de la Cámara de Diputados

(23 del Senado)




En primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó el siguiente artículo 19:


“Artículo 19.- Restricciones a las sanciones. Tratándose de las infracciones a que se refiere el artículo 7°, el tribunal no podrá imponer las sanciones previstas en las letras a), b), d) o e) del artículo precedente, a menos que lo justifique fundadamente en base a los criterios señalados en el artículo 20 de la presente ley.


Las sanciones previstas en las letras g), h) o i) del artículo precedente sólo podrán imponerse al adolescente que ha sido declarado responsable de la comisión de alguna de las infracciones graves a las cuales se refiere el artículo 7°, o en los casos contemplados en el artículo 73 de esta ley, a menos que excepcionalmente se justifique, por resolución fundada, su no aplicación, en base a los criterios señalados en el artículo 20 de la presente ley. Sin embargo, en caso alguno podrán imponerse dichas sanciones tratándose de las infracciones a que se refiere el inciso segundo del artículo 6°.”.




En segundo trámite, el Senado reemplazó esta disposición por el siguiente artículo 23:





“Artículo 23.- Reglas de determinación de la naturaleza de la pena. La determinación de la naturaleza de la pena que deba imponerse a los adolescentes con arreglo a la presente ley, se regirá por las reglas siguientes:


1. Si la extensión de la sanción resulta equivalente a una pena de crimen, el tribunal deberá aplicar la pena de internación en régimen cerrado o internación en régimen semicerrado, ambas con programa de reinserción social.


2. Si la sanción va de tres años y un día a cinco años, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen cerrado con programa de reinserción social, internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social o libertad asistida especial.


3. Si la sanción se extiende entre quinientos cuarenta y un días y tres años, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen cerrado con programa de reinserción social, internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social o libertad asistida en cualquiera de sus formas.


4. Si la sanción se ubica entre sesenta y uno y quinientos cuarenta días, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, libertad asistida en cualquiera de sus formas, prestación de servicios en beneficio de la comunidad o reparación del daño causado.


5. Si la sanción es igual o inferior a sesenta días, el tribunal podrá imponer las penas de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, reparación del daño causado, multa o amonestación.

Tabla Demostrativa

Extensión de la sanción y penas aplicables

Desde 5 años y 1 día:
- Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.

- Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

Desde 3 años y un día a 5 años:

- Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.

- Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

- Libertad asistida especial.

Desde 541 días a 3 años:

- Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.

- Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

- Libertad asistida en cualquiera de sus formas.

Desde 61 a 540 días:

- Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

- Libertad asistida en cualquiera de sus formas.

- Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.

- Reparación del daño causado.

Desde 1 a 60 días:

- Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.

- Reparación del daño causado.

- Multa.

- Amonestación.”.




En tercer trámite, la Cámara de Diputados desechó los números 3 y 4 de este artículo 23.





Tal como lo propuso el Honorable Diputado señor Ceroni, hubo consenso en la Comisión Mixta en orden a suprimir en el numeral 3 la internación en régimen cerrado con programa de reinserción social por cuanto representa una sanción de mucha severidad para los delitos comprendidos en aquél.





A sugerencia de la Honorable Diputada señora Guzmán, se acordó agregar, en el mismo numeral, la sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad.


Ambos acuerdos se adoptaron por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Espina, Fernández, Larraín, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo y Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte.

Artículo 36 de la Cámara de Diputados

(27 del Senado)




En primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó el siguiente artículo 36:


“Artículo 36.- Reglas de procedimiento. La investigación y juzgamiento de la responsabilidad por infracciones a la ley penal por parte de adolescentes, se regirá por las disposiciones contenidas en la presente ley y supletoriamente por las normas del Código Procesal Penal.


En todo caso, el conocimiento y fallo de las infracciones contempladas en el inciso segundo del artículo 6°, se sujetarán al procedimiento establecido en los artículos 392 ó 393 bis del Código Procesal Penal, según sea el caso.”.




En segundo trámite, el Senado lo sustituyó por el siguiente:





“Artículo 27.- Reglas de procedimiento. La investigación y juzgamiento de la responsabilidad por infracciones a la ley penal por parte de adolescentes se regirá por las disposiciones contenidas en la presente ley y supletoriamente por las normas del Código Procesal Penal.





El conocimiento y fallo de las infracciones respecto de las cuales el Ministerio Público requiera una pena no privativa de libertad se sujetará a las reglas del procedimiento simplificado o monitorio, según sea el caso, regulados en el Título I del Libro IV del Código Procesal Penal.”.




En tercer trámite, la Cámara de Diputados desechó el artículo 27 aprobado por el Senado.




El abogado del Ministerio de Justicia señor Maldonado explicó que en el inciso primero de los textos de ambas Cámaras no se hizo mención a la fase de ejecución de la responsabilidad por infracciones a la ley penal.





Por ello, propuso reemplazar, en el inciso primero de la norma aprobada por el Senado, la expresión “La investigación y juzgamiento” por “La investigación, juzgamiento y ejecución”.


Este acuerdo lo adoptó la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Espina, Fernández, Larraín, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo y Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte.

Artículo 45 de la Cámara de Diputados

(31 del Senado)




En primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó el siguiente artículo 45:


“Artículo 45.- Detención.- Ninguna persona menor de dieciocho años podrá ser privada de libertad sino por orden del juez competente para conocer de las infracciones a la ley penal cometidas por adolescentes, y después que dicha orden le fuera intimada en forma legal, a menos que fuere sorprendido en la ejecución flagrante de una infracción.”




En segundo trámite, el Senado lo sustituyó por el siguiente artículo 31:





“Artículo 31.- Detención en caso de flagrancia. Carabineros de Chile deberá poner a los menores de dieciocho años y mayores de catorce que se encuentren en las situaciones previstas en los artículos 129 y 131 del Código Procesal Penal, inmediatamente a disposición del juez de garantía competente. El adolescente sólo podrá declarar ante el fiscal en presencia de un defensor. Dicha detención se regulará, salvo en los aspectos previstos en este artículo, por el párrafo 3° del Título V, del Libro I del Código Procesal Penal. Si se diere lugar a la ampliación del plazo de la detención conforme al artículo 132 de dicho Código, ésta sólo podrá ser ejecutada en los centros de internación provisoria de que trata la presente ley.





La detención de una persona visiblemente menor en un establecimiento distinto de los señalados en el inciso anterior, constituirá una infracción grave a dicha obligación funcionaria y será sancionada con la medida disciplinaria que proceda de acuerdo al mérito de los antecedentes, sin perjuicio de las demás responsabilidades en que pueda haber incurrido el infractor.





En la ejecución de la detención e internación provisoria que sea decretada en conformidad a la ley deberá darse cumplimiento a lo previsto en los artículos 17 de la ley N° 16.618 y 37, letra c), de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño. El menor privado de libertad siempre podrá ejercer los derechos consagrados en los artículos 93 y 94 del Código Procesal Penal y 37 y 40 de esa Convención. Los encargados de dichos centros no podrán aceptar el ingreso de menores sino en virtud de órdenes impartidas por el juez de garantía competente.





Si el hecho imputado al menor fuere alguno de aquellos señalados en el artículo 124 del Código Procesal Penal, Carabineros de Chile se limitará a citar al menor a la presencia del fiscal y lo dejará en libertad, previo señalamiento de domicilio en la forma prevista por el artículo 26 del mismo Código.





Las disposiciones contenidas en los incisos anteriores serán aplicables a la Policía de Investigaciones.”.




En tercer trámite, la Cámara de Diputados desechó el artículo 31 aprobado por el Senado.





El Subsecretario de Justicia señor Jaime Arellano explicó que es conveniente perfeccionar el inciso primero de la norma aprobada por el Senado con el objeto de permitir a las policías poner a disposición del juez de garantía al menor detenido no “inmediatamente”, sino que “de preferencia, de manera inmediata, no pudiendo en caso alguno exceder de un máximo de 12 horas”.





De esta manera, sostuvo, el procedimiento se ajustará en mejor forma a la realidad y, al mismo tiempo, se dará la posibilidad al fiscal y al defensor de desarrollar sus labores.

Este acuerdo lo adoptó la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Espina, Fernández, Larraín, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo y Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte.

Artículo 57 de la Cámara de Diputados




En primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó, como tal, el siguiente:


“Artículo 57.- Acuerdos reparatorios. El imputado y la víctima podrán llegar a acuerdos reparatorios, los que el juez de garantía conocerá en audiencia a la que citará a los intervinientes para escuchar sus planteamientos. Siempre que fuere posible, el imputado comparecerá con sus padres o, en su defecto, con quien lo tuviere a su cuidado, a objeto que éstos colaboren con la generación del acuerdo y posibiliten su posterior cumplimiento.


En la audiencia, el juez podrá aprobar o rechazar el acuerdo reparatorio, para lo que deberá considerar las siguientes circunstancias:


a) Si los interesados han concurrido a prestar su consentimiento en forma libre y con pleno conocimiento de sus derechos;


b) Que el delito no sea de aquéllos a que se refieren las letras a), b), c),d), e),f) y g) del artículo 7º, y


c) Que las obligaciones que haya contraído el imputado en el acuerdo satisfagan el interés de la víctima y conlleven un efecto educativo en el infractor. Asimismo, verificará el compromiso manifestado por los padres del imputado o de quienes lo tengan bajo su cuidado.


El Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública procurarán disponer de equipos especializados destinados a mediar entre la víctima y el imputado para favorecer estos acuerdos.”.




En segundo trámite constitucional, el Senado desechó esta disposición.





En tercer trámite, la Cámara de Diputados desechó la supresión de esta norma.





La Honorable Diputada señora Guzmán planteó incorporar en esta parte del proyecto un mecanismo de mediación, acorde con los mecanismos de justicia restaurativa que actualmente una serie de países aplican con promisorios resultados.





Al respecto, sugirió la siguiente redacción:





“Artículo 36.- Mediación. El Servicio Nacional de Menores podrá subvencionar programas tendientes a favorecer el encuentro y solución del conflicto entre la víctima y el imputado, instando por la adopción voluntaria de medidas, acuerdos y compromisos referidos al reconocimiento y reparación del daño ocasionado con la comisión  del delito.





Si fuere procedente se levantará acta de los acuerdos alcanzados entre víctima e imputado, reflejándose en el proceso a través de acuerdos reparatorios, en tanto fuere procedente o, en su caso, pudiendo servir de fundamento para la aplicación del principio de oportunidad. Asimismo, podrán ser invocados en la audiencia a que se refiere el artículo 345 del Código Procesal Penal. 





Los antecedentes derivados de la ejecución de dichos programas no podrán ser utilizados en modo alguno como medio de prueba tendiente al establecimiento de la culpabilidad del imputado.





El Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública capacitarán a sus funcionarios para favorecer la realización de estos acuerdos y garantizar los derechos de víctimas e imputados.”




El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Espina, recordó que esta institución se debatió largamente durante el segundo trámite en el Senado pero, en definitiva, se resolvió no incorporarla al texto del proyecto. Explicó que para adoptar esta decisión se tuvo presente que las normas del Código Procesal Penal, que se aplicarán supletoriamente a estea iniciativa, ya prevén este tipo de fórmulas a través de los acuerdos reparatorios. Por lo demás, añadió, el artículo 23 del proyecto en discusión también considera como sanción para ciertos delitos, la reparación del daño causado.





Los Honorables Senadores señores Larraín, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo hicieron notar que, aún cuando la mediación podría resolver algunas situaciones, ella puede desnaturalizarse si se usa cmo un mero mecanismo de compensación económica por parte de quienes disponen de recursos.





Por otra parte, pusieron en duda que esta función corresponda a las labores propias del Servicio Nacional de Menores.





Por estas razones, finalmente, se optó por mantener el rechazo al artículo 57 de la Cámara de Diputados.


Este acuerdo lo adoptó la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Espina, Fernández, Larraín, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo y Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte.





Sin perjuicio de lo anterior, hubo consenso en torno a la idea de considerar esta proposición en otra iniciativa legal, que podría ser aquella que regula la protección de los derechos de la infancia y la adolescencia.

° ° °





Aún cuando no fue objeto de discrepancia, la Comisión Mixta acordó corregir, en el artículo 40 aprobado por el Senado la referencia que se hace al artículo 345 del Código Procesal Penal.





El abogado señor Maldonado informó que, en virtud de las recientes modificaciones que se ha acordado introducir a ese cuerpo legal en otra iniciativa actualmente en trámite legislativo, tal referencia debe efectuarse al artículo 343, inciso final.


La unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Espina, Fernández, Larraín, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo y Honorables Diputados señora Guzmán y señores Burgos, Bustos, Ceroni y Uriarte, coincidieron con este proposición y procedieron a acogerla.
° ° °

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA





En mérito de los acuerdos consignados precedentemente, para salvar las divergencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional, vuestra Comisión Mixta os propone acoger la siguiente proposición:





“1. Incorporar, como inciso segundo del artículo 2°, el siguiente:


“En la aplicación de la presente ley, las autoridades tendrán en consideración todos los derechos y garantías que les son reconocidos en la Constitución, en las leyes, en la Convención sobre los Derechos del Niño y en los demás instrumentos internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes.”


2. Mantener el texto propuesto por el Senado para el artículo 18.





3. Enmendar el artículo 23 en la siguiente forma:





a) Sustituir su número 3 por el siguiente:





“3. Si la sanción se extiende entre quinientos cuarenta y un días y tres años, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, libertad asistida en cualquiera de sus formas y prestación de servicios en beneficio de la comunidad.”.





b) Reemplazar dentro de la Tabla Demostrativa del mismo artículo, el párrafo que se inicia con la frase “Desde 541 días a 3 años:” por el siguiente:

“Desde 541 días a 3 años:

- Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

- Libertad asistida en cualquiera de sus formas.

- Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.”.




4. Reemplazar el inciso primero del artículo 27 por el siguiente:





“Artículo 27.- Reglas de procedimiento. La investigación, juzgamiento y ejecución de la responsabilidad por infracciones a la ley penal por parte de adolescentes se regirá por las disposiciones contenidas en la presente ley y supletoriamente por las normas del Código Procesal Penal.”.




5. Modificar el artículo 31 en la siguiente forma:





a) Sustituir su inciso primero por el que sigue:





“Artículo 31.- Detención en caso de flagrancia. Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones, en sus respectivos ámbitos de competencia, deberán poner a los menores de dieciocho años y mayores de catorce que se encuentren en las situaciones previstas en los artículos 129 y 131 del Código Procesal Penal, a disposición del juez de garantía, de preferencia, de manera inmediata, no pudiendo en caso alguno exceder de un máximo de 12 horas. El adolescente sólo podrá declarar ante el fiscal en presencia de un defensor. Dicha detención se regulará, salvo en los aspectos previstos en este artículo, por el párrafo 3° del Título V, del Libro I del Código Procesal Penal. Si se diere lugar a la ampliación del plazo de la detención conforme al artículo 132 de dicho Código, ésta sólo podrá ser ejecutada en los centros de internación provisoria de que trata la presente ley.”.




b) Suprimir su inciso final.




6. Reemplazar, en el artículo 40 la expresión “el artículo 345 del Código Procesal Penal” por “el inciso final del artículo 343 del Código Procesal Penal”.





7. Mantener el rechazo del artículo 57 del texto aprobado por la Cámara de Diputados.

- - - - -





En consecuencia, de aprobarse la proposición de vuestra Comisión Mixta, el proyecto de ley quedaría como sigue:

i. PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO PRELIMINAR

DISPOSICIONES GENERALES




Artículo 1°.- Contenido de la ley. La presente ley regula la responsabilidad penal de los adolescentes por los delitos que cometan, el procedimiento para la averiguación y establecimiento de dicha responsabilidad, la determinación de las sanciones procedentes y la forma de ejecución de éstas.





En lo no previsto por ella serán aplicables, supletoriamente, las disposiciones contenidas en el Código Penal y en las leyes penales especiales.





Tratándose de faltas, sólo serán responsables en conformidad con la presente ley los adolescentes mayores de dieciséis años y exclusivamente tratándose de aquéllas tipificadas en los artículos 494 números 1, 4, 5 y 19, sólo en relación con el artículo 477, 494 bis, 495 número 21 y 496 números 5 y 26 del Código Penal y de las tipificadas en la ley N° 20.000. En los demás casos se estará a lo dispuesto en la ley 19.968.




Artículo 2°.- Interés superior del adolescente. En todas las actuaciones judiciales o administrativas relativas a los procedimientos, sanciones y medidas aplicables a los adolescentes infractores de la ley penal, se deberá tener en consideración el interés superior del adolescente, que se expresa en el reconocimiento y respeto de sus derechos.

En la aplicación de la presente ley, las autoridades tendrán en consideración todos los derechos y garantías que les son reconocidos en la Constitución, en las leyes, en la Convención sobre los Derechos del Niño y en los demás instrumentos internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes.





Artículo 3°.- Límites de edad a la responsabilidad. La presente ley se aplicará a quienes al momento en que se hubiere dado principio de ejecución del delito sean mayores de catorce y menores de dieciocho años, los que, para los efectos de esta ley, se consideran adolescentes.





En el caso que el delito tenga su inicio entre los catorce y los dieciocho años del imputado y su consumación se prolongue en el tiempo más allá de los dieciocho años de edad, la legislación aplicable será la que rija para los imputados mayores de edad.





La edad del imputado deberá ser determinada por el juez competente en cualquiera de las formas establecidas en el Título XVII del Libro I del Código Civil.




Artículo 4º.- Regla especial para delitos sexuales. No podrá procederse penalmente respecto de los delitos previstos en los artículos 362, 365, 366 bis y 366 quater del Código Penal, cuando la conducta se hubiere realizado con una persona menor de 14 años y no concurra ninguna de las circunstancias enumeradas en los artículos 361 ó 363 de dicho Código, según sea el caso, a menos que exista entre aquélla y el imputado una diferencia de, a lo menos, dos años de edad, tratándose de la conducta descrita en el artículo 362, o de tres años en los demás casos.




Artículo 5°.- Prescripción. La prescripción de la acción penal y de la pena será de dos años, con excepción de las conductas constitutivas de crímenes, respecto de las cuales será de cinco años, y de las faltas, en que será de seis meses.
TÍTULO I

CONSECUENCIAS DE LA DECLARACIÓN DE RESPONSABILIDAD DE LOS ADOLESCENTES POR INFRACCIONES A LA LEY PENAL

Párrafo 1°

De las sanciones en general




Artículo 6°.- Sanciones. En sustitución de las penas contempladas en el Código Penal y en las leyes complementarias, las sanciones que se aplicarán a los adolescentes serán las de la siguiente Escala General:




Penas de delitos:





a) Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social;





b) Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social;





c) Libertad asistida especial;





d) Libertad asistida;





e) Prestación de servicios en beneficio de la comunidad, y





f) Reparación del daño causado; 





Penas de faltas:





a) Prestación de servicios en beneficio de la comunidad;





b) Reparación del daño causado; 





c) Multa, y





d) Amonestación.

Pena accesoria:





Prohibición de conducir vehículos motorizados.




Artículo 7°.- Sanción accesoria. El juez estará facultado para establecer, como sanción accesoria a las previstas en el artículo 6° de esta ley y siempre que sea necesario en atención a las circunstancias del adolescente, la obligación de someterlo a tratamientos de rehabilitación por adicción a las drogas o al alcohol.

Párrafo 2°

De las sanciones no privativas de libertad




Artículo 8°.- Amonestación. La amonestación consiste en la reprensión enérgica al adolescente hecha por el juez, en forma oral, clara y directa, en un acto único, dirigida a hacerle comprender la gravedad de los hechos cometidos y las consecuencias que los mismos han tenido o podrían haber tenido, tanto para la víctima como para el propio adolescente, instándole a cambiar de comportamiento y formulándole recomendaciones para el futuro.





La aplicación de esta sanción, en todo caso, requerirá una previa declaración del adolescente asumiendo su responsabilidad en la infracción cometida.





Los padres o guardadores del adolescente serán notificados de la imposición de la sanción, en caso de no encontrarse presentes en la audiencia.





Artículo 9°.- Multa. El juez podrá imponer una multa a beneficio fiscal que no exceda de diez unidades tributarias mensuales. Para su aplicación y la determinación de su monto, además de los criterios señalados en el artículo 24 de la presente ley, se considerarán la condición y las facultades económicas del infractor y de la persona a cuyo cuidado se encontrare.





El juez, a petición del adolescente o de su defensor, podrá autorizar el pago de la multa en cuotas.





La multa será conmutable, a solicitud del infractor, por la sanción de servicios en beneficio de la comunidad, a razón de 30 horas por cada tres unidades tributarias mensuales.




Artículo 10.- Reparación del daño. La reparación del daño consiste en la obligación de resarcir a la víctima el perjuicio causado con la infracción, sea mediante una prestación en dinero, la restitución o reposición de la cosa objeto de la infracción o un servicio no remunerado en su favor. En este último caso, la imposición de la sanción requerirá de la aceptación previa del condenado y de la víctima.





El cumplimiento de la sanción no obstará a que la víctima persiga la responsabilidad contemplada en el artículo 2320 del Código Civil, pero sólo en aquello en que la reparación sea declarada como insuficiente.




Artículo 11.- Servicios en beneficio de la comunidad. La sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad consiste en la realización de actividades no remuneradas a favor de la colectividad o en beneficio de personas en situación de precariedad.





La prestación de servicios en beneficio de la comunidad no podrá exceder en ningún caso de cuatro horas diarias y deberá ser compatible con la actividad educacional o laboral que el adolescente realice. La sanción tendrá una extensión mínima de 30 horas y máxima de 120.





La imposición de esta sanción requerirá del acuerdo del condenado, debiendo, en su caso, ser sustituida por una sanción superior, no privativa de libertad.




Artículo 12.- Prohibición de conducir vehículos motorizados. La prohibición de conducir vehículos motorizados se podrá imponer a un adolescente como sanción accesoria cuando la conducta en que se funda la infracción por la cual se le condena haya sido ejecutada mediante la conducción de dichos vehículos.





La sanción se hará efectiva desde el momento de dictación de la sentencia condenatoria y su duración podrá extenderse hasta el período que le faltare al adolescente para cumplir veinte años.





En caso de quebrantamiento, se estará a lo dispuesto en el artículo 52 de esta ley, a menos que a consecuencia de la conducción se hubiere afectado la vida, la integridad corporal o la salud de alguna persona, caso en el cual se remitirán los antecedentes al Ministerio Público para el ejercicio de las acciones que correspondan.




Artículo 13.- Libertad asistida. La libertad asistida consiste en la sujeción del adolescente al control de un delegado conforme a un plan de desarrollo personal basado en programas y servicios que favorezcan su integración social.




La función del delegado consistirá en la orientación, control y motivación del adolescente e incluirá la obligación de procurar por todos los medios a su alcance el acceso efectivo a los programas y servicios requeridos.





El control del delegado se ejercerá en base a las medidas de supervigilancia que sean aprobadas por el tribunal, que incluirán, en todo caso, la asistencia obligatoria del adolescente a encuentros periódicos previamente fijados con él mismo y a programas socioeducativos. Para ello, una vez designado, el delegado propondrá al tribunal un plan personalizado de cumplimiento de actividades periódicas en programas o servicios de carácter educativo, socio-educativo, de terapia, de promoción y protección de sus derechos y de participación. En él, deberá incluir la asistencia regular al sistema escolar o de enseñanza que corresponda.





Podrán incluirse en dicho plan medidas como la prohibición de asistir a determinadas reuniones, recintos o espectáculos públicos, de visitar determinados lugares o de aproximarse a la víctima, a sus familiares o a otras personas, u otras condiciones similares.





La duración de esta sanción no podrá exceder de tres años.




Artículo 14.- Libertad asistida especial. En esta modalidad de libertad asistida, deberá asegurarse la asistencia del adolescente a un programa intensivo de actividades socioeducativas y de reinserción social en el ámbito comunitario que permita la participación en el proceso de educación formal, la capacitación laboral, la posibilidad de acceder a programas de tratamiento y rehabilitación de drogas en centros previamente acreditados por los organismos competentes y el fortalecimiento del vínculo con su familia o adulto responsable.





En la resolución que apruebe el plan, el tribunal fijará la frecuencia y duración de los encuentros obligatorios y las tareas de supervisión que ejercerá el delegado.





La duración de esta sanción no podrá exceder los tres años.
Párrafo 3°

De las sanciones privativas de libertad




Artículo 15.- Sanciones privativas de libertad. Las sanciones privativas de libertad consisten en la internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social y en la internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.





Estos programas de reinserción social se realizarán, en lo posible, con la colaboración de la familia.




Artículo 16.- Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social. La sanción de privación de libertad bajo la modalidad de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social consistirá en la residencia obligatoria del adolescente en un centro de privación de libertad, sujeto a un programa de reinserción social a ser desarrollado tanto al interior del recinto como en el medio libre.





Una vez impuesta la pena y determinada su duración, el director del centro que haya sido designado para su cumplimiento, propondrá al tribunal un régimen o programa personalizado de actividades, que considerará las siguientes prescripciones:





a) Las medidas a adoptar para la asistencia y cumplimiento del adolescente del proceso de educación formal o de reescolarización. El director del centro deberá velar por el cumplimiento de esta obligación y para dicho efecto mantendrá comunicación permanente con el respectivo establecimiento educacional;





b) El desarrollo periódico de actividades de formación, socioeducativas y de participación, especificando las que serán ejecutadas al interior del recinto y las que se desarrollarán en el medio libre, y




c) Las actividades a desarrollar en el medio libre contemplarán, a lo menos, ocho horas, no pudiendo llevarse a cabo entre las 22.00 y las 07.00 horas del día siguiente, a menos que excepcionalmente ello sea necesario para el cumplimiento de los fines señalados en las letras precedentes y en el artículo 20.





El programa será aprobado judicialmente en la audiencia de lectura de la sentencia o en otra posterior, que deberá realizarse dentro de los quince días siguientes a aquélla.





El director del centro informará periódicamente al tribunal acerca del cumplimiento y evolución de las medidas a que se refiere la letra a).




Artículo 17.- Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social. La internación en régimen cerrado con programa de reinserción social importará la privación de libertad en un centro especializado para adolescentes, bajo un régimen orientado al cumplimiento de los objetivos previstos en el artículo 20 de esta ley.





En virtud de ello, dicho régimen considerará necesariamente la plena garantía de la continuidad de sus estudios básicos, medios y especializados, incluyendo su reinserción escolar, en el caso de haber desertado del sistema escolar formal, y la participación en actividades de carácter socioeducativo, de formación, de preparación para la vida laboral y de desarrollo personal. Además, deberá asegurar el tratamiento y rehabilitación del consumo de drogas para quienes lo requieran y accedan a ello.




Artículo 18. Límite máximo de las penas privativas de libertad. Las penas de internación en régimen cerrado y semicerrado, ambas con programa de reinserción social, que se impongan a los adolescentes no podrán exceder de cinco años si el infractor tuviere menos de dieciséis años, o de diez años si tuviere más de esa edad.

Párrafo 4°

Sanciones mixtas




Artículo 19.- Sanciones mixtas. En los casos en que fuere procedente la internación en régimen cerrado o semicerrado, ambas con programa de reinserción social, el tribunal podrá imponer complementariamente una sanción de libertad asistida en cualquiera de sus formas, por un máximo que no supere el tiempo de la condena principal. Esta última se cumplirá:





a) Con posterioridad a la ejecución de la pena privativa de libertad, siempre y cuando en total no se supere la duración máxima de ésta, o





b) En forma previa a su ejecución. En este caso la pena principal quedará en suspenso y en carácter condicional, para ejecutarse en caso de incumplimiento de la libertad asistida en cualquiera de sus formas, en el caso de las penas que se extienden hasta quinientos cuarenta días.
Párrafo 5°

De la determinación de las sanciones




Artículo 20.- Finalidad de las sanciones y otras consecuencias.  Las sanciones y consecuencias que esta ley establece tienen por objeto hacer efectiva la responsabilidad de los adolescentes por los hechos delictivos que cometan, de tal manera que la sanción forme parte de una intervención socioeducativa amplia y orientada a la plena integración social.




Artículo 21.- Pena asignada a los delitos. Para los efectos de la presente ley, se entenderá que la pena asignada al delito cometido por un adolescente es la inferior en un grado al mínimo de los señalados por la ley para el ilícito correspondiente.





Artículo 22.- Reglas de determinación de la extensión de las penas. Para establecer la duración de la sanción que deba imponerse con arreglo a la presente ley, el tribunal deberá aplicar, a partir de la pena señalada en el artículo precedente, las reglas previstas en el Párrafo 4 del Título III del Libro I del Código Penal, con excepción de lo dispuesto en el artículo 69 de dicho Código.





Con todo, si la sanción calculada en la forma dispuesta en el inciso precedente supera los límites máximos dispuestos en el artículo 18, su extensión definitiva deberá ajustarse a dichos límites.




Artículo 23.- Reglas de determinación de la naturaleza de la pena. La determinación de la naturaleza de la pena que deba imponerse a los adolescentes con arreglo a la presente ley, se regirá por las reglas siguientes:





1. Si la extensión de la sanción resulta equivalente a una pena de crimen, el tribunal deberá aplicar la pena de internación en régimen cerrado o internación en régimen semicerrado, ambas con programa de reinserción social.





2. Si la sanción va de tres años y un día a cinco años, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen cerrado con programa de reinserción social, internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social o libertad asistida especial.





3. Si la sanción se extiende entre quinientos cuarenta y un días y tres años, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, libertad asistida en cualquiera de sus formas y prestación de servicios en beneficio de la comunidad.





4. Si la sanción se ubica entre sesenta y uno y quinientos cuarenta días, el tribunal podrá imponer las penas de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, libertad asistida en cualquiera de sus formas, prestación de servicios en beneficio de la comunidad o reparación del daño causado.





5. Si la sanción es igual o inferior a sesenta días, el tribunal podrá imponer las penas de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, reparación del daño causado, multa o amonestación.

Tabla Demostrativa

Extensión de la sanción y penas aplicables


Desde 5 años y 1 día:


- Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.


-  Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.


Desde 3 años y un día a 5 años:


- Internación en régimen cerrado con programa de reinserción social.


- Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.


- Libertad asistida especial.

Desde 541 días a 3 años:

- Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.

- Libertad asistida en cualquiera de sus formas.

- Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.


Desde 61 a 540 días:


- Internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social.


- Libertad asistida en cualquiera de sus formas.


- Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.


- Reparación del daño causado.


Desde 1 a 60 días:


- Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.


- Reparación del daño causado.


- Multa.


- Amonestación.





Artículo 24.- Criterios de determinación de la pena. Para determinar la naturaleza de las sanciones, dentro de los márgenes antes establecidos, el tribunal deberá atender, dejando constancia de ello en su fallo, a los siguientes criterios:
a) La gravedad del ilícito de que se trate;

b) La calidad en que el adolescente participó en el hecho y el grado de ejecución de la infracción;

c) La concurrencia de circunstancias atenuantes o agravantes de la responsabilidad criminal;

d) La edad del adolescente infractor;
e) La extensión del mal causado con la ejecución del delito, y
f) La idoneidad de la sanción para fortalecer el respeto del adolescente por los derechos y libertades de las personas y sus necesidades de desarrollo e integración social.




Artículo 25.- Imposición conjunta de más de una pena. En las situaciones regladas en los numerales 3 y 4 del artículo 23, el tribunal podrá imponer conjuntamente dos de las penas que las mismas reglas señalan, siempre que la naturaleza de éstas permita su cumplimiento simultáneo.





Lo dispuesto en el inciso precedente tendrá lugar sólo cuando ello permita el mejor cumplimiento de las finalidades de las sanciones de esta ley expresadas en el artículo 20 y así se consigne circunstanciadamente en resolución fundada.




Artículo 26.- Límites a la imposición de sanciones. La privación de libertad se utilizará sólo como medida de último recurso.





En ningún caso se podrá imponer una pena privativa de libertad si un adulto condenado por el mismo hecho no debiere cumplir una sanción de dicha naturaleza.
TÍTULO II
PROCEDIMIENTO

Párrafo 1°

Disposiciones generales




Artículo 27.- Reglas de procedimiento. La investigación, juzgamiento y ejecución de la responsabilidad por infracciones a la ley penal por parte de adolescentes se regirá por las disposiciones contenidas en la presente ley y supletoriamente por las normas del Código Procesal Penal.





El conocimiento y fallo de las infracciones respecto de las cuales el Ministerio Público requiera una pena no privativa de libertad se sujetará a las reglas del procedimiento simplificado o monitorio, según sea el caso, regulados en el Título I del Libro IV del Código Procesal Penal.




Artículo 28.- Concurso de procedimientos. Si a una misma persona se le imputa una infracción sancionada por esta ley y un delito cometido siendo mayor de dieciocho años, la investigación y juzgamiento de estos hechos se regirá por las normas del Código Procesal Penal aplicable a los imputados mayores de edad.





Por su parte, si en un mismo procedimiento se investiga la participación punible de personas mayores y menores de edad, tendrá lugar lo dispuesto en los artículos 185 y 274 del Código Procesal Penal. En todo caso, si se hubiere determinado la sustanciación conjunta de los procesos, se dará cumplimiento, respecto del menor, de las normas que conforme a esta ley son aplicables al juzgamiento de los adolescentes.
Párrafo 2°

Sistema de justicia especializada




Artículo 29.- Especialización de la justicia penal para adolescentes. Los jueces de garantía, los jueces del tribunal de juicio oral en lo penal, así como los fiscales adjuntos y los defensores penales públicos que intervengan en las causas de adolescentes, deberán estar capacitados en los estudios e información criminológica vinculada a la ocurrencia de estas infracciones, en la Convención de los Derechos del Niño, en las  características y especificidades de la etapa adolescente y en el sistema de ejecución de sanciones establecido en esta misma ley.





No obstante, todo fiscal, defensor o juez con competencia en materias criminales se encuentra habilitado para intervenir, en el marco de sus competencias, si, excepcionalmente, por circunstancias derivadas del sistema de distribución del trabajo, ello fuere necesario.




En virtud de lo dispuesto en los incisos precedentes, los comités de jueces de los tribunales de garantía y orales en lo penal considerarán, en el procedimiento objetivo y general de distribución de causas, la radicación e integración preferente de quienes cuenten con dicha capacitación.





Cada institución adoptará las medidas pertinentes para garantizar la especialización a que se refiere la presente disposición.




Artículo 30.- Capacitación de las policías. Las instituciones policiales incorporarán dentro de sus programas de formación y perfeccionamiento, los estudios necesarios para que los agentes policiales cuenten con los conocimientos relativos a los objetivos y contenidos de la presente ley, a la Convención de los Derechos del Niño y a los fenómenos criminológicos asociados a la ocurrencia de estas infracciones.

Párrafo 3°

De las medidas cautelares personales




Artículo 31.- Detención en caso de flagrancia. Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones, en sus respectivos ámbitos de competencia, deberán poner a los menores de dieciocho años y mayores de catorce que se encuentren en las situaciones previstas en los artículos 129 y 131 del Código Procesal Penal, a disposición del juez de garantía, de preferencia, de manera inmediata, no pudiendo en caso alguno exceder de un máximo de 12 horas. El adolescente sólo podrá declarar ante el fiscal en presencia de un defensor. Dicha detención se regulará, salvo en los aspectos previstos en este artículo, por el párrafo 3° del Título V, del Libro I del Código Procesal Penal. Si se diere lugar a la ampliación del plazo de la detención conforme al artículo 132 de dicho Código, ésta sólo podrá ser ejecutada en los centros de internación provisoria de que trata la presente ley.





La detención de una persona visiblemente menor en un establecimiento distinto de los señalados en el inciso anterior, constituirá una infracción funcionaria grave y será sancionada con la medida disciplinaria que proceda de acuerdo al mérito de los antecedentes, sin perjuicio de las demás responsabilidades en que pueda haber incurrido el infractor.





En la ejecución de la detención e internación provisoria que sea decretada deberá darse cumplimiento a lo previsto en los artículos 17 de la ley N° 16.618 y 37, letra c), de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño. El menor privado de libertad siempre podrá ejercer los derechos consagrados en los artículos 93 y 94 del Código Procesal Penal y 37 y 40 de esa Convención. Los encargados de dichos centros no podrán aceptar el ingreso de menores sino en virtud de órdenes impartidas por el juez de garantía competente.





Si el hecho imputado al menor fuere alguno de aquéllos señalados en el artículo 124 del Código Procesal Penal, Carabineros de Chile se limitará a citar al menor a la presencia del fiscal y lo dejará en libertad, previo señalamiento de domicilio en la forma prevista por el artículo 26 del mismo Código.





Artículo 32.- Medidas cautelares del procedimiento. La internación provisoria en un centro cerrado sólo será procedente tratándose de la imputación de crímenes, debiendo aplicarse cuando los objetivos señalados en el inciso primero del artículo 155 del Código Procesal Penal no pudieren ser alcanzados mediante la aplicación de alguna de las demás medidas cautelares personales.




Artículo 33.- Proporcionalidad de las medidas cautelares. En ningún caso podrá el juez dar lugar a una medida que parezca desproporcionada en relación con la sanción que resulte probable de aplicar en caso de condena.




Artículo 34.- Permiso de salida diaria. Tratándose de un adolescente imputado sujeto a una medida de internación provisoria, el juez podrá, en casos calificados, concederle permiso para salir durante el día, siempre que ello no vulnere los objetivos de la medida. Al efecto, el juez podrá adoptar las providencias que estime convenientes.




Artículo 35.- Principio de oportunidad. Para el ejercicio del principio de oportunidad establecido en el artículo 170 del Código Procesal Penal, los fiscales tendrán en especial consideración la incidencia que su decisión podría tener en la vida futura del adolescente imputado.





Asimismo, para la aplicación de dicha norma se tendrá como base la pena resultante de la aplicación del artículo 21 de la presente ley.
Párrfo 4°

Inicio de la persecución de la responsabilidad por la infracción a la ley penal por parte de un adolescente




Artículo 36.- Primera audiencia.- De la realización de la primera audiencia a que deba comparecer el imputado deberá notificarse a sus padres o a la persona que lo tenga bajo su cuidado. Si el juez lo considera necesario, permitirá la intervención de éstos, si estuvieren presentes en la audiencia.




Artículo 37.- Juicio Inmediato. Las reglas del juicio inmediato establecidas en el artículo 235 del Código Procesal Penal serán plenamente aplicables cada vez que el fiscal lo solicite y especialmente cuando se trate de una infracción flagrante imputada a un adolescente.





En estos casos, sólo por razones fundadas que el fiscal señalará en su petición, el juez de garantía podrá autorizar la realización de diligencias concretas y determinadas para la investigación de una infracción flagrante, las que no podrán exceder de 60 días, rigiendo, en lo demás, lo dispuesto en el artículo siguiente. Igual derecho asistirá a la defensa del imputado, en el mismo caso.




Artículo 38.- Plazo para declarar el cierre de la investigación. Transcurrido el plazo máximo de seis meses desde la fecha en que la investigación hubiere sido formalizada, el fiscal procederá a cerrarla, a menos que el juez le hubiere fijado un plazo inferior.





Antes de cumplirse cualquiera de estos plazos, el fiscal podrá solicitar, fundadamente, su ampliación por un máximo de dos meses.
Párrafo 5°

Juicio oral y sentencia




Artículo 39.- Audiencia del juicio oral. El juicio oral, en su caso, deberá tener lugar no antes de los 15 ni después de los 30 días siguientes a la notificación del auto de apertura del juicio oral.





En ningún caso el juicio podrá suspenderse o interrumpirse por un término superior a 72 horas.




Artículo 40.- Audiencia de determinación de la pena. La audiencia a que se refiere el inciso final del artículo 343 del Código Procesal Penal deberá llevarse a cabo en caso de dictarse sentencia condenatoria. En dicha audiencia, el tribunal podrá requerir la opinión de peritos.





Artículo 41.- Suspensión de la imposición de condena. Cuando hubiere mérito para aplicar sanciones privativas o restrictivas de libertad iguales o inferiores a 540 días, pero concurrieren antecedentes favorables que hicieren desaconsejable su imposición, el juez podrá dictar la sentencia y disponer en ella la suspensión de la pena y sus efectos por un plazo de seis meses.




Transcurrido el plazo previsto en el inciso anterior sin que el imputado hubiere sido objeto de nuevo requerimiento o de una formalización de la investigación, el tribunal dejará sin efecto la sentencia y, en su reemplazo, decretará el sobreseimiento definitivo de la causa.




Esta suspensión no afectará la responsabilidad civil derivada del delito.




Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio de la posibilidad de decretar la suspensión condicional del procedimiento.
TÍTULO III
DE LA EJECUCIÓN DE LAS SANCIONES Y MEDIDAS

Párrafo 1°
Administración




Artículo 42.- Administración de las medidas no privativas de libertad. El Servicio Nacional de Menores asegurará la existencia en las distintas regiones del país de los programas necesarios para la ejecución y control de las medidas a que se refiere esta ley, las que serán ejecutadas por los colaboradores acreditados que hayan celebrado los convenios respectivos con dicha institución.





Para tal efecto, llevará un registro actualizado de los programas existentes en cada comuna del país, el que estará a disposición de los tribunales competentes.





El Servicio revisará periódicamente la pertinencia e idoneidad de los distintos programas, aprobando su ejecución por parte de los colaboradores acreditados y fiscalizando el cumplimiento de sus objetivos.





En la modalidad de libertad asistida especial se asegurará la intervención de la red institucional y de protección del Estado, según se requiera. Será responsabilidad del Servicio Nacional de Menores la coordinación con los respectivos servicios públicos.





El reglamento a que alude el inciso final del artículo siguiente contendrá las normas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en este artículo.




Artículo 43.- Centros de privación de libertad. La administración de los Centros Cerrados de Privación de Libertad y de los recintos donde se cumpla la medida de internación provisoria, corresponderá siempre y en forma directa al Servicio Nacional de Menores.





Para dar cumplimiento a las sanciones privativas de libertad y a la medida de internación provisoria contenidas en esta ley existirán tres tipos de centros:


a) Los Centros para la Internación en Régimen Semicerrado.


b) Los Centros Cerrados de Privación de Libertad.


c) Los Centros de Internación Provisoria.





Para garantizar la seguridad y la permanencia de los infractores en los centros a que se refieren las letras b) y c) precedentes, se establecerá en ellos una guardia armada de carácter externo, a cargo de Gendarmería de Chile. Ésta permanecerá fuera del recinto, pero estará autorizada para ingresar en caso de motín o en otras situaciones de grave riesgo para los adolescentes y revisar sus dependencias con el solo objeto de evitarlas.





La organización y funcionamiento de los recintos aludidos en el presente artículo se regulará en un reglamento dictado por decreto supremo expedido por medio del Ministerio de Justicia, conforme a las normas contenidas en el presente Título.




Artículo 44.- Condiciones básicas de los centros de privación de libertad. La ejecución de las sanciones privativas de libertad estará dirigida a la reintegración del adolescente al medio libre.





En virtud de ello, deberán desarrollarse acciones tendientes al fortalecimiento del respeto por los derechos de las demás personas y al cumplimiento del proceso de educación formal y considerarse la participación en actividades socioeducativas, de formación y de desarrollo personal.




Artículo 45.- Normas de orden interno y seguridad en recintos de privación de libertad. Los adolescentes estarán sometidos a las normas disciplinarias que dicte la autoridad para mantener la seguridad y el orden. Estas normas deben ser compatibles con los derechos reconocidos en la Constitución, en la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes.





Dichas normas regularán el uso de la fuerza respecto de los adolescentes y contendrán, a lo menos, los siguientes aspectos:





a) El carácter excepcional y restrictivo del uso de la fuerza, lo que implica que deberá ser utilizada sólo cuando se hayan agotado todos los demás medios de control y por el menor tiempo posible, y





b) La prohibición de aplicar medidas disciplinarias que constituyan castigos corporales, encierro en celda obscura y penas de aislamiento o de celda solitaria, así como cualquier otra sanción que pueda poner en peligro la salud física o mental del adolescente o sea degradante, cruel o humillante.




Articulo 46.- Normas disciplinarias en recintos de privación de libertad. Las medidas y procedimientos disciplinarios que se dispongan deberán encontrarse contemplados en la normativa del establecimiento y tendrán como fundamento principal contribuir a la seguridad y a la mantención de una vida comunitaria ordenada, debiendo, en todo caso, ser compatibles con el respeto de la dignidad del adolescente.





Para estos efectos, la normativa relativa a dichos procedimientos precisará, a lo menos, los siguientes aspectos:





a) Las conductas que constituyen una infracción a la disciplina;





b) El carácter y la duración de las sanciones disciplinarias que se pueden imponer, y





c) La autoridad competente para imponer esas sanciones y aquélla que deberá resolver los recursos que se deduzcan en su contra.




Artículo 47.- Excepcionalidad de la privación de libertad. Las sanciones privativas de libertad que contempla esta ley son de carácter excepcional. Sólo podrán aplicarse en los casos expresamente previstos en ella y siempre como último recurso.





Artículo 48.- Principio de separación. Las personas que se encontraren privadas de libertad por la aplicación de alguna de las sanciones o medidas previstas en esta ley, sea en forma transitoria o permanente, en un lugar determinado o en tránsito, deberán permanecer siempre separadas de los adultos privados de libertad.





Las instituciones encargadas de practicar detenciones, de administrar los recintos en que se deban cumplir sanciones o medidas que implican la privación de libertad, los administradores de los tribunales y, en general, todos los organismos que intervengan en el proceso para determinar la responsabilidad que establece esta ley, adoptarán las medidas necesarias para dar estricto cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior.





El incumplimiento de esta obligación constituirá una infracción grave a los deberes funcionarios.
Párrafo 2°

Derechos y garantías de la ejecución





Artículo 49.- Derechos en la ejecución de sanciones. Durante la ejecución de las sanciones que regula esta ley, el adolescente tendrá derecho a:





a) Ser tratado de una manera que fortalezca su respeto por los derechos y libertades de las demás personas, resguardando su desarrollo, dignidad e integración social;





b) Ser informado de sus derechos y deberes con relación a las personas e instituciones que lo tuvieren bajo su responsabilidad;





c) Conocer las normas que regulan el régimen interno de las instituciones y los programas a que se encuentre sometido, especialmente en lo relativo a las causales que puedan dar origen a sanciones disciplinarias en su contra o a que se declare el incumplimiento de la sanción;





d) Presentar peticiones ante cualquier autoridad competente de acuerdo a la naturaleza de la petición, obtener una respuesta pronta, solicitar la revisión de su sanción en conformidad a la ley y denunciar la amenaza o violación de alguno de sus derechos ante el juez, y





e) Contar con asesoría permanente de un abogado.





Tratándose de adolescentes sometidos a una medida privativa de libertad, éstos tendrán derecho a:





i) Recibir visitas periódicas, en forma directa y personal, al menos una vez a la semana;





ii) La integridad e intimidad personal;





iii) Acceder a servicios educativos, y





iv) La privacidad y regularidad de las comunicaciones, en especial con sus abogados.
Párrafo 3°

Del control de ejecución de las sanciones




Artículo 50.- Competencia en el control de la ejecución. Los conflictos de derecho que se susciten durante la ejecución de alguna de las sanciones que contempla la presente ley serán resueltos por el juez de garantía del lugar donde ésta deba cumplirse.





En virtud de ello y previa audiencia, el juez de garantía adoptará las medidas tendientes al respeto y cumplimiento de la legalidad de la ejecución y resolverá, en su caso, lo que corresponda en caso de quebrantamiento.




Artículo 51.- Certificación de cumplimiento. La institución que ejecute la sanción, informará sobre el total cumplimiento de la misma a su término, por cualquier medio fidedigno, al juez de que trata el artículo anterior, el que deberá certificar dicho cumplimiento.





Asimismo, deberá informar de cualquier incumplimiento cuando éste se produzca.




Artículo 52.- Quebrantamiento de condena. Si el adolescente no diere cumplimiento a alguna de las sanciones impuestas en virtud de la presente ley, el tribunal encargado del control de la ejecución procederá, previa audiencia y según la gravedad del incumplimiento, conforme a las reglas siguientes:





1.- Tratándose de la multa, aplicará en forma sustitutiva la sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad por un máximo de 30 horas. Si el adolescente no aceptare la medida, aplicará la libertad asistida en cualquiera de sus formas por el tiempo señalado en el numeral 3.- del presente artículo. 





2.- Idéntica regla se seguirá en caso de infracción de la prohibición de conducir vehículos motorizados, sin perjuicio de la mantención de la prohibición por el tiempo restante.





3.- Tratándose del incumplimiento de las medidas de reparación del daño y prestación de servicios en beneficio de la comunidad, se aplicará en forma sustitutiva la libertad asistida en cualquiera de sus formas por un periodo de hasta tres meses.





4.- El incumplimiento de la libertad asistida se sancionará con libertad asistida especial o con internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, con una duración máxima de sesenta días, lo que se determinará según la gravedad de los hechos que fundan la medida, sin perjuicio del cumplimiento de la sanción originalmente impuesta.





En caso de incumplimiento reiterado de la libertad asistida, se aplicará lo dispuesto en el siguiente numeral. 





5.- El incumplimiento de la libertad asistida especial dará lugar a la sustitución de la sanción por internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, por un período equivalente al número de días que faltaren por cumplir.





6.- El incumplimiento de la internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social podrá sancionarse con la internación en un centro cerrado por un período no superior a los noventa días, sin perjuicio del cumplimiento de la sanción originalmente impuesta por el tiempo restante. En caso de reiteración de la misma conducta, podrá aplicarse la sustitución, en forma definitiva, por un período a fijar prudencialmente por el tribunal, que en caso alguno será superior al tiempo de duración de la condena inicialmente impuesta. 




7.- El incumplimiento del régimen de libertad asistida en cualquiera de sus formas al que fuere sometido el adolescente en virtud de lo dispuesto en el artículo 19, facultará al juez para ordenar que se sustituya su cumplimiento por la internación en régimen cerrado con programa de reinserción social por el tiempo que resta.




Artículo 53.- Sustitución de condena. El tribunal encargado del control de la ejecución de las sanciones previstas en esta ley, de oficio o a petición del adolescente o su defensor, podrá sustituirla por una menos gravosa, en tanto ello parezca más favorable para la integración social del infractor y se hubiere iniciado su cumplimiento.





Para estos efectos, el juez, en presencia del condenado, su abogado, el Ministerio Público y un representante de la institución encargada de la ejecución de la sanción, examinará los antecedentes, oirá a los presentes y resolverá. A esta audiencia podrán asistir los padres del adolescente o las personas que legalmente hubieren ejercido la tuición antes de su privación de libertad, y la víctima o su representante. La inasistencia de estos últimos no será nunca obstáculo para el desarrollo de la audiencia.





La resolución que se pronuncie sobre una solicitud de sustitución será apelable para ante la Corte de Apelaciones respectiva.





En caso alguno la internación en un régimen cerrado podrá sustituirse por una de las sanciones previstas en las letras e) o f) del artículo 6°.




Artículo 54.- Sustitución condicional de las medidas privativas de libertad. La sustitución de una sanción privativa de libertad podrá disponerse de manera condicionada. De esta forma, si se incumpliere la sanción sustitutiva, podrá revocarse su cumplimiento ordenándose la continuación de la sanción originalmente impuesta por el tiempo que faltare.




Artículo 55.- Remisión de condena. El tribunal podrá remitir el cumplimiento del saldo de condena cuando, en base a antecedentes calificados, considere que se ha dado cumplimiento a los objetivos pretendidos con su imposición. Para ello será aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y  tercero del artículo 53.





Para los efectos de resolver acerca de la remisión, el tribunal deberá contar con un informe favorable del Servicio Nacional de Menores.





Tratándose de una sanción privativa de libertad, la facultad de remisión sólo podrá ser ejercida si se ha cumplido más de la mitad del tiempo de duración de la sanción originalmente impuesta.
TÍTULO FINAL




Artículo 56.- Cumplimiento de la mayoría de edad. En caso que el imputado o condenado por una infracción  a la ley penal fuere mayor de dieciocho años o los cumpliere durante la ejecución de cualquiera de las sanciones contempladas en esta ley o durante la tramitación del procedimiento, continuará sometido a las normas de esta ley hasta el término de éste.





Si al momento de alcanzar los dieciocho años restan por cumplir menos de seis meses de la condena de internación en régimen cerrado, permanecerá en el centro de privación de libertad del Servicio Nacional de Menores.





Si al momento de alcanzar los dieciocho años le restan por cumplir más de seis meses de la condena de internación en régimen cerrado, el Servicio Nacional de Menores evacuará un informe fundado al juez de control de ejecución en que solicite la permanencia en el centro cerrado de privación de libertad o sugiera su traslado a un recinto penitenciario administrado por Gendarmería de Chile.





Dicho informe se enviará al tribunal con a lo menos tres meses de anterioridad  a la fecha de cumplimiento de la mayoría de edad y se referirá al proceso de reinserción del adolescente y a la conveniencia, para tal fin, de su permanencia en el centro cerrado de privación de libertad. El informe deberá comunicarse a todas las partes involucradas en el proceso.





En caso de ordenar el tribunal su permanencia, se revisará su situación según se desarrolle el proceso de reinserción en apreciación de la administración del centro.





En caso de ordenar el tribunal su traslado a un recinto penitenciario, las modalidades de ejecución de dicha condena deberán seguir siendo ejecutadas conforme a las prescripciones de esta ley.





Excepcionalmente, el Servicio Nacional de Menores  podrá solicitar al tribunal de control competente que autorice el cumplimiento de la internación en régimen cerrado en un recinto administrado por Gendarmería de Chile, cuando el condenado hubiere cumplido la mayoría de edad y sea declarado responsable de la comisión de un delito o incumpla de manera grave el reglamento del centro poniendo en riesgo la vida e integridad física de otras personas.





En todos los casos previstos en este artículo, el Servicio Nacional de Menores, Gendarmería de Chile y las autoridades que correspondan adoptarán las medidas necesarias para asegurar la separación de las personas sujetas a esta ley menores de dieciocho años con los mayores de edad y de los adultos sujetos a esta ley respecto de los condenados conforme a la ley penal de adultos.




Artículo 57.- Academia Judicial. Para los efectos de lo previsto en el artículo 29, la Academia Judicial considerará la dictación de los cursos de especialización a que esa norma se refiere en el programa de perfeccionamiento destinado a los miembros de los escalafones primario, secundario y de empleados del Poder Judicial.





En todo caso, el requisito establecido en dicha disposición podrá ser acreditado  sobre la base de antecedentes que den cuenta del cumplimiento de cursos de formación especializada en la materia, impartidos por otras instituciones alternativas a la Academia Judicial. La certificación respectiva la emitirá dicha institución, en base a los antecedentes que proporcione el solicitante.




Artículo 58.- Restricción de libertad de menores de catorce años. Si se sorprendiere a un menor de catorce años  en la ejecución flagrante de una conducta que, cometida por un adolescente constituiría delito, los agentes policiales ejercerán todas las facultades legales para restablecer el orden y la tranquilidad públicas y dar la debida protección a la víctima en amparo de sus derechos.





Una vez cumplidos dichos propósitos, la autoridad respectiva deberá poner al niño a disposición del tribunal de familia a fin de que éste procure su adecuada protección. En todo caso, tratándose de infracciones de menor entidad podrá entregar al niño inmediata y directamente a sus padres y personas que lo tengan a su cuidado y, de no ser ello posible, lo entregará a un adulto que se haga responsable de él, prefiriendo a aquéllos con quienes tuviere una relación de parentesco, informando en todo caso al Tribunal de Familia competente.





Para los efectos de que el fiscal pueda interrogar al menor en calidad de testigo, se estará a las normas generales que regulan la materia.




Artículo 59.- Modificaciones al decreto ley N° 645 de 1925. Agrégase el siguiente inciso final al artículo 2° del decreto ley N° 645 de 1925, que crea el Registro Nacional de Condenas: 





“Los antecedentes relativos a los procesos o condenas de menores de edad sólo podrán ser consignados en los certificados que se emitan para ingresar a las Fuerzas Armadas, Carabineros de Chile, Gendarmería de Chile y a la Policía de Investigaciones o para los fines establecidos en el inciso primero del presente artículo.”.




Artículo 60.- Modificaciones al Código Penal. Introdúcense las siguientes modificaciones:





a) Sustitúyese el número 2º del artículo 10 por el siguiente:





“2º El menor de dieciocho años. La responsabilidad de los menores de dieciocho años y mayores de catorce se regulará por lo dispuesto en la ley de responsabilidad penal juvenil.”.





b) Derógase el número 3º del artículo 10.





c) Suprímese el inciso primero del artículo 72.




Artículo 61.- Modificaciones a la ley N° 18.287. Derógase el artículo 26 de la ley N° 18.287, que establece el procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.





Artículo 62.- Modificaciones al Código de Justicia Militar. Sustitúyense los incisos segundo y tercero del artículo 135, por el siguiente: 





“Los menores de edad exentos de responsabilidad penal serán puestos a disposición del tribunal competente en asuntos de familia.”.





Artículo 63.- Modificaciones a la Ley de Menores. Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 16.618, que fija el texto definitivo de la Ley de Menores:


a) Derógase el artículo 16;

b) En el inciso segundo del artículo 16 bis, suprímese la siguiente oración: “De la misma forma procederá respecto de un menor de dieciséis años imputado de haber cometido una falta.”.


c) Suprímese el inciso cuarto del artículo 16 bis.


d) Deróganse los artículos 28 y 29.


e) Suprímese el inciso segundo del artículo 31.


f) Deróganse los artículos 41, 51, 52, 53, 58 y 65.


g) Sustitúyese el artículo 71, por el siguiente:


“Artículo 71. El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido mediante el Ministerio de Justicia, determinará los Centros de Diagnósticos existentes y su localización.”.




Artículo 64.- Modificaciones a la ley N° 19.640. En el inciso primero del artículo 72, sustitúyese el guarismo “625” por “647”, referido a la categoría “Fiscal Adjunto”; el guarismo “69” por “70”, referido a la categoría “Jefe de Unidad”, y el guarismo “860” por “866” referido a la categoría “Profesionales”.





Artículo 65.- Modificaciones al Código Orgánico de Tribunales. Introdúcense las siguientes modificaciones:


1.  Al artículo 14:


a) En la letra f), a continuación de la palabra “penal”, sustitúyese la coma (,) y la letra “y” por un punto y coma (;).


b) Reemplázase la letra g), que pasa a ser letra h), por la siguiente:


“g) Conocer y resolver todas las cuestiones y asuntos que la ley de responsabilidad penal juvenil les encomienden, y”.


2. Al artículo 16, en el acápite que en cada caso se señala:


a.- Quinta Región de Valparaíso:


En el párrafo séptimo, reemplázase la expresión “Viña del Mar, con seis jueces,” por la siguiente: “Viña del Mar, con siete jueces,”.


b.- Octava Región del Bío Bío:


En el párrafo noveno, reemplázase la expresión “Coronel, con un juez,” por la siguiente: “Coronel, con dos jueces,”.


c.- Décima Región de Los Lagos:


En el párrafo final, reemplázase la expresión “Castro, con un juez,” por la siguiente: “Castro, con dos jueces,”


d.- Región Metropolitana de Santiago:


En el párrafo segundo, reemplázase la expresión “Puente Alto, con siete jueces”, por la siguiente: “Puente Alto, con ocho jueces”. 


En el párrafo séptimo, reemplázase la expresión “Cuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con diecisiete jueces,”, por “Cuarto Juzgado de Garantía de Santiago, con dieciocho jueces,”; la expresión “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con ocho jueces,”, por “Séptimo Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,”; la expresión “Octavo Juzgado de Garantía de Santiago, con nueve jueces,” por “Octavo Juzgado de Garantía de Santiago, con diez jueces,”, y la expresión “Noveno Juzgado de Garantía de Santiago, con diecisiete jueces,” por “Noveno Juzgado de Garantía de Santiago, con dieciocho jueces,”.


3. Al artículo 18:


a) En la letra c), a continuación de la expresión “juicio oral”, elimínase la coma (,) y la letra “y”, y en su reemplazo, introdúcese un punto coma (;).


b) Reemplázase la letra d), que pasa a ser letra e), por la siguiente: 


“e) Conocer y resolver todas las cuestiones y asuntos que la ley de responsabilidad penal juvenil les encomienden, y”.


4. En el artículo 21, reemplázase, en el acápite referido a la Región Metropolitana de Santiago, la expresión “Cuarto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con quince jueces,”, por “Cuarto Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, con dieciocho jueces,”.


5. Incorpórase un artículo 47 C, nuevo, del tenor siguiente:


“Artículo 47 C.- Tratándose de los tribunales de juicio oral en lo penal, las Cortes de Apelaciones podrán ejercer las potestades señaladas en el artículo 47, ordenando que uno o más de los jueces del tribunal se aboquen en forma exclusiva al conocimiento de las infracciones de los adolescentes a la ley penal, en calidad de jueces de garantía, cuando el mejor servicio judicial así lo exigiere.”.


6. Sustitúyese el artículo 585 bis, por el siguiente: 


“Artículo 585 bis. Lo dispuesto en los artículos 567, 578, 580 y 581 será aplicable a los recintos en que se ejecuten las medidas de internación provisoria y de internación en régimen cerrado establecidas en la ley que regula la responsabilidad penal de los adolescentes.”.




Artículo 66.- Modificaciones a la ley  Nº 19.665. Agrégase en el inciso primero del artículo 6° de la ley N° 19.665, un párrafo final del siguiente tenor:


“Juzgados con dieciocho jueces: dieciocho jueces, cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y cuarenta y tres funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.”.





Artículo 67.- Modificaciones a la ley N° 19.718. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 28 de la ley N° 19.718, que fija  la planta de personal de la Defensoría Penal Pública:


a) Reemplázase, para los profesionales grado 7°, el guarismo “16” por “18”.


b) Reemplázase, para los administrativos grado 17°, el guarismo “20” por “21”.


c) Reemplázase, para el Total Planta, el guarismo “454” por “457”.





Artículo 68.- Modificaciones a la ley N° 19.968, de Tribunales de Familia. Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley 19.968: 


a) En el número 10 del artículo 8°, sustitúyese la expresión “29” por “30” y agrégase el siguiente párrafo nuevo antes del punto y coma (;) que pasa a ser punto seguido (.): “El procedimiento se sujetará a las reglas establecidas en el Párrafo 4º del Título IV de la presente ley;”.


b) Incorpórase al artículo 8° el siguiente numeral 10 bis, nuevo: 


“10 bis) Las infracciones que en caso de ser ejecutadas por mayores de edad constituirían faltas y que no dan lugar a responsabilidad penal, conforme al artículo 102 A. El juzgamiento de las mismas se someterá a las reglas establecidas en el Párrafo 4º del Título IV de la presente ley.”.


c) Incorpórase, a continuación del artículo 102, el siguiente Párrafo 4º, nuevo:

“Párrafo 4º

Procedimiento Contravencional ante los Tribunales de Familia



Artículo 102 A.- Las faltas contenidas en la legislación vigente que sean cometidas por adolescentes, constituirán contravenciones de carácter administrativo para todos los efectos legales y su juzgamiento se sujetará al procedimiento regulado en este Párrafo.



Se exceptúan de lo dispuesto en el inciso anterior únicamente las faltas tipificadas en los artículos 494, N°s 1, 4, 5, y 19, este último en lo que dice relación con el artículo 477; en el artículo 494 bis y en el artículo 496, N°s 5 y 26, todos del Código Penal, y aquéllas contempladas en la ley Nº 20.000 o en los cuerpos normativos que la sustituyan, cometidas por adolescentes mayores de 16 años, cuyo conocimiento estará sujeto a lo preceptuado por la ley que regula la responsabilidad penal de los adolescentes.



Artículo 102 B.- Será aplicable al proceso contravencional lo dispuesto en los Párrafos 1º, 2º y 3º del Título III de esta ley, en lo que no sea incompatible con lo dispuesto en el presente Título y con la naturaleza infraccional de las faltas a juzgar.



Artículo 102 C.- Será competente para el conocimiento de los asuntos a que se refiere el inciso primero del artículo 102 A el tribunal del lugar en que se hubiere ejecutado el hecho. Tratándose de los asuntos a que se refiere el numeral 10 del artículo 8°, será competente el tribunal del domicilio del menor, sin perjuicio de la potestad cautelar que pudiere corresponder al tribunal que inicialmente conozca del asunto en razón del lugar donde se cometió el hecho.



Artículo 102 D.- El procedimiento podrá iniciarse con el solo mérito del parte policial que dé cuenta de la denuncia interpuesta por un particular o de la falta flagrante en que se haya sorprendido a un adolescente. En ambos casos la policía procederá a citar al adolescente para que concurra a primera audiencia ante el tribunal, lo que deberá quedar consignado en el parte respectivo.



Los particulares también podrán formular la denuncia directamente al tribunal.


Artículo 102 E.- De la realización de la primera audiencia a que deba comparecer el imputado deberá notificarse también a sus padres o a la persona que lo tenga bajo su cuidado, y al denunciante o al afectado, según corresponda.


Todos quienes sean citados deberán concurrir a la audiencia con sus medios de prueba.



Artículo 102 F.- Si el adolescente no concurriere a la primera citación, el tribunal podrá ordenar que sea conducido a su presencia por medio de la fuerza pública. En este caso se procurará que la detención se practique en el tiempo más próximo posible al horario de audiencias del tribunal.



Artículo 102 G.-  El adolescente tendrá derecho a guardar silencio.



Artículo 102 H.- Al inicio de la audiencia, el juez explicará al adolescente sus derechos y, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, lo interrogará sobre la veracidad de los hechos imputados por el requerimiento. En caso de que el adolescente reconozca los hechos, el juez dictará sentencia de inmediato, la que no será susceptible de recurso alguno.



En la sentencia se podrá imponer la sanción de amonestación si ésta resulta proporcionada a la gravedad de los hechos y a la edad del adolescente para responsabilizarlo por la contravención, a menos que mediare reiteración, en cuyo caso deberá imponerse alguna de las restantes sanciones previstas en el artículo 102 J.



Artículo 102 I.- Si el adolescente negare los hechos o guardare silencio, se realizará el juzgamiento de inmediato, procediéndose a oír a los comparecientes y a recibir la prueba, tras lo cual se preguntará al adolescente si tiene algo que agregar. Con su declaración o sin ella, el juez pronunciará sentencia de absolución o condena.



Artículo 102 J.- El juez podrá imponer al adolescente únicamente alguna de las siguientes sanciones contravencionales:


a) Amonestación;


b) Reparación material del daño;


c) Petición de disculpas al ofendido o afectado;


d) Multa de hasta 2 Unidades Tributarias Mensuales; 


e) Servicios en beneficio de la comunidad, de ejecución instantánea o por un máximo de tres horas, y


f) Prohibición temporal de asistir a determinados espectáculos, hasta por tres meses.


El tribunal podrá aplicar conjuntamente más de una de las sanciones contempladas en este artículo, lo que deberá fundamentarse en la sentencia.


Artículo 102 K.- Las sentencias definitivas dictadas en procesos por infracciones cometidas por adolescentes serán inapelables.


Artículo 102 L.- A solicitud de parte, el juez podrá sustituir una sanción por otra durante el cumplimiento de la misma.



Artículo 102 M.- En caso de incumplimiento de la sanción impuesta, el tribunal remitirá los antecedentes al Ministerio Público para los efectos previstos en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil.”.




Artículo 69.- Preferencia para integrar ternas. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 281 del Código Orgánico de Tribunales, tendrán preferencia para ser incluidos en las ternas elaboradas para proveer cargos de juez de garantía unipersonales y juez de letras con competencia de garantía los postulantes que hubieren cumplido el curso de especialización a que se refieren los artículos 29 y 56 de la presente ley.





Artículo 70.- Modificaciones a la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile. Modifícase el decreto ley N° 2.859, que contiene la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile, en la forma que sigue:

1) En el artículo 3°, letra a), agrégase a continuación del punto final la siguiente oración: “Además, deberá estar a cargo de la seguridad perimetral de los centros del Servicio Nacional de Menores para la internación provisoria y el cumplimiento de las sanciones privativas de libertad de los adolescentes por infracción de ley penal.”.


2) En el artículo 3°, agrégase a continuación de la letra c), la siguiente letra d):


“d) Colaborar en la vigilancia de los Centros del Servicio Nacional de Menores para adolescentes que se encuentran en internación provisoria o con sanción privativa de libertad, realizando las siguientes funciones: 


1. Ejercer la vigilancia y custodia perimetral permanente de los centros privativos de libertad.


2. Controlar el ingreso al centro.


3. Colaborar en el manejo de conflictos al interior de los centros, tales como fugas, motines y riñas.


4. Asesorar a los funcionarios del Servicio Nacional de Menores en el manejo de conflictos internos y de la seguridad en general.


5. Realizar los traslados de los adolescentes a tribunales y a otras instancias externas de acuerdo a solicitudes de la autoridad competente.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS





Artículo 1°.- Vigencia. La presente ley entrará en vigencia seis meses después de su publicación, con excepción de lo dispuesto en las letras a) y c) del artículo 68.




Artículo 2°.- Nombramientos. La provisión de los cargos de Jueces de Garantía, Jueces de Tribunal Oral en lo Penal y Fiscales del Ministerio Público que establece la presente ley se realizará de acuerdo a las reglas generales aplicables en cada caso, considerando solamente las siguientes excepciones:





a) Los nuevos cargos deberán encontrarse provistos con a lo menos 45 días de antelación a la fecha en que empezará a regir el sistema, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo precedente;





b) Para los efectos de dar cumplimiento a lo previsto en la letra a) en el caso de los Jueces de Garantía e integrantes del Tribunal Oral en lo Penal, las Cortes de Apelaciones respectivas deberán elaborar y remitir al Ministerio de Justicia la nómina con las ternas respectivas para cada cargo dentro del plazo de sesenta días contado desde la publicación de esta ley.




Artículo 3º.- Cursos de especialización. La exigencia de especialización y las modalidades de integración de la sala del tribunal de juicio oral en lo penal y de distribución de asuntos en los tribunales con competencia en materias criminales se aplicarán seis meses después de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.





En todo caso, las Cortes de Apelaciones podrán prorrogar dicho término por otros seis meses, por motivos fundados.”.
- - - - -





Acordado en sesión celebrada el día 11 de octubre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Sergio Fernández Fernández, Hernán Larraín Fernández, Mariano Ruiz-Esquide Jara y José Antonio Viera-Gallo Quesney, y de los Honorables Diputados señora María Pía Guzmán Mena y señores Jorge Burgos Varela, Juan Bustos Ramírez, Guillermo Ceroni Fuentes y Gonzalo Uriarte Herrera.





Sala de la Comisión Mixta, a 11 de octubre de 2005.
(Fdo.):NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ,
Secretario de la Comisión.
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SOLICITUD DE SU EXCELENCIA EL VICEPRESIDENTE DE LA REPÚBLICA MEDIANTE LA CUAL REQUIERE EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR A LOS SEÑORES ERNESTO FONTAINE FERREIRA-NOBRIGA Y ERNESTO LIVACIC ROJAS  COMO REPRESENTANTES DEL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA EN EL CONSEJO RESOLUTIVO DE LA SUPERINTENDENCIA DE CASINOS DE JUEGO

(S 828-05)

De: Vicepresidente de la República

A: Presidente del H. Senado

1. La Ley Nº 19.995, publicada en el Diario Oficial el 7 de enero del presente año, establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego.

2. Dicha ley crea la Superintendencia de Casinos de Juego, como un organismo autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relaciona con el Presidente de la República por Intermedio del Ministerio de Hacienda. Le corresponde a este organismo supervigilar y fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones legales, reglamentarias y técnicas para la instalación, administración y explotación de los casinos de juego que operan en el país.

3. La Superintendencia tiene dos órganos. Por una parte, el Superintendente de Casinos de Juego, funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República y designado por éste. Por la otra, el Consejo Resolutivo. A éste le Corresponde otorgar, denegar, renovar y revocar los permisos de operación de casinos de Juego en el país, como asimismo, las licencias de juego y servicios anexos, de conformidad con las disposiciones de la Ley Nº 19.995, y sobre la base de la proposición que al efecto le formule el Superintendente.

4. El Consejo Resolutivo está Integrado por el Subsecretario de Hacienda, el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, el Superintendente de Valores y Seguros, el Director Nacional del Servicio Nacional de Turismo, el Intendente regional respectivo y dos representantes del Presidente de la República nombrados con acuerdo del Senado.

5. En mérito de lo anterior, y de conformidad a lo establecido en el artículo 38 de la Ley Nº 19.995, vengo en someter a consideración de esa 

H. Corporación, solicitando su acuerdo, la siguiente proposición para proveer la designación de los dos representantes del Presidente de la República en el Consejo Resolutivo de la Superintendencia de Casinos de Juego:

—Ernesto Fontaine Ferreira-Nobriga
RUT 7.165 623-3

—Ernesto Livacic Rojas


RUT 2.929.447-k

6. Atendida la conveniencia de contar, a la brevedad posible con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder al nombramiento antes referido, hago presente urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del Nº 5) del articulo 53 de la Carta Fundamental.

Saluda a V.E.,

(Fdo.): Francisco Vidal Salinas, Vicepresidente de la República.

(POR FAVOR, ESCANEAR).
� Artículo 373 del Código Procesal Penal: "Causales del recurso. Procederá la declaración de nulidad del juicio oral y de la sentencia:





a) Cuando, en la tramitación del juicio o en el pronunciamiento de la sentencia, se hubieren infringido sustancialmente derechos o garantías asegurados por la Constitución o por los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, y


b) Cuando, en el pronunciamiento de la sentencia, se hubiere hecho una errónea aplicación del derecho que hubiere influido sustancialmente en lo dispositivo del fallo.”





� Artículo 10 del Código Procesal Penal: "Cautela de garantías. En cualquier etapa del procedimiento en que el juez de garantía estimare que el imputado no está en condiciones de ejercer los derechos que le otorgan las garantías judiciales consagradas en la Constitución Política, en las leyes o en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, adoptará, de oficio o a petición de parte, las medidas necesarias para permitir dicho ejercicio.





	Si esas medidas no fueren suficientes para evitar que pudiere producirse una afectación sustancial de los derechos del imputado, el juez ordenará la suspensión del procedimiento y citará a los intervinientes a una audiencia que se celebrará con los que asistan. Con el mérito de los antecedentes reunidos y de lo que en dicha audiencia se expusiere, resolverá la continuación del procedimiento o decretará el sobreseimiento temporal del mismo.”.





� Artículo 281 del Código de Procedimiento Penal: "Fecha, lugar, integración y citaciones. El juez de garantía hará llegar el auto de apertura del juicio oral al tribunal competente, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a su notificación.





	También pondrá a disposición del tribunal del juicio oral en lo penal las personas sometidas a prisión preventiva o a otras medidas cautelares personales.”.	


� Artículo 70 del Código Procesal Penal: “Juez de garantía competente. El juez de garantía llamado por la ley a conocer las gestiones a que dé lugar el respectivo procedimiento se pronunciará sobre las autorizaciones judiciales previas que solicitare el ministerio público para realizar actuaciones que privaren, restringieren o perturbaren el ejercicio de derechos asegurados por la Constitución.





	Sin embargo, cuando estas actuaciones debieren efectuarse fuera del territorio jurisdiccional del juzgado de garantía y se tratare de diligencias urgentes, el ministerio público también podrá pedir la autorización directamente al juez del juzgado de garantía del lugar. En este caso, una vez realizada la diligencia, el ministerio público dará cuenta a la brevedad al juez de garantía del procedimiento.”.





� Artículo 111 Código Procesal Penal: “Querellante. La querella podrá ser interpuesta por la víctima, su representante legal o su heredero testamentario.





	También se podrá querellar cualquier persona capaz de parecer en juicio domiciliada en la provincia, respecto de hechos punibles cometidos en la misma que constituyeren delitos terroristas, o delitos cometidos por un funcionario público que afectaren derechos de las personas garantizados por la Constitución o contra la probidad pública.





	Asimismo, podrá deducir querella cualquier persona capaz de parecer en juicio domiciliada en la región, respecto de delitos cometidos en la misma que afectaren intereses sociales relevantes o de la colectividad en su conjunto.”.





� Artículo 204 del Código Procesal Penal: “Entrada y registro en lugares de libre acceso público. Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones podrán efectuar el registro de lugares y recintos de libre acceso público, en búsqueda del imputado contra el cual se hubiere librado orden de detención, o de rastros o huellas del hecho investigado o medios que pudieren servir a la comprobación del mismo.”.





Artículo 205 del Código Procesal Penal: “Entrada y registro en lugares cerrados. Cuando se presumiere que el imputado, o medios de comprobación del hecho que se investigare, se encontrare en un determinado edificio o lugar cerrado, se podrá entrar al mismo y proceder al registro, siempre que su propietario o encargado consintiere expresamente en la práctica de la diligencia.





	En este caso, el funcionario que practicare el registro deberá individualizarse y cuidará que la diligencia se realizare causando el menor daño y las menores molestias posibles a los ocupantes. Asimismo, entregará al propietario encargado un certificado que acredite el hecho del registro, la individualización de los funcionarios que hubieren practicado y de aquel que lo hubiere ordenado.





	Sí, por el contrario, el propietario o el encargado del edificio o lugar no permitiere la entrada y registro, la policía adoptará las medidas tendientes a evitar la posible fuga del imputado y el fiscal solicitará al juez la autorización para proceder a la diligencia. En todo caso, el fiscal hará saber al juez las razones que el propietario o el encargado hubiere invocado para negar la entrada y registro.”.





Artículo 206 del Código Procesal Penal: “Entrada y registro en lugares cerrados sin autorización judicial. La policía podrá entrar en un lugar cerrado y registrarlo, sin el consentimiento expreso de su propietario o encargado ni autorización judicial previa, cuando las llamadas de auxilio de personas que se encontraren en el interior u otros signos evidentes indicaren que en el recinto se está cometiendo un delito.”.





� Artículo 146 del Código Procesal Penal: “Caución para reemplazar la prisión preventiva. Cuando la prisión preventiva hubiere sido o debiere ser impuesta para garantizar la comparecencia del imputado al juicio y a la eventual ejecución de la pena, el tribunal podrá autorizar su reemplazo por una caución económica suficiente, cuyo monto fijará.





La caución podrá consistir en el depósito por el imputado u otra persona de dinero o valores, la constitución de prendas o hipotecas, o la fianza de una o más personas idóneas calificadas por el tribunal.”.





� La privación de libertad, total o parcial, en su casa o en la que el propio imputado señale, � si aquélla se encuentra fuera de la ciudad asiento del tribunal; la sujeción a la vigilancia de � una persona o institución determinada, las que informarán periódicamente al juez; la � obligación de presentarse periódicamente ante el juez o ante la autoridad que él designare; � la prohibición de salir del país, de la localidad en la cual residiere o del ámbito territorial � que fijare el tribunal; la prohibición de asistir a determinadas reuniones, recintos o � espectáculos públicos, o de visitar determinados lugares; la prohibición de comunicarse � con personas determinadas, siempre que no se afectare el derecho a defensa, y la � prohibición de aproximarse al ofendido o su familia y, en su caso, la obligación de � abandonar el hogar que compartiere con aquél.


� El secuestro de la cosa que es objeto de la demanda; el nombramiento de uno o más � interventores; la retención de bienes determinados, y la prohibición de celebrar actos o � contratos sobre bienes determinados. Hay que tener presente que, según el artículo 300 � del Código citado, estas medidas no excluyen otras que establezcan las leyes.


� El Presidente de la República y los ex Presidentes; los Ministros de Estado; los Senadores � y Diputados; los miembros de la Corte Suprema; los integrantes del Tribunal � Constitucional; el Contralor General de la República y el Fiscal Nacional; los Comandantes � en Jefe de las Fuerzas Armadas, el General Director de Carabineros de Chile y el Director � General de la Policía de Investigaciones de Chile; los chilenos o extranjeros que gozaren � en el país de inmunidad diplomática, en conformidad a los tratados vigentes sobre la � materia, y los que, por enfermedad grave u otro impedimento calificado por el tribunal, se � hallaren en imposibilidad de hacerlo.





� Por remisión a los artículos 33 del Código de Procedimiento Penal y 240 del Código de � Procedimiento Civil, se trata de arresto hasta por veinticuatro horas y multa, y reclusión � menor en su grado medio a máximo (541 días a 5 años), respectivamente.





� Negarse a responder aquellas preguntas cuya respuesta pueda auto incriminar al testigo o � a su cónyuge o conviviente, sus ascendientes o descendientes, sus parientes colaterales � hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, su pupilo o su guardador, su � adoptante o adoptado.





� Artículo 85.- Control de identidad. Los funcionarios policiales señalados en el artículo 83 deberán, además, sin orden previa de los fiscales, solicitar la identificación de cualquier persona en casos fundados, tales como la existencia de un indicio de que ella hubiere cometido o intentado cometer un crimen, simple delito o falta, de que se dispusiere a cometerlo, o de que pudiere suministrar informaciones útiles para la indagación de un crimen, simple delito o falta. La identificación se realizará en el lugar en que la persona se encontrare, por medio de documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte. El funcionario policial deberá otorgar a la persona facilidades para encontrar y exhibir estos instrumentos. 





Durante este procedimiento, la policía podrá proceder al registro de las vestimentas, equipaje o vehículo de la persona cuya identidad se controla.





En caso de negativa de una persona a acreditar su identidad, o si habiendo recibido las facilidades del caso no le fuere posible hacerlo, la policía la conducirá a la unidad policial más cercana para fines de identificación. En dicha unidad se le darán facilidades para procurar una identificación satisfactoria por otros medios distintos de los ya mencionados, dejándola en libertad en caso de obtenerse dicho resultado. Si no resultare posible acreditar su identidad, se le tomarán huellas digitales, las que sólo podrán ser usadas para fines de identificación y, cumplido dicho propósito, serán destruidas. 





El conjunto de procedimientos detallados en los incisos precedentes no deberá extenderse por un plazo superior a seis horas, transcurridas las cuales la persona que ha estado sujeta a ellos deberá ser puesta en libertad, salvo que existan indicios de que ha ocultado su verdadera identidad o ha proporcionado una falsa, caso en el cual se estará a lo dispuesto en el inciso siguiente. 





Si la persona se niega a acreditar su identidad o se encuentra en la situación indicada en el inciso anterior, se procederá a su detención como autora de la falta prevista y sancionada en el Nº 5 del artículo 496 del Código Penal. El agente policial deberá informar, de inmediato, de la detención al fiscal, quien podrá dejarla sin efecto u ordenar que el detenido sea conducido ante el juez dentro de un plazo máximo de veinticuatro horas, contado desde que la detención se hubiere practicado. Si el fiscal nada manifestare, la policía deberá presentar al detenido ante la autoridad judicial en el plazo indicado. 





Los procedimientos dirigidos a obtener la identidad de una persona en conformidad a los incisos precedentes, deberán realizarse en la forma más expedita posible, y el abuso en su ejercicio podrá ser constitutivo del delito previsto y sancionado en el artículo 255 del Código Penal.


� “Artículo 109.- Derechos de la víctima. La víctima podrá intervenir en el procedimiento penal conforme a lo establecido en este Código, y tendrá, entre otros, los siguientes derechos: 


………………………………………


d) Ser oída, si lo solicitare, por el fiscal antes de que éste pidiere o se resolviere la suspensión del procedimiento o su terminación anticipada;”.





� Artículo 248.- Cierre de la investigación. Practicadas las diligencias necesarias para la averiguación del hecho punible y sus autores, cómplices o encubridores, el fiscal declarará cerrada la investigación y podrá, dentro de los diez días siguientes:





a) Solicitar el sobreseimiento definitivo o temporal de la causa;





b) Formular acusación, cuando estimare que la investigación proporciona fundamento serio para el enjuiciamiento del imputado contra quien se hubiere formalizado la misma, o





c) Comunicar la decisión del ministerio público de no perseverar en el procedimiento, por no haberse reunido durante la investigación los antecedentes suficientes para fundar su acusación.





La comunicación de la decisión contemplada en la letra c) precedente dejará sin efecto la formalización de la investigación, dará lugar a que el juez revoque las medidas cautelares que se hubieren decretado, y la prescripción de la acción penal continuará corriendo como si nunca se hubiere interrumpido.





� Artículo 94 del Código Penal.- La acción penal prescribe:





Respecto de los crímenes a que la ley impone pena de presidio, reclusión o relegación perpetuos, en quince años.





Respecto de los demás crímenes, en diez años.





Respecto de los simples delitos, en cinco años.





Respecto de las faltas, en seis meses.





	Cuando la pena señalada al delito sea compuesta, se estará a la privativa de libertad, para la aplicación de las reglas comprendidas en los tres primeros acápites de este artículo; si no se impusieren penas privativas de libertad, se estará a la mayor.





	Las reglas precedentes se entienden sin perjuicio de las prescripciones de corto tiempo que establece este Código para delitos determinados.





� Ver nota � NOTEREF _Ref115856490 \h � \* MERGEFORMAT �15�.


� Reclusión menor en su grado medio a máximo (541 días a 5 años).





� Ver nota anterior.


� Artículo 343.- Decisión sobre absolución o condena. Una vez concluida la deliberación privada de los jueces, de conformidad a lo previsto en el artículo 339, la sentencia definitiva que recayere en el juicio oral deberá ser pronunciada en la audiencia respectiva, comunicándose la decisión relativa a la absolución o condena del acusado por cada uno de los delitos que se le imputaren, indicando respecto de cada uno de ellos los fundamentos principales tomados en consideración para llegar a dichas conclusiones. 





Excepcionalmente, cuando la audiencia del juicio se hubiere prolongado por más de dos días y la complejidad del caso no permitiere pronunciar la decisión inmediatamente, el tribunal podrá prolongar su deliberación hasta por veinticuatro horas, hecho que será dado a conocer a los intervinientes en la misma audiencia, fijándose de inmediato la oportunidad en que la decisión les será comunicada. 





La omisión del pronunciamiento de la decisión de conformidad a lo previsto en los incisos precedentes producirá la nulidad del juicio, el que deberá repetirse en el más breve plazo posible. 





En el caso de condena, el tribunal deberá resolver sobre las circunstancias modificatorias de responsabilidad penal en la misma oportunidad prevista en el inciso primero. No obstante, tratándose de circunstancias ajenas al hecho punible, el tribunal podrá postergar su resolución para el momento de la determinación de la pena en la sentencia, debiendo indicarlo así a las partes. 





� Artículo 155.- Enumeración y aplicación de otras medidas cautelares personales. Para garantizar el éxito de las diligencias de investigación, proteger al ofendido o asegurar la comparecencia del imputado a las actuaciones del procedimiento o ejecución de la sentencia, después de formalizada la investigación el tribunal, a petición del fiscal, del querellante o la víctima, podrá imponer al imputado una o más de las siguientes medidas: 





a) La privación de libertad, total o parcial, en su casa o en la que el propio imputado señalare, si aquélla se encontrare fuera de la ciudad asiento del tribunal; ....





� Decreto N° 873, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1990, publicado el 5 de enero de 1991.





� La letra h) del párrafo 2 del artículo 8 de la citada Convención garantiza el derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior.


� Artículo 360 inciso final Código Procesal Penal: “Si la resolución judicial hubiere sido objeto de recurso por un solo interviniente, la Corte no podrá reformarla en perjuicio del recurrente.”.


� Artículo 389 Código Procesal Penal.- “Normas supletorias. El procedimiento simplificado se regirá por las normas de este Título y, en lo que éste no proveyere, supletoriamente por las del Libro segundo de este Código, en cuanto se adecuen a su brevedad y simpleza.”.


� Remisión condicional de la pena, reclusión nocturna y libertad vigilada.





� El artículo 2° de la ley N° 18.216 preceptúa que, en los casos de faltas, regirá lo dispuesto en el artículo 398 del Código Procesal Penal o en el Título III de la ley N° 15.231, sobre Juzgados de Policía Local, según sea el tribunal que conozca del proceso. 





� Se trata de las que ordenan el archivo provisional de la investigación, del ejercicio de la facultad de no investigar, de la aplicación del principio de oportunidad y del cierre de la investigación por falta de antecedentes suficientes para acusar.


� El 16 de junio de 2005.





� El cónyuge o el conviviente del imputado, sus ascendientes o descendientes, sus parientes colaterales hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, su pupilo o su guardador, su adoptante o adoptado.


� Ver nota 12.


� Ver nota 25.


� Por regla general, se utiliza la numeración del proyecto aprobado en primer trámite por la Cámara de origen. En su caso, se indican los numerales y artículos nuevos agregados por la revisora y por esta Comisión Mixta.


� Las referencias a números nuevos aluden a los agregados por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional.
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